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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Larraín Fernández, Hernán

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, la Ministra de Educación, señora Carolina Schmidt Zaldívar. Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton Palma.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 53ª, ordinaria, en 4 de septiembre; 54ª, especial, y 55ª, ordinaria, ambas en 10 de septiembre; 56ª, ordinaria, en 11 de septiembre, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República, con los que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para el despacho de los siguientes proyectos de ley:



1.- El que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín Nº 8.859-04).



2.- El que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (boletín Nº 8.662-05).



3.- El que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que aprobó el proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas (boletín Nº 8.829-01) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda, en su caso. 

Informes



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín Nº 8.859-04) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio entre la República de Chile y los Estados Unidos Mexicanos sobre Protección y Restitución de Bienes Culturales”, suscrito en Ciudad de México el 8 de julio de 2011 (boletín Nº 8.952-10) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Quedan para tabla. 

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Tuma, señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Frei, Gómez, Larraín Fernández, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Ignacio Walker y Zaldívar, con el que se le pide a Su Excelencia el Presidente de la República que formule, en el actual trámite constitucional del proyecto que modifica la Ley General de Cooperativas (boletín Nº 8.132-26), una indicación para declarar la exención del impuesto a la renta que, por efecto de una interpretación administrativa de la ley, desde el año 2011 grava los excedentes generados a partir de operaciones de las cooperativas con sus socios (boletín Nº S 1.609-12) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio de Su Excelencia el Presidente de la República con el que, por un lado, comunica su ausencia del territorio nacional, desde el 2 al 9 del mes en curso, en visita oficial a Tailandia para asistir a la Cumbre APEC-2013, y por otro, informa que durante su ausencia lo subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular del Interior y Seguridad Pública, conforme a lo dispuesto en el artículo 29 de la Carta Fundamental.



--Se toma conocimiento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de iniciar el Orden del Día, quiero saludar a una delegación de alumnos de cuarto medio del Liceo Arturo Alessandri Palma, de Linares, que nos acompaña en las tribunas.



¡Muchas gracias por estar acá!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Saludo asimismo a los miembros del Club de Adulto Mayor de la comuna de El Bosque, de Santiago.



¡Felicidades! 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito el asentimiento de Sus Señorías al objeto de extender hasta el 25 de noviembre, a las 12, el plazo para presentar indicaciones al proyecto que crea la Superintendencia de Educación Superior. El plazo anterior venció el lunes 30 de septiembre.



Se trata de un acuerdo adoptado ayer en la Comisión de Educación, durante una reunión celebrada con la Ministra señora Schmidt.



¿Le parece a la Sala?

La señora ALLENDE.- Sí, señor Presidente.



--Así se acuerda.
)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Pido autorización para que ingrese al Hemiciclo el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton.



--Se accede. 

)---------------(
El señor TUMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor TUMA.- Señor Presidente, los miembros de la Comisión de Vivienda le solicitamos recabar la unanimidad requerida a los fines de extender hasta el 30 de noviembre el plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que establece un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción.

El señor PIZARRO (Presidente).- Como el 30 de noviembre es sábado, les propongo fijar el lunes 25 de noviembre, a las 12.



--Así se acuerda.

El señor TUMA.- Gracias, señor Presidente. 

V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE SUPERINTENDENCIA DE TELECOMUNICACIONES

El señor PIZARRO (Presidente).- En primer término, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8034-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 28ª, en 5 de junio de 2013.



Informe de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 42ª, en 30 de julio de 2013.



Discusión:



Sesiones 49ª, en 27 de agosto de 2013 (queda para segunda discusión); 53ª, en 4 de septiembre de 2013 (queda aplazada su votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- En la sesión de 4 de septiembre último se solicitó aplazamiento de la votación.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Así es. Por tanto, solo hay que votar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Debo recordarles a Sus Señorías que este proyecto y los que siguen a continuación son de quórum especial.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica. 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, quiero fundamentar mi voto especialmente para los efectos de comentar esta iniciativa de ley, que a mi juicio es sobremanera importante. 



La razón principal que sustenta a este proyecto es la concentración excesiva de competencias en la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dependiente del Ministerio de Transportes.



Como bien se destaca en el mensaje, la SUBTEL tiene, además de la función de formular las normas y políticas sectoriales, la de fiscalizar el cumplimiento de dichas normas y la de sancionar su incumplimiento. Es decir, esa Subsecretaría está a cargo tanto de la fiscalización cuanto de la sanción de las mismas disposiciones que debe emitir (este debate lo hemos hecho varias veces, en el caso de otros organismos; por ejemplo, a propósito del Servicio de Impuestos Internos, que era juez y parte).



Por lo tanto, es indispensable crear la Superintendencia de Telecomunicaciones.



El mercado de las telecomunicaciones ha crecido dramáticamente en las últimas décadas. Con ello, ha aumentado la complejidad de la normativa regulatoria, así como la cantidad de entes regulados.



En tal contexto, resulta difícil mantener en un solo organismo prácticamente la totalidad de las funciones y atribuciones administrativas y públicas de telecomunicaciones. Y los conflictos de interés que se producen son demasiados como para obviarlos.



El proyecto de ley que nos ocupa fue objeto de varias enmiendas e indicaciones, algunas del Ejecutivo y otras de parlamentarios. Y creo que al final se perfeccionó su texto original.



En mi concepto, esta iniciativa es necesaria, pues, aparte contribuir a desconcentrar las actuales facultades de la referida Subsecretaría, posibilita que un órgano que represente al Estado defienda también los intereses de los consumidores en esta materia, los que, atendida la naturaleza de las telecomunicaciones, cada día son más importantes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Les hago presente a Sus Señorías que para aprobar este proyecto, que es de quórum especial, se requieren 21 votos afirmativos.



Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, esta iniciativa crea la Superintendencia de Telecomunicaciones como servicio público funcionalmente descentralizado; dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio; sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



Dicha Superintendencia tendrá como funciones las propias de un organismo estrictamente fiscalizador, resolutor y ejecutor de las normas dictadas por los órganos con competencias normativas de política pública.



El proyecto que nos ocupa se funda en el crecimiento explosivo del sector telecomunicaciones en los últimos años, especialmente a partir de la masificación de Internet y de la telefonía móvil. La cantidad de celulares en nuestro país ya sobrepasa el número de habitantes: según la Subsecretaría del ramo, la telefonía móvil cuenta con 24 millones de clientes.



Una situación de aquella índole requiere, lógicamente, la existencia de un organismo encargado de supervisar el funcionamiento del sector.



Se ha alcanzado tal volumen de conexiones que el mercado escapa a la capacidad fiscalizadora del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del accionar del Servicio Nacional del Consumidor.



Incluso, es factible pensar que el día de mañana la Superintendencia que se crea deberá dividirse en lo que respecta a telefonía móvil e Internet.



Creo que esa posibilidad, no muy remota, deberemos tenerla muy en cuenta durante la discusión particular, pues tarde o temprano requeriremos órganos fiscalizadores especializados para las comunicaciones mediante teléfonos móviles e Internet, pensando sobre todo en que ambas tecnologías son esenciales para el desarrollo del país, e incluso, para la permanente tarea de avanzar en la democratización de la economía y de la sociedad.



Del mismo modo, hay que distinguir la telefonía móvil de la fija, e Internet de la transmisión televisiva y radial de libre recepción y la que se efectúa por cable, pues todas ellas configuran realidades distintas, con exigencias también diferentes, pero tienden a sobreponerse unas con otras.



Por eso, apruebo la idea de legislar, anticipando que presentaré indicaciones durante la discusión particular.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, votaré a favor de este proyecto porque considero que va en la dirección correcta: separar la función normativa de la de fiscalización. 



Por supuesto, atendida la forma como está creciendo el mercado de las telecomunicaciones, es necesaria la existencia de una Superintendencia que, dotada de medios y personal adecuados, fiscalice el cumplimiento de las normas respectivas.



En consecuencia, apruebo la idea de legislar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, hoy estamos ad portas de aprobar un proyecto de ley muy relevante, que, básicamente, crea la Superintendencia de Telecomunicaciones.



¿Y por qué me parece tan importante? Porque, en el contexto de América Latina, Chile es, junto con Surinam, de los pocos países que no cuentan con una superintendencia de telecomunicaciones para los efectos de resguardar en forma adecuada y oportuna los derechos de los usuarios.


Adicionalmente, existe una creciente demanda por mejorar la calidad de los servicios. Y, a este respecto, la Superintendencia de Telecomunicaciones que se propone va en la dirección correcta.



Hay asuntos pendientes, los que en algún momento deberán ser materia de acuerdos. Por ejemplo, el relacionado con las plantas del nuevo organismo.



Para nosotros reviste gran significación contar con oficinas regionales dotadas de las facultades fiscalizadoras necesarias.



En el caso del control de emisiones electromagnéticas de las antenas de celulares, hoy día son escasos el número de equipos y la cantidad de personal indispensables para realizar una fiscalización oportuna y adecuada.



Por de pronto, haciendo una revisión en torno a la necesidad de establecer oficinas regionales con facultades fiscalizadoras, uno podría señalar que el proyecto que nos ocupa va en la dirección correcta.



Con ello quiero decir que mediante esta iniciativa estamos cumpliendo los estándares requeridos para velar apropiada y oportunamente por los derechos y las demandas de los usuarios.



La ley en proyecto se esperaba desde hacía mucho tiempo, pues la institucionalidad establecida en 1977 -mediante el decreto ley N° 1.762, que creó la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dependiente del Ministerio de Transportes- había quedado obsoleta en varios aspectos.



Aquello ocurrió porque nuestro país ha avanzado bastante en materia de telecomunicaciones: telefonías fija y móvil, radiodifusión, televisión e Internet. Y eso hizo indispensable la creación de la Superintendencia de Telecomunicaciones.



Por otra parte, se acoge mediante esta iniciativa la recomendación de la OCDE -organización a la que nuestro país pertenece- de modernizar todo el sistema de telecomunicaciones en lo relativo tanto a regulación cuanto a fiscalización.



Durante la discusión general, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, que presido, recibió a múltiples actores relacionados con las diversas materias que aborda este proyecto. Y, pese a que muchos de ellos hicieron diversas acotaciones con el ánimo de mejorar varias de sus normas, todos estuvieron contestes en que se requiere su aprobación, dada la necesidad de implementarlo y hacerlo entrar en vigencia con prontitud.



Los aportes efectuados se analizarán debidamente durante la discusión particular, al igual que las indicaciones que formulen los señores Senadores y el Ejecutivo.



De otra parte, dimos nuestra venia para que los funcionarios de la Subsecretaría de Telecomunicaciones estuvieran presentes a lo largo de la tramitación de esta iniciativa, ya que su aprobación incidirá directamente en sus condiciones laborales.



Es nuestro propósito que la ley en proyecto vele adecuadamente por los puestos de trabajo y por las condiciones laborales de quienes se desempeñan en la Subsecretaría de Telecomunicaciones.



Por tanto, hoy aprobaremos esta iniciativa, que pone a tono nuestra legislación y recoge -lo manifesté antes- una recomendación hecha por la OCDE.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- En primer término, señor Presidente, anuncio mi voto afirmativo.



Considero necesario dar este paso. Para nosotros es importante contar con una Superintendencia de Telecomunicaciones. Vivimos en un mundo cada día más informatizado. Por tanto, para los usuarios es indispensable que haya un órgano capacitado para hacer seguimientos y fiscalizar mejor el servicio que se les otorga.



Chile es uno de los países con altísima tasa de usuarios en telefonía móvil.



Ojalá muchas otras personas accedan a Internet y a otras formas de comunicación, que en la actualidad resultan indispensables.



Cada día más, los servicios dicen: “Consulte la página web”. O sea, le estamos señalando a nuestra ciudadanía que para obtener información, servicios -para qué hablar de los concursos o de los proveedores-, en fin, es necesario conectarse mediante el respectivo sitio web de Internet.



Por lo tanto, como lo habían recomendado los países de la OCDE, debía crearse la Superintendencia de Telecomunicaciones.



Señor Presidente, quiero detenerme solo en un punto que me ha preocupado y que ojalá dé lugar a un compromiso nuestro, sumado al del señor Ministro y al del señor Subsecretario -este último se encuentra presente-, en el sentido de apoyar la creación de oficinas regionales. A mi juicio, todos hemos considerado que no es posible un centralismo que se traduzca en que las regiones simplemente no cuenten con un servicio que pasa a ser fundamental. No podemos pedirle a un ciudadano de Copiapó que viaje a Santiago para poder resolver un asunto importante que tenga que ver con el área de telecomunicaciones. Quisiera subrayar, entonces, la importancia de la palabra dada por dichas autoridades.



Lo que necesitamos es la voluntad de la Dirección de Presupuestos. Hoy día, en el marco de la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos, me parece altamente conveniente que todos los parlamentarios de regiones nos comprometamos a apoyar la conveniencia de contar con dichas oficinas, las que, por lo demás, como ya señalé, cuentan con el visto bueno tanto del señor Ministro como del señor Subsecretario, quienes comprenden la importancia de que se pueda disponer de ese tipo de servicio. En consecuencia, espero que nuestros colegas que participan en la discusión en las Subcomisiones y que después lo harán en la Comisión Especial Mixta puedan aprobar la creación de tales entidades. Ello requiere recursos, desde luego, así como también la voluntad -repito- de la Dirección de Presupuestos. 



Por mi parte, voy a votar a favor. Me parece muy importante, como país, que tengamos una Superintendencia de Telecomunicaciones.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que 25 señores Senadores se pronuncian a favor.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará el 2 de diciembre como plazo para la presentación de indicaciones.

El señor ATTON (Subsecretario de Telecomunicaciones).- Sugiero el 20 de noviembre.

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo que pasa es que en esos últimos días vamos a estar metidos de lleno en la fase final del proyecto de Ley de Presupuestos. La fecha que he señalado es poco más de una semana después.



Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor ATTON (Subsecretario de Telecomunicaciones).- Señor Presidente, la Comisión va a partir por recibir de nuevo a los distintos actores: a la industria, a los consumidores, por lo que el término hasta el 20 de noviembre será suficiente para la discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- No me ha comprendido, señor Subsecretario. Todos esos días estaremos constituidos en plenario, mañana y tarde, para despachar el proyecto de Ley de Presupuestos antes del 30 de noviembre. Eso es lo que he planteado.

El señor ATTON (Subsecretario de Telecomunicaciones).- Conforme, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Seguramente no se reunirán las Comisiones. ¿Para qué fijar una fecha que no nos permitirá cumplir?



Si no hay objeción, se determinará el 2 de diciembre como plazo para la presentación de indicaciones.

El señor ATTON (Subsecretario de Telecomunicaciones).- Bien.

El señor PIZARRO (Presidente).- Acordado.

CREACIÓN DE AGENCIA NACIONAL DE ACREDITACIÓN
Y ESTABLECIMIENTO DE NUEVO SISTEMA DE ACREDITACIÓN
DE INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje, en primer trámite constitucional, que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. La urgencia ha sido calificada de “suma” y se encuentra aplazada la votación.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8774-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 93ª, en 9 de enero de 2013.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 48ª, en 14 de agosto de 2013.



Discusión:



Sesión 57ª, en 16 de septiembre de 2013 (queda aplazada la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como se hizo presente en la relación expuesta en la sesión de septiembre recién pasado en que se trató la iniciativa, los artículos 1°, 2°, 4° a 9° y 22 a 52, contenidos en el Artículo Primero; la letra a) del Artículo Segundo; el Artículo Tercero, y los artículos primero a octavo transitorios tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren 21 votos para su aprobación.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en el primer informe.

El señor PIZARRO (Presidente).- Les ruego a los señores Senadores inscribirse para fundamentar su pronunciamiento.



Se tocarán los timbres para llamar a quienes se encuentran en las Subcomisiones de Presupuesto.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Mientras llegan nuestros colegas, señor Presidente, dado que la iniciativa requiere un quórum especial para ser acogida, solo quisiera consignar que la discusión ya se llevó a cabo en la sesión pasada.



Cabe recordar que en el Senado estamos viendo en este momento tres proyectos en materia de educación superior: uno relativo al financiamiento, otro atinente a la fiscalización y el que nos ocupa, tan importante como los anteriores, sobre acreditación. Lo menciono porque no pueden ser considerados separadamente. En el fondo, forman parte de un todo coherente que apunta a un nuevo sistema, tanto desde el punto de vista institucional como del financiamiento. Y ello responde, básicamente, a las demandas, las movilizaciones, las protestas verificadas especialmente desde 2011 en adelante.



Por lo tanto, el Congreso demuestra una capacidad de reacción para hacerse cargo justamente de aquello que es la médula de la reclamación, no solo estudiantil, sino también de la sociedad -en particular, de la clase media-, en el sentido de poder contar con una educación de calidad debidamente financiada, con una institucionalidad adecuada, no segregada, no generadora de segmentación y que permita satisfacer un gran anhelo de desarrollo humano, de progreso, de bienestar bien entendido, a fin de lograr movilidad social, de formar personas en valores, en conocimientos, en técnica.



Recordemos que más de la mitad de la matrícula de quienes ingresan hoy día a la educación superior no corresponde a la universidad, sino a centros de formación técnica, a institutos profesionales, y que este es un gran cambio en la sociedad chilena. Y, por lo tanto, si bien es cierto que se mira el vaso medio lleno, que es la cobertura, cabe observar que en ese nivel, entre otras cosas, hemos pasado de 240 mil alumnos, en los últimos veintitrés años, a un millón 100 mil. Hemos cuadruplicado la matrícula en la educación superior. 



¿Cuál es el problema? El 80 por ciento del financiamiento de los estudios lo enfrentan las familias. Es una carga, una mochila, que recae sobre los propios alumnos y su grupo familiar.



El año pasado concretamos un avance importante, como Congreso, al permitir la reprogramación de deudas: 110 mil estudiantes morosos pudieron acogerse al sistema.



Más de 500 mil alumnos habían accedido al crédito con aval del Estado, y decenas de miles, al crédito Corfo. Toda esa mochila financiera que a veces pesa sobre las familias la hemos aliviado bajando la tasa de interés de 6 por ciento, en el primer caso, y de 9, en el segundo, a 2, y permitiendo que en el futuro se paguen los créditos con no más del 10 por ciento del ingreso que va a obtener un profesional o un técnico una vez que se acceda a un trabajo.



En algunas oportunidades vemos todo negativo, vemos puros fracasos. Aquí hay un intento del Gobierno y del Congreso, del Gobierno y de la Oposición, de tomar el toro por las astas y considerar cómo se puede solucionar, no solo algo tan importante como el financiamiento, sino también la institucionalidad.



Y, en ese contexto, el proyecto sobre acreditación justamente aspira a garantizar a los estudiantes y sus familias, con ocasión del ingreso a una institución de educación superior, universitaria o no, que esta entidad va a contar con los requisitos de calidad que se precisan para poder acceder, entre otras cosas, al financiamiento público. En consecuencia, estar o no acreditado es muy importante.



Lo que estamos votando aquí es la idea de legislar, y en la Comisión de Educación hay mucho trabajo por hacer, además del que ya realizamos, para mejorar un proyecto que ha sido muy criticado, y con mucha razón, porque la verdad es que presenta debilidades muy importantes. Pero esperamos que en la discusión particular podremos dar con un texto que permita garantizar calidad en el nivel de la educación superior y contar con un adecuado sistema de acreditación.



Por eso, la bancada de la Democracia Cristiana votará a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, la Agencia Nacional de Acreditación se inserta en un sistema que busca garantizar calidad en la educación superior. Es una idea que en general responde en forma apropiada a los perfeccionamientos institucionales que el Estado debe asumir.



En una serie de áreas es posible visualizar reparos o inducir a correcciones en el planteamiento del Ejecutivo. El primer punto dice relación con qué se entiende por calidad, con la forma de abordar la temática y de establecer ciertos criterios que permitan arribar a definiciones consensuadas.



Otro aspecto que me parece interesante tener presente es que no existe una noción adecuada de los distintos tipos de educación superior. Se tiende a sobredimensionar la universitaria, pero, como sabemos, también están los centros de formación técnica y los institutos profesionales, entidades ambas con relación a las cuales se tiene que desplegar, a mi juicio, un esfuerzo muy particular, porque precisamente allí es donde el sistema presenta su talón de Aquiles. El rol de la universidad se halla sobredimensionado en forma grosera, en detrimento de la formación de técnicos.



Asimismo, estimo que valdría la pena hacer una reflexión acerca de un elemento de raigambre más profunda en la definición del concepto de “superintendencia” y de la tarea que esta debe cumplir. Pareciera aplicarse una perspectiva de orientación filosófica inadecuada, en mi opinión, porque se acentúa la formación del ser humano para el mundo del trabajo, cuando el individuo, en realidad, es algo más complejo, más profundo. La cuestión tiene que ver con la formación integral, con la entrega de competencias para la vida, para ser feliz, para buscar la realización personal. Me parece que en esta área el proyecto adolece de debilidades que sería interesante corregir.



En la discusión en la Comisión de Educación también manifesté observaciones en el sentido de que hasta ahora el Ministerio del ramo muestra una grave falencia, porque si bien es cierto que enfatiza su rol en el ámbito formal de la educación, ha sido incapaz de asumir la modernidad con la velocidad y profundidad que corresponden. Para decirlo claramente, en cuanto a la educación a distancia -el e-learning-, Internet y las redes sociales, se carece de normas y estándares apropiados para enfrentar el proceso educativo y vamos muy retrasados con relación a lo que ocurre en otros lugares del mundo.



En mi concepto, el Ministerio ha sido hasta ahora una traba para que el sistema educacional avance en estas materias con la velocidad que se requiere. Y he pedido que ello también sea explicitado en el tratamiento de las funciones, de tal manera que no solo contemos con la educación formal, cartesiana, analógica, que todos conocimos durante nuestra formación, sino que también se incorporen la experiencia digital y el mundo de la virtualidad, de las redes sociales y de Internet.



Como he dicho, el proyecto tiene que ser mejorado en una serie de ámbitos, pero, para que eso ocurra, primero hay que pronunciarse a favor de la idea de legislar. Anuncio mi voto en tal sentido, para que sea posible introducir las indicaciones tendientes a permitir esos perfeccionamientos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, la verdad es que obviamente necesitamos crear una nueva institucionalidad, habiéndose propuesto la Agencia Nacional de Acreditación, porque, como ya lo expliqué en la Sala en una sesión pasada, creo que fallamos en lo relativo a la fe pública. En mi opinión, muchas familias y estudiantes estimaron que había un mecanismo de acreditación medianamente razonable, y es probable que sobre esa base tuviera lugar el ingreso a la educación superior.



Lo cierto es que se demostró que el sistema no funcionaba y registraba una serie de conflictos de interés. El caso más dramático -a estas alturas, simbólico- fue el del cierre de la Universidad del Mar, uno de los hitos más reveladores de la tremenda crisis que afectaba a la educación superior y de que estábamos en presencia de instituciones que no cumplían con la ley. Ello incluso llevó a la destitución de un Ministro y al fracaso sistemático de una política que claramente demostró ser incapaz de fiscalizar y débil, y que permitió, en gran medida, que quienes trataban de hacer de la educación un negocio consiguieran su propósito. Me parece que todo lo ocurrido nos ha dado una lección.



El fracaso, además, se está pagando con creces, de acuerdo con los datos de que dispongo, porque el Consejo Nacional de Educación informó hace muy poco que se requieren 543 millones de pesos para examinar a los egresados de la Universidad del Mar, o sea, a quienes decidieron permanecer en ese plantel y que a fin de año deben concluir sus planes de estudio. Eso significa que el Estado tendrá que poner dinero para suplir un dolo de privados que defraudaron a miles de jóvenes y sus familias, lo que revela situaciones que no es posible que se repitan. Por eso es indispensable contar con una institucionalidad que ahora sí funcione.



Deseo reiterar lo que alguna vez manifesté en la Sala en el sentido de que, afortunadamente, casi la totalidad de los estudiantes de la Universidad del Mar en la Tercera Región pudieron matricularse en la Universidad de Atacama, gracias a la decisión del cuerpo directivo de esta última en orden a buscar todos los elementos posibles para compatibilizar y facilitar el traspaso, incluso considerando, con cierta emergencia, carreras que en ella no existían.



Lo anterior ha significado, por cierto, una mayor conciencia en la materia, de lo cual me alegro mucho, porque la idea es que tenga lugar una apertura al área de la salud. Ojalá algún día la Universidad de Atacama pueda formar médicos, enfermeras, kinesiólogos y profesionales que hacen tanta falta en la zona.



Volviendo al asunto en análisis, juzgo que aquello que se nos presenta se halla lejos todavía de cumplir con los estándares necesarios y lo que esperamos de la institucionalidad.



Para dar un solo ejemplo, no podemos dejar de pensar de manera crítica, en la regulación del proceso, que no es bueno que la acreditación sea aleatoria, salvo en el caso de las carreras de medicina y de pedagogía en educación básica, de pedagogía en educación media y de pedagogía en educación diferencial, así como también en educación parvularia, en las que obviamente será obligatoria. A mi juicio, es un aspecto bastante delicado. Finalmente no tendremos la certeza de si en verdad se cumple con lo requerido por un sistema de acreditación. Es algo que no nos hace bien. Es preciso regular mucho más.



Tampoco me gusta la composición del Consejo. Considero excesiva la cantidad de miembros que podría designar el Presidente de la República.



Creo que definitivamente el proyecto está muy verde. No cumple con los estándares que yo por lo menos estimo necesarios.



Me parece que debemos mejorar mucho más en materia de transparencia. Tenemos que disponer que se coloquen on-line todos los antecedentes que lleven a un proceso de acreditación: por ejemplo, los memorándums, las visitas inspectivas, los argumentos y razones que expresen cada uno de los consejeros, las pruebas entregadas. Además, no debe haber conflicto de intereses, como vimos en el pasado, o casos directos de corrupción, en lo que, evidentemente, fallamos en la fe pública de la gente. Y se debe incorporar la distinción entre institutos profesionales, centros de formación técnica y universidades, porque a todos estos se les exigen los mismos estándares de acreditación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminó su tiempo, señora Senadora.



Puede continuar por un minuto más.

La señora ALLENDE.- En definitiva, hay numerosas falencias: la composición del nuevo organismo; los tiempos de acreditación; la falta de una mayor diferenciación entre licenciamiento y acreditación; la no consideración de distinciones, como acabo de señalar, entre los centros de formación técnica y las universidades; la acreditación de los posgrados, en fin.



Este proyecto, a mi juicio, deja bastante que desear, y debiera ser completamente sustituido por otro, pues, tal como está, a mí por lo menos me resulta imposible aprobarlo.



De ahí que vaya a abstenerme porque, en mi opinión, todavía está muy lejos de cumplir con aquello a lo que nosotros debiéramos comprometernos como país para que nunca más ocurran situaciones dramáticas como la de la Universidad del Mar, que yo mencioné como simbólica, pero que no constituye el único caso investigado o en que se ha llegado al cierre del establecimiento en cuestión.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín, para fundamentar el voto.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, tal cual lo expresamos cuando se hizo la discusión previa a la votación, esta iniciativa presenta numerosas virtudes, en lo fundamental, en cuanto sigue una filosofía de acreditación que me parece correcta.



De tal modo, más que establecer estándares corporativos entre una institución y otra -lo que, al final, genera gran odiosidad, así como juicios probablemente subjetivos-, procura consagrar y asegurar la mantención de un piso mínimo de calidad en todas las entidades de educación superior, cualquiera que sea su origen, su historia, su naturaleza, su misión o su forma de enfocar el trabajo académico. Y esto, controlado no por la actual Comisión Nacional de Acreditación, que ha mostrado un desempeño bastante lamentable, sino por una Agencia Nacional de Acreditación conformada por cinco miembros.



La actual Comisión ha concluido de la peor manera posible, no solamente por lo problemático de la situación que afectó a la Universidad del Mar, donde se puso en evidencia que el sistema no funcionaba, sino también por quedar demostrado que la Comisión y el propio Ministerio de Educación, o no tenían las atribuciones para intervenir en circunstancias complejas y delicadas como las que ocurrieron con dicho plantel, o bien las usaban tras demasiado tiempo, lo que al final terminaba por dañar gravemente a los estudiantes.



Asimismo, hubo episodios de corrupción entre sus principales cabezas. No podemos olvidar la acusación que pesa sobre el último o uno de los últimos presidentes del referido organismo, quien se encuentra preso precisamente por haber utilizado su cargo para obtener dádivas y otro tipo de beneficios económicos a cambio de asegurar acreditación.



Por desgracia, esas situaciones de corrupción terminaron por desnaturalizar la labor que probablemente muchos efectuaron de muy buena fe en aquella Comisión y que en definitiva bloquearon su legitimidad. 



Por eso, es muy importante que la nueva Agencia establezca estándares en todas las instituciones de educación superior, cualquiera que sea su proyecto educativo, con el único propósito de asegurar un nivel mínimo de calidad en el trabajo que realizan.



Otro de los elementos relevantes es que se pone en una sola mano el licenciamiento -es decir, la posibilidad de que una institución se desempeñe en forma autónoma en la actividad de la educación superior- y la acreditación, esto es, la verificación del cumplimiento de los estándares de calidad instaurados para todas las entidades.



Al radicar ambas funciones en un mismo organismo, se asegura mayor coherencia en los objetivos que se persiguen. Por cierto, habrá que separarlas un poco, pues quizás en la iniciativa se observa cierta complejidad. Pero considero muy importante asegurar que los dos procesos se hallen en una misma mano, porque al final habrá igual criterio para evaluar. Además, el proyecto garantiza un seguimiento al plantel, que va a facilitar su control, y una manera segura de verificar el cumplimiento de los compromisos que se adopten en cada acreditación.



Adicionalmente, hoy en día existen acreditaciones de distinta duración, de entre uno y siete años, lo cual produce una situación francamente absurda. Ahora se plantea que exista un período de seis años -siempre se podrá revisar-, pero uno solo, de tal manera que el que no cumple, ¡no cumple!, aunque existirá una etapa provisional por alguna circunstancia excepcional.



Por otro lado, el examen que se realice a los planteles de educación superior será en su totalidad, no por parcialidades como ocurre hasta ahora, lo cual, obviamente, va en perjuicio de una evaluación más completa de cada institución. O sea, no solo se verá una parte, sino la globalidad, que es el enfoque que me parece más adecuado.



Finalmente, se propone que los establecimientos puedan optar por realizar su proceso de acreditación con una agencia pública de algún país que tenga un sistema de educación superior consolidado o, en el caso de naciones con sistemas de acreditación descentralizados, con una agencia privada supervisada por una organización de carácter nacional. Ello le dará más fluidez, mayor jerarquía y estándares internacionales al procedimiento.



Por supuesto, todo esto será controlado por el Ministerio de Educación, a través del cumplimiento de los requisitos establecidos por la ley.

El señor PIZARRO (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- ¿Me concede un minuto adicional, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Se ha señalado que hay cuestiones que es necesario revisar en el proyecto. Y el Ejecutivo se ha comprometido a efectuar cambios en diversos ámbitos: composición del Consejo de la nueva Agencia; diversidad de los proyectos educativos -uno de los males que a veces tienen estas agencias es que al final buscan homogeneizar a todas las instituciones de educación superior, lo cual no puede ser un propósito-; asegurar que la acreditación se efectúe en los plazos previstos; establecer mayor diferenciación entre licenciamiento y acreditación; considerar las diferencias existentes entre las universidades y entre estas y los centros de formación técnica, y revisar la acreditación de los posgrados.



En suma, creo que estamos ante una buena iniciativa, que vamos a apoyar y que puede ser corregida mediante indicaciones durante la discusión particular.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag, para fundamentar su voto.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el proyecto crea una institución encargada de supervigilar el sistema de acreditación de la educación superior, dentro del propósito general del Ejecutivo de garantizar la calidad de las carreras.



En tal sentido, la Agencia se hace cargo del crecimiento del sector, que alcanza en la actualidad a más de un millón cien mil estudiantes, y del aumento descontrolado de las instituciones que imparten carreras de nivel superior. Si bien se ha dado a miles de jóvenes acceso a oportunidades de desarrollo personal, la experiencia demuestra que en muchos casos ha habido centros de formación técnica, institutos y universidades que no han respondido a las expectativas y que incluso han llegado a la comisión de delitos.



Con tal fin, se propone fortalecer la institucionalidad acreditadora, fijar estándares comunes para todas las instituciones de educación superior, incluir el proceso de licenciamiento dentro de la acreditación, todo ello acompañado de superiores exigencias y una mayor cercanía de la Agencia con el desarrollo de las carreras, así como una acreditación con una duración única de seis años y una provisional, previa, por tres años.



También se propone que la acreditación se realice sobre la totalidad de los planteles en lugar de hacerse por partes, de modo que no existan áreas más débiles que otras. Y se da la posibilidad de que las instituciones de educación superior puedan acreditarse con alguna agencia pública de otro país que cuente con un sistema de educación superior consolidado, o con alguna agencia privada supervisada por una organización de carácter nacional, aunque estas agencias deberán cumplir una serie de requisitos establecidos en la ley y ser autorizadas por el Ministerio de Educación.



Por último, se crea un sistema de información pública con todas las decisiones adoptadas respecto a la acreditación de las instituciones de educación superior; se garantiza el acceso público a los informes, actas y estudios de los evaluadores y, una vez concluido y sancionado el proceso de acreditación, se obliga a todas las instituciones acreditadas de modo provisional a incluir esa situación en su publicidad.



Sin duda, este es un proyecto serio, que requiere ser aprobado en general para que pueda ser enriquecido durante la discusión en particular con el aporte de los parlamentarios. Porque en la Comisión hubo visiones críticas acerca de su contenido, en especial en lo referente al rol del Estado en el proceso de acreditación, a la necesidad de un mayor protagonismo de lo público y al deber de orientar el tipo de profesionales que precisa el país e incursionar en otras modalidades de educación superior y la capacitación permanente de los profesionales ya titulados.



De todos modos, el país ya ha sido testigo del intenso interés por la transformación de la educación superior, tarea en la que el sentido común y la responsabilidad obligan a agregar, como un factor de primera línea, la calidad de la educación que se entrega a los nuevos profesionales y la forma en que se la define.



Es importante destacar que durante la discusión en general de la iniciativa no solo se recibieron las opiniones de los principales rectores de universidades (públicas y privadas), institutos profesionales y centros de formación técnica, sino también de los Diputados que quisieron participar en el análisis. Sin embargo, no se recibieron los puntos de vista de los demás estamentos de la educación superior, es decir, de los docentes, estudiantes y trabajadores.



Naturalmente, voto a favor del proyecto en general, y espero que podamos entregar aportes en la discusión en particular.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en la sesión anterior en que se trató esta iniciativa y se pidió el aplazamiento de la votación, planteé algunas objeciones de forma.



Una es el hecho que se cree una Agencia. Porque, como señalé, el Diccionario de la lengua española define la palabra “agencia” como “Empresa destinada a gestionar asuntos ajenos”. Y yo siento que la educación no puede ser algo ajeno, sino propio. Se trata de un derecho universal que responde a una necesidad pública y, desde ese punto de vista, debe recibir la primerísima atención del Estado.



Deseo centrarme en lo que algunos señores Senadores han planteado, en cuanto a los aspectos de la iniciativa legal que han generado discrepancia.



La totalidad de los invitados a la Comisión, naturalmente de distintas orientaciones -centros de estudios superiores e, incluso, instituciones estatales muy ligadas a esta materia, como es el caso del Consejo Nacional de Educación y la actual institución denominada “Comisión Nacional de Acreditación”-, manifestaron serios reparos. Y debo decir que pocas veces he visto que un proyecto de ley no tenga el apoyo de ningún sector, ¡de ningún sector!



Todo el mundo especializado en educación entiende que su texto debe ser mejorado, que es totalmente perfectible.



Dicho lo anterior, quiero plantear que, como sostuvo el Senador Cantero, aquí hay una materia absolutamente necesaria, sobre la cual es indispensable legislar.



Además -también lo mencionó la Senadora Isabel Allende-, en esto se halla comprometida la fe pública. Aquí se encuentran las bases mismas de las reglas del juego que permiten que un estudiante elija una universidad y determinada carrera. Por lo tanto, esas reglas del juego han de ser claras y conocidas y, obviamente, no se puede continuar operando de la manera como se ha hecho hasta hoy, con una institucionalidad fuertemente cuestionada.



Este sistema tiene diversos pecados de origen. No olvidemos que cuando se inició la discusión de estos temas, con posterioridad a 2006, a raíz del debate de la Ley General de Educación, en el marco de la ley N° 20.129, que estableció el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, hubo amigos de las bancas de enfrente, Senadores de la Derecha, que dijeron que no había que instituir un sistema de acreditación. O sea, que la acreditación no solo no debía ser obligatoria, sino tampoco voluntaria.



Por lo tanto, el paso que hoy día estamos dando en cuanto a la obligatoriedad me parece muy positivo. Sin embargo, no debe dejarse espacio para el azar, es decir, no es posible que este sistema sea aleatorio, y que solo las carreras de Medicina y de Pedagogía queden sujetas a una acreditación obligatoria, mientras que el resto se deje a la suerte o al lanzamiento de una moneda al aire. ¡Eso no puede ser! No corresponde dejar ningún espacio, porque se necesita mayor certidumbre, especialmente en la calidad de la educación.



Cabe destacar, una vez más, que este y no otro es el debate en lo atinente a la calidad en la educación. Muchas veces se saca a la luz el tema de la calidad como si fuera un comodín. Si surge un problema educacional y se produce una movilización estudiantil, también se habla sobre calidad.



Repito: este es el único tema vinculado directamente con la calidad. No tiene que ver con ella lo relativo al financiamiento -que corresponde a otro proyecto-, ni lo relativo a la Superintendencia de la Educación Superior, que busca eliminar el lucro.



¿Cómo se logra la calidad? Yo concuerdo con lo señalado por muchos señores Senadores, y entiendo a quienes han manifestado que se van a abstener, porque -insisto- hay aspectos que no pueden quedar al azar.



En tal sentido, yo diría que el número de miembros de la Agencia Nacional de Acreditación es lo menos problemático. Pero lo que sí tiene que contener esta institucionalidad es la distinción entre la variada naturaleza de los planteles de educación superior. Efectivamente, hay establecimientos que se dedican a la investigación, mientras que otros ofrecen carreras de tiza y pizarrón. Todos sabemos que hay universidades privadas que solo buscan quedarse con las becas que el Estado entrega a los alumnos. Y en esto hubo una gran discusión.



Por eso hoy día existen situaciones de corrupción, porque hay controladores de esas universidades muy inescrupulosos, que prefieren sobornar a quien se encuentra a cargo de esa institucionalidad y pagar algunos millones de dólares a cambio de acceder a los muchos millones de dólares que significan esas becas que están en juego, debido al crecimiento explosivo experimentado en los últimos 15 años por las matrículas de la educación superior.



Entonces, naturalmente, eso hay que cambiarlo.



Respecto al tema binario, en el sentido de que la universidad es mala o buena, esto es, de que aquí solo hay dos opciones, yo siento que la vida no es blanco o negro, sí o no. Porque, en este caso, claramente hay opciones intermedias. Y esta también fue una de las observaciones que se plantearon al proyecto.



El licenciamiento y la acreditación no se pueden confundir en una sola institución, porque no son lo mismo. El licenciamiento, que permite la autonomía, es completamente distinto de la acreditación, que busca garantizar la calidad.



Por todo lo anterior, señor Presidente, nos parece que en la discusión en particular debemos darnos una oportunidad para profundizar y efectuar los cambios necesarios sobre esta materia. El proyecto fue mal concebido desde un comienzo; fue improvisado, al igual que el programa de Gobierno en materia de educación que conocimos ayer. La verdad es que este retrocede en bastantes aspectos. Es como si en Chile no hubiese pasado nada referente a educación durante los últimos 4 años.



Claramente, para los estudiantes que estuvieron movilizados, es casi una venganza el programa de la candidata que conocimos ayer, porque es absolutamente regresivo comparado con lo que este Gobierno y esta Secretaria de Estado han impulsado en lo referente a los cambios en la educación.



Voy a votar favorablemente, tal como lo hice en la Comisión, porque creo que la Ministra va a hacerse cargo -así lo manifestó en el órgano técnico, y existe un documento que lo avala- de realizar esas correcciones mediante la presentación de indicaciones, a fin de aprobar una iniciativa conforme a los tiempos y a la calidad, que es lo que hoy día importa.



Voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (22 votos a favor y 5 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron la señora Allende y los señores Girardi, Muñoz Aburto, Rossi y Tuma.
El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde fijar plazo para formular indicaciones.



Siguiendo lo que hemos acordado, propongo el 2 de diciembre, a las 12.

El señor PROKURICA.- El 30 de noviembre, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ese día es sábado, Su Señoría.

La señora ALLENDE.- Está bien el 2 de diciembre.

El señor PROKURICA.- Bueno.



--Se fija plazo para presentar indicaciones a la iniciativa hasta el lunes 2 de diciembre, a las 12.

SUSTITUCIÓN DE LEYES DE PROPIEDAD INDUSTRIAL Y DE CREACIÓN DE INSTITUTO NACIONAL DE PROPIEDAD INDUSTRIAL
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sustituye las leyes N° 19.039, sobre Propiedad Industrial, y N° 20.254, que crea el Instituto Nacional de Propiedad Industrial, con informe de la Comisión de Economía y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8907-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 18ª, en 30 de abril de 2013.



Informe de Comisión:



Economía: sesión 58ª, en 1 de octubre de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos principales del proyecto son:



-Mejorar la protección de los derechos de propiedad industrial, incorporando nuevos tipos de protección, como son las nuevas categorías de marcas, y reformulando las materias de exclusión de protección, ya sea de marcas o de patentes.



-Mejorar la eficiencia y eficacia de los procedimientos de registro de los derechos de propiedad industrial.



-Fortalecer las normas de observancia, debido a la necesidad de mecanismos idóneos y efectivos para asegurar el cumplimiento de las normas de propiedad industrial.



La Comisión discutió la iniciativa en general y en particular en virtud del acuerdo de la Sala de 31 de julio del año en curso, pero propone aprobarla solamente en general.



Asimismo, deja constancia de que el proyecto fue acogido en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.



Cabe tener presente que los artículos 9°, inciso segundo, 14, 23, 28, 91, 196, 197, inciso segundo, 198, 200, 204, 291 y 328 a 331 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que para su aprobación requieren 21 votos favorables, y para el artículo 274, que es de quórum calificado, 19.



El texto que se propone aprobar se transcribe en la parte pertinente del informe de la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, procuraré ser sucinto, porque el proyecto es de mucha profundidad y consta de 336 artículos permanentes y 13 transitorios.



La propiedad industrial es un derecho protegido en la legislación. 



En la Constitución Política de 1833 y luego en la de 1925, se estableció la protección de la denominada “propiedad industrial”, que es equivalente a lo que podría llamarse “derecho de autor” en las creaciones culturales.



En esta iniciativa, el Gobierno plantea enmiendas que es importante materializar.



En Chile la protección de la propiedad industrial comienza en la Constitución de 1833; continúa en la de 1925, y posteriormente en otros cuerpos legales, como el DFL N° 291, de 1931. Más adelante, la Carta de 1980, en el artículo 19, inciso tercero del N° 25°, reitera esa protección, hoy en día esencial para el desarrollo del comercio, de la industria y de la creación en general, que está amparada por la propiedad intelectual.



En 1991 se dictaron la ley N° 19.039, sobre Propiedad Industrial, y en el decreto N° 236, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, su reglamento.



Posteriormente se dictaron nuevas leyes que han ido cambiando la normativa: en 2005, la N° 19.996, y en 2007, la N° 20.160, que modificó aquella para adaptarla a los tratados de libre comercio con Estados Unidos y con la Asociación Europea de Libre Comercio.



En 2008, la ley N° 20.254 creó el Instituto Nacional de Propiedad Industrial.



Toda esa legislación ha sido muy positiva y necesaria, especialmente para la apertura de Chile al comercio exterior, pero precisa ser puesta al día a fin de responder a los nuevos requerimientos. El texto en debate planteado por el Ejecutivo se orienta en ese sentido. 



En la Comisión, después de analizarlo y de escuchar a diversos técnicos y ejecutivos del área, llegamos a la conclusión de que, para dar mayor agilidad a su despacho, era más lógico seguir el procedimiento común y someter al pronunciamiento de la Sala la idea de legislar. Es decir, todos concordamos en la conveniencia de aprobar primero el proyecto en general -seguramente Sus Señorías apoyarán dicho criterio-, por tratarse de una materia básica para el manejo de la economía y la protección de la creación intelectual, que se puede producir en el nivel industrial en distintas formas, y por hallarse constituido, repito, por 336 artículos permanentes y 13 transitorios. 



Una vez aprobado en general por el Senado, la Comisión deberá abocarse a su debate en particular, revisando cada una de las disposiciones.


Lo que se pretende es sacar una ley muy completa, que cuente con su propia organicidad y que contenga todo lo que hemos recogido durante la historia legislativa en la materia, más la experiencia de nuestra incorporación al comercio internacional y el respeto que debemos tener hacia la legislación de otras naciones que participan en esos mercados.


Por las razones expuestas, la Comisión, por unanimidad, recomienda a la Sala aprobar en general el proyecto y fijar un plazo de a lo menos 30 días para formular indicaciones. Nosotros podríamos solicitar que se amplíe, dependiendo del desarrollo de la discusión en particular.
El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, conforme al procedimiento adoptado en las iniciativas anteriores, voy a proceder a abrir la votación.



En votación general el proyecto.


--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, para fundamentar su voto, el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, los Senadores de Renovación Nacional vamos a aprobar la idea de legislar, porque el estatuto que regula la propiedad industrial tiene ya 20 años desde su instauración. Si bien es cierto que ha sufrido tres modificaciones, ellas han respondido principalmente a coyunturas derivadas de las obligaciones que Chile ha suscrito en tratados internacionales.



Nos asiste la convicción de que en este aspecto Chile requiere un sistema moderno y balanceado, el que, junto con promover la innovación, incentive la competencia, la transferencia tecnológica y la difusión del conocimiento, en beneficio tanto de los titulares de derechos como de los usuarios de estas tecnologías.



El proyecto comprende tres ejes principales.



En primer lugar, busca fortalecer y mejorar el sistema de propiedad industrial, por ejemplo, mediante la regulación de nuevos tipos de marcas; introduce sistemas alternativos que faciliten la protección de diseños industriales y modelos de utilidad mediante sistemas de depósito e incorpora usos permitidos y excepciones a los derechos exclusivos, para favorecer y estimular la competencia, la innovación y el emprendimiento.



En segundo término, pretende mejorar los procedimientos de registro de los derechos de propiedad industrial, al simplificar los trámites, acortar plazos y otorgar facilidades a las pequeñas y medianas empresas y a los nuevos emprendedores. Hoy día, tramitaciones excesivamente dilatadas redundan en que los derechos de las partes no son oportunamente resguardados.



Y en tercer lugar, intenta fortalecer las normas de observancia, al incorporar mecanismos que aseguren el respeto a los derechos de propiedad industrial.



Votaremos favorablemente, porque se trata de modernizar, de poner al día, en conformidad con las exigencias internacionales, tanto el sistema de registro de propiedad industrial cuanto el de protección de propiedad industrial e intelectual.



Como expresó el colega señor Andrés Zaldívar, creemos que el Senado debe aprobar la idea de legislar, de manera que se puedan presentar indicaciones a la iniciativa para su análisis durante la discusión en particular.



Tengo la certeza de que este es un muy buen proyecto, sobre todo para estimular la investigación y los registros de propiedad industrial e intelectual y, de ese modo, proteger el trabajo de los investigadores; de quienes patenten productos nuevos y denominaciones, ya sea de origen o sistemas o frases de propaganda, en fin. En verdad, el ámbito de la propiedad intelectual es tremendamente amplio y parece de toda justicia ampararla y protegerla.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma, para fundamentar su voto. 

El señor TUMA.- Señor Presidente, en la Comisión debatimos el proyecto en general y particular, pese a lo cual la solicitud a la Sala es pronunciarse solo respecto de la idea de legislar, por cuanto se trata de una normativa extensa, compleja y muy técnica, pero necesaria a efectos de perfeccionar nuestra institucionalidad registral de patentes industriales. 



El contexto en el que se enmarca esta nueva Ley sobre Propiedad Industrial nos encuentra con un Instituto Nacional de Propiedad Industrial (INAPI) bastante desarrollado. 



Desde su creación en 2009, dicho Instituto ha venido impulsando grandes transformaciones y avances en materia de procesos internos, sistemas informáticos, capacitación de personal e infraestructura física y tecnológica. Durante estos años, se ha buscado dotar a Chile de una estructura normativa, de recursos humanos y políticas que incentiven la creatividad, la innovación, el emprendimiento y que faciliten aún más el acceso al conocimiento y a soluciones creativas. 



El desarrollo económico de un país tiene que ver también con el instrumento con que cuenten los creadores para registrar apropiadamente sus nuevas invenciones. Y, por tanto, creo que una de las principales mejoras que podemos hacer es proponer una legislación acorde con los tiempos y no continuar con una normativa atrasada en más de 20 años. 



El año 2012 se hizo un cambio total de la obsoleta plataforma informática del INAPI -valoro tal hecho- por un sistema moderno y robusto, implementado con el apoyo de la Organización Mundial de Propiedad Intelectual. 



El año pasado se digitalizaron más de 40 mil expedientes de marcas y más de 15 mil expedientes de patentes, cumpliendo así con una de las medidas de Impulso Competitivo del Ministerio de Economía. Se implementó además un área especial para estas tareas, que en la actualidad digitaliza el 100 por ciento de los documentos presentados al Instituto Nacional de Propiedad Industrial. 



Por tanto, requerimos actualizar también, así como el INAPI se ha modernizado, la legislación pertinente y determinar las condiciones con que vamos a incentivar el desarrollo de las nuevas invenciones en patentes industriales. 



En consecuencia, por tratarse de un proyecto muy complejo, sugiero que el plazo para presentar indicaciones no venza antes de la primera semana de diciembre, a fin de introducir algunos mejoramientos que fortalezcan de verdad a la industria mediante el patentamiento de todo tipo de productos. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a llamar a los señores Senadores que se encuentran en las Subcomisiones a objeto de que se pronuncien. 



Tiene la palabra el Honorable señor Quintana para fundamentar el voto. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, el proyecto en debate es necesario para el país. Pero es complejo, ya que, según manifestaron algunos señores Senadores en la Comisión, abarca muchos ámbitos imprescindibles de abordar. Mas, sin lugar a dudas, el país entiende que no puede basar su matriz económica solo en la explotación de recursos naturales, minerales, commodities o celulosa, sino que también, como nación innovadora, en los productos creados por la inteligencia humana, sean bienes o servicios, que nos permitan -como se dice- ganarnos el pan en el contexto del mercado global. Bajo ese prisma, el texto propuesto resulta importante y fundamental. 



Por otro lado, aparte de señalar que la apuesta por el futuro es lo que me motiva a apoyar esta iniciativa, creo que también debemos resguardar lo que ya tenemos. 



 Hay un campo especialmente sensible, denominado “patrimonio genético de las especies endógenas y de las prácticas tradicionales de nuestros pueblos originarios”, que es preciso tomar en cuenta. 



Dado que en la Comisión de Economía hay dos Senadores de la Región de La Araucanía, aparte de quien habla, espero que en el segundo trámite reglamentario no solo ellos -sé que lo harán, desde luego-, sino que todos los miembros de aquella tengan especial cuidado de considerar en el debate el patrimonio genético y los usos y las prácticas tradicionales, incluyendo, por ejemplo, la denominada “farmocopea mapuche”, que da lugar a muchos problemas. 



En definitiva, el tema de la propiedad industrial involucra muchos aspectos, los cuales deben abordarse  pensando en avanzar hacia una sociedad que se diversifica en lo productivo. En ese sentido, voy a votar a favor de la normativa. 

El señor TUMA.- ¿Me permite, Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Su Señoría ya fundamentó el voto. 



¿Es un asunto reglamentario?

El señor TUMA.- No, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Aunque todavía estamos en votación, puede intervenir, señor Senador. 

El señor TUMA.- Deseo aclarar algo respecto de la votación, señor Presidente. 



La iniciativa tiene que ver con el registro de patentes industriales, en el que no caben las semillas. 



Por tanto, esto no se relaciona con otras cosas que no sean patentes industriales. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Muchas gracias por la aclaración, señor Senador. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (22 votos favorables), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Zaldívar (don Andrés).
El señor PIZARRO (Presidente).- El Senador señor Tuma solicitó que el plazo de indicaciones se fije para la segunda semana del último mes del año. 



Propongo el 9 de diciembre, a las 12.



¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.
)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Saludo a la delegación de adultos mayores de Lo Espejo, que nos visita esta tarde.



Les damos la bienvenida. 



¡Muchas gracias, son ustedes muy gentiles! 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas)

LEVANTAMIENTO DE SECRETO BANCARIO EN INVESTIGACIÓN DE LAVADO DE ACTIVOS
El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (4426-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 37ª, en 4 de agosto de 2009.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sesión 66ª, en 10 de noviembre de 2010.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 36ª, en 2 de julio de 2013.



Discusión:



Sesiones 66ª, en 10 de noviembre de 2010 (se aprueba en general); 53ª, en 4 de septiembre de 2013 (queda para segunda discusión).

El señor PIZARRO (Presidente).-
 Hago presente que se ha pedido votación separada de algunas normas. 



En la segunda discusión, tiene la palabra el Senador señor Orpis

El señor ORPIS.- Señor Presidente, como estamos en la discusión particular y el proyecto aborda un conjunto de materias, quiero referirme a un delicado problema que presenta el artículo 27, el cual señala: “Será castigado con presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de doscientas a mil unidades tributarias mensuales:”. Y luego establece el catálogo de conductas sancionadas por lavado de dinero. 



¿Cuál es el problema que surge?



El lavado de dinero siempre tiene un delito base: el tráfico de drogas o la conducta terrorista. Y la norma de la ley N° 19.913 dispone: “Si el que participó como autor o cómplice del hecho que originó tales bienes incurre, además, en la figura penal contemplada en este artículo,” -es decir, lavado de dinero- “será también sancionado conforme a ésta.”. O sea, de acuerdo a la actual legislación, la persona debe cumplir la pena asignada al delito base y, además, la del delito de lavado de dinero. 



De ahí nace mi preocupación y diferencia con el texto que se sugiere, respecto del cual haré una propuesta luego de explicar el problema.



Aquí se cambia radicalmente el criterio con la disposición final que se propone, que señala: “En todo caso, la pena privativa de libertad aplicable en los casos de las letras a) y b)” -es decir, el catálogo ya referido- “no podrá exceder de la pena mayor que la ley asigna al autor del crimen o simple delito del cual provienen los bienes objeto del delito contemplado en este artículo”.



En otras palabras, el tope de la pena del delito de lavado de dinero está determinado por la sanción del delito base.



Ahí radica mi preocupación.



En la práctica, con relación a los delitos de la Ley de Drogas, consignados en el catálogo, se produce una rebaja de pena respecto del lavado de activos. Lo mismo ocurre con los delitos terroristas, que son extremadamente graves.



Y ello sucede, señor Presidente, en una serie de otros delitos que contempla el aludido artículo 27, referidos al Código Penal y que son conductas sumamente delicadas.



En efecto, se rebaja la pena del delito de lavado de activos cuando el delito base es, por ejemplo, el secuestro simple (artículo 141); el abuso sexual de mayores de 14 años (artículo 366); la facilitación de la prostitución (artículo 367); el tráfico de migrantes simple (artículo 411 bis), el tráfico que pone en peligro la salud o la integridad física del migrante y el tráfico que pone en riesgo la vida del migrante; la estafa (artículo 468), y las estafas calificadas (artículo 470).



Señor Presidente, hay dos soluciones para abordar este asunto, considerando que el catálogo es mucho mayor.



Respecto de las otras normas que se propone incorporar, me parece razonable que exista proporcionalidad, porque se trata de delitos de carácter financiero. Pero, en relación con la Ley de Drogas, la Ley Antiterrorista y el listado de delitos que acabo de mencionar referido al Código Penal, no me parece adecuado que deba rebajarse la pena en el delito de lavado de activos.



Una primera solución sería derechamente votar en contra el inciso final del artículo 27 propuesto.



Y la segunda, incorporar al debate por unanimidad una indicación que tengo redactada. Dice lo siguiente: “Con excepción de los delitos que tiene asignada pena de crimen en virtud de la ley Nº 20.000, sobre tráfico ilícito de estupefacientes o en la ley 18.314, sobre conductas terroristas”, más el catálogo del Código Penal que mencioné. 



En el fondo, o se agrega a la propuesta de la Comisión la indicación que acabo de leer, o simplemente se rechaza la parte final de la norma.



No me parece adecuado aprobar una rebaja de pena en el delito de lavado de activos en función de las figuras penales ya aludidas.



Una tercera alternativa sería enviar la iniciativa de vuelta a la Comisión de Constitución para que revise definitivamente el catálogo y elimine esta disposición genérica que establece una rebaja de pena en el delito de lavado respecto de conductas extremadamente delicadas.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, como se recordó, el proyecto que ahora debatimos en particular fue originado en una moción presentada por diversos Diputados, cuyo propósito original fue subsanar algunos vacíos de la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero.



Al mismo tiempo, se incorpora un conjunto de recomendaciones que organismos internacionales, tales como el GAFI y el GAFISUD, entes creados al amparo de la OCDE, han formulado al Gobierno de Chile para combatir el lavado de activos provenientes de actividades ilícitas.



Tales instituciones nos hicieron presente que nuestro país se encuentra atrasado en el cumplimiento de esta normativa, que es clave en el combate contra el lavado de activos a nivel internacional.



Durante el estudio en particular en la Comisión, contamos con la presencia del ex Ministro del Interior señor Rodrigo Hinzpeter; del Subsecretario de Hacienda, señor Julio Ditborn; del Director de la Unidad de Análisis Financiero, señor Javier Cruz; del Director de la Unidad de Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crimen Organizado de la Fiscalía Nacional del Ministerio Público, don Mauricio Fernández; de la Jefa del Departamento de Derecho Internacional Multilateral de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, señora Alejandra Quezada.



También pedimos el apoyo de los abogados y profesores de Derecho señores Juan Domingo Acosta y Raúl Tavolari, quienes fueron muy importantes en la elaboración de indicaciones y modificaciones a los textos que finalmente fueron acogidos.



Todas las enmiendas, salvo una, fueron aprobadas por unanimidad.



Ellas buscan perfeccionar las normas penales y procesales penales que sancionan el lavado de activos.



Destacan las siguientes.



1.- Se refuerzan las facultades de la Unidad de Análisis Financiero para prevenir la utilización del sistema financiero por parte de quienes recolecten fondos para actividades terroristas.



2.- Se mejora el sistema de nombramientos de los ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago encargados de conocer las solicitudes presentadas por la Unidad de Análisis Financiero, relativas al levantamiento del secreto bancario.



3.- Se incrementa el listado de instituciones privadas que tienen la obligación de informar actos o transacciones sospechosas. Asimismo, se incluye a los órganos de la Administración Pública entre aquellas que deben informar ese tipo de operaciones.



4.- Se precisa la obligación de registro que tienen determinados organismos de toda transacción financiera que sobrepase los 10 mil dólares norteamericanos.



5.- Se otorga una competencia nueva a los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas para que puedan fiscalizar y sancionar los movimientos no informados de dinero en efectivo o de documentos al portador por sobre los topes mínimos de declaración.



Asimismo, el proyecto da cumplimiento a obligaciones internacionales suscritas por nuestro país, relativas a la persecución transfronteriza de las actividades de financiamiento del terrorismo.



En este sentido, el nuevo artículo 38 entrega una nueva facultad a la Unidad de Análisis Financiero, la que le permitirá solicitar a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago que congele en Chile fondos o bienes provenientes de personas o entidades consideradas como terroristas por resolución expresa del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Esta medida será comunicada en el más breve plazo al Ministerio Público para que se inicie la persecución penal que pueda corresponder.



En todo caso, estas facultades se ejercerán, por cierto, con respeto al Estado de Derecho y al debido proceso que rige en nuestro país.



Finalmente, se modifica la Ley General de Bancos y la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, para garantizar la participación de la autoridad judicial en el levantamiento del secreto bancario cuando se trate de investigaciones emprendidas por el Ministerio Público en delitos de lavado de activos.



Ahora bien, ha surgido una inquietud, planteada recién por el Senador Orpis, respecto del artículo en el que se amplían los tipos penales dentro de esta normativa y que se asocian al tráfico ilícito de estupefacientes o a conductas terroristas.



El problema que observó debidamente Su Señoría estriba en que los delitos a que se refiere dicho precepto están sujetos a una cláusula, que dispone que la sanción a los responsables de tales conductas tiene un tope sobre el delito base.



La idea era extender esos delitos a otros, complementarios, menores, que, por lo mismo, son menos relevantes.



Sin embargo, se incurrió en un error, que advirtió el Senador Orpis: dicho tope, finalmente, no se aplicará a los delitos asociados, a los delitos base, sino -por así decirlo- a los delitos centrales: al tráfico ilícito de estupefacientes o a las conductas terroristas...

El señor PIZARRO (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Le daré de un minuto adicional para que termine.

El señor LARRAÍN.- Gracias, señor Presidente.



Dicho de otro modo, si nosotros aprobáramos la norma tal cual viene redactada, estaríamos limitando o rebajando las penas aplicables a los delitos “grandes”, por llamarlos de alguna manera. Me refiero a los de lavado de activos en función de delitos establecidos en la ley Nº 20.000, de drogas, o en la ley Nº 18.314, sobre conductas terroristas.



Me parece que debemos corregir esa situación.



Una fórmula es hacerlo directamente con una indicación como la siguiente: “Con excepción de los delitos que tiene asignada pena de crimen en virtud de la ley Nº 20.000, sobre tráfico ilícito de estupefacientes o en la ley 18.314, sobre conductas terroristas, la pena privativa de libertad aplicable en los casos de las letras a) y b) no podrá exceder de la pena mayor que la ley asigna al autor del crimen o simple delito del cual provienen los bienes objeto del delito contemplado en este artículo, sin perjuicio de las multas y penas accesorias que correspondan en conformidad a esta ley”.



¿Qué significaría eso? Que en los otros delitos asociados el techo es igual al que tiene el delito base...

El señor PIZARRO (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Dispone de un último minuto adicional.

El señor LARRAÍN.- Pero, en el caso de los delitos de lavado de dinero, tráfico de drogas y conductas terroristas, se mantendrían las penas asignadas en sus respectivas leyes. Con eso se resolvería el problema central. 



Como digo, los otros delitos asociados, que son menores (ilícitos de aduanas y otros originados en distintas circunstancias), no tendrían su penalidad  original, sino la que impone la norma propuesta.



Otra fórmula es seguir algunos de los caminos planteados por el Senador Orpis.



Me parece que el Senado debe pronunciarse sobre el particular.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero sumarme al planteamiento que formuló el Senador Orpis en cuanto a los efectos indeseados que puede conllevar el proyecto. Lo importante es redactar de buena manera el referido tipo penal, si efectivamente se pretende efectuar una modificación al respecto.



Adicionalmente, deseo hacer presente otro problema que, a mi juicio, puede generar una declaración de inconstitucionalidad por parte del Tribunal Constitucional. Advierto sobre el punto pues lo peor sería, luego de detectar un vicio en la tramitación de la iniciativa, no dejar constancia debidamente de ello en la Sala.



Antes daré una pequeña explicación.



Este es un proyecto muy especial. Se originó en una moción parlamentaria que ingresó al Congreso Nacional el año 2006. Su objetivo preciso -ahí están sus fundamentos- fue subsanar una situación que motivó una declaración de inconstitucionalidad del Tribunal Constitucional respecto de ciertas normas de una iniciativa anterior sobre investigaciones criminales de lavado de dinero.



¿Qué ocurrió con dicho proyecto, el cual fue aprobado por el Parlamento? Que, por un defecto de forma (no haber sido acogidos con quórum de ley orgánica constitucional), el referido Tribunal declaró inconstitucionales los artículos 2º y 3º.



En esos términos, un conjunto de parlamentarios -creo que con buen criterio- replanteó el mismo texto que fue declarado inconstitucional -insisto: el objeto exclusivo del proyecto apuntaba a ver cómo se levantaba el secreto bancario de las cuentas corrientes para los efectos de investigar el lavado de dinero-; o sea, se reprodujo exactamente lo que fue aprobado en su oportunidad en ambas ramas del Congreso y que luego fue declarado inconstitucional en virtud de un problema de quórum.



¿Qué buscaban esos parlamentarios? Que dichas disposiciones fuesen acogidas con los quórums correspondientes a fin de sanear ese defecto y, por tanto, legislar en el sentido adecuado.



Sin embargo, señor Presidente, ocurrió una cosa muy extraña: por la vía de las indicaciones -también lo hizo el Ejecutivo-, se incorporaron materias que nada tienen que ver con el levantamiento del secreto bancario para investigar el lavado de activos: normas vinculadas al financiamiento del terrorismo; nuevas atribuciones para fiscalizar bolsas de valores y bolsas de productos, incluyendo en estas medidas de control a las organizaciones deportivas profesionales -por nombrar algunos de los ejemplos más claros-, o la obligación de reportar a la Unidad de Análisis Financiero las cooperativas de ahorro y crédito.



Es decir, a propósito de un proyecto cuya idea matriz era superprecisa -la reitero: autorizar el levantamiento del secreto bancario en la investigación de lavado de activos-, y donde se buscaba reponer dos artículos que en su momento fueron rechazados por el Tribunal Constitucional por no cumplir el quórum respectivo, se plantean enmiendas que no guardan relación con la finalidad esencial de la iniciativa que nos ocupa y que, incluso -como muy bien describió el Senador Orpis-, terminan debilitando la forma de combatir determinados delitos vinculados al lavado de dinero.



Señor Presidente, no sé si estoy muy equivocado, pero me parece que sería un récord que el Tribunal Constitucional declare nuevamente inconstitucional el proyecto de ley, ahora no por un problema de quórum, sino por alejarse de la idea matriz. 



Es muy importante lo que estamos tratando. Nosotros no nos pronunciamos por indicaciones sobre cualquier cosa. Estas deben guardar relación con las ideas matrices de la iniciativa. Aquí hay muchos Senadores que han presidido esta Corporación en distintas ocasiones y lo saben.



Alguien podría decir: “Es que la Cámara de Diputados en su momento no reparó en ello”. Es posible. Pero ello no impide que yo deje constancia de que aquí subyace una inconstitucionalidad galopante, por cuanto la idea matriz del proyecto no concuerda con su forma final.



No se trata de un tema de buena o mala fe y tampoco de un problema de mérito, sino de que ciertas disposiciones han sido objetadas en razón de un vicio de procedimiento.



Entonces, señor Presidente, me sumo a la solicitud que formuló el Senador Orpis para que el proyecto vuelva a la Comisión de Constitución  a fin de analizar el asunto que ha expuesto. 



También me gustaría que en esa oportunidad dicho órgano técnico revisara detenidamente lo que yo he planteado. No vaya  a ser cosa que, por una forma equivocada, caigamos por segunda vez en la declaración de inconstitucionalidad respecto de una iniciativa que tiene un objetivo importante: investigar el lavado de activos.



Por todas esas razones, adhiero a la sugerencia del Senador Orpis, con el agregado de que la Comisión de Constitución también revise lo relativo a las normas que no concuerdan con las ideas matrices de la  iniciativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite plantear una cuestión reglamentaria, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Después de que haga uso de la palabra el señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Es que deberíamos suspender el debate si el proyecto va a volver a la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de la palabra, Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, también me sumo al planteamiento que ha formulado el Senador Orpis, pues creo que no es materia de la Sala entrar a hacer el trabajo que le corresponde a una Comisión. Lo lógico es que el proyecto vuelva a dicha instancia para que analice la observación que se ha planteado.



De hecho, yo quiero agregar otro tema.



Si bien no me gustaría que la Comisión de Hacienda tuviera más trabajo, estimo que la Secretaría debería revisar bien ciertos aspectos de la iniciativa que, en mi opinión, son de competencia de aquella. En efecto, se modifica la Ley de Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques; la Ley General de Bancos; la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, y se establecen multas y otras obligaciones que sería adecuado que dicho órgano estudiara. De lo contrario, podríamos incurrir en infracción al no darle carácter obligatorio al informe de la Comisión de Hacienda cuando se trata de materias propias de su ámbito.



Por lo tanto, sin perjuicio de la obligatoriedad de ese procedimiento -no quisiera que la Comisión de Hacienda tuviera más trabajo del que ya tenemos-, me parecería adecuado analizar el proyecto desde ya, a fin de evitar la infracción a la norma reglamentaria.



En consecuencia, concuerdo con que la iniciativa debe volver a la Comisión de Constitución a efectos de que estudie el asunto que planteó el Senador Orpis -le encuentro toda la razón a Su Señoría-, para que después retorne a la Sala.



Adicionalmente, pido a la Secretaría que revise si corresponde que el proyecto vaya también a la Comisión de Hacienda con el objeto de analizar las materias que le son pertinentes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entiendo que todos los señores Senadores que han intervenido concuerdan en la necesidad de revisar el tema al cual se ha hecho mención.



Sugiero que tomemos el acuerdo de devolver el proyecto a la Comisión de Constitución y que se le fije como plazo la próxima semana -la urgencia vence el 17 del presente mes- para que esté en condiciones de retornar a la Sala.



¿Habría acuerdo en proceder de la manera indicada?

El señor PROKURICA.- Perfecto.

El señor ORPIS.- Conforme. Será solo para analizar una cosa muy puntual, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Acordado.



--El proyecto vuelve a la Comisión de Constitución para un segundo informe complementario.
)----------(
El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, corresponde pasar al proyecto signado con el número 5 en el Orden del Día, esto es, el que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con informe y nuevo primer informe de la Comisión de Salud. Su votación se encuentra aplazada y su aprobación requiere quórum orgánico constitucional.



Debido a que varias Subcomisiones de Presupuestos se hallan en funcionamiento, solicito el acuerdo de la Sala para seguir con el despacho de los proyectos que no requieren quórum especial -por ejemplo, los puntos 6 y 7 de la tabla-, a fin de que podamos continuar con la sesión mientras se va despejando el trabajo de las Subcomisiones y no contemos con el número mínimo de Senadores para despachar los proyectos que precisan quórums más altos.



Bajo ese predicamento, propongo tratar el proyecto que instituye el 29 de abril de cada año como el Día de los Sewellinos y las Sewellinas, que es de artículo único y -según entiendo- viene aprobado por unanimidad.



¿Habría acuerdo para alterar el orden de la tabla en la forma señalada?



--Así se acuerda.

INSTITUCIÓN DE 29 DE ABRIL COMO DÍA DE LOS SEWELLINOS Y LAS SEWELLINAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Según lo acordado recién por la Sala, corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que instituye el 29 de abril de cada año como el Día de los Sewellinos y las Sewellinas, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8807-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Letelier, Cantero, García-Huidobro, Quintana y Walker, don Ignacio):


En primer trámite, sesión 100ª, en 5 de marzo de 2013.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 32ª, en 18 de junio de 2013.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es establecer, como lo señala su título, el 29 de abril de cada año como el Día de los Sewellinos y las Sewellinas.



La Comisión de Educación discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker (don Ignacio).



El texto que se propone aprobar se consigna en la parte pertinente del informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muchas gracias, señor Secretario.

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de iniciar la votación del proyecto, quiero saludar a las visitas que nos acompañan en las tribunas, integrantes del club cultural Amulén y del club del adulto mayor Abriendo Caminos, de San Miguel.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Muchas gracias por estar acá.



¡Bienvenidos!

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación el proyecto que instituye el 29 de abril de cada año como el Día de los Sewellinos y Sewellinas.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (12 votos a favor); por no haberse formulado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.



Votaron la señora Allende y los señores Chahuán, Coloma, Gómez, Larraín (don Hernán), Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma y Zaldívar (don Andrés).

NUEVA INHABILIDAD PARA INTEGRACIÓN DE DIRECTORIOS DE SOCIEDADES ANÓNIMAS DEPORTIVAS PROFESIONALES
El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto, en primer trámite constitucional, iniciado en moción del Senador señor Escalona, en materia de inhabilidades para integrar el directorio de una sociedad deportiva profesional, con informe de la Comisión de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7505-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción del Senador señor Escalona):



En primer trámite, sesión 90ª, en 1 de marzo de 2011.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 34ª, en 19 de junio de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede fundamentar el voto, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, yo no integraba la Comisión de Hacienda cuando se despachó este proyecto. Pero de su sola lectura se desprende cuál es la intencionalidad de su autor: declarar una inhabilidad. ¿Para quiénes? Para los que “integren los órganos de administración, ejecución y control de una corporación, fundación u otra persona jurídica sin fines de lucro, con la que se establezcan relaciones comerciales o de lucro”.



Personalmente, no puedo precisar el alcance, porque es muy general. Y su autor -quien no está en la Sala- debió haber tenido alguna intencionalidad para establecer esa inhabilidad. Pero yo realmente no conozco el fondo, la razón de ser de la iniciativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en nombre del Comité Demócrata Cristiano, pido segunda discusión.

El señor TUMA.- Sí, señor Presidente.

El señor CHAHUÁN.- Segunda discusión.

El señor NOVOA.- Ya está en votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Es que estamos en votación.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- O aplazamiento de la votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Nos encontramos en votación, señor Senador.

El señor PROKURICA.- Ya no se puede.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se abrió la votación.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Bueno.

El señor PIZARRO (Presidente).- Hagamos lo siguiente: votemos el proyecto en general y que vuelva a la Comisión para que se establezcan claramente sus alcances.



Senador señor Tuma, ¿quería fundamentar su voto?

El señor QUINTANA.- ¡ Pelotearlo…!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡A propósito de sociedades deportivas…!

El señor TUMA.- Señor Presidente, deseaba solicitar segunda discusión. Pero Su Señoría ya me adelantó que se había iniciado la votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Efectivamente. La votación se encuentra abierta. Si no tenemos votos, debemos levantar la sesión, por falta de quórum.

El señor NOVOA.- Hay quórum.

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí. Lo que pasa es que estoy llamando a votar y nadie emite su voto…

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Aprobemos la iniciativa en general y que vuelva a la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Hay quórum. Si no votan Sus Señorías, me veo obligado a levantar la sesión.



Muy bien. Nadie está obligado a lo imposible. Vamos a…

El señor COLOMA.- Está en votación, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Pero llega un momento en que hay que cerrarla. Están los Senadores acá. No los puedo obligar a que voten.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 4 votos en contra, 3 a favor, 6 abstenciones y un pareo.



Votaron por la negativa los señores Coloma, Novoa, Orpis y Pérez Varela.



Votaron por la afirmativa la señora Rincón y los señores Pizarro y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Chahuán, García, Gómez, Prokurica, Quintana y Tuma.



No votó, por estar pareada, la señora Pérez (doña Lily).

El señor LABBÉ (Secretario General).- De consiguiente, reglamentariamente, habría que repetir la votación, por cuanto las abstenciones influyen en el resultado.

El señor COLOMA.- Repitámosla.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, una consulta de Reglamento.



Si se mantienen las abstenciones, ¿la votación queda para la próxima sesión?

El señor NOVOA.- No.

El señor GARCÍA.- ¿Cómo se podría hacer para que ello ocurriera?

La señora RINCÓN.- Repitiendo la misma votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, reitero la petición de segunda discusión. Ya no estamos en votación, y esta segunda votación podría quedar para segunda discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo que sucede, señor Senador, es que nos encontramos en el proceso de votación. Lo que no se ha definido es su resultado, aprobación o rechazo.



Para que se pueda postergar el asunto tendría que producirse un empate, y hasta el momento hay trece votos.



Y si en la segunda votación no se reúnen los votos para alcanzar el quórum necesario, corresponde dar por rechazado el proyecto y levantar la sesión.

El señor CANTERO.- ¿Puede agregar mi voto, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tendríamos que dividirnos los votos para que el resultado sea siete a siete.

El señor COLOMA.- Repitamos la votación, entonces.

El señor PIZARRO (Presidente).- Eso haremos.



Reglamentariamente, si Sus Señorías quieren postergar la votación para una sesión próxima, habría que producir un empate. Eso sugiero, a efectos de que la iniciativa vuelva a la Sala en la siguiente sesión ordinaria y no que sea rechazada ahora.

El señor COLOMA.- Pero que cada uno se pronuncie como quiera.

El señor PIZARRO (Presidente).- Está bien. 



En votación.



Soy consciente de que quienes se hallan en contra votarán en consecuencia, como es natural.

El señor GÓMEZ.- ¡Repartámonos los votos...!

El señor COLOMA.- ¡Eso es el duopolio...!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Queda pendiente la discusión general sobre el proyecto hasta la próxima sesión ordinaria (7 votos a favor, 7 votos en contra y 2 abstenciones).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Rincón y los señores Cantero, Gómez, Pizarro, Tuma y Zaldívar (don Andrés). 


Votaron por la negativa los señores Coloma, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Quintana. 


Se abstuvieron los señores Chahuán y García.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, les sugiero que dejemos el Orden del Día hasta acá y entremos a la hora de Incidentes, porque algunos colegas me han manifestado su intención de intervenir en esa instancia.



Si le parece a la Sala, así se procederá.

El señor ORPIS.- Pero podríamos ver también el proyecto signado con el número 15 de la tabla.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, me quiero sumar a lo planteado por el Senador Orpis. Efectivamente, se trata de un proyecto de mucha urgencia, que habilita a las juntas de vecinos para otorgar certificados de residencia.



Hemos sostenido un sinfín de reuniones con juntas de vecinos, a efectos de que dispongan de las condiciones mínimas para efectuar dicho trámite, que hoy día lo realizan los municipios. Además, la iniciativa cuenta con el apoyo del Gobierno.



Por lo tanto, propongo que resolvamos este proyecto rápidamente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Comités, íbamos a tomar el acuerdo de poner término al Orden del Día. Lo que está solicitando el Senador Chahuán es colocar...

El señor CHAHUÁN.- Sin discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).-... en votación el proyecto signado con el número 15 de la tabla, en segundo trámite constitucional, cuyo objetivo es habilitar a las juntas de vecinos para otorgar certificados de residencia.



Hay quórum para tales efectos y se trata de una iniciativa que viene aprobada por unanimidad.

El señor CHAHUÁN.- Despachémosla sin debate.

El señor ORPIS.- Solo que se realice la votación. 

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay acuerdo para tratar ahora el proyecto. 



En consecuencia, doy por concluido el Orden del Día y entramos a la hora de Incidentes.

El señor ORPIS.- Veamos el proyecto, señor Presidente, sin demora.

El señor PIZARRO (Presidente).- No me ha entendido, señor Senador, existe la petición de un Comité de terminar el Orden del Día y de tratar el mencionado proyecto en la próxima sesión.

El señor CHAHUÁN.- Okay.
El señor PIZARRO (Presidente).- Pasamos a la hora de Incidentes.

VI. INCIDENTES
PETICIÓN DE OFICIO

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una petición de oficio.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se le dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--El oficio cuyo envío se anuncia es el siguiente:


Del señor HORVATH:



A los señores Ministro de Energía y Superintendente de Electricidad y Combustibles, solicitándoles verificar EVENTUAL CONTAMINACIÓN DE COMBUSTIBLE CON AGUA EN SERVICENTROS DE PUERTO CHACABUCO Y PUERTO AYSÉN. 
)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- En Incidentes, los Comités Partido Demócrata Cristiano y Partido por la Democracia cedieron sus tiempos al Comité Partido Radical Social Demócrata.





 Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

PARO INDEFINIDO EN EMPRESA NACIONAL DE AERONÁUTICA DE CHILE (ENAER) 
El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solo quiero informar que hoy una de las empresas del Estado: ENAER, se encuentra en paro indefinido, a consecuencia de una denominada “política” destinada a terminar con las empresas estatales. 



La Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile está teniendo dificultades debido a la cesación del contrato de algunos de sus trabajadores, quienes han sido despedidos, y a que se están externalizando funciones relevantes dentro del ámbito de la aviación. Hablamos de una empresa que se ha especializado en tales materias. 



No obstante que la ley establece criterios claros respecto a su creación y por qué fue creada, hoy día sus trabajadores se hallan en este paro porque no han logrado ningún acuerdo con el Gobierno sobre su situación.



Es por eso que quería mencionar este tema. 



Y quiero decirles, por lo menos de nuestra parte, que así como se eliminó a EMAZA, lo cual consideramos que fue un error -y lo seguimos estimando de ese modo-, se continúan terminando las empresas del Estado.



No se puede transformar todo en entes privados. No es admisible que actividades esenciales, en este caso incluso vinculadas con materias de seguridad, acaben siendo privatizadas y que las empresas del Estado sean cesadas en sus funciones.



La normativa aprobada acá que discontinuó a EMAZA ha significado, al final, ir reduciendo las capacidades que el Estado posee para intervenir en un mercado muy irregular, muy poco simétrico, y donde resulta necesario que existan estas empresas estatales.



Por las razones expuestas, deseaba hacer mención al paro, que se muestra bastante conflictivo, producido en la empresa ENAER.



He dicho.



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Renovación Nacional, Independientes, Partido MAS y Partido Socialista, ningún señor Senador interviene. 
El señor PIZARRO (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:17.




Manuel Ocaña Vergara,




Jefe de la Redacción

A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 361
A C T A S  A P R O B A D A S

SESIÓN 53ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 4 DE SEPTIEMBRE DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, y de Salud, señores Cristián Larroulet y Jaime Mañalich, respectivamente. Asiste, también, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton.


Actúa de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario el titular, señor José Luis Alliende Leiva, y el subrogante, señor Julio Cámara Oyarzo.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 49ª y 50ª, ordinarias, de 27 y 28 de agosto de 2013, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07). 


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para el despacho del proyecto de ley que modifica la ley             N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, limitando la prohibición de ingreso a la administración pública (Boletín N° 8.520-06).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar al señor Genaro Arriagada Herrera y a la señora María Esperanza Silva Soura, como integrantes del Consejo Nacional de Televisión, por el término de 8 años (Boletín Nº S 1.603-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Dos de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, informa que aprobó, con las enmiendas que señala, el proyecto de ley que sanciona la comercialización del hilo “curado” (Boletín N° 8.576-11) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Salud. 


Con el segundo, comunica que dio su aprobación a las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

Del señor Ministro de Defensa Nacional


Adjunta respuesta del señor Comandante en Jefe de la Armada a la consulta, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre vertimiento del resto náufrago MN “Ocean Breeze”, en la costa de Llo-Lleo, comuna de San Antonio.  

Del señor Ministro de Salud


Responde solicitudes de información, cursadas en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, sobre los asuntos siguientes:


1.- Monto del presupuesto de Salud en la Región del Maule y su distribución entre los establecimientos asistenciales que atienden las comunas de Colbún, Linares, San Javier, Villa Alegre, Yerbas Buenas, Cauquenes, Chanco, Longaví, Parral, Pelluhue y Retiro.


2.- Posibilidad de adelanto de la hora médica que requiere una paciente domiciliada en la comuna de Pelluhue, que sufre de obesidad mórbida, para su tratamiento en el Hospital de Curicó.

De la señora Directora (S) del Servicio Electoral


Adjunta documento que contiene el cronograma definitivo de actividades que operará con ocasión de las elecciones presidenciales, parlamentarias y de consejeros regionales, que se efectuarán el día 17 de noviembre del año en curso.


Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero


Atiende solicitud, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a diversos aspectos relacionados con el rechazo de un lote de semillas de maíz, enviadas desde Chile a Alemania como convencionales, por haberse detectado en ellas trazas de maíz transgénico.

Del señor Alcalde de la Municipalidad de Concepción


Contesta solicitud de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en lo que atañe a las medidas adoptadas por ese Municipio respecto de los locatarios del Mercado de Concepción damnificados por un incendio reciente.

Del señor Alcalde de la Municipalidad de Temuco


Responde consulta, remitida en nombre del Honorable Senador señor García, respecto de la petición de la Agrupación de Pequeños Emprendedores Taxi-Cargo Miraflores para que se instale un paradero en calle Matta, entre Miraflores y Avenida Balmaceda, que permita el desarrollo normal de sus actividades. 


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.571 con el objeto de incentivar el desarrollo de generadoras residenciales y hacer aplicable sus disposiciones a todos los sistemas eléctricos del país (Boletín N° 8.999-08). 


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que establece que el Estado debe eliminar los obstáculos que, de hecho, impidan el pleno desarrollo de las personas (Boletín N° 8.871-07).


- Quedan para Tabla.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Prokurica, Frei, García-Huidobro, Girardi, Horvath y Kuschel, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República un mecanismo de reasignación de las viviendas sociales para el caso en que el beneficiario incumpla sus obligaciones de habitación o de no enajenar (Boletín Nº S 1.604-12).


De los Honorables Senadores señor Tuma, señoras Allende, Rincón y Von Baer y señores Escalona, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, con el que se condena el uso de armas químicas y se rechaza cualquier intervención bélica unilateral al margen del orden jurídico internacional (Boletín Nº S 1.605-12). 

- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa el siguiente documento:


Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (Boletín N° 9.022-08).


- Queda para Tabla.
- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Prokurica solicita recabar el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (Boletín N° 8.662-05), sea visto en particular solamente por la Comisión de Hacienda. Así se acuerda.
- - -


Luego, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto pide obtener el asentimiento de la Sala para que el proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (Boletín N° 8.770-23), antes de ser conocido en general por la Sala sea enviado a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. Se accede a lo solicitado.

- - -


Seguidamente, el Honorable Senador señor Rossi solicita requerir el acuerdo de la Sala para que el proyecto de reforma constitucional que regula el ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país (Boletín Nº 9.069-07) se coloque en el primer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria del día martes 10 de septiembre próximo. Así se acuerda.

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Chahuán pide recabar la venia de la Sala para que la Comisión de Salud pueda sesionar en paralelo. Se accede.

- - -


A su turno, el Honorable Senador señor Tuma solicita requerir el permiso de la Sala para considerar en esta sesión el proyecto de acuerdo con el que se condena el uso de armas químicas y se rechaza cualquier intervención bélica unilateral al margen del orden jurídico internacional (Boletín Nº S 1.605-12). Se accede a lo solicitado.

- - -


Posteriormente, la Sala resuelve ver en la sesión de hoy el proyecto de ley que sanciona la comercialización del hilo “curado” (Boletín   N° 8.576-11). 
- - -


En su oportunidad, el señor Secretario General informa que los Comités han acordado dejar sin efecto la sesión extraordinaria de la Corporación que se celebraría el día 17 de septiembre próximo; en su lugar, se ha fijado una sesión, con el mismo carácter de extraordinaria, para el día lunes 16 del presente de 16:00 a 20:00 horas.

- - -


Finalmente, el señor Presidente saluda a los alumnos de las escuelas rurales de la comuna de Coyhaique, de las localidades de Ñirehuao, Villa Ortega y Arroyo del Gato, que están en gira de estudios, invitados por los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio); así como también a los visitantes que concurren desde la localidad de Peumo, los que se encuentran en las tribunas.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo Suplementario sobre Inversiones del Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular de China”, suscrito en Vladivostok, Federación Rusa, el 9 de septiembre de 2012, con informe de la

Comisión de Relaciones Exteriores

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 9.002-10 y urgencia calificada de “simple”. 


Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió el proyecto y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Tuma y Walker (don Ignacio), en los mismos términos en que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.


Destaca que este proyecto contiene normas orgánicas constitucionales y de quórum calificado.

- - -


El señor Presidente pone en discusión el proyecto de acuerdo, en general y en particular, y otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Walker (don Ignacio).


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, se aprueba, en general y en particular, por 28 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 9 de la Sección B -en relación con los números 1 y 2 del Anexo B del mencionado Acuerdo Suplementario-, y en el inciso tercero del mismo precepto de la Carta Fundamental, en lo que dice relación con el artículo 25, número 2, de la Sección E del Convenio.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamenta su voto favorable, el Honorable Senador señor Kuschel.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo Suplementario sobre Inversiones del Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular de China”, suscrito en Vladivostok, Federación Rusa, el 9 de septiembre de 2012.”.

_________

Proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que aprueba el Convenio de Seguridad Social entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, suscrito en Santiago con fecha 13 de marzo de 2012, con

informe de la Comisión de Relaciones Exteriores

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 8.842-10.


Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio).

Destaca, finalmente, que este proyecto incide en normas de quórum calificado.

- - -


El señor Presidente pone en votación el proyecto de acuerdo, que se aprueba, en general y en particular, por 28 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el Convenio de Seguridad Social entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, suscrito en Santiago, con fecha 13 de marzo de 2012.”.
_________

Proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Trinidad y Tobago sobre Autorización para que los Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Consulares realicen Actividades Remuneradas, suscrito en Puerto España, Trinidad y Tobago, el 29 de marzo de 2012, con informe de la Comisión de Relaciones

Exteriores

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 8.843-10.


Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Tuma y Walker (don Ignacio).
- - -


Enseguida, el proyecto de acuerdo es aprobado, en general y en particular, con la misma votación consignada respecto del proyecto Boletín     N° 9.002-10.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Trinidad y Tobago sobre Autorización para que los Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Consulares realicen Actividades Remuneradas”, suscrito en Puerto España, Trinidad y Tobago, el 29 de marzo de 2012.”.

_________

Proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba la “Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la importación, la exportación y la transferencia de propiedad ilícitas de bienes culturales” adoptada por la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, en su Decimosexta Reunión celebrada en París el 12 de Noviembre de 1970, con informe y nuevo informe de la Comisión de Relaciones

Exteriores

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 364-10.

Agrega que este proyecto fue archivado, por acuerdo de Comités, el 30 de mayo de 1995.

Indica que Su Excelencia el Presidente de la República solicitó el 30 de julio del año en curso el desarchivo del proyecto, el cual fue aprobado.

Recuerda que, en su oportunidad, la Comisión de Relaciones Exteriores aprobó este proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus miembros, los ex Senadores señores Urenda, Páez, Sinclair, Sule y Thayer.

Por acuerdo de la Sala, se mandó el proyecto a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que examinara la compatibilidad de la regulación de dicho acuerdo internacional con la legislación chilena, lo que fue informado favorablemente por dicha Comisión, siempre que en la legislación interna se regulen, a lo menos, las materias que indica.

Más tarde, por acuerdo de Comités -de 13 de julio de 1993-, fue enviado nuevamente a la Comisión de Relaciones Exteriores, donde finalmente se aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, los ex Senadores señores Urenda, Mc Intyre, Sule y Thayer.
- - -


Enseguida, el proyecto de acuerdo es aprobado, en general y en particular, con la misma votación consignada respecto del proyecto Boletín    N° 9.002-10.
- - -


Interviene sobre el tema, el Honorable Senador señor Chahuán.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase la “Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la importación, la exportación y la transferencia de propiedad ilícitas de bienes culturales”, adoptada por la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, en su Decimosexta Reunión, celebrada en París, el 12 de noviembre de 1970.”.

_________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista Democrática de Sri Lanka sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y/o de Servicio”, suscrito en Colombo, el 26 de junio de 2012, con informe de la Comisión de Relaciones

Exteriores

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 8.800-10.

Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores dio su aprobación al proyecto por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio), en los mismos términos que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


Enseguida, el proyecto de acuerdo es aprobado, en general y en particular, con la misma votación consignada respecto del proyecto Boletín    N° 9.002-10.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista Democrática de Sri Lanka sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y/o de Servicio”, suscrito en Colombo, el 26 de junio de 2012.”.
_________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Guyana de eliminación parcial de visa para titulares de pasaportes diplomáticos, de servicio y oficiales, adoptado por cambio de notas, fechadas el 6 de mayo de 2011 y el 28 de septiembre de 2011, en Georgetown y Santiago, respectivamente”, con informe de la Comisión de

Relaciones Exteriores

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 8.835-10.


Destaca que la Comisión de Relaciones Exteriores lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio), en los mismos términos que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


Enseguida, el proyecto de acuerdo es aprobado, en general y en particular, con la misma votación consignada respecto del proyecto Boletín    N° 9.002-10.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Guyana de Eliminación Parcial de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, de Servicio y Oficiales”, adoptado por Cambio de Notas, fechadas el 6 de mayo de 2011 y el 28  de septiembre de 2011, en Georgetown y Santiago, respectivamente.”.

_________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Emiratos Árabes Unidos sobre exención mutua del requisito de visa de ingreso para los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales/especiales”, suscrito en Nueva York, el 22 de septiembre de 2012, con informe de la

Comisión de Relaciones Exteriores

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 8.836-10.

Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio), en los mismos términos que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.
- - -


Enseguida, el proyecto de acuerdo es aprobado, en general y en particular, con la misma votación consignada respecto del proyecto Boletín    N° 9.002-10.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Emiratos Árabes Unidos sobre Exención Mutua del Requisito de Visa de Ingreso para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales/Especiales”, suscrito en Nueva York, el 22 de septiembre de 2012.”.

_________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre una Actividad Laboral Remunerada de Familiares Dependientes de Miembros de una Representación Diplomática o Consular”, suscrito en Berlín, el 22 de octubre de 2012, con informe de la Comisión de

Relaciones Exteriores

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 8.939-10.


Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio), en los mismos términos que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


Luego, el proyecto de acuerdo es aprobado, en general y en particular, con la misma votación consignada respecto del proyecto Boletín    N° 9.002-10.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre una Actividad Laboral Remunerada de Familiares Dependientes de Miembros de una Representación Diplomática o Consular”, suscrito en Berlín, el 22 de octubre de 2012.”.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Tuma, señoras Allende, Rincón y Von Baer y señores Escalona, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, con el que se condena el uso de armas químicas y se rechaza cualquier intervención bélica unilateral al margen del orden jurídico

internacional


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.605-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que el uso de armas químicas, cuyo efecto es la aniquilación masiva de seres humanos, es considerando por la comunidad internacional como un crimen de lesa humanidad;

2. Que, por ello, la comunidad internacional adoptó la “Convención sobre Armas Químicas”, que es el primer tratado multilateral destinado a prohibir esta clase de armas de destrucción masiva y velar por la verificación internacional de su destrucción. Se trata del primer tratado de desarme negociado en un marco completamente multilateral, en pro de una mayor transparencia y de su aplicación por igual en todos los Estados Parte. Dicho tratado internacional se negoció con la plena participación de la industria química de todo el mundo, lo que ha permitido asegurar la cooperación constante de dicha industria. Este texto normativo dispone la inspección de las instalaciones industriales a fin de garantizar que las sustancias químicas tóxicas se empleen únicamente para fines no prohibidos por la Convención;

3. Que Chile forma parte de la Organización para la Prohibición de las Armas Químicas (OPAQ), que es el organismo encargado de la aplicación internacional de la mencionada Convención sobre Armas Químicas, tratado que fue suscrito, aprobado y ratificado por Chile y que comenzó a regir el día 29 de abril de 1997;

4. Que, como es de público conocimiento, el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas trabaja por estos días arduamente con la finalidad de evacuar un informe sobre el eventual uso de armas químicas en el marco del conflicto bélico desarrollado en Siria, particularmente durante dos batallas que tuvieron lugar, la primera, el 18 de marzo de 2013 en la ciudad de Alepo, ubicada en la frontera norte de dicho país, y la segunda, el 13 de abril de 2013 en las afueras de la ciudad de Damasco;

5. Que aún no está claro que efectivamente se haya usado este tipo de armas químicas, así como tampoco quien las habría utilizado, ya sea las tropas regulares del gobierno sirio liderado por su Presidente Bashar Al Assad, o bien, tropas rebeldes insurgentes o, lisa y llanamente, terroristas que, de esta manera, facilitarían una intervención que termine por derrocar al gobierno sirio. Al respecto, habrá que estarse a lo que determinen los expertos de la Organización de las Naciones Unidas, y

6. Que, de acreditarse fehacientemente la comisión de estos graves crímenes mediante la utilización de armas químicas, la comunidad de naciones, por intermedio del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, sería la única instancia validada para adoptar la decisión de intervenir en el mencionado país.


El Senado acuerda:


a) Manifestar su condena al uso de armas químicas como forma de aniquilación de seres humanos, por considerarlo un crimen de lesa humanidad.


b) Expresar su rechazo ante cualquier intervención bélica unilateral que se realice al margen del orden jurídico internacional y de lo que resuelva el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas.


c) Comunicar el presente acuerdo al señor Ministro de Relaciones Exteriores a fin de que tome conocimiento del mismo.”.

_________
Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario en materia de regulación referente a farmacias, con certificado e

informe de la Comisión de Salud

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene los Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Añade que este proyecto inició su tramitación en el Senado, y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas a su texto.

Resalta que la Comisión de Salud, en certificado de fecha 13 de agosto de 2013, y luego en informe de fecha 22 de agosto del mismo año, deja constancia de que adoptó los siguientes acuerdos respecto de las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados:

- Aprobar por la unanimidad de sus integrantes las modificaciones números 1, 2, 3, 5, 6 letras c), e) y f), todas ellas recaídas en el numeral 1) del artículo 1º; las modificaciones números 8, 9, 11 y 12, recaídas en el numeral 2) del artículo 1º; la modificación número 15, que incide en el numeral 4) del artículo 1º; las modificaciones números 16 y 18, recaídas en el artículo 3º, y, por último, la modificación número 19, recaída en el artículo transitorio.

Hace presente que la enmienda que incide en el inciso quinto del artículo 101, propuesto por el numeral 1) del artículo 1º -modificación número 6 letra e)-, de aprobarse, debe serlo con quórum calificado.

- La segunda proposición de la Comisión es rechazar por la unanimidad de sus miembros las modificaciones números 4 y 6 letras a), b) y d), recaídas en el numeral 1) del artículo 1°; las modificaciones números 7, 10 y 14, que inciden en el numeral 2) del artículo 1º, y la modificación número 17, recaída en el artículo 3º.

- Por último, una decisión que la Comisión adoptó por mayoría de votos, 3 a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán y Rossi, y 2 en contra, de los Honorables Senadores señores Girardi y Uriarte, aprobar la modificación número 13, recaída en el numeral 2) del artículo 1º.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General señala que la Cámara de Diputados aprobó el proyecto de ley despachado por el Senado, con las siguientes enmiendas:

AL ARTÍCULO 1°

NUMERAL 1)


1.- Ha reemplazado, en el inciso primero del artículo 94, la frase “calidad y seguridad” por “calidad, seguridad y eficacia.”.


2.- Ha introducido las siguientes enmiendas en el artículo 97:


a) Ha incorporado, en su inciso primero, antes de la expresión “seguridad y a la calidad”, la expresión “eficacia,”, y ha eliminado los vocablos “a la” que preceden a la palabra “calidad”.


b) Ha reemplazado en su inciso tercero la frase “o negativa de registrar un” por la expresión “del registro de un”, y ha reemplazado la oración final por la siguiente: “El Instituto no podrá cancelar el registro sanitario frente a un pronunciamiento negativo del Ministerio al respecto, sin perjuicio de los recursos administrativos y judiciales que procedan por parte del titular del registro u otros interesados.”.


3.- Ha agregado, en el inciso primero del artículo 99, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Con todo, no se podrá desarrollar un protocolo de investigación en medicamentos no registrados o para nuevos usos en medicamentos registrados sin un informe favorable del Comité Ético Científico que corresponda.”.


4.- Ha sustituido el artículo 100 por el siguiente:


“Artículo 100.- La venta al público de productos farmacéuticos sólo podrá efectuarse previa presentación de la receta del profesional habilitado que los prescribe, salvo aquellos medicamentos que se autoricen para su venta directa en el respectivo registro sanitario.


La publicidad y demás actividades destinadas a dar a conocer al consumidor un producto farmacéutico sólo estarán permitidas respecto de medicamentos de venta directa y en los términos establecidos en el respectivo registro sanitario y conforme a lo señalado en los artículos 53 y 54 de este Código.


La promoción del producto farmacéutico destinada a los profesionales habilitados para su prescripción, dentro de las indicaciones de utilidad terapéutica del respectivo registro sanitario, no podrá efectuarse a través de medios de comunicación social dirigidos al público en general. Dicha promoción podrá incluir la entrega de muestras médicas a estos profesionales en los términos dispuestos en los respectivos registros para ser proporcionados, a título gratuito, a las personas que utilizan sus servicios.


Quedan prohibidos la donación de productos farmacéuticos realizada con fines publicitarios y los incentivos económicos de cualquier índole, que induzcan a privilegiar el uso de determinado producto a los profesionales habilitados para prescribir y dispensar medicamentos o a los dependientes de los establecimientos de expendio y a cualquier otra persona que intervenga en la venta o administración de medicamentos.


Se entenderá por incentivo cualquier pago, regalo, servicio o beneficio económico entregado o realizado a las personas señaladas en el inciso anterior, por parte de laboratorios farmacéuticos, droguerías, importadores o distribuidores de medicamentos, establecimientos farmacéuticos en general o por quienes los representen.


Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, se permitirá la donación de productos farmacéuticos a establecimientos asistenciales sin fines de lucro, siempre que aquéllos se encuentren comprendidos en el Formulario Nacional de Medicamentos.


Ningún medicamento podrá tener forma de dulces, golosinas, confites, figuras, juguetes o cualquiera otra que promueva su consumo, según se determine en el respectivo reglamento.”.


5.- Ha intercalado el siguiente artículo 100 bis, nuevo:


“Artículo 100 bis.- Los medicamentos de venta directa deberán presentarse en envases que contengan en su exterior la indicación terapéutica necesaria para adoptar la decisión de compra y asegurar una adecuada administración, en conformidad a lo que señale el reglamento.


Los envases deberán contar con sellos que permitan verificar si el contenido ha sido manipulado.”.


6.- Ha introducido las siguientes enmiendas en el artículo 101:


a) Ha reemplazado su inciso primero por los siguientes:


“Artículo 101.- La receta es el instrumento privado mediante el cual el profesional habilitado para prescribir indica a una persona identificada y previamente evaluada, como parte integrante del acto médico y por consiguiente de la relación clínica, el uso y las condiciones de empleo de un producto farmacéutico individualizado por su denominación común internacional, o de fantasía si así lo estima.


Si el medicamento prescrito es de aquellos que deben demostrar bioequivalencia, según decreto supremo fundado, el químico farmacéutico, sólo a solicitud del paciente, dispensará alguno de los productos que, siendo bioequivalentes del prescrito, hayan demostrado tal exigencia, en conformidad a los requisitos contenidos en el respectivo decreto supremo del Ministerio de Salud, los que deberán ajustarse a la normativa de la Organización Mundial de la Salud.


Si el medicamento prescrito es de aquellos que no requieren demostrar bioequivalencia, el químico farmacéutico lo dispensará conforme a la receta médica.


Será obligación de los establecimientos de expendio, poner a disposición de quien requiera la dispensación de un medicamento, un listado de los productos que deben demostrar bioequivalencia de acuerdo al decreto señalado precedentemente.”.


b) Su inciso segundo ha pasado a ser quinto, sin enmiendas.


c) En el inciso tercero, que ha pasado a ser sexto, ha reemplazado la expresión “podrá” por “deberá”, y ha agregado a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En caso alguno la utilización de receta electrónica podrá impedir que el paciente pueda utilizar este instrumento en el establecimiento farmacéutico que libremente prefiera, pudiendo siempre exigir la receta en documento gráfico.”.


d) El inciso cuarto a ha pasado a ser séptimo, sin enmiendas.


e) Ha reemplazado en el inciso quinto, que ha pasado a ser octavo, la frase “de conformidad a la ley, no pudiendo ser divulgados, a menos que la persona consienta expresamente en ello, sin perjuicio de las facultades que, con fines de fiscalización u otros, la ley otorga a otros organismos.” por la frase “sujetándose a lo establecido en la ley N° 19.628.”.


f) Ha incorporado como incisos finales los siguientes:


“En los casos en que se emita receta electrónica, ésta deberá constar en un documento electrónico suscrito por parte del facultativo autorizado en esta ley mediante firma electrónica avanzada conforme lo dispuesto en la ley N° 19.799.


El reglamento establecerá las situaciones y casos en que se podrá exceptuar la aplicación de lo dispuesto en el inciso primero, tales como ruralidad, ubicación geográfica, disponibilidad tecnológica u otras situaciones de similar naturaleza.”.
NUMERAL 2)


7.- Ha suprimido, en el inciso segundo del artículo 126, la siguiente frase final: “En ninguno de estos establecimientos estará permitida la instalación de consultas médicas o de tecnólogos médicos.”.


8.- Ha agregado el siguiente inciso final en el artículo 127:


“Los recetarios magistrales se entenderán autorizados para preparar las drogas huérfanas.”.


9.- Ha introducido las siguientes modificaciones en el artículo 129:


a) Ha agregado en su inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Para estos efectos, deberán considerarse datos poblacionales y cantidad de farmacias, de almacenes farmacéuticos y de establecimientos de salud existentes en la localidad de que se trate.”.


b) Ha agregado en el inciso segundo, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Serán dirigidas por un químico farmacéutico y contarán con un petitorio mínimo de medicamentos para contribuir a las labores de fármacovigilancia.”.


c) Ha agregado el inciso final siguiente:


“Sólo los establecimientos señalados en este artículo y en el artículo 129 D estarán facultados para expender productos farmacéuticos, cualquiera sea la condición de venta de éstos.”.

10.- Ha reemplazado el artículo 129 A por el siguiente:


“Artículo 129 A.- La venta y fraccionamiento de medicamentos al público deberá efectuarse en farmacias autorizadas por el Instituto de Salud Pública, las que serán dirigidas técnicamente por un químico farmacéutico, que deberá estar presente durante todo el horario de funcionamiento del establecimiento.


Corresponderá a este profesional realizar la dispensación adecuada de los productos farmacéuticos, conforme a los términos dispuestos en la receta, informar y propender a su uso racional, absolviendo las consultas que le formulen los usuarios. También le corresponderá ejercer la permanente vigilancia de los aspectos técnico-sanitarios del establecimiento, sin perjuicio de la responsabilidad que le pueda caber en la operación administrativa del mismo, la que estará encomendada a su personal dependiente. En el ejercicio de su función de dispensación, este profesional deberá, además, efectuar o supervisar el fraccionamiento de envases de medicamentos para la entrega del número de dosis requerido por la persona según la prescripción del profesional competente.


Mediante decreto supremo del Ministerio de Salud se aprobarán las normas para la correcta ejecución del fraccionamiento en farmacias, las que incluirán además la determinación de los productos de venta con receta médica, no sujeta a control legal, sobre los cuales se podrá realizar, incluyendo su forma farmacéutica, la obligación de distribuirlos en envases clínicos por parte de los importadores o fabricantes y las condiciones de rotulación del envase de entrega al adquirente, en términos de identificación del producto, prescriptor y paciente, así como las indicaciones para su empleo.”.


11.- Ha intercalado el siguiente artículo 129 B, nuevo:


“Artículo 129 B.- Los medicamentos de venta directa podrán estar disponibles en farmacias y almacenes farmacéuticos en repisas, estanterías, góndolas, anaqueles, dispensadores u otros dispositivos similares que permitan el acceso directo al público, considerando medidas de resguardo general para evitar su alcance y manipulación por niños o infantes, todo conforme lo determine el reglamento que se dicte para regular lo dispuesto en este artículo.


Al efecto, la puesta a disposición al público deberá efectuarse en un área especial y exclusivamente destinada para ello, la que deberá permitir su adecuada conservación y almacenamiento.


Las farmacias y almacenes farmacéuticos que expendan medicamentos de venta directa conforme al inciso anterior, además, deberán:


1) Instalar infografías en espacios visibles al público, que permitan la lectura de una advertencia sobre el adecuado uso y dosificación de medicamentos con condición de venta directa.


2) Mantener en un lugar visible al público, números telefónicos de líneas existentes que provean gratuitamente información toxicológica, ya sea de servicios públicos o privados.


El texto y formato de la infografía, como también la información sobre líneas telefónicas a que se refiere este artículo, serán aprobados por resolución del Ministro de Salud.”.


12.- Ha reemplazado, en el artículo 129 B, que ha pasado a ser artículo 129 C, la segunda vez que aparece el vocablo “podrán” por la expresión “deberán”.


13.- Ha agregado, en el artículo 129 C, que ha pasado a ser artículo 129 D, los siguientes incisos finales:


“En todo caso, será obligación de tales profesionales mantener los productos señalados en condiciones adecuadas.


Ninguna de las normas establecidas en esta ley podrá ser interpretada en el sentido que se autoriza el expendio de medicamentos en lugares o recintos distintos de los señalados expresamente en esta ley ni a la venta directa en estanterías u otros espacios de acceso directo al público.”.


14.- Ha reemplazado el artículo 129 D, que ha pasado a ser artículo 129 E, por el siguiente:


“La responsabilidad sanitaria por la infracción de las normas establecidas en esta ley se hará efectiva de conformidad al Libro Décimo.”.

NUMERAL 4)


15.- Ha agregado, en el artículo 174, el siguiente inciso final:

“Lo anterior es sin perjuicio de hacer efectivas las responsabilidades que establezcan otros cuerpos legales respecto de los hechos.”.
AL ARTÍCULO 3°


16.- Ha reemplazado su inciso segundo por el siguiente:


“Además, cada local de expendio deberá contar con información que esté a disposición del público en forma directa y sin intervención de terceros, de manera visible, permanente y actualizada. La lista de precios podrá constar en soporte papel o electrónico y podrá publicarse en el sitio web del establecimiento, si lo hubiere.”.


17.- Ha eliminado la siguiente frase final del inciso tercero: “así como las normas y condiciones para el expendio de medicamentos de venta directa en estanterías u otros espacios de acceso directo al público.”, pasando la coma que le antecede a ser punto aparte.


18.- Ha intercalado el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:


“Todo producto farmacéutico que se expenda al público deberá indicar en su envase su precio de venta.”.

AL ARTÍCULO TRANSITORIO


19.- Ha reemplazado su inciso tercero por el siguiente:


“Este ajuste no podrá significar una disminución en el monto o porcentaje total de las comisiones u otros emolumentos variables que conformen la remuneración del trabajador, calculado sobre la base del promedio anual entre enero y diciembre del año 2011 o igual término del año 2012, debiendo aplicarse de entre ellos, el que presente una remuneración promedio más alta.”.
- - -


Por su parte, la Comisión de Salud propone adoptar los siguientes acuerdos respecto de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados al proyecto de ley aprobado por el Senado:

Artículo 1°

Numeral 1)

Modificación N° 1


Aprobar la enmienda propuesta. 
Modificación N° 2, letras a) y b)


Aprobar las modificaciones propuestas. 

Modificación N° 3


Aprobar la agregación propuesta. 
Modificación N° 4

Rechazar la sustitución propuesta. 
Modificación N° 5

Aprobar la modificación. 

Modificación N° 6

Rechazar las letras a), b) y d) y aprobar las letras c), e) y f).

Numeral 2)

Modificación N° 7

Rechazar la supresión propuesta. 

Modificación N° 8

Aprobar la agregación propuesta.

Modificación N° 9, letras a), b) y c)

Aprobar las modificaciones propuestas. 

Modificación N° 10


Rechazar el reemplazo propuesto. 

Modificación N° 11


Aprobar la intercalación propuesta. 

Modificación N° 12


Aprobar la modificación propuesta. 

Modificación N° 13


Aprobar la agregación propuesta.
Modificación N° 14


Rechazar el reemplazo propuesto.
Numeral 4)

Modificación N° 15


Aprobar la agregación propuesta.

Artículo 3°

Modificación N° 16

Aprobar el reemplazo propuesto.
Modificación N° 17

Rechazar la eliminación propuesta. 

Modificación N° 18


Aprobar la intercalación propuesta. 

Artículo transitorio

Modificación N° 19


Aprobar el reemplazo propuesto.
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión el informe de la Comisión de Salud y otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Novoa, señora Alvear, señor Rossi, señora Allende, señor Kuschel, señora Rincón y señores Chahuán, Bianchi, Uriarte, García-Huidobro, Girardi, Orpis, Navarro, Larraín Fernández, Zaldívar, Muñoz Aburto, Tuma, Novoa y Coloma. Interviene, también, el señor Ministro de Salud.
- - -


En su intervención, el Honorable Senador señor Novoa pide votación separada de lo relativo a la enmienda N° 9, letra a). Por su parte, los Honorables Senadores señora Alvear y señor García-Huidobro hacen idéntica solicitud en lo que respecta a la enmienda N° 7.

- - -


Cerrado el debate, el señor Presidente pone en votación el informe de la Comisión de Salud respecto de las enmiendas aprobadas por unanimidad -con excepción de la enmienda N° 9, letra a)-, que es aprobado por 26 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en lo relativo a la enmienda N° 6, letra e).

- - -


Luego, se pone en votación el informe de la referida Comisión en lo que respecta a las enmiendas rechazadas por unanimidad -con excepción de la enmienda N° 7-, que es aprobado por la unanimidad de los 27 Honorables Senadores presentes.

- - -


Enseguida, se pone en votación el informe de la Comisión en lo relativo a la enmienda N° 7, que es aprobado por 16 votos a favor, 10 en contra, una abstención y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Gómez, Horvath, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi y Walker (don Ignacio).

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Prokurica y Tuma.

Se abstiene, el Honorable Senador señor Zaldívar.

No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.

- - -


Seguidamente, se pone en votación el informe de la Comisión en lo relativo a la enmienda N° 9, letra a), que es rechazado por 15 votos en contra, 13 a favor y un pareo.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Novoa.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana y Rossi.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señora Rincón y señor Chahuán.


No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.
- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Espina.

- - -


Luego, se pone en votación la proposición de la Comisión de Salud respecto de la enmienda número 13, que es rechazada por 18 votos en contra, 7 a favor y un pareo.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Orpis, Prokurica, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Chahuán, Escalona, Muñoz Aburto, Pizarro y Rossi.

No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que, en atención a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que proponga la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, para lo cual propone que la integren, de conformidad a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Salud.



Así se acuerda.


Queda terminada la discusión de este asunto.
_________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que

sanciona la comercialización del hilo “curado”

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.576-11 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

- - -


Enseguida, señala que la Cámara de Diputados ha dado su aprobación al proyecto de ley despachado por el Senado, con las siguientes enmiendas:

Al artículo 1°


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 1°.- El que fabrique, transporte, comercialice o utilice cualquier clase de hilo curado, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de entre cien y quinientas unidades tributarias mensuales.


Sólo estará eximido de este tipo penal quien transporte o utilice hilo curado para actividades de volantinismo, en los términos de los artículos 3° y 4° de esta ley, siempre y cuando el hilo curado cumpla con las especificaciones de un hilo de competencia establecido en el artículo siguiente.


Las penas establecidas en el inciso primero de este artículo se impondrán sin perjuicio de las que correspondan a los demás delitos que se cometieren con motivo o con ocasión de la utilización del material a que se refiere dicho inciso.


La autoridad competente dispondrá el decomiso y destrucción inmediata del hilo curado confiscado.”.

Al artículo 2°

Inciso tercero


Para incorporar, después del vocablo “oficialmente”, la expresión “por el Ministerio del Deporte”.

Al Artículo 3°

Inciso segundo


Para sustituir la expresión “la autoridad competente” por “el municipio respectivo”.

Al Artículo 4°

Inciso primero


Para sustituir la expresión “la autoridad competente” por “el municipio respectivo”.

- - -


Puestas en discusión las referidas enmiendas, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señora Rincón y señores Pizarro, Chahuán, Orpis, Zaldívar, Navarro, García-Huidobro y Novoa.


Cerrado el debate y sometidas a votación dichas enmiendas, son rechazadas por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


A continuación, el señor Presidente señala que, en atención a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que proponga la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, para lo cual propone que la integren, de conformidad a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Salud.


Así se acuerda.


Queda terminada la discusión de este asunto.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares, con segundo informe de la Comisión de

Transportes y Telecomunicaciones

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 7.815-15 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que la iniciativa en discusión fue aprobada en general en sesión de 10 de julio de 2012 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones o de modificaciones.

Destaca que la señalada Comisión efectuó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

ARTÍCULO PRIMERO


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo Primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 9° de la ley N° 19.040:


1.- Agrégase, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo a cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Cuando la prestación del servicio se haga en un vehículo que no se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, la multa será de tres a quince unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia la multa será de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.”.


2.- Reemplázase el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:


“A las personas que condujeren vehículos afectos a las normas referidas, en caso de no ser dueñas del vehículo, se les aplicará una multa de uno coma cinco a tres unidades tributarias mensuales.”.


3.- Incórporase en su inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, entre las expresiones “los vehículos serán retirados de la circulación por Carabineros de Chile” y “, poniéndolos a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto”, la frase “o Inspectores Fiscales.”.

ARTÍCULO SEGUNDO


- Sustituir su encabezamiento, por el siguiente: 


“Artículo Segundo.- Modifícase el artículo 7º de la ley             N° 19.831, en el siguiente sentido:”


- Sustituir las letras a) y b), por las siguientes:


“a) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 7º.- La circulación de vehículos realizando transporte escolar, sin estar habilitados para ello, será sancionada con multa a beneficio fiscal de tres a quince unidades tributarias mensuales, de cargo del propietario del vehículo. En caso de reincidencia, la multa será de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.”.


b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:


“Si el conductor que fuere sorprendido cometiendo dicha infracción corresponde a una persona distinta del propietario, se le aplicará una multa de uno coma cinco a tres unidades tributarias mensuales.


En caso que un vehículo sea sorprendido circulando en las condiciones señaladas en el inciso primero, será retirado de circulación por Carabineros de Chile o Inspectores Fiscales, poniéndolo a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto, aplicándose respecto de su propietario lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 156 del decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2007, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito.


No se entenderá como vehículo inhabilitado a aquél que ocasionalmente realice transporte de escolares en viajes específicos, de acuerdo a lo establecido en los reglamentos dictados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión en particular el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Chahuán.


Cerrado el debate y puestas en votación las modificaciones propuestas por la Comisión, son aprobadas por 12 votos a favor, 2 en contra y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Chahuán, Escalona, García, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag y Tuma. 

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Coloma y Novoa.

Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Coloma.


No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Von Baer.

- - -


En su alocución, el Honorable Senador señor Coloma formula reparos de constitucionalidad respecto del número 3 del artículo primero.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 9° de la ley N° 19.040:


1.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Cuando la prestación del servicio se haga en un vehículo que no se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, la multa será de tres a quince unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia la multa será de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.”.


2.- Reemplázase el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:


“A las personas que condujeren vehículos afectos a las normas referidas, en caso de no ser dueñas del vehículo, se les aplicará una multa de uno coma cinco a tres unidades tributarias mensuales.”.


3.- Intercálase, en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, a continuación de la frase “los vehículos serán retirados de la circulación por Carabineros de Chile”, la siguiente expresión: “o Inspectores Fiscales”.


Artículo segundo.- Sustitúyese el artículo 7º de la ley N° 19.831, por el siguiente:


“Artículo 7º.- La circulación de vehículos realizando transporte escolar, sin estar habilitados para ello, será sancionada con multa a beneficio fiscal de tres a quince unidades tributarias mensuales, de cargo del propietario del vehículo. En caso de reincidencia, la multa será de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.


Si el conductor que fuere sorprendido cometiendo dicha infracción corresponde a una persona distinta del propietario, se le aplicará una multa de uno coma cinco a tres unidades tributarias mensuales.


En caso que un vehículo sea sorprendido circulando en las condiciones señaladas en el inciso primero, será retirado de circulación por Carabineros de Chile o Inspectores Fiscales, poniéndolo a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto, aplicándose respecto de su propietario lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 156 del decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, del año 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, de Tránsito.


No se entenderá como vehículo inhabilitado aquel que ocasionalmente realice transporte de escolares en viajes específicos, de acuerdo a lo establecido en los reglamentos dictados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.”.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos, con segundo informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 4.426-07 y urgencia calificada de “suma”.

Agrega que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 10 de noviembre de 2010, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones o de modificaciones.


Destaca que la Comisión realizó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de una de ellas, que será puesta en discusión y votación oportunamente.


Recuerda que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas.


Finalmente, señala que de estas enmiendas unánimes, las recaídas en la letra b) del N° 2) del artículo 1°; en el artículo 2°; en el N° 2) del artículo 3°, y en el artículo transitorio, inciden en normas de rango orgánico constitucional.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1°

Número 1)


Remplazarlo por el siguiente:


“1) Agrégase en el inciso primero del artículo 1°, a continuación de  la expresión “ley” la frase “, y en el artículo 8° de la ley N° 18.314.”.

Número 2)


Incorporar la siguiente letra a), nueva:


“a) Suprímese, en su inciso primero, a continuación de la expresión “Análisis Financiero”, la voz “sólo”.”.

Letra a)


Pasa a ser letra b).


Sustituirla por la siguiente:


“b) Sustitúyese en el párrafo segundo de la letra b) del inciso primero la siguiente frase y oración: “el ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que el Presidente de dicha Corte designe por sorteo en el acto de hacerse el requerimiento. El ministro resolverá, sin audiencia ni intervención de terceros.” por la siguiente: “un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, quien resolverá, sin audiencia ni intervención de terceros dentro del plazo de tres días contado desde la presentación de la misma. Corresponderá al Presidente de esta Corte designar, una vez al año y por sorteo, a dos de sus miembros para cumplir esta labor. Si ninguno de los ministros estuviere en funciones, corresponderá otorgar la autorización al Presidente de la Corte o a quien lo subrogue.”. 

Letra b)


Pasa a ser letra c), sin enmiendas.

Letra c)


Suprimirla.

Letra d)


Sustituir el artículo “del” por “el”.

Número 3)

Letra a)


Sustituirla por la siguiente:


“a) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero:


1. Elimínase, a continuación de la voz “sobre” la frase “los actos, transacciones u”; 


2.- Suprímese, a continuación de la expresión “inversión;” la frase “el Comité de Inversiones Extranjeras;” 


3.- Reemplázanse las expresiones “las bolsas de comercio;” por lo siguiente: “las bolsas de valores y las bolsas de productos, así como cualquier otra bolsa que en el futuro esté sujeta a la supervisión de la Superintendencia de Valores y Seguros;”. 


4.- Sustitúyese la frase final: “, y las sociedades anónimas deportivas profesionales, regidas por la ley Nº 20.019.” por las siguientes         “; organizaciones deportivas profesionales, regidas por la ley Nº 20.019; las cooperativas de ahorro y crédito; las representaciones de bancos extranjeros y las empresas de depósito de valores regidas por la ley Nº 18.876.”.”. 

Letra c)


Sustituirla por la siguiente:


“c) Agrégase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual a ser séptimo:


“Las superintendencias y los demás servicios y órganos públicos señalados en el inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración estarán obligados a informar sobre operaciones sospechosas que adviertan en el ejercicio de sus funciones. Sin perjuicio de lo anterior, estas entidades no estarán sujetas a las obligaciones contenidas en el inciso cuarto de este artículo y a lo dispuesto en el artículo 5° de esta ley, así como tampoco a las sanciones y al procedimiento establecido en el título II de la presente ley.”. 

Número 4)


Sustituirlo por el siguiente:


4) Reemplázanse en el artículo 5° la frase “cuatrocientas cincuenta unidades de fomento o su equivalente en otras monedas” por “diez mil dólares de los Estados Unidos de América o su equivalente en pesos chilenos, según el valor del dólar observado el día en que se realizó la operación”. 

Número 5), nuevo


Intercalar como tal el siguiente:


“5) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 6º la frase “inciso primero” por “incisos primeros y sexto”.”.

Número 5)


Pasa a ser número 6), sin enmiendas.

Número 6)


Pasa a ser número 7), sin enmiendas.

Número 7)


Pasa a ser número 8), sustituido por  el siguiente:


“8) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 19: 


a) Reemplázase en la letra b) la frase: “los artículos 4° y 5° de esta ley;” por “el artículo 5°;”


b) Sustitúyese la letra c) por la siguiente:


“c) Serán infracciones graves el no dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en los artículos 2°, letra b), 3°, y 41 de esta ley.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“No se aplicará el procedimiento regulado en este Título a las infracciones del artículo 4°, las que serán sancionadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 39.”.
Número 9), nuevo


Intercalar como tal el siguiente:


“9) Suprímese, el párrafo final del número 2 del artículo 20.”. 

Número 8)


Pasa a ser número 10), con las siguientes modificaciones:

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) Sustitúyese la letra a) del inciso primero por la siguiente:


“a) El que de cualquier forma oculte o disimule el origen ilícito de determinados bienes, a sabiendas de que provienen, directa o indirectamente de la perpetración de hechos constitutivos de alguno de los delitos contemplados en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; en la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad; en el artículo 10 de la ley             Nº 17.798, sobre control de armas; en el Título XI de la ley Nº 18.045, sobre mercado de valores; en el Título XVII del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, Ley General de Bancos; en el artículo 168 en relación con el artículo 178 Nº 1 ambos del Decreto con Fuerza de Ley Nº 30, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley Nº 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas; en el artículo 81 inciso 2º de la ley Nº 17.336 sobre propiedad intelectual; en los artículos 59 y 64 de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile; en los párrafos 4, 5, 6, 9 y 9 bis del Título V y 10 del Título VI, todos del  Libro Segundo del Código Penal; en los artículos 141, 142, 366 quinquies, 367, 374 bis, 411 bis, 411 ter, 411 quáter, 411 quinquies, y artículos 468 y 470 Nº 8 ambos en relación al inciso final del artículo 467 del Código Penal, o bien, a sabiendas de dicho origen, oculte o disimule estos bienes.”. 

Letra b)


Reemplazarla por la siguiente:


“b) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:


“Si el autor de alguna de las conductas descritas en las letras a) o b) no ha conocido el origen de los bienes por negligencia inexcusable, la pena privativa de libertad que corresponda de acuerdo al inciso primero o final de este artículo será rebajada en dos grados.”. 

Letra c)


Reemplazarla por la siguiente:


“c) Agrégase el siguiente inciso final:


“En todo caso, la pena privativa de libertad aplicable en los casos de las letras a) y b) no podrá exceder de la pena mayor que la ley asigna al autor del crimen o simple delito del cual provienen los bienes objeto del delito contemplado en este artículo, sin perjuicio de las multas y penas accesorias que correspondan en conformidad a esta ley.”.”.

Número 9)


Suprimirlo.


A continuación, agregar el siguiente número 11), nuevo


“11) Intercálase en el artículo 31, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales inciso segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente: 


“Sólo una vez formalizada la investigación por los delitos de los artículos 27 y 28 de esta ley, el imputado podrá solicitar al juez de garantía que limite el secreto en cuanto a las piezas o actuaciones abarcadas por él.”.

Número10)


Pasa a ser número 12). 

Sustituirlo por el siguiente:


“12) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 33:


a.- Sustitúyese la expresión “Nº 19.366” por la siguiente:         “Nº 20.000”.


b.- Reemplázase la letra b) por la siguiente:


“b) Inhabilidades de abogados, sólo cuando la investigación por lavado de dinero lo sea en relación a un hecho típico y antijurídico base castigado en las leyes Nºs 20.000 o 18.314, o en el artículo 10 de la ley           Nº 17.798, o en los artículos 141, 142, 411 bis, 411 ter, 411 quáter y 411 quinquies del Código Penal.”. 

Número 11)


Pasa a ser número 13), con las siguientes modificaciones:


1.- Sustituir el artículo 38, que agrega este número, por el siguiente:


“Artículo 38.- Las personas naturales y jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley estarán obligadas a informar a la Unidad de Análisis Financiero todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que intente realizar alguna de las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas confeccionadas por el Comité establecido en las Resoluciones números 1.267, de 1999; 1.333, de 2000, y 1.390, de 2002, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas y sus subsecuentes resoluciones o cualquiera otra que las adicione o remplace, y que estén contenidas en decretos supremos publicados en el Diario Oficial.  


Igualmente, estarán obligadas a informar de todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que intente realizar alguna persona natural o jurídica que haya cometido, cometa, o intente cometer, actos de terrorismo o participar en ellos o facilitar su comisión.


Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la recepción de los antecedentes que acreditan que las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas a que hace referencia el inciso primero pretenden realizar un acto, transacción u operación financiera, la Unidad de Análisis Financiero deberá solicitar a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, la adopción de una o más medidas necesarias para evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dinero materia del acto, transacción u operación, sin previo aviso al afectado y por un plazo determinado. La vigencia de las medidas decretadas por el Ministro de Corte no podrá exceder de treinta días, plazo que podrá prorrogarse, por resolución fundada, por él o por el tribunal competente. La solicitud será resuelta de plano y en el más breve plazo, el que no podrá exceder de veinticuatro horas, por ese ministro, sin audiencia ni intervención de terceros. 


Para estos efectos, el Presidente de dicha Corte designará por sorteo a dos de sus miembros, por el plazo de un año, debiendo presentarse la solicitud ante cualquiera de ellos. Si ninguno de los Ministros estuviere en funciones, corresponderá otorgar la autorización al Presidente de la Corte o a quien le subrogue. 


Entre las medidas que se podrán ordenar, se entenderán incluidas la prohibición de transferencia, conversión, disposición o movimiento de fondos u otros bienes durante el plazo de vigencia de la medida. 


Presentada la solicitud a la Corte, y dentro del plazo de las veinticuatro  horas siguientes, la Unidad hará entrega, reservadamente, de todos los antecedentes al Fiscal Nacional, para que el Ministerio Público se ocupe de la tramitación judicial.


Una vez expirado el plazo señalado en el inciso tercero, la medida decretada por el Ministro de la Corte de Apelaciones dejará de tener efecto de forma inmediata, sin necesidad de resolución que así lo declare. 


La Unidad de Análisis Financiero, dentro del plazo máximo de veinticuatro horas contado desde que se haya acogido la solicitud indicada en el inciso tercero,  comunicará  su contenido a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones financieras para que adopte inmediatamente las medidas decretadas por el respectivo Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago. Asimismo, dentro del plazo máximo de las setenta y dos horas siguientes a que tales medidas fueron decretadas, informará a él o a los afectados por dicha resolución. Esta comunicación se dirigirá al domicilio que él o los afectados tuvieren registrados en la entidad que hubiere reportado la operación o al correo electrónico que figure en tales registros. En ella se incluirán todos los antecedentes indicados en el inciso tercero. 


Los afectados por esta medida podrán, mientras ella se encuentre vigente, apelar ante la Corte de Apelaciones de Santiago, para obtener su revocación. La Corte de Apelaciones deberá resolver el recurso en el más breve plazo, previo informe de la Unidad de Análisis Financiero,  pudiendo abrir, de oficio o a petición de parte, un término probatorio especial, el que no podrá exceder de tres días.


En caso de que por resolución judicial se revoque las medidas indicadas en los incisos tercero y quinto, o haya expirado el término por el que se les decretó, la Unidad de Análisis Financiero comunicará esta situación a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones realizadas, y que motivaron la respectiva investigación. 


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, la Unidad de Análisis Financiero periódicamente pondrá a disposición de todas las personas indicadas en el artículo 3° de esta ley, los listados confeccionados por el Comité establecido por el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, y que tienen su origen en las resoluciones mencionadas en el inciso primero de este artículo. Asimismo, la Unidad de Análisis Financiero deberá informar al Ministerio de Relaciones Exteriores de los antecedentes recopilados que digan relación con las personas naturales o jurídicas que figuran en dichos listados, para efectos que éste lo informe a la Organización de las Naciones Unidas.”.


2.- Sustituir los tres primeros incisos del artículo 39, por los siguientes:


“Artículo 39.- La infracción a lo dispuesto en el artículo 4°  estará sujeta al control y fiscalización del Servicio Nacional de Aduanas, el cual podrá aplicar a la persona que porte o transporte moneda en efectivo o instrumentos negociables al portador y que no los hubiere declarado, una multa a beneficio fiscal de hasta un treinta por ciento de la moneda en efectivo o del valor de dichas monedas o instrumentos no declarados, y tomará en especial consideración, el monto de los valores no declarados.


Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio Nacional de Aduanas podrá retener el treinta por ciento de la moneda en efectivo o el cien por ciento de los instrumentos negociables al portador no declarados. En caso de oposición a la retención, los funcionarios del Servicio podrán requerir directamente el auxilio de la fuerza pública, de conformidad con lo establecido en el artículo 24 y en el Título VI de la Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas.


La retención establecida en este artículo deberá ser notificada a la persona en el mismo acto, haciendo mención expresa y por escrito de los hechos que la constituyen, de las normas infringidas, la identificación de la persona a la que se ha efectuado la retención, la sanción que podría ser impuesta y los demás hechos fundantes que dieron lugar a la retención.”. 

Artículo 2º


Agregar, en el párrafo que añade este artículo, la siguiente frase final: “y que se relacionen con aquella.”.

Artículo 3°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas al Decreto con Fuerza de Ley Nº 3, de 1997, que fijó el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indica: 


1) Agrégase en el inciso final del artículo 14, a continuación del acrónimo “(RUT)”, la frase: “, la identificación del tipo de cuenta o producto y su número de registro interno.”. 


2).- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 154


“Con todo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley Nº 19.913, los fiscales del Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, otorgada por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrán requerir la entrega de todos los antecedentes o copias de documentos sobre depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación y que se relacionen con aquella.”. 

Artículo transitorio, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“Artículo transitorio.- El primer sorteo para designar a los dos ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago, para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo segundo de la letra b) del artículo 2º y en el inciso cuarto del artículo 38, se realizará dentro de los quince días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”. 

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Orpis, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, solicita segunda discusión del proyecto, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado.

- - -

Enseguida, el señor Presidente manifiesta que ha terminado la primera discusión en particular, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones, con informe de la Comisión de

Transportes y Telecomunicaciones

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la segunda discusión del asunto de la referencia y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.034-15 y urgencia calificada de “suma”.

Recuerda que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Girardi y Letelier.

Hace presente que el inciso tercero del artículo 6°; el inciso tercero del artículo 15; el artículo 16; el artículo 41; del artículo 48, la letra f) del numeral 9 (inciso undécimo del artículo 13 A); el numeral 10 (artículo 13 B, nuevo); la letra d) del numeral 13 (inciso quinto del artículo 15), y el numeral 14 (artículo 16) son de rango orgánico constitucional.

- - -


El señor Presidente pone en segunda discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar, Chahuán y Navarro. Interviene, también, el señor Subsecretario de Telecomunicaciones.

- - -

En su discurso, el Honorable Senador señor Zaldívar, en representación del Comité Partido Demócrata Cristiano, solicita aplazamiento de la votación del proyecto, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 135 del Reglamento del Senado.

- - -


Enseguida, el señor Presidente manifiesta que ha terminado la segunda discusión, quedando pendiente la votación de este asunto.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, limitando la prohibición de ingreso a la administración pública, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y

Regionalización

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.520-06 y urgencia calificada de “simple”.


Añade que su objetivo principal es eximir a los condenados por ilícito que tenga pena de simple delito, con excepción de los delitos incluidos en el Título V, del Libro II del Código Penal, de la prohibición de ingresar a los cargos de auxiliares y administrativos de los órganos de la Administración Pública y de la Administración Municipal.

Destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei y Orpis.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Orpis.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 16 votos a favor.

Votan a favor, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Tuma y Zaldívar.
- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 16 de septiembre de 2013, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos, con informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.556-10 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que su objetivo principal es implementar en nuestro medio la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros, introduciendo al efecto las modificaciones legales pertinentes en varios cuerpos normativos de nuestro país.

Además, la señalada Convención persigue simplificar la autenticación de documentos públicos que deben ser presentados en el extranjero, facilitando su circulación entre los Estados parte.

Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín Fernández, Larraín Peña y Walker (don Patricio).

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación en general el proyecto, que es aprobado por 18 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma y Zaldívar.
- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 16 de septiembre de 2013, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la meta todo Chile a llamada local, con informe de la Comisión de Transportes y

Telecomunicaciones

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene los Boletines N°s 8.787-19 y 8.790-15, refundidos, y urgencia calificada de “suma”.


Agrega que su objetivo principal es modificar la Ley General de Telecomunicaciones para constituir el país en una zona primaria y terminar con la larga distancia nacional en todo el territorio de la República.

Destaca que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi y Chahuán.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Chahuán y al señor Subsecretario de Telecomunicaciones.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 16 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Horvath, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Tuma y Zaldívar. 
- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto positivo los Honorables Senadores señores García y Ruiz-Esquide.
- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 16 de septiembre de 2013, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Allende y señores Orpis y Uriarte, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señor Escalona (en el tiempo del Comité Partido Socialista), señora Rincón (en el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano) y señor Navarro (en el tiempo de los Comités Partido Movimiento Amplio Social y Partido Demócrata Cristiano), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido por la Democracia; Partido Radical Social Demócrata; Partido Unión Demócrata Independiente; Partido Renovación Nacional, e Independientes.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 54ª, ESPECIAL, EN MARTES 10 DE SEPTIEMBRE DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; Secretario General de Gobierno; de Energía, y del Medio Ambiente, señor Cristián Larroulet, señora Cecilia Pérez, señor Jorge Bunster y señora María Ignacia Benítez, respectivamente.

Actúa de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Oficio


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa la nómina de Honorables señores Diputados que concurrirán a la Comisión Mixta que debe proponer la forma y el modo de resolver las discrepancias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que sanciona la comercialización del hilo “curado” (Boletín N° 8.576-11) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

- - -


Enseguida, el señor Presidente saluda a los alumnos del colegio San Francisco del Alba, de la comuna de Las Condes, y del colegio Villa la Compañía, de la comuna de Graneros, estos últimos invitados por el Honorable Senador señor García-Huidobro; asimismo, da la bienvenida a los integrantes de los Clubes del Adulto Mayor “Salud y Naturaleza”, de Talagante, y “Sor Teresa de Calcuta”, de la Isla de Maipo, ambos de la Región Metropolitana.
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Larraín Peña, Rossi, Tuma y Walker, don Patricio, en primer trámite constitucional, en materia de integración de la Cámara de Diputados, con informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.

El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 9.078-07.

Agrega que el objetivo del proyecto es modificar el inciso primero del artículo 47 de la Constitución Política de la República, con el fin de establecer que la Cámara de Diputados estará integrada por miembros elegidos en votación directa, por distritos electorales, y que la ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de Diputados, los distritos electorales y la forma de su elección.

Asimismo, precisar que la modificación que se haga a la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, y que diga relación con el número de Diputados y Senadores, las circunscripciones y distritos existentes y el sistema electoral, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio.

Resalta que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia de que en forma previa al análisis de esta iniciativa consideró tres proyectos de reforma constitucional, que son los siguientes:

- El primero de ellos, iniciado en Moción de los Senadores señores Walker (don Patricio), Chahuán, Rossi y Tuma, para modificar la Constitución Política en materia de integración y elección de la Cámara de Diputados y del Senado.

Añade que sus objetivos principales son modificar el artículo 47 de la Constitución, eliminando el guarismo “120”, que fija el número de integrantes de la Cámara de Diputados; configurar los distritos considerando el principio de igualdad de voto entre los ciudadanos, sin perjuicio de los ajustes que demanda la debida representación de los territorios menos poblados, e implementar la figura de los Senadores Nacionales, quienes durarían cuatro años en sus cargos. Por último, fijar un límite a la reelección de los parlamentarios, pudiendo los Senadores ser reelegidos sucesivamente en el cargo solo por una vez, y los Diputados por dos períodos.

- La segunda iniciativa correspondía al proyecto, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, para modificar la Constitución Política en materia de reelección y vacancia de parlamentarios.

Agrega que sus objetivos principales son, precisamente, limitar la reelección de los parlamentarios, de manera que los Diputados sólo puedan ser elegidos en el mismo distrito por dos períodos consecutivos, y los Senadores en la misma circunscripción, por un período.

Contemplar, además, un sistema de reemplazo en caso de vacancia en el cargo de parlamentario.

- El tercer proyecto de reforma constitucional que se tuvo a la vista por la Comisión al estudiar el proyecto en análisis, corresponde a la Moción de los Senadores señores Lagos, Letelier y Quintana, para establecer un sistema proporcional de elección de los parlamentarios y reducir los quórum de aprobación de las normas constitucionales y legales.

Indica que sus objetivos principales son, precisamente, que las elecciones tanto de la Cámara de Diputados como del Senado se realicen a través de un sistema proporcional; eliminar el guarismo "120" que se consigna en el artículo 47 de la Constitución, y reducir los quórum de aprobación de las leyes que interpretan la Constitución, las leyes orgánicas constitucionales y de quórum calificado.

Continúa el señor Secretario General señalando que la Comisión consigna que del análisis de las mencionadas iniciativas se concluyó, por los miembros de la misma, que era indispensable presentar un nuevo proyecto de reforma constitucional que permita al legislador orgánico constitucional modificar el número de integrantes de la Cámara de Diputados y, dado que el debate de las referidas iniciativas constituyen los antecedentes directos de la presente reforma, efectúa una breve síntesis del mismo, que refleja las principales consideraciones que se tuvieron a la vista para presentar el proyecto de reforma constitucional en discusión.

Destaca que la Comisión discutió el proyecto en análisis en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Peña y Walker (don Patricio), y una abstención, del Honorable Senador señor Larraín Fernández.

Finalmente, señala que este proyecto requiere para su aprobación de los tres quintos de los Senadores en ejercicio.
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión en general y en particular el proyecto y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio), Rossi, Chahuán y Larraín Peña, señora Allende, señores Gómez, Tuma y Prokurica, señora Alvear, señores Espina, Navarro, García, Zaldívar, Bianchi, Letelier y Larraín Fernández, señora Pérez San Martín y señor Escalona. 

- - -


Luego, el señor Presidente señala que la unanimidad de los Comités acordó iniciar el Orden del Día de la sesión ordinaria de esta tarde con la votación de este proyecto, manteniendo los tiempos de los discursos.


Intervienen, a este respecto, los Honorables Senadores señores García-Huidobro y Lagos.

- - -

Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día, quedando pendiente la votación de este asunto, y levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 55ª, ORDINARIA, EN MARTES 10 DE SEPTIEMBRE DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; Secretario General de Gobierno, y de Transportes y Telecomunicaciones subrogante, señor Cristián Larroulet y señoras Cecilia Pérez y Gloria Hutt, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 51ª, ordinaria, y 52ª, especial, de 3 y 4 de septiembre de 2013, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira la urgencia para la tramitación del proyecto de ley que modifica el Sistema Privado de Salud, incorporando un plan garantizado (Boletín N° 8.105-11).


- Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación referente a farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos). 


Con el mismo documento hace presente, también, la urgencia, en idéntico carácter de “discusión inmediata”, para el proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (Boletín N° 9.022-08).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Uno de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el que informa la aprobación, en los mismos términos en que lo hizo esta Corporación, del proyecto de ley que establece el “Día de la adopción y del que está por nacer” (Boletín N° 7.254-07).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. el Presidente de la República.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los preceptos que se enuncian a continuación: 


1.- Artículo 15 del Auto Acordado sobre Tramitación y Fallo del Recurso de Protección de Garantías Constitucionales.


2.- Artículos 15 de la ley N° 18.020, que establece subsidio familiar para personas de escasos recursos y modifica normas que indica, y 151, inciso primero, de la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Envía copia de las resoluciones recaídas en dos acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 53 del Código Tributario.


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Contralor General de la República


Atiende petición de pronunciamiento, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, respecto de la participación de funcionarios públicos que individualiza en actividades políticas realizadas durante horario laboral.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Responde consulta, remitida en nombre del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, relativa a la petición de los conscriptos que cumplieron su servicio militar entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990, para ser reconocidos como víctimas de actos ilegales y de violación de sus derechos humanos.


Adjunta informe del señor Secretario General de Carabineros, que responde consulta hecha en nombre del Honorable Senador señor Sabag, relativa a petición de vecinos de Coihueco para que se implemente el Plan Cuadrante en esa comuna. 

Del señor Ministro (S) de Obras Públicas


Contesta consulta, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, relativa a la etapa actual del proyecto “Autopista Costanera Central”; externalidades negativas y obras de mitigación consideradas para la comuna de Macul; propiedades expropiables y participación ciudadana.


Responde solicitudes de información, enviadas en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Lugares específicos de ejecución del programa de seguridad vial, anunciado en 2012, y posibilidad de incluir en el mismo a las localidades de Miraflores y Bobadilla Norte, en las comunas de Longaví y San Javier, respectivamente.


2.- Petición de la junta de vecinos del sector Bobadilla Norte, comuna de San Javier, a la Concesión Internacional de la Ruta 5 Talca-Chillán, para que se construya una pasarela asociada al puente Maule.


Remite informe de la Dirección General de Aguas, atendiendo una solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a estudios en materia de impacto de las plantas de celulosa en la calidad del agua de los caudales fluviales del país, particularmente, en el del río Bío Bío. 

De la señora Ministra de Justicia


Atiende petición, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre conveniencia del establecimiento de un nuevo Juzgado de Garantía, con competencia exclusiva para la comuna de Caldera.

Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo


Contesta solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, respecto de posibilidad de enviar a trámite legislativo un proyecto que faculte a las ciudades que cuentan con casinos de juego, en virtud de leyes especiales, conservarlos con posterioridad a 2015. 

Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo,

Región de Atacama


Expone información, requerida en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativa a acciones desplegadas para solucionar la grave congestión vehicular en la ciudad de Copiapó.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.418, habilitando a las juntas de vecinos a otorgar certificados de residencia (Boletín Nº 8.377-06).


Tres de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaídos en los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incorpora a los funcionarios judiciales a la ley N° 19.296 (Boletín N° 6.721-07).


2.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo para reducir el peso de las cargas de manipulación manual por parte de los trabajadores (Boletín N° 8.511-13).


3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece obligaciones relativas a la propina en restaurantes, bares, pubs, clubes, discotecas y similares (Boletín Nº 8.932-13).


- Quedan para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Chahuán, Larraín Peña, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica la ley Nº 20.584 para regular el caso de las personas que en su gestación sean diagnosticadas con una anomalía severa que comprometa su viabilidad luego del nacimiento (Boletín N° 9.093-11).


- Pasa a la Comisión de Salud. 


De los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, Girardi, Prokurica y Rossi, con el que se da inicio a un proyecto de ley que establece en el Código del Trabajo la obligación de las entidades deportivas de someter periódicamente a los deportistas profesionales a exámenes médicos especializados (Boletín N° 9.095-13).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, Girardi y Rossi con el que solicitan a S. E el Presidente de la República que exprese al Gobierno de la República del Ecuador su preocupación por la decisión de poner término a la iniciativa Yasuni-ITT para dar paso a la extracción de petróleo en una zona declarada Reserva Mundial de la Biósfera (Boletín         Nº S 1.606-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:
Informes


De la Comisión Mixta constituida, conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República, con el que propone la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que sanciona la comercialización del hilo “curado” (Boletín N° 8.576-11) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministros titulares del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, a los señores Michael Hantke Domas y Jorge Retamal Valenzuela, en los cupos de abogados, y Roberto Pastén Carrasco, en el cupo de licenciado en ciencias; como Ministros suplentes al señor Pablo Miranda Nigro, en el cupo de abogado, y a la señora Alejandra Villalobos Volpi, en el cupo de licenciado en ciencias (Boletín N° S 1.602-05), con urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


- Quedan para Tabla.
_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Dejar sin efecto el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria del día de hoy, prorrogando el Orden del Día hasta el término de la sesión.


2.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de reforma constitucional que regula el ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país (Boletín Nº 9.069-07), en caso que no sea despachado en la sesión de hoy.


3.- Tratar en el segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (Boletín Nº 9.022-08), hasta su total despacho.


4.- Proponer a la Sala el reemplazo del Honorable Senador señor Letelier por el Honorable Senador señor Rossi como integrante de la Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 66 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

_________

Posteriormente, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Sala para ver sobre Tabla -en esta sesión- y votar, sin discusión, el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que sanciona la comercialización del hilo “curado” (Boletín N° 8.576-11).


Así se acuerda.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Walker (don Patricio) pide recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley relativo a las federaciones deportivas nacionales (Boletín N° 6.965-07). 


La Sala acuerda fijar un nuevo término hasta las 12:00 horas de mañana, debiendo ser presentadas las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

_________

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Larraín Peña, Rossi, Tuma y Walker, don Patricio, en primer trámite constitucional, en materia de integración de la Cámara de Diputados, con informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que, en conformidad con lo acordado por los Comités, corresponde poner en votación el asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.078-07.
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación en general el proyecto de reforma constitucional, que es aprobado por 25 votos a favor, 8 en contra y 5 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República. 

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Chahuán, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Lagos, Walker (don Patricio), Walker (don Ignacio), Frei, Girardi, Horvath y Muñoz Aburto, señora Rincón y señores Pizarro, Quintana y Gómez.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Kuschel, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Uriarte. Todos ellos fundamentan su decisión.

Se abstienen, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Bianchi, Cantero, Larraín Fernández y Navarro.

Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señores Cantero, Navarro y Bianchi.

- - -


Luego, el señor Presidente lo declara también aprobado en particular, con la misma votación anterior -cumpliéndose el quórum requerido-, en virtud de lo dispuesto en el artículo 126 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de reforma constitucional aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:


1) Sustitúyese el inciso primero del artículo 47, por el siguiente:


“La Cámara de Diputados está integrada por miembros elegidos en votación directa por distritos electorales. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de diputados, los distritos electorales y la forma de su elección.”.


2) Reemplázanse los incisos segundo y tercero de la disposición decimotercera transitoria, por el siguiente:


“Las modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores y diputados, las circunscripciones y distritos existentes, y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.”.”.

_________

Informe de la Comisión Mixta constituida, conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República, con el que propone la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que sanciona la

comercialización del hilo “curado”

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 8.576-11 y urgencia calificada de “discusión inmediata”, y agrega que las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado, en el tercer trámite, de la totalidad de las enmiendas efectuadas por la otra rama legislativa en el segundo trámite constitucional. 

- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone reemplazar el texto del proyecto por el siguiente:


“Artículo 1°.- Es hilo de competencia el que tiene un color visible y está conformado exclusivamente de algodón, de no más de tres hebras trenzadas, que no excede 0,5 milímetros de grosor, al cual se adhiere, con un adhesivo constituido únicamente por gelatina de origen animal o vegetal, cuarzo microgranulado de tamaño entre 0,042 y 0,053 micras, producido por fabricantes autorizados conforme al artículo siguiente.


Es hilo curado el que no cumple con las especificaciones del inciso anterior, por ejemplo, el que incluye plástico, fibra sintética, lino o metal o al cual se ha adherido algún elemento o compuesto abrasivo o cortante como cristal o vidrio molido, elemento mineral, polvo esmeril o metálico o granos de cuarzo de mayor aspereza.


Artículo 2°.- La fabricación y comercialización del hilo de competencia deberá realizarse por personas registradas, autorizadas y sometidas a fiscalización por la autoridad sanitaria y municipal competente, según determine el reglamento de esta ley. Se prohíbe la venta a menores de edad.


Artículo 3°.- La actividad de volantinismo con hilo de competencia sólo podrá ser desarrollada por personas mayores de edad, con inscripción al día en clubes y asociaciones constituidos conforme a la ley       N° 19.712.


Dicha actividad se deberá ejercer en los lugares que determine la autoridad municipal competente, los que deberán estar señalizados, tener el equipamiento de primeros auxilios respectivo y estar ubicados, a lo menos, a doscientos metros de distancia de cualquier sitio en que la integridad física de las personas pueda resultar expuesta en cualquier forma o en que puedan ser afectados los tendidos eléctricos.


Artículo 4°.- El que fabrique, acopie o comercialice hilo curado será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de cien a quinientas unidades tributarias mensuales. 


El que use o facilite el uso de hilo curado será sancionado con multa de dos a cincuenta unidades tributarias mensuales. La misma sanción se aplicará al que a sabiendas transporte hilo curado y al que fabrique o use hilo de competencia con infracción de lo dispuesto en los artículos 2° y 3°.


En el caso del inciso anterior será aplicable lo que dispone el inciso cuarto del artículo 134 del Código Procesal Penal.


Las penas anteriores se impondrán sin perjuicio de las que correspondan a otros delitos que se cometieren con motivo u ocasión de las conductas descritas en este artículo.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la proposición de la Comisión Mixta, que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes. 

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el que se ha consignado precedentemente.
_________

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Espina, Larraín Fernández y Walker, don Patricio, en primer trámite constitucional, que regula el ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país, con informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.069-07. 


Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia de que -en forma previa al análisis de esta iniciativa- consideró un proyecto de reforma constitucional iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señor Walker (don Patricio), que garantiza el derecho a sufragio para los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero. En dicho proyecto se proponía modificar el artículo 18 de la Constitución Política para establecer que los ciudadanos podrán ejercer su derecho a sufragio en el extranjero, sea en plebiscitos o en elecciones -incluidas las elecciones primarias-, por el solo hecho de encontrarse inscritos en los registros electorales que para tal fin mantendrían los consulados de Chile en el exterior.

Indica que la Comisión hace presente que del análisis de la mencionada iniciativa se concluyó por los autores de la Moción que ahora se informa, que era indispensable presentar un nuevo proyecto de reforma constitucional que regule el derecho de sufragio de los ciudadanos chilenos que se encuentran fuera del país, en las elecciones de Presidente de la República y plebiscitos nacionales.

Añade que la Comisión expone que dado que el debate de la referida iniciativa es el antecedente directo de la presente reforma constitucional, consigna en su informe una síntesis del mismo, que refleja las principales consideraciones que se tuvieron en cuenta para presentar el proyecto de reforma constitucional en informe.

Destaca, el señor Secretario General, que la Comisión discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández y Walker (don Patricio), y un voto en contra, del Honorable Senador señor Larraín Peña.

Finalmente, hace presente que este proyecto debe ser aprobado por los tres quintos de los Senadores en ejercicio.

- - -


Puesto en discusión el proyecto, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señora Allende, señores Escalona, Cantero y Sabag y señora Alvear.
- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Rincón y señores Horvath, Prokurica y Walker (don Ignacio), han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 56ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 11 DE SEPTIEMBRE DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Horvath.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, y de Energía, señores Cristián Larroulet y Jorge Bunster, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 51ª, ordinaria, y 52ª, especial, de 3 y 4 de septiembre de 2013, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Tres de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para el despacho de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley sobre fomento forestal que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (Boletín N° 8.603-01).


2.- Proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (Boletín Nº 8.643-02).


3.- Proyecto de ley sobre interés máximo convencional (Boletines N°s 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos).


4.- Proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior (Boletín Nº 8.369-04).


5.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (Boletín Nº 8.859-04).


6.- Proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica (Boletín Nº 7.966-05).


7.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (Boletín Nº 8.874-05).


8.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).


9.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


10.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


11.- Proyecto de ley relativo a las federaciones deportivas nacionales (Boletín N° 6.965-07).


12.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (Boletín Nº 7.686-07).


13.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


14.- Proyecto de ley que fortalece el resguardo del orden público (Boletín Nº 7.975-25).


15.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


16.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (Boletín N° 8.466-07).


17.- Proyecto de ley que modifica los estatutos de la prisión preventiva y de la suspensión de la ejecución de la pena en el caso de la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias sicotrópicas con resultado de lesión o muerte (Boletín N° 8.809-07).


18.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín N° 8.810-07).


19.- Proyecto de reforma constitucional que establece la obligatoriedad del segundo nivel de transición y crea un sistema de financiamiento gratuito desde el nivel medio mayor (Boletín Nº 8.997-07).


20.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (Boletín N° 9.036-07).


21.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272-08).


22.- Proyecto de ley que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (Boletín Nº 8.556-10).


23.- Proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (Boletín Nº 8.618-11).


24.- Proyecto de ley que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, en relación con el régimen del seguro social en contra de riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (Boletín Nº 8.936-13).


25.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín  N° 8.493-14).


26.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (Boletín Nº 8.828-14).


27.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


28.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley  N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín Nº 8.813-15).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios, con el objeto de sustituir el sistema electoral aplicable a la elección de parlamentarios (Boletín N° 9.030-07).


2.- Proyecto de reforma constitucional que modifica la Constitución Política de la República en materia de reelección y vacancia de parlamentarios (Boletín N° 9.031-07).


Con el mismo documento hace presente, también, la urgencia, en idéntico carácter de “simple”, para el proyecto de ley que modifica el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, a fin de crear una nueva instancia para la calificación y clasificación de su personal de nombramiento institucional (Boletín N° 8.501-25).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Cinco de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, informa que dio su aprobación, con la excepción que señala, a las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín Nº 5.579-03), con urgencia calificada de “simple”, e informa la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, según lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República.


- Se toma conocimiento y se designa como integrantes de la referida Comisión Mixta a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Economía. 


Con los tres siguientes, comunica que dio su aprobación a los siguientes proyectos de ley:


1.- El que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (Boletín Nº 8.210-06) (con urgencia calificada de “suma”).


2.- El que modifica el límite intercomunal entre Vicuña y Paiguano, en la Región de Coquimbo (Boletín Nº 8.764-06) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y a la de Hacienda, en su caso.


3.- El que establece el Día Nacional del Adulto Mayor (Boletín N° 7.970-24).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 


Con el último, comunica que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional durante la tramitación del proyecto de ley que sanciona la comercialización del hilo “curado” (Boletín N° 8.576-11) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. el Presidente de la República.

De la señora Ministra de Educación


Atiende solicitud de información, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativa a la nómina de asistentes de la educación que prestaban servicios hasta el año 1980 en establecimientos educacionales de las comunas especificadas en la petición.


Responde consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, sobre simplificación de los procedimientos administrativos que deben cumplir los funcionarios, profesores o administrativos de las escuelas subvencionadas, municipales y privadas.

Del señor Subsecretario del Interior


Contesta acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Prokurica, Chahuán, Horvath, Larraín Peña y Sabag, relativo al envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que autorice a Carabineros de Chile el cobro o la compensación de los gastos extraordinarios en que incurra con ocasión de actos masivos organizados por particulares con fines de lucro (Boletín Nº S 1.570-12).

Del señor Secretario Ejecutivo del

Consejo de Administración del Fondo Concursable,

del Servicio Nacional del Consumidor


Remite copia de la memoria anual de dicho Consejo, según lo manda el artículo 9°, letra g), de su reglamento, con la finalidad de informar a esta Corporación de las inversiones y gastos efectuados en los concursos públicos convocados, proyectos financiados y cumplimiento de sus objetivos.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (Boletín Nº 7.686-07) (con urgencia calificada de “suma”).


- Queda para Tabla.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Lagos, para ausentarse del territorio nacional a contar del día de hoy.


- Se accede a lo solicitado.

- - -


Enseguida, por iniciativa de los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma, se solicita a la Sala y al público en las tribunas guardar un minuto de silencio por la memoria de las víctimas caídas con motivo del golpe de Estado ocurrido en un día como hoy hace cuarenta años, y también con posterioridad, a raíz de la violencia política sufrida en nuestro país.

La Sala guarda un minuto de silencio.

- - -


Luego, el señor Presidente comunica el sensible fallecimiento del destacado jurista señor Alejandro Silva Bascuñán, y agrega que los Comités Partido Renovación Nacional y Partido Demócrata Cristiano solicitarán fijar una oportunidad para realizar un homenaje en su memoria.

- - -


Posteriormente, el Honorable Senador señor Zaldívar resalta que se ha dado cuenta de la urgencia en carácter de “discusión inmediata” para el proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07), y había acuerdo en la Comisión para retomarlo la primera semana de octubre, por lo que solicita hacer las gestiones para retirarle la urgencia.


El señor Presidente señala que el señor Ministro Secretario General de la Presidencia ha manifestado que accede al retiro.

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Horvath solicita recabar el acuerdo de la Sala para poner en un lugar preferencial el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.571 con el objeto de incentivar el desarrollo de generadoras residenciales y hacer aplicable sus disposiciones a todos los sistemas eléctricos del país (Boletín N° 8.999-08), que está signado con el número 19 del Orden del Día de hoy. Se accede.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Espina, Larraín Fernández y Walker, don Patricio, en primer trámite constitucional, que regula el ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país, con informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.069-07. 

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación en general el proyecto de reforma constitucional, que es aprobado por 26 votos a favor y 9 en contra, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Zaldívar, Gómez, Letelier y Tuma, señora Pérez San Martín, señores Larraín Fernández, Espina, Rossi, Girardi, Chahuán y Quintana, señora Rincón y señor Navarro.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Coloma, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela y Novoa y señora Von Baer.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 30 de septiembre de 2013, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Luego, la Sala acuerda tratar enseguida, sin debate, el proyecto signado con el número 3 de la tabla.

Oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministros titulares del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, a los señores Michael Hantke Domas y Jorge Retamal Valenzuela, en los cupos de abogados, y Roberto Pastén Carrasco, en el cupo de licenciado en Ciencias; como Ministros suplentes al señor Pablo Miranda Nigro, en el cupo de abogado, y a la señora Alejandra Villalobos Volpi, en el cupo de licenciado en Ciencias, con informe de la Comisión de

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. el Presidente de la República identificado precedentemente, que tiene el Boletín   N° S 1.602-05 y la urgencia del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.
- - -


El señor Presidente pone en votación la referida solicitud, que es aprobada por 26 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 2° de la ley N° 20.600, que creó los Tribunales Ambientales.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio) y Kuschel.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Frei y Navarro, quienes fundamentan su decisión.

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Bianchi y Horvath.

Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Horvath.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes, con  segundo informe de la Comisión de Minería y

Energía

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 9.022-08 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Añade que esta iniciativa fue aprobada en general en la sesión de 13 de agosto de 2013; y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los números 5, 6 y 8 del artículo único del proyecto no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.
- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.

- - -


Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión efectuó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales fueron aprobadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Minería y Energía, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

ARTÍCULO ÚNICO.-

Numeral 1.

Letra a)


Sustituirla, por la siguiente:


“a) Intercálase en la letra b) del inciso primero, entre el vocablo “troncal” y el punto y coma (;) que le sigue, la frase “tales como líneas, interconexiones de cualquier tecnología entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”, precedida de una coma (,).”.


Incorporar la siguiente letra c), nueva:


“c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“En caso que las nuevas obras de transmisión contemplen la interconexión de sistemas eléctricos independientes, se deberá realizar y adjuntar al estudio de transmisión troncal una evaluación que dé cuenta de los impactos económicos que tendría, para cada sistema eléctrico por separado, la ejecución y operación de dicha obra.”.”.

Numeral 2.


Sustituirlo, por el siguiente:


“2. En el artículo 91:


a) Reemplázase, en el literal c) del inciso segundo, la frase “líneas y subestaciones” por el vocablo “obras”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“El Ministerio de Energía podrá disponer que la Comisión incorpore la interconexión entre sistemas eléctricos, cuando ello sea necesario para el mejor funcionamiento del sistema eléctrico en su conjunto, conforme a los lineamientos establecidos por la política energética nacional. En este caso, la Comisión deberá contemplar las instalaciones correspondientes en el informe técnico a que se refiere el presente artículo, adjuntando la justificación técnico-económica de las obras propuestas.”.”.

Numeral 7.


Sustituirlo, por el que sigue:


“7. Intercálanse, en el inciso cuarto del artículo 99°, a continuación del punto seguido (.) que antecede a la expresión “Los participantes”, las siguientes oraciones: “En dicho plan, la Comisión podrá, adicionalmente, incorporar las obras de expansión que estime necesarias. Tratándose de la incorporación de obras de interconexión, la Comisión deberá adjuntar un informe técnico con la justificación técnico-económica de las obras propuestas. Asimismo, el Ministerio de Energía podrá ejercer la facultad que dispone el inciso tercero del artículo 91°.”.”.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en discusión las enmiendas unánimes propuestas por la Comisión, y otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath y al señor Ministro de Energía.


Cerrado el debate y puestas en votación las modificaciones señaladas, son aprobadas por 23 votos a favor.

Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar.

Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Prokurica, Frei, Navarro, Orpis, Horvath y Novoa. 
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, del año 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos, del siguiente modo:


1. En el artículo 84:


a) Intercálase, en la letra b) del inciso primero, a continuación del vocablo “troncal”, la frase “, tales como líneas, interconexiones de cualquier tecnología entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”.


b) Agrégase, en el inciso segundo, después de la palabra “eléctrico”, la frase “o de los respectivos sistemas eléctricos, según sea el caso,”.


c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


“En caso que las nuevas obras de transmisión contemplen la interconexión de sistemas eléctricos independientes, se deberá realizar y adjuntar al estudio de transmisión troncal una evaluación que dé cuenta de los impactos económicos que tendría, para cada sistema eléctrico por separado, la ejecución y operación de dicha obra.”.


2. En el artículo 91:


a) Reemplázase, en el literal c) del inciso segundo, la frase “líneas y subestaciones” por el vocablo “obras”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:


“El Ministerio de Energía podrá disponer que la Comisión incorpore la interconexión entre sistemas eléctricos, cuando ello sea necesario para el mejor funcionamiento del sistema eléctrico en su conjunto, conforme a los lineamientos establecidos por la política energética nacional. En este caso, la Comisión deberá contemplar las instalaciones correspondientes en el informe técnico a que se refiere el presente artículo, adjuntando la justificación técnico-económica de las obras propuestas.”.


3. En el artículo 95:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “líneas y subestaciones” por el vocablo “obras”, y elimínase la palabra “obras”. 


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “líneas y subestaciones troncales nuevas”, por “nuevas obras, tales como líneas, interconexiones entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la palabra “líneas” por “obras”.


4. En el artículo 96:


a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación del término “respectivo”, la frase “o, tratándose de interconexión entre sistemas eléctricos independientes, a las correspondientes Direcciones de Peajes, en conjunto”.


b) Elimínase, en el inciso segundo, la frase “, conforme al respectivo estudio de transmisión troncal”. 


5. En el artículo 97:


a) Intercálase, a continuación del término “respectiva”, la frase “o las Direcciones de Peajes, en conjunto, según sea el caso”.


b) Reemplázanse las palabras “deberá” y “adjudicará”, por “deberán” y “adjudicarán”, respectivamente.


c) Agrégase, después de la expresión “Asimismo,”, el vocablo “se”.


d) Sustitúyese la conjunción “e”, por la expresión “y se”.


e) Reemplázase, en la letra d), la locución “líneas o subestaciones”, por el vocablo “obras”.


6. Agrégase, en el artículo 98, a continuación de la expresión “conforme a lo establecido en”, la frase “los artículos anteriores o en”.


7. Intercálase, en el inciso cuarto del artículo 99, a continuación de la primera oración, el siguiente texto: “En dicho plan, la Comisión podrá, adicionalmente, incorporar las obras de expansión que estime necesarias. Tratándose de la incorporación de obras de interconexión, la Comisión deberá adjuntar un informe técnico con la justificación técnico-económica de las obras propuestas. Asimismo, el Ministerio de Energía podrá ejercer la facultad que dispone el inciso tercero del artículo 91.”.


8. Agrégase, en el inciso primero del artículo 116, después del término “nacional”, la frase “, cuyas instalaciones de transmisión no hubieren sido calificadas como troncales,”.”.

____________
Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Horvath, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Prokurica, en primer trámite constitucional, que modifica la ley  N° 20.571 con el objeto de incentivar el desarrollo de generadoras residenciales y hacer aplicable sus disposiciones a todos los sistemas eléctricos del país,

con informe de la Comisión de Minería y Energía

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.999-08.

Agrega que el objetivo principal del proyecto es perfeccionar la ley N° 20.571, para facilitar la instalación de generadoras eléctricas residenciales, mediante energías renovables no convencionales (ERNC), de los pequeños consumidores denominados BT1 (clasificación tarifaria establecida para consumos domiciliarios con tope de 10 kw.), y mejorar las tarifas que se pagan a las personas que realizan este emprendimiento.


Destaca que la Comisión de Minería y Energía discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Horvath, Kuschel y Orpis.
- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en votación en general el proyecto, que es aprobado por 18 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar.
- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 30 de septiembre de 2013, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Minería y Energía, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.
- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
INCIDENTES


Hace uso de la palabra, el Honorable Senador señor Navarro (en el tiempo de los Comités Partido Movimiento Amplio Social, Partido por la Democracia, Independientes, Partido Radical Social Demócrata y Partido Socialista), quien se pronuncia en relación con la materia que se consigna, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano, Partido Unión Demócrata Independiente y Partido Renovación Nacional.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 57ª, EXTRAORDINARIA, EN LUNES 16 DE SEPTIEMBRE

DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Orpis, Prokurica, Quintana, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, y de Educación, señor Cristián Larroulet y señora Carolina Schmidt, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 53ª, ordinaria, de 4 de septiembre; 54ª, especial, y 55ª, ordinaria, ambas de 10 de septiembre, y 56ª, ordinaria, de 11 de septiembre, todas del año 2013, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Seis de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira la urgencia para la tramitación del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


- Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el segundo, hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (Boletín N° 6.201-02).


2.- Proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (Boletín Nº 8.149-09).


Con los tres siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes asuntos: 


1.- Proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (Boletín Nº 8.770-23).


2.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley   N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (Boletín Nº 8.132-26).


3.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (Boletín Nº 8.859-04).


4.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


5.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (Boletín N° 8.466-07).


6.- Proyecto de ley que establece los incentivos remuneracionales que indica, a favor de los profesionales de los servicios de salud que señala (Boletín Nº 8.922-11).


Uno de estos documentos, además, hace presente la urgencia, con idéntico carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley que sustituye las leyes Nº 19.039, sobre propiedad industrial, y Nº 20.254, que crea el Instituto Nacional de Propiedad Industrial (Boletín Nº 8.907-03).

Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (Boletín Nº 8.612-02).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Uno de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el que informa la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe proponer la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a las farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”). 


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control de constitucionalidad, respecto del proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 8.270-08). 


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Remite copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los preceptos que se enuncian a continuación: 


1.- Artículos 12, letras c) y h), y 4° del decreto con fuerza de ley N° 153, de 1981, del Ministerio de Educación; 2° de la ley N° 18.663, interpretativo del citado artículo 12 letra h), y 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo.


2.- Artículo 5° transitorio, inciso tercero, de la ley N° 19.585, que modifica el Código Civil y otros cuerpos legales en materia de filiación.


3.- Artículos 13, 64, N° 2, y 67 del decreto ley N° 1.094, de 1975, que establece normas sobre extranjeros en Chile.


4.- Artículo 1° de la ley N° 19.989, que establece facultades para la Tesorería General de la República y modifica la ley N° 19.989, sobre reprogramación de deudas a los fondos de crédito solidario.


5.- Artículo 25, inciso primero, del Código del Trabajo.


6.- Artículo 16 B de la ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Envía copia de las resoluciones recaídas en el requerimiento de inconstitucionalidad presentado por un grupo de Honorables señores Diputados respecto del N° 9 del artículo primero del proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  

Del señor Contralor General de la República


Responde petición, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativa a la inclusión en el Programa de Auditoría  N° 7.003 de presuntas situaciones irregulares en la construcción de viviendas para treinta y dos familias del Barrio Yungay, de la comuna de Cauquenes.  

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Da contestación a la solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, relativa al estado de tramitación de una presentación suscrita por un conjunto de conscriptos que cumplieron su servicio militar durante el período 1973 a 1990.

Del señor Ministro de Minería


Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto del estado de construcción del muelle aéreo de la Empresa Nacional del Petróleo, y de los montos de inversión asociados.

Del señor Subsecretario del Interior


Responde consulta, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativa a los antecedentes que obran en esa Secretaría de Estado en materia de otorgamiento de pensiones a exonerados políticos, en virtud de la ley N° 19.234 y sus modificaciones.

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda


Remite respuesta al acuerdo adoptado por el Senado, a proposición del Honorable Senador señor García, en materia de apertura de un plazo para que los interesados acrediten su calidad de ahorrantes del Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo, y del estudio de medidas legales y administrativas conducentes a la liquidación de la Caja Central de Ahorros y Préstamos y de la Asociación Nacional de Ahorro y Préstamo, ordenada por la ley N° 18.900 (Boletín Nº S 1.565-12).


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Moción


De los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis, Rossi y Sabag, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que reemplaza el artículo 114 de la Constitución Política de la República en materia de competencias de los gobiernos regionales (Boletín N° 9.108-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -


Al término de la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa el siguiente documento:

Solicitud de permiso constitucional

Del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 21 del mes en curso.

- Se accede a lo solicitado.

_________


A continuación, el señor Secretario General informa a la Sala que en la sesión de 4 de septiembre de este año se aprobó en general el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley          N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, limitando la prohibición de ingreso a la Administración Pública (Boletín N° 8.520-06), iniciativa respecto de la cual no se han presentado indicaciones en el plazo fijado para el efecto, por lo que en conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación corresponde darla por aprobada también en particular.


Luego, el señor Presidente declara aprobado en particular el proyecto señalado.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Sustitúyese la letra f) del artículo 12 de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, por la siguiente:


“f) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos, ni hallarse condenado por delito que tenga asignada pena de crimen o simple delito. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose del acceso a cargos de auxiliares y administrativos, no será impedimento para el ingreso encontrarse condenado por ilícito que tenga asignada pena de simple delito, siempre que no sea de aquellos contemplados en el Título V, Libro II, del Código Penal.”.


Artículo 2°.- Reemplázase la letra f) del artículo 10 de la ley N°18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para funcionarios municipales, por la siguiente:


“f) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos, ni hallarse condenado por delito que tenga asignada pena de crimen o simple delito. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose del acceso a cargos de auxiliares y administrativos, no será impedimento para el ingreso encontrarse condenado por ilícito que tenga asignada pena de simple delito, siempre que no sea de aquellos contemplados en el Título V, Libro II, del Código Penal.”.”.

- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior, con informe de la Comisión de Educación,

Cultura, Ciencia y Tecnología

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín Nº 8.774-04 y urgencia calificada de “simple”.


Añade que su objetivo principal es crear la Agencia Nacional de Acreditación y modificar la manera en que debe desarrollarse la acreditación de las instituciones de educación superior.

Destaca que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió el proyecto sólo en general, aprobando la idea de legislar por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker (don Ignacio), y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Finalmente, hace presente que los artículos 1°, 2°, 4° a 9°, 22 a 52, contenidos en el Artículo Primero del proyecto; la letra a) del Artículo Segundo; el Artículo Tercero, y los artículos primero a octavo transitorios tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.

- - -


Enseguida, se pone en discusión en general el proyecto y se otorga la palabra a la señora Ministra de Educación y a los Honorables Senadores señores Walker (don Ignacio), Larraín Fernández, Letelier y Larraín Peña, señora Allende y señores Cantero, Prokurica, Navarro, Quintana, Coloma y Zaldívar.

- - -

En su discurso, el Honorable Senador señor Prokurica, en nombre del Comité Partido Renovación Nacional, solicita aplazamiento de la votación.

- - -


Luego, el señor Presidente declara cerrado el debate, quedando pendiente la votación de este asunto.

_________


A continuación, propone a la Sala alterar el Orden del Día de hoy para ver el proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía (Boletín N° 7.130-07). Así se acuerda.

- - -

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Cantero, Girardi y Ruiz-Esquide y del ex Senador señor Chadwick, en primer trámite constitucional, que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso, con informe de la Comisión

de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.130-07.


Añade que su objetivo principal es consagrar en la legislación el delito de incitación al odio racial y religioso, y garantizar el reconocimiento y el respeto a la dignidad humana, particularmente al derecho a la no discriminación. 

Destaca que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores García y Letelier.
- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 18 votos a favor y dos pareos.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Letelier y Larraín Fernández, señora Allende y señores Navarro, Coloma, Cantero, García, Quintana, Zaldívar y Chahuán.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Kuschel.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Alvear y señor Bianchi, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a la autoridad y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S

1

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA UN REGISTRO VOLUNTARIO DE CONTRATOS AGRÍCOLAS

(8829-01)
Oficio Nº 10.934
VALPARAÍSO, 1 de octubre de 2013.
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas, boletín No 8829-01, del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones Generales


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer un sistema de inscripción voluntaria de los contratos de compraventa de productos agrícolas con entrega a plazo en un registro público, nacional y único.


Artículo 2°.- Las disposiciones de esta ley serán aplicables a los contratos agrícolas con entrega a plazo que consten por escrito, siempre que se trate de la primera transacción de dichos productos.


Artículo 3°.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:


a) Contrato agrícola o contrato: aquellos contratos de compraventa de productos agrícolas celebrados entre un productor agrícola y un agroindustrial o un intermediario.


b) Producto agrícola o producto: el que proviene directamente de la agricultura, esto es, aquella materia prima de origen vegetal o animal obtenida del cultivo de la tierra o de la ganadería, sea que se encuentre cosechada o pendiente.


c) Productor agrícola, productor o agricultor: persona natural o jurídica que produce las materias primas a que se refiere la letra b) de este artículo.


d) Agroindustrial: persona natural o jurídica que procesa o utiliza el producto agrícola. 


e) Intermediario: persona natural o jurídica que concurre a la primera transacción de productos agrícolas como comprador con ánimo de vender, posteriormente, dichos productos.


f) Primera transacción: aquella en la que participan, por una parte, como vendedor el agricultor y, por la otra, como comprador el agroindustrial o intermediario.


g) Formulario: extracto electrónico que contiene las menciones del contrato agrícola o las de su modificación o cancelación, que serán publicadas en el registro.

h) Registro: el Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo.


i) Fecha de término del contrato o fecha de término: aquella estipulada por las partes que fija la época de cumplimiento de la última de las obligaciones principales del contrato, esto es, la entrega de los productos vendidos o el pago del precio.


Artículo 4°.- Las partes de los contratos agrícolas que se acojan a la presente ley deberán suscribir el formulario a que se refiere la letra g) del artículo precedente ante notario público, quien deberá estampar su firma electrónica avanzada. Con todo, el formulario también podrá ser suscrito a través de la firma electrónica avanzada de las partes, y en tal caso no se requerirá la intervención notarial. Una vez suscrito dicho formulario, se incorporará al Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo y producirá los efectos establecidos en el Título IV.

Para todos los efectos de esta ley, la fecha del contrato será la de su registro.

TÍTULO I

De la inscripción del contrato de compraventa de productos agrícolas con entrega a plazo, de su modificación y su cancelación


Artículo 5°.- El formulario del contrato agrícola, o de su modificación o cancelación, se inscribirá en el registro a que se refiere la letra h) del artículo 3°.


Las partes que se acojan a la presente ley deberán autorizar expresamente el tratamiento de los datos que contenga el formulario.


Artículo 6°.- El formulario de inscripción del contrato agrícola contendrá las siguientes menciones:


a) Nombres y apellidos o razón social, y número de R.U.T., R.U.N., pasaporte o documento de identidad, según corresponda, de las partes contratantes.

b) Fecha de término del contrato agrícola.

c) Rol de avalúo del bien raíz en que se producen los bienes objeto del contrato.

d) En caso que el productor agrícola no sea el dueño de la propiedad raíz, la identificación precisa del título en virtud del cual explota el predio a que se refiere la letra precedente.

e) La indicación de los productos objeto del contrato.

f) Total de la superficie cuya producción sea objeto del contrato, y el rendimiento de la producción estimada en volumen o peso.

g) La indicación de estar comprándose el total o una parte de la producción señalada en el contrato agrícola, de conformidad a la letra f) anterior.

h) La autorización expresa de las partes para el tratamiento de los datos que contenga el formulario.

i) La cláusula penal, en caso de pactarse, que se hará efectiva ante el incumplimiento de cualesquiera de las partes.

j) La estipulación expresa de que las partes acuerdan someterse a las normas de esta ley.

k) En general, aquellas menciones que las partes convengan en publicar.


Artículo 7°.- En el formulario de modificación de los contratos  agrícolas se registrarán:


a) El número de inscripción que se modifica.

b) Nombres y apellidos o razón social, y número de R.U.T., R.U.N., pasaporte o documento de identidad, según corresponda, de las partes concurrentes, que deben ser las mismas que concurrieron a la primera inscripción, o sus representantes o continuadores legales.

c) Toda mención de las señaladas en el artículo anterior, que se modifique.


Artículo 8°.- En el formulario de cancelación de los contratos agrícolas se registrarán:


a) El número de inscripción que se cancela.

b) Nombres y apellidos o razón social, y número de R.U.T., R.U.N., pasaporte o documento de identidad, según corresponda, de las partes concurrentes, que deben ser las mismas que concurrieron a la primera inscripción, o sus representantes o continuadores legales.

c) Causal que se invoca para la cancelación.

TÍTULO II

Del Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo


Artículo 9°.- Créase el Registro de Contratos de Compraventas de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo, que deberá constar en un sitio electrónico y al que se incorporarán los contratos agrícolas que se acojan a esta ley, su modificación y cancelación, para los efectos que se indican en el Título IV de la misma.


Este registro es único, rige en todo el territorio de la República, es público y deberá estar permanentemente actualizado, de manera que asegure la fiel y oportuna publicidad de la información incorporada en él. Todo interesado podrá consultar gratuitamente los contratos agrícolas inscritos en el registro.

 
El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo estará encargado de la administración del registro, y de que éste cumpla, en todo tiempo, las normas de la presente ley y de su reglamento. Para estos efectos, estará facultado para licitar la administración del registro a una entidad externa, caso en el cual mantendrá la responsabilidad de velar por el cumplimiento de las normas antes señaladas. El administrador del registro podrá certificar las inscripciones, modificaciones y cancelaciones que se practiquen. 


Artículo 10.- Una vez suscrito el formulario de inscripción por todos quienes hubiesen comparecido al acto, en conformidad con esta ley y su reglamento, se incorporará automáticamente y sin más trámite en el registro. Asimismo, toda modificación o cancelación del extracto ya inscrito será incorporada de inmediato y sin más trámite al registro. La fecha de registro del contrato será aquella en que el formulario sea suscrito por la última de las partes que concurran a él.


Artículo 11.- El reglamento determinará la forma en que los formularios serán incorporados al registro, así como los demás aspectos necesarios para su correcto funcionamiento y publicidad.


La incorporación de los contratos al registro se hará por estricto orden de ingreso.

TÍTULO III

De la suscripción de los formularios


Artículo 12.- La suscripción de los formularios de inscripción, modificación o cancelación se realizará mediante documento electrónico, con firma electrónica avanzada de un notario público o de las partes, si la tuvieran.


El reglamento determinará la forma en que se deberá acreditar la firma de los formularios por parte de los contratantes.


Los notarios públicos sólo podrán cobrar, por la firma electrónica avanzada que estampen, la tarifa fijada mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Justicia.


Artículo 13.- Se tendrá por no suscrito el formulario que no fuere firmado por todas las partes que comparecen al contrato, dentro del plazo de siete días hábiles contado desde la fecha en que se hubiere firmado ante notario, o estampado la primera firma electrónica. 


El reglamento dispondrá la manera de identificar el formulario, una vez que las partes hubieren comenzado a completar sus campos. Con la suscripción de una de las partes, dicho formulario no podrá modificarse posteriormente.

TITULO IV

De los efectos del registro


Artículo 14.- El registro de un contrato, efectuado en la forma que se indica en la presente ley y su reglamento, lo hará oponible a terceros, dará a las partes los derechos e impondrá las obligaciones que se señalan en la misma. 


Dicha inscripción producirá sus efectos mientras no se cancele mediante el procedimiento establecido en esta ley. Sin perjuicio de lo anterior, se eliminarán del registro todas las inscripciones de contratos agrícolas transcurrido un año, contado desde la fecha de término del contrato.



En caso de existir discordancia entre lo señalado en el contrato objeto de inscripción, su modificación o cancelación, y lo consignado en el formulario, primará, respecto de terceros, lo establecido en el formulario. 


Artículo 15.- Sin perjuicio de otras normas particulares aplicables, la inscripción del contrato en el registro hará fe entre las partes:


a) Del hecho de haberse otorgado el contrato respectivo y su fecha.

b) De las partes del mismo. 


c) Del objeto del contrato. 


d) De la fecha de término.

e) De las demás disposiciones del contrato.


Respecto de terceros, sólo hará fe de lo señalado en la letra a). 


Artículo 16.- Cuando una persona, distinta de quien hubiere comparecido como comprador al contrato agrícola registrado, adquiera los productos objeto de dicha convención será, para todos los efectos legales, solidariamente responsable con quien hubiere comparecido como vendedor a dicho contrato por los perjuicios causados a aquel comprador.


La responsabilidad solidaria a la que se refiere este artículo no se extenderá a las ventas posteriores a aquella a la que se refiere la letra f) del artículo 3°.


Para los efectos de esta ley y de los del Código Civil, se presumirá la mala fe del vendedor y de los terceros adquirentes a los que se refiere el inciso primero.

Artículo 17.- Toda controversia entre las partes relativa a la interpretación, aplicación o ejecución de los contratos regidos por las normas de la presente ley, se sustanciará mediante el procedimiento sumario contenido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, ante el juez de letras en lo civil del domicilio del productor.


Artículo 18.- La inscripción del contrato conforme a esta ley en ningún caso afectará los derechos reales que correspondan a personas distintas del productor agrícola, constituidos sobre el predio en el cual se produzcan los bienes objeto del contrato.


Corresponderá a la contraparte del productor agrícola en los contratos regulados en esta ley verificar el título por el cual el productor explota el predio en el que se producen los bienes objeto del contrato.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- El reglamento de esta ley deberá dictarse en el plazo de tres meses a contar de su publicación en el Diario Oficial, y será suscrito por los ministros de Agricultura y de Economía, Fomento y Turismo.


Artículo tercero.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año de su publicación, se financiará con cargo al ítem de la partida presupuestaria Tesoro Público.”.
***
Hago presente a Vuestra Excelencia que el artículo 17 del proyecto de ley, fue aprobado en general con el voto favorable de 102 diputados, en tanto que en particular lo fue con el voto afirmativo de 73 diputados, en ambos casos de un total de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.):Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RELATIVO AL FORTALECIMIENTO DE LA REGIONALIZACIÓN DEL PAÍS

(7963-06)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República.


A una o más sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto concurrieron, además de sus miembros, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor Cristián Larroulet y el Jefe de la División Política, señor Claudio Radonich; de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Subsecretario, señor Miguel Flores, y sus asesores señores Álvaro Villanueva, Osvaldo Henríquez y Benjamín Valle; de la Asociación Nacional de Consejeros Regionales, su Presidente, señor Juan Antonio Vejar; el Presidente de la Comisión Jurídica, señor Manuel Millones, y el Secretario de la Comisión Jurídica, señor César Pérez; de la Asociación Nacional de Funcionarios de los Gobiernos Regionales: su Presidente, señor Jorge Bravo, el Vicepresidente, señor Cristián Paz, y el Secretario General, señor Mario Lagomarsino; del Instituto Igualdad, el ex Senador señor Ricardo Núñez; del Centro de Políticas Públicas de la Universidad Católica señor Ignacio Irarrázaval; de la Universidad Católica de Valparaíso: el profesor de Derecho Administrativo, señor Eduardo Cordero; de la Universidad de Chile: el profesor de derecho Constitucional, señor Francisco Zúñiga; del Consejo Nacional para la Regionalización y Descentralización: su Presidente, señor Heinrich Von Baer, y de la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista señora Gabriela Dazarola.

I. OBJETIVO


Reforzar la coordinación entre los gobiernos regionales y la Administración; precisar las funciones del gobierno regional, distinguiendo las del consejo regional y las del intendente; agregar funciones al gobierno regional atendida la nueva modalidad de elección por sufragio universal de los consejeros regionales; regular el procedimiento de transferencia de competencias desde los ministerios y servicios públicos a los gobiernos regionales y establecer normas para dirimir las divergencias que se surjan con motivo de las transferencias.

II. NORMAS DE QUORUM ESPECIAL

Prevenimos que este proyecto de ley, de aprobarse en general, debe serlo con quórum de ley orgánica constitucional pues, en lo principal, modifica un cuerpo legal de ese rango como es la ley orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional, cuyo texto actual fue fijado por el DFL N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior.


También introduce enmiendas a la ley orgánica constitucional de municipalidades y a otros preceptos de ley común, como consecuencia de las modificaciones que propone a la ley sobre regionalización.

III. CUESTIÓN PREVIA


En relación con la tramitación en general de este proyecto de ley, formulamos la siguiente cuestión previa:


1.- Que por acuerdo de fecha 7 de marzo de 1012, la Sala de la Corporación autorizó a esta Comisión para discutir en general y en particular la iniciativa durante el primer informe, en el primer trámite constitucional.


2.- Que dada la importancia que esta Comisión le asignó al proyecto, especialmente en lo que respecta a las nuevas funciones que se entregan al gobierno regional atendida la nueva forma de elección popular de los consejeros regionales y el mecanismo de transferencia de competencias desde el nivel central a los gobiernos regionales, elementos ambos que acrecentarán la importancia de estas entidades, con fecha 19 de julio de 2012, en la sede del Senado de Santiago, la Comisión convocó a un seminario para examinar el nuevo rol del gobierno regional. A ese evento concurrieron consejeros regionales de todo el país, quienes escucharon las exposiciones que sobre estas materias hicieron el ex Senador señor Ricardo Núñez; el Presidente de la Asociación de Consejeros Regionales, señor Antonio Véjar y los profesores de la Universidad Católica de Valparaíso y de la Universidad Católica de Chile, señores Eduardo Cordero e Ignacio Irarrázabal, respectivamente.


Con igual propósito, la Comisión acordó visitar la XII Región de Magallanes, para examinar con las autoridades regionales los alcances de este proyecto de ley, visita que se materializó los días 26 al 28 de enero de 2012, oportunidad en que la Comisión estuvo integrada con su entonces Presidente, Honorable Senador señor Víctor Pérez Varela, y los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech; Hosaín Sabag Castillo y Andrés Zaldívar Larraín.


También se incorporó a la Comisión en todas las actividades que ésta realizó en la región, el Honorable Senador señor Pedro Muñoz Aburto.


En la referida oportunidad, la Comisión se reunió en el edificio consistorial de la I. Municipalidad de Puerto Natales, con el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores; el Intendente de Magallanes de la época, señor Arturo Storaker; la Gobernadora de la Provincia de última Esperanza, señora Gloria Vilicic; el Alcalde de Puerto Natales, señor Fernando Paredes, y la señora Nancy Witman y los señores Iván Aedo, Bernardo Daroch, Tomás Poblete y César Pérez, en representación de los consejeros regionales. En esa reunión, la Comisión recibió en audiencia a la Asociación de Funcionarios no Académicos de la Universidad de Magallanes; al Sindicato de Asistentes de la Educación de Puerto Natales y al Sindicato N° 1 Empresa Corporación de Educación, Salud y Menores de Puerto Natales y la Cámara de Comercio de Puerto Natales.


Posteriormente, la Comisión celebró otra reunión en el Parque Nacional Torres del Paine, con asistencia del Ministro de Agricultura, señor Luis Mayol; el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores; el Director Ejecutivo de CONAF, señor Eduardo Vial; la Gobernadora subrogante de la provincia de Última Esperanza, señora Patricia Carreño, la Alcaldesa de la I. Municipalidad de Torres del Paine, señora Marcela Cárdenas, el Director Regional de CONAF Magallanes, señor José Fernández, el Presidente del Consejo Consultivo Parque Nacional Torres del Paine, señor Juan Mac Clean y el Presidente de la Federación de Trabajadores CONAF, Magallanes, señor Carlos Aravena.


En el seminario y reuniones realizadas, la Comisión escuchó las ponencias relativas a los temas de cada uno de los cargos o instituciones representadas. En la Secretaría de la Comisión se encuentran, para consulta, un video y minutas que dan cuenta de las correspondientes exposiciones.


3 i) Que una vez autorizada la Comisión para examinar en general y en particular este proyecto, el Ejecutivo formuló un primer grupo de indicaciones, complementado con otro, que se hacía cargo de los reparos que la discusión y aprobación en general de la iniciativa mereció a los señores Senadores integrantes de esta instancia, especialmente en lo tocante con las controversias que pudieren surgir entre el Presidente de la República y un consejo regional con ocasión de una transferencia de competencias desde los ministros y servicios públicos al gobierno regional, que el Presidente de la República negare transferir o el consejo rechazare aceptar.


ii) Que la indicación proponía, trabada la divergencia, incorporar en la ley regional una norma que facultaba al Ejecutivo para conformar una comisión especial que propusiere al Presidente de la República una fórmula para resolverla.


iii) Que esta proposición fue desestimada por la unanimidad de los miembros de esta Comisión, Honorables Senadores señores Carlos Bianchi; Eduardo Frei; Jaime Orpis; Fulvio Rossi y Hosaín Sabag.


iv) Que en sesión de 11 de septiembre en curso, el Honorable Senador señor Fulvio Rossi dio cuenta de un acuerdo celebrado entre los Honorables Senadores señores Frei, Rossi y Sabag con el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores, mediante el cual los primeros comprometieron sus votos para aprobar la indicación del Ejecutivo, en su totalidad, que introduce diversas modificaciones a los numerales del artículo 1° del proyecto de ley - de las cuales daremos cuenta más adelante en este informe – en el entendido de que el Ejecutivo dará urgencia a un proyecto de reforma constitucional iniciado en moción de todos los señores Senadores de esta Comisión; esto es, de los Honorables Senadores señores Bianchi; Frei; Orpis; Rossi y Sabag, que modifica el artículo 114 de la Constitución Política con el objeto de instituir al Senado como órgano con competencia para dirimir las divergencias entre un consejo regional y el Presidente de la República, cuando este último deniegue una función pública solicitada por aquél o cuando ese mismo consejo rechace una competencia o función que el Ejecutivo se disponga a transferirle.


v) El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores, expresó, en la misma sesión, haber informado acerca de este compromiso al Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, quien manifestó no tener inconveniente para dar urgencia a la moción aludida, previa consulta con S.E. el Presidente de la República.


vi) En el debate suscitado en la oportunidad señalada, el Honorable Senador señor Bianchi señaló su disposición favorable al acuerdo, pero hizo también presente su disconformidad de que éste no se hubiere adoptado en sesión de la Comisión.


vii) Que sin perjuicio de la aprobación de la totalidad de la indicación (incluida la fórmula para dirimir divergencias entre el Ejecutivo y el consejo regional a que nos hemos referido en el párrafo ii) precedente), de conformidad con el inciso final del artículo 15 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, el 11 de septiembre pasado los Honorables Senadores señores Bianchi; Frei; Orpis; Rossi y Sabag, ingresaron a tramitación la moción que incluye el proyecto de reforma constitucional anunciado, que en lugar de la fórmula del Ejecutivo, propone al Senado como órgano dirimente en las controversias que surjan entre el Presidente de la República y un consejo regional con motivo de una transferencia de funciones. (Boletín N° 9.108-06).


4.- Que el informe financiero con que el Ejecutivo ingresó este proyecto de ley el Senado en septiembre del año 2011, da cuenta de un gasto fiscal con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública correspondiente a ese mismo año.

IV. ANTECEDENTES

4.1. De Derecho


1.- Ley orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional.


2.- Ley general de urbanismo y construcciones.


3.- Estatuto Administrativo.


4.- Código Procesal Penal.


5.- Ley orgánica constitucional de municipalidades.

4.2. De Hecho


El mensaje con que se inició este proyecto señala que para terminar con el centralismo, el Gobierno ha hecho importantes avances en la distribución del poder, de los recursos y de las atribuciones de los órganos regionales. Cita como ejemplo el Plan Integral de Desarrollo Regional, que contiene metas y plazos en materia de empleo, seguridad ciudadana, educación, salud, infraestructura y calidad de vida.


Agrega que el Ejecutivo ha puesto el énfasis en las zonas extremas: Arica y Parinacota y Tarapacá, por el norte, y Aysén y Magallanes, por el sur, mediante políticas especiales de tributación e inversión, con el propósito de alcanzar mayores logros en potencial de desarrollo y crecimiento.


Como expresión de su voluntad descentralizadora, dice el mensaje, el incremento experimentado por el Fondo Nacional de Desarrollo Regional fue de un 50%, la cifra más alta de su historia. Sin embargo, continúa, se requiere de acciones que fortalezcan aún más la autonomía de las regiones por la vía de sumar nuevas funciones y atribuciones para los gobiernos regionales, con la mira de mejorar su capacidad de gestión. Sobre este aspecto, recuerda la reforma constitucional del año 2009 (Ley N° 20.390), que entregó mayores responsabilidades a las regiones, y que este Gobierno busca implementar mediante el presente proyecto de ley, especialmente en lo relativo a la definición de las competencias del presidente del consejo regional, de la facultad de los parlamentarios de intervenir en sus sesiones con derecho a voz, de la regulación del mecanismo de transferencias de competencias y de la ampliación de los convenios de programación.


Expresa que mediante otro proyecto de ley se reglamentará la elección de los consejeros regionales por sufragio universal en votación directa, de modo que con ambas iniciativas se alcance una efectiva descentralización dotando a las regiones de órganos representativos con atribuciones suficientes para ser los principales factores en el desarrollo y planificación de sus territorios.


En un segundo acápite, el mensaje se refiere al contenido del proyecto. Menciona, entre otros, la coordinación entre los gobiernos regionales y el resto de la Administración; la definición de la dualidad de órganos que conforman el gobierno regional (consejo e intendente); las funciones generales y nuevas funciones del gobierno regional; la transferencia de competencias de la Administración a los gobiernos regionales; las obligaciones del intendente como órgano ejecutivo del gobierno regional; el rol de las secretarías regionales ministeriales en este nuevo escenario; la concursabilidad de determinados cargos del gobierno regional; la participación de parlamentarios en el consejo regional y la reestructuración de los convenios de programación.


En materia de coordinación, el proyecto propone un reconocimiento expreso a la facultad de los gobiernos regionales para desarrollar sus competencias directamente o con el concurso de otros órganos de la Administración.


Por lo que hace a la dualidad de órganos que conforman el gobierno regional, el proyecto contiene una norma que dispone que cuando las leyes exijan que determinado asunto deba resolverse por el gobierno regional, se entiende tal requisito cumplido cuando el intendente lo somete a la consideración del consejo regional y obtiene el acuerdo de éste. De este modo, se resta validez a la tesis que sostiene que sólo es menester el asentimiento del intendente para dar por satisfecha esa exigencia.

En lo que respecta a las nuevas funciones generales del gobierno regional el proyecto propone entregarle las de diseñar, elaborar, aprobar e implementar políticas, planes y programas de desarrollo de la región y su proyecto de presupuestos. Además podrá administrar fondos y programas de financiamiento de aplicación regional.


En el ámbito del ordenamiento territorial el proyecto incorpora un nuevo elemento de desarrollo regional, como es el ya mencionado Plan Regional de Ordenamiento Territorial, PROT, cuya elaboración corresponde al gobierno regional previa consulta a los municipios y en concordancia con la estrategia regional de desarrollo. Será aprobado por el consejo regional y consignará las características, potencialidades y recomendaciones para orientar la planificación en los territorios urbanos y rurales, en el borde costero y en el sistema de cuencas hidrográficas.


En materia de fomento productivo, el proyecto faculta a los gobiernos regionales para formular políticas de fomento, especialmente en lo relativo al emprendimiento y la innovación, la capacitación, el desarrollo de la ciencia y la tecnología aplicada y el mejoramiento de la gestión y competitividad de la base productiva regional. Les reconoce autonomía para establecer sus propias prioridades estratégicas regionales en el campo del fomento productivo y de la competitividad. También podrán promover oficinas comunales de fomento productivo e innovación para la competitividad; de investigación científica y tecnológica y de fomento de la educación superior y técnica.


En relación con el desarrollo social y cultural el proyecto asigna a los gobiernos regionales la tarea de proponer, en coordinación con otras autoridades, programas y proyectos de impacto en grupos vulnerables o en riesgo social, y su financiamiento. También les encarga la promoción de programas y proyectos que fomenten la práctica deportiva y, en lo propiamente cultural, la de financiar y difundir actividades de esta naturaleza.


El proyecto consigna, además, un procedimiento para las transferencias de competencias desde la Administración a los gobiernos regionales, para lo cual adecua la redacción de la ley orgánica de gobiernos regionales al artículo 114 de la Constitución reformado el año 2009.


En lo sustancial, se faculta al Presidente de la República para transferir a los gobiernos regionales (uno o más), temporal o definitivamente, competencias de los ministerios y servicios en materias de ordenamiento territorial, fomento productivo y desarrollo social y cultural. Al efecto, el proyecto establece un listado taxativo de ámbitos respecto de los cuales procederá la transferencia: ordenamiento territorial, planificación urbana y asentamientos humanos; medio ambiente; obras de infraestructura y equipamiento regional; transporte; desarrollo rural y de localidades aisladas; fomento productivo; turismo; programas sociales y culturales; educación y salud; deporte; ciencia y tecnología y conservación del patrimonio. 


Para perfeccionar la transferencia, habrá de mediar un convenio entre un gobierno regional y la entidad de la Administración que corresponda, que debe ser aprobado por decreto supremo. El procedimiento para transferir competencias también admite una metodología de programas que podrán ser administrados y ejecutados por el gobierno regional, previo acuerdo con el ministerio o servicio que corresponda. Finalmente, es posible que estas transferencias tengan lugar mediante la creación de servicios públicos por ley.

Por otra parte, consigna como procedimiento para dejar sin efecto la transferencia de estas competencias la revocación de la misma, que será siempre fundada, pudiendo invocarse al efecto la deficiente prestación del servicio, ineficiencias en la asignación y utilización de recursos e interferencia con otros órganos de la Administración.


En otro orden, el proyecto incluye nuevas obligaciones para el intendente en su condición de ejecutivo del gobierno regional. No sólo somete al consejo los proyectos de planes estratégicos sino también las políticas regionales de desarrollo. En este ámbito, la iniciativa también atempera la ley orgánica a la reforma de la Constitución en materia de aprobación del presupuesto regional por el consejo regional.

 
Por lo que hace a las secretarías regionales ministeriales el proyecto, en lugar de reforzar el rol de estas entidades en su carácter de órganos ejecutores de las políticas, planes y proyectos regionales, les asigna la función de presentar las prioridades de su territorio para la formulación de las políticas nacionales sectoriales. Asimismo, supervisarán la aplicación de esas políticas y velarán porque los planes y proyectos regionales se enmarquen dentro de aquéllas.


En materia de organización de los gobiernos regionales el proyecto imprime una nueva fisonomía a su estructura administrativa. En efecto, haciéndose cargo del reparo del Tribunal Constitucional formulado con ocasión de la aprobación de la ley N° 20.035, en el sentido de que la organización interna de los gobiernos regionales sólo puede ser fijada por ley, el proyecto hace la correspondiente adecuación en la ley orgánica constitucional. De este modo, consigna una estructuración administrativa que hoy opera de hecho: la división de planificación y desarrollo regional; la división de presupuesto e inversión regional, y la división de administración y finanzas.

La primera (división de planificación y desarrollo regional) elaborará y propondrá las estrategias, políticas, planes y proyectos de desarrollo territorial. Le corresponderá, también, asistir al intendente en al evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, proyectos y presupuestos regionales y dar asistencia técnica a los municipios. La división de presupuesto e inversión regional tiene por función elaborar el presupuesto de inversiones, ejecutarlo y controlarlo y, por último, la división de administración y finanzas será la encargada de la gestión administrativa y de la provisión de los servicios generales del gobierno regional.

Lo anterior, agrega el mensaje, no obsta a que las administraciones regionales soliciten la creación de nuevas divisiones con el fin de adecuar su organización a las nuevas funciones que se asignen a los gobiernos regionales, de modo de permitir un manejo flexible de sus recursos humanos y materiales.


Otro aspecto novedoso del proyecto es la figura del administrador regional, que se instituye en consideración a las divisiones de similar nivel jerárquico enunciadas precedentemente. Este cargo será colaborador directo del intendente, de su exclusiva confianza, al cual corresponderá la gestión administrativa y la coordinación con las divisiones ya dichas. Podrá ejercer las facultades que el intendente le delegue y que estén vinculadas con la naturaleza de su cargo; pero le estará prohibido nombrar y remover funcionarios de su dependencia, velar por la probidad administrativa o aplicar medidas disciplinarias.


Por lo que concierne al acceso a las jefaturas en las divisiones, el proyecto propone que sean nombrados por el intendente previo concurso público entre quienes integren la nómina del Sistema de Alta Dirección Pública.


Por su parte, y como garantía de estabilidad en sus empleos, prohíbe que los funcionarios administrativos de los gobiernos regionales sean designados en comisión de servicios en ministerios, otros servicios o en los municipios.


Finalmente, en este orden de materias, el proyecto proclama el criterio de que el secretario ejecutivo del consejo regional sea seleccionado también por concurso público y nombrado por el intendente con acuerdo del consejo.


El proyecto asigna un espacio a los convenios de programación y a los nuevos convenios de programación territoriales, que se atemperan a las normas constitucionales surgidas de la reforma del año 2009. Incorpora reglas para materializar la obligatoriedad de los convenios y, en caso de tener estos el carácter de plurianuales, se deberá considerar en los respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondiente al año pertinente. Se consigna una norma que exime a los ministerios de la exigibilidad del convenio en caso de que en la ley de presupuestos respectiva se haya reducido el gasto asociado a ese convenio. 


También faculta a los gobiernos regionales para suscribir convenios de programación con los municipios o con uno o más servicios públicos, de carácter plurianual, destinados a la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal, los que serán sancionados por resolución del gobierno regional.


En materia de patrimonio regional, se propone una adecuación a normas ya vigentes que disponen que forman parte del patrimonio del gobierno regional los ingresos provenientes de patentes mineras, patentes acuícolas y de la ley de casinos. 


El proyecto deroga íntegramente el párrafo 4° del Título I de la ley regional, adecuando ésta a la Constitución Política que ya no considera la existencia del consejo económico y social provincial.


En el orden de la estructura de los gobiernos regionales el proyecto interviene las normas que regulan la presidencia del consejo regional. Ha de recordarse que la reforma constitucional del año 2009 derogó las que le entregaban la presidencia al intendente, estableciendo otras que reconocen como presidente al consejero que elija la mayoría absoluta de los integrantes del consejo. Este permanecerá cuatro años en su cargo y puede ser removido por los dos tercios de los consejeros en ejercicio. El nuevo cargo, así concebido, tendrá como facultades las de disponer las citaciones a sesiones; dirigir los debates; ejercer el derecho de voto dirimente y actuar en representación del consejo en los actos protocolares. También a esta autoridad el proyecto le reconoce el mismo fuero penal que a los intendentes y gobernadores.


Como consecuencia de lo anterior, en que el intendente se desliga del consejo, se hace necesaria una nueva forma de relación entre ambos. Así, el proyecto le reconoce al intendente la facultad de asistir al consejo, personalmente o representado, pudiendo tomar parte en sus debates sin derecho a voto.


Por lo que hace al funcionamiento interno del consejo, en su oportunidad la modificación constitucional incorporó a los parlamentarios de la región respectiva a las sesiones del consejo, con derecho a voz.


Otro acápite significativo del proyecto es el relativo a las competencias del consejo regional. 


En materia de fiscalización y como una nueva competencia, éste podrá requerir del ejecutivo regional la información necesaria para desempeñar sus tareas, y la contratación de una auditoría externa que evalúe la ejecución presupuestaria y la situación financiera del gobierno regional. También queda facultado para pedirle al intendente que represente a los superiores de los órganos de la Administración nacionales y regionales, su disconformidad por las acciones u omisiones de éstos. Podrá, igualmente, citar a las autoridades regionales o provinciales para que informen acerca del funcionamiento de sus instituciones.


En un orden distinto al de la fiscalización, el consejo queda facultado para aprobar o modificar la delimitación de territorios que sean objeto de planificación regional; el plan regional de desarrollo turístico; la declaración de zonas rezagadas, y el plan de desarrollo. Además, aprobará el anteproyecto regional de inversiones (ARI) y conocerá el programa público de inversiones (PROPIR).


En materias presupuestarias el proyecto faculta al consejo para resolver la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional sobre la base de la proposición que al efecto formule el intendente, de conformidad con el marco presupuestario; y extiende esta facultad a los recursos de los programas de inversión sectorial y los recursos del gobierno regional provenientes de los tributos de identificación local.


En lo relativo a las inhabilidades de los consejeros, el proyecto innova en relación con la situación presente. En la actualidad un postulante a consejero puede suscribir, por sí o por terceros, contratos con el gobierno regional hasta por un monto de 200 unidades tributarias mensuales. El proyecto suprime esta eventualidad y prohíbe absolutamente todo vínculo contractual del postulante con el gobierno regional; y extiende esta prohibición al representante, director o administrador de una sociedad cuando ésta tenga contratos o celebre cauciones con el gobierno regional.


Finalmente, el proyecto establece como inhabilidad para acceder a cualquier función o empleo público, sea o no de elección popular y por el término de cinco años, al consejero que perdiere su cargo por inasistencia injustificada a más del 50% de las sesiones de un año; por actuar como agente en gestiones particulares de carácter administrativo o en la provisión de empleos públicos; por contravenir el principio de probidad o suscribir contratos con el gobierno regional.


Concluye el proyecto reconociendo un beneficio a los consejeros regionales, consistente en la obligación que tienen sus empleadores de concederles los permisos necesarios para asistir a las sesiones del consejo y para el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional.

- - -
V. DESCRIPCIÓN GENERAL DEL ARTICULADO


El proyecto está estructurado con siete artículos permanentes y cinco artículos transitorios.


El artículo 1° permanente, en los cuarenta y dos números que lo componen, introduce enmiendas a la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional.


De los tres primeros números, cabe destacar el N° 2, que modificando el artículo 13 de la actual ley, define a los gobiernos regionales como entidades con personalidad jurídica de derecho público, que tendrán patrocinio propio y podrán desarrollar directamente con la colaboración de otros órganos de la Administración, las competencias, funciones y atribuciones que esta ley les confiere.


(El N° 1 suprime, entre las incompatibilidades de los cargos a que se refiere esta ley, al de miembro del consejo económico y social provincial, que ya no existe; en tanto que el N° 3, de carácter formal, incorpora el enunciado de un nuevo párrafo I al Capítulo II del Título II de esta ley “De la competencia”.).


El N° 4 se refiere a las funciones del gobierno regional. Al efecto, el literal a) reemplaza la letra a) del artículo 16 por otro que entrega como funciones generales de estas entidades las de diseñar, elaborar e implementar políticas, planes y programas de desarrollo de la región y el proyecto de presupuesto, los que se ajustarán a la política nacional de desarrollo y al presupuesto nacional.


El literal b) de este numeral incorpora nuevos literales b), c), d) y e) a este artículo, pasando los actuales a ser literales con la designación de los que siguen en el orden alfabético.


El nuevo literal b) señala como función de los gobiernos regionales la de efectuar estudios, análisis y proposiciones relativas al desarrollo de la región; el c) consigna como tal función la de orientar el desarrollo territorial de la región en coordinación con los servicios públicos; el d), la de elaborar y aprobar el proyecto de presupuesto, ajustado al de la Nación, y el e), la de administrar fondos y programas de aplicación regional.


Las letras c), d) y e) del N° 4 del artículo 1° del proyecto proponen modificaciones de adecuación en las letras h), i) y j) del referido artículo 16 de la ley orgánica regional en correspondencia con otras enmiendas que consignaremos enseguida.


El N° 5 incorpora como nueva función del gobierno regional la de elaborar y aprobar, previa consulta con los municipios, el plan regional de ordenamiento territorial para orientar la planificación y las decisiones que impacten los territorios urbanos y rurales (literal a)).


Además, consigna otras enmiendas de adecuación similares a las del número precedente e incluye, como facultad del gobierno regional, la de financiar estudios y proponer condiciones de localización para residuos y sus sistemas de tratamiento, en coordinación con el sector vivienda y urbanismo y medio ambiente y con los municipios.


El numeral siguiente -el 6- reemplaza el artículo 18 para reestructurar en su totalidad las funciones del gobierno regional en materia de fomento productivo.


El nuevo texto faculta a esta entidad para formular políticas regionales de fomento productivo, enfocadas al emprendimiento, a la innovación, a la capacitación, competitividad, mejoramiento de la gestión y desarrollo de la ciencia y tecnología aplicada. (El texto vigente le reconoce potestad para contribuir a la formulación de las políticas nacionales de fomento productivo).


Le asigna, también, la de aplicar en su gestión interna las políticas nacionales; la de establecer las prioridades estratégicas de la región en materia de fomento productivo para generar condiciones favorables a la inversión productiva y a la capacidad emprendedora; la de fomentar el turismo; la de promover programas y proyectos de fomento productivo y financiarlos; la implementación de oficinas comunales de fomento productivo para la competitividad y la investigación científica y tecnológica y el desarrollo de la educación superior y técnica de la región.


En materia de desarrollo cultural y social, el N° 7 del artículo 1° del proyecto introduce enmiendas de forma en el artículo 19 y agrega como atribución del gobierno regional, en este orden, la de proponer programas y proyectos en grupos vulnerables o en riesgo social y financiarlos; y difundir y también financiar programas de carácter cultural, fortaleciendo la identidad regional; fomentar la práctica del deporte, y mantener información actualizada sobre la situación socio económica de la región, identificando áreas de pobreza.


El N° 8 introduce enmiendas en el artículo 20, que enumera las atribuciones generales de los gobiernos regionales. A este efecto, y junto con modificaciones de mera forma, este numeral asigna competencia a los gobiernos regionales para diseñar, elaborar y aprobar políticas, planes y programas dentro de su territorio y, como norma de clausura, los faculta para ejercer “las demás atribuciones necesarias para el ejercicio de las funciones que la ley le encomiende.”.


El numeral 9 del artículo 1° introduce un párrafo 2 al Capítulo II del Título II de la ley regional, conformado por los artículos 21 bis, 21 ter y 21 quater, relativos a la transferencia de competencias desde los ministerios y servicios públicos a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, en materia de ordenamiento territorial, fomento productivo y desarrollo social y cultural. La petición de transferencia de competencias por parte del consejo regional se formulará siempre sobre la base de una propuesta del intendente (artículo 21 bis).


El precepto siguiente -artículo 21 ter- establece el ámbito de estas competencias:


a) Ordenamiento territorial, planificación urbana y asentamientos humanos;


b) Medio ambiente;


c) Obras de infraestructura y equipamiento regional;


d) Transporte;


e) Desarrollo rural y de localidades aisladas;


f) Fomento productivo;


g) Turismo;


h) Programas sociales y culturales;

i) Educación y salud;


j) Deporte;


k) Ciencia y tecnología, y


l) Conservación del patrimonio.


Finalmente, el artículo 21 quáter de este nuevo párrafo consigna los procedimientos para practicar las transferencias de competencias en los ámbitos indicados:


a) A la transferencia debe mediar un convenio entre el gobierno regional y el ministerio y servicio involucrado, que debe ser aprobado por decreto supremo.


b) Enseguida, este precepto entrega la opción de implementar las transferencias mediante programas nacionales de impacto regional administrados por el gobierno regional previo acuerdo con el ministerio y servicio involucrados, también aprobados por decreto supremo. Agrega esta norma que la responsabilidad financiera de la ejecución del programa se consignará en la partida presupuestaria del respectivo ministerio o servicio.


El literal c) de este nuevo precepto permite, también, implementar nuevas competencias mediante la creación de servicios públicos; y para los efectos de los literales a) y b), admite que en un solo decreto se apruebe una o más transferencias.


Los convenios de ejecución de las competencias transferidas serán aprobados por decreto supremo con firma delegada o por resolución del jefe de servicio (literal d)).


Agrega el literal e) que la transferencia convenida puede ser revocada, regulándose el acto revocatorio (decreto supremo en el caso de las letras a) y b) o precepto legal, en el caso de la letra c)), con diferentes efectos si se trata de la revocación anticipada de una transferencia temporal o de una simple revocación si la afectada es una transferencia definitiva. En el mismo acto se determinará el destino de los bienes y personal involucrados.


Ordena la nueva disposición que el acto revocatorio sea siempre fundado, invocando como causal la deficiente prestación del servicio, ineficacia en la asignación de recursos y la duplicación o interferencia con otras competencias del Estado.


Finalmente, en un literal f), la norma del artículo 21 quáter faculta a los gobiernos regionales para solicitar la creación de hasta tres nuevas divisiones para ejercer las competencias transferidas.


El número 10 del artículo 1° del proyecto modifica el artículo 22 del texto vigente -el gobierno regional está constituido por el intendente y el consejo regional- para aclarar que salvo disposición contraria, cuando la ley requiera la opinión o acuerdo del gobierno regional, el intendente deberá obtener dicho acuerdo del consejo.


El número 11 del referido artículo 1°, suprime en el artículo 23 la norma que declara que el intendente presidirá el consejo regional.


El N° 12 introduce enmiendas al artículo 24 de la ley regional, precepto que establece las competencias del intendente en su condición de órgano ejecutivo del gobierno regional.


La primera modificación -literal a)- le asigna como función la de someter al consejo regional las políticas, estrategias y proyectos de planes de desarrollo y proveer a su ejecución.


(El texto actual le atribuye potestad para someter al consejo los proyectos de planes y las estrategias de desarrollo regional y proveer a su ejecución.).


Enseguida, este nuevo número deroga la letra c) del texto vigente, que asigna al intendente la facultad de presidir el consejo con derecho a voz y la oportunidad en que puede ejercer el derecho a voto dirimente (letra b) del proyecto).


La letra c) de este N° 12 del artículo 1° del proyecto también reemplaza la actual función del intendente de someter al consejo el proyecto de presupuesto del gobierno regional.


La nueva facultad del intendente que se incorpora al artículo 24, se ejercerá sobre la base de considerar los recursos que al gobierno regional le asigne la ley de presupuestos; los recursos propios del gobierno regional y los que provengan de los convenios de programación. En todo caso, el proyecto respectivo se ajustará a las orientaciones y limitaciones de la política nacional de desarrollo y de las normas de administración financiera del Estado.


El literal d) de este número exige que el intendente, al proponer al consejo la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional y las inversiones sectoriales de asignación regional, lo haga adecuándose “a ítem o recursos presupuestarios.”. (Esta nueva exigencia queda incluida en la letra e) del artículo 24 en vigor).


La letra e) del numeral 12 del proyecto reemplaza la letra p) del artículo 24 por otra que atribuye al intendente competencia para promulgar, previo acuerdo del consejo, los planes regionales de ordenamiento territorial. (El texto vigente le reconoce esa misma competencia en materia de planes regionales de desarrollo urbano, planes reguladores metropolitanos, intercomunales, comunales y seccionales, conforme a las normas de la ley de urbanismo).


La letra f) intercala ocho nuevos literales en este artículo -letras q), r), s), t), u), v), w) y x), pasando las actuales letras q) y r), a ser letras y) y z), respectivamente.


El nuevo literal q) le reconoce al intendente la misma facultad consignada en la letra p) reemplazada, pero le resta la facultad de promulgar los planos regionales de desarrollo urbano.


La nueva letra r) lo habilita para solicitarle al Presidente de la República la transferencia de una o más competencias desde los ministerios y servicios.


La nueva letra s) lo autoriza para asistir, personalmente o representado, a las sesiones del consejo, con derecho preferente a voz, agregando otras modalidades para rectificar o replicar otras intervenciones.


El literal t), nuevo, le otorga la facultad indelegable de excluir determinada materia incorporada a la tabla del consejo. Consigna, además, los procedimientos para ejercer esta atribución.


El literal u) le permite delimitar y definir, previa aprobación del consejo, territorios que pueden estar afectos a la planificación regional no comprendida en la ley de urbanismo y construcciones y coordinarse con los servicios públicos regionales en los espacios definidos.


El literal v) lo habilita para someter al consejo el plan de desarrollo turístico.


La letra w) lo faculta para declarar, previa aprobación del consejo, zonas rezagadas en materia social, proponiendo el plan de desarrollo correspondiente, y


El literal x) lo autoriza para sugerir al consejo el anteproyecto regional de inversiones.


El N° 13 propone adecuaciones de denominaciones en el artículo 25 y el N° 14 reemplaza las expresiones “la página web” por “el sitio electrónico institucional”, en el artículo 26.


El N° 15 agrega al artículo 27 un inciso final mediante el cual se impone al intendente la obligación de informar al consejo acerca del resultado de todos los sumarios administrativos que se instruyan a funcionarios del gobierno regional.


El N° 16 incorpora los siguientes artículos 30 bis y 30 ter, nuevos:


El primero regula la nominación y las causales de cesación en el cargo del presidente del consejo.


Elegido por la mayoría absoluta de los consejeros en ejercicio, dura cuatro años en el cargo. Su designación es comunicada al Presidente de la República, al Ministerio del Interior y a la respectiva Corte de Apelaciones. Las causales de cesación en el cargo son las descritas en el artículo 40; por remoción acordada por los dos tercios de los consejeros en ejercicio o por renuncia aprobada por la mayoría de esos consejeros.


Agrega que la moción para removerlo del cargo ha de originarse en no menos de cuatro ni más de ocho consejeros y el acuerdo que la apruebe será fundado. El presidente que se elija en reemplazo del removido completará el período de éste. Si la moción se rechaza no podrá renovarse por igual causal sino después de tres meses.


La renuncia se votará sin discusión en la sesión siguiente a su presentación.


El segundo nuevo artículo -el artículo 30 ter- enumera las atribuciones del presidente: citar a sesiones del consejo; abrir, suspender y levantar las sesiones; presidirlas; ordenar las votaciones, fijar su orden y proclamar los acuerdos; ejercer el derecho de voto dirimente en caso de empatar; mantener el orden con el auxilio de la fuerza pública; llevar la correspondencia con determinadas autoridades, suscribir las actas de las sesiones, representar al consejo y cuidar de la observancia del reglamento de funcionamiento del consejo.


Concluye el precepto estableciendo que el presidente del consejo dispondrá de gastos de representación y de recursos provenientes del presupuesto regional.


El N° 17 propone tres enmiendas al artículo 32, que establece las inhabilidades para ser consejero regional.


El literal b) del texto vigente de este artículo señala que no podrán serlo, entre otros, los intendentes regionales. La primera enmienda incluye entre estas inhabilidades a las autoridades que ejerzan la función de gobierno en los territorios especiales de Isla de Pascua y del archipiélago de Juan Fernández.


Las dos restantes eliminan en la letra e) y en el inciso segundo de este artículo las expresiones “ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más”. (Cuantía a que deben alcanzar los contratos celebrados entre el gobierno regional y una persona, como causal de inhabilidad para ser consejero).


El N° 18 sustituye las expresiones “económicos y sociales provinciales y comunales” por “comunales de organizaciones de la sociedad civil” referidas a la condición de miembro de los consejos de esa naturaleza, para constituir una incompatibilidad con la condición de consejero regional.


Los números 19 y 20 establecen nuevas competencias y atribuciones para los consejos regionales y suprimen otras. (Aprobar el plan de ordenamiento territorial; fiscalizar al intendente y a las unidades que de él dependan como órgano ejecutivo del gobierno regional; citar a las autoridades regionales o provinciales para informar sobre sus instituciones; aprobar, modificar o sustituir la delimitación de territorios objeto de planificación regional; aprobar el plan de desarrollo turístico; el de inversiones (artículo 71) y otras. Señala, además, las materias en las que sus atribuciones se ejercerán sobre la base de una proposición del intendente; se establece que en aquellos asuntos en que no se disponga un plazo especial para su intervención, ésta se evacuará dentro de los treinta días siguientes a la presentación del intendente y declara que si el consejo no se pronuncia dentro del plazo establecido regirá la proposición del intendente.).


Además, (artículo 20) para efectos de fiscalización del intendente y de las unidades que de él dependen, el consejo queda facultado para requerir del primero la información necesaria, disponer la realización de auditorías que evalúen la ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera del gobierno regional y solicitar al intendente que represente a los jefes superiores de los órganos o empresas del Estado su disconformidad ante acciones u omisiones de su responsabilidad.


El N° 21 propone la intercalación de un artículo 38 bis, nuevo, que habilita a los senadores y diputados de la región para asistir con derecho a voz preferente a las sesiones del consejo.


El N° 22 también incorpora un artículo 39 bis, nuevo, que impone a los empleadores de los consejeros la obligación de conceder permiso para que éstos asistan a las sesiones del consejo o cumplan las comisiones que se les encomiende (12 horas mensuales no acumulables), o cometidos en representación del gobierno regional (tres días durante un año calendario, no acumulables), tiempo que no será de cargo del empleador y que se entenderá trabajado para todos los efectos legales.


El N° 23 agrega un segundo inciso, nuevo, al artículo 41, mediante el cual se prohíbe desempeñar cargos o funciones públicas, sean o no de elección popular, por el término de cinco años, a quienes hayan cesado en el cargo de consejero regional por inasistencia injustificada a más del 50% de las sesiones del consejo en un año calendario; por haber actuado como agente de gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos y en funciones o comisiones de la misma naturaleza; contravención grave a la probidad administrativa o incurrido en alguna de las situaciones descritas en la letra e) del artículo 32 (suscribir contratos o cauciones con el gobierno regional).


El N° 24 reemplaza el inciso segundo del artículo 43 por otro que dispone que el consejo tendrá un secretario ejecutivo, que se desempeñará como su ministro de fe.


El N° 25 suprime en el inciso primero del artículo 44 la frase “y presidirá el consejo económico y social provincial” (se refiere al gobernador).


El N° 26 deroga el artículo 47, que impone al gobernador dar cuenta al consejo económico y social provincial sobre el estado de la administración provincial.


El N° 27 deroga el Párrafo 4° del Capítulo III, del Título II y los artículos 48 a 60, que lo integran. (Trata acerca del funcionamiento del consejo económico y social provincial).


El N° 28 reemplaza la denominación del Capítulo IV del Título II (“De la estructura administrativa del gobierno regional y de otros órganos de la Administración Pública en las regiones” por “De otros órganos de la Administración del Estado en las regiones y de la estructura administrativa del gobierno regional”).


El N° 29 intercala entre la denominación del Capítulo IV y el artículo 61 el epígrafe “Párrafo 1° De los Otros Organos de la Administración del Estado en las Regiones”.


El N° 30 reemplaza las letras a), b) y c) del artículo 64 (atribuciones de las secretarías regionales ministeriales) por otras que habilitan a estas autoridades para:


a) Presentar al ministerio respectivo las prioridades regionales para efectos de la formulación de las políticas regionales;


b) Velar porque las políticas, programas y proyectos regionales se enmarquen dentro de las políticas nacionales, y


c) Supervisar la aplicación de las políticas nacionales en la región.


Agrega, además, un inciso segundo, nuevo, a este artículo, mediante el cual se autoriza a los secretarios regionales ministeriales a asistir a las sesiones del gobierno regional e intervenir en sus debates con derecho preferente a voz.


El N° 31 deroga el artículo 67 (faculta a los gobiernos regionales para solicitar la transferencia de competencias y recursos a cargo de organismos de la Administración Central).


El N° 32 intercala, antes del artículo 68 el epígrafe “Párrafo 2° De las Divisiones del Gobierno Regional”.


El N° 33 reemplaza el artículo 68 con otro que establece los tres divisiones que colaborarán con el intendente como órgano ejecutivo del gobierno regional:


a) La División de Planificación y Desarrollo Regional, cuya finalidad será elaborar y proponer estrategias, políticas, planes y programas para el desarrollo del territorio conforme a las prioridades del gobierno regional. Colaborará con el intendente en la evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, programas y presupuestos regionales y prestará asistencia técnica a los municipios y demás organismos que lo requieran.


b) La División de Presupuesto e Inversión Regional, que elaborará el presupuesto de inversiones del gobierno regional, lo ejecutará y controlará, así como los programas que administre el gobierno regional. Asesorará también al intendente en la determinación de los proyectos de inversión según los lineamientos y prioridades de los instrumentos de planificación regional.


c) La División de Administración y Finanzas, encargada de la gestión administrativa y de la provisión de servicios generales del gobierno regional.


El N° 34 agrega los artículos 68 bis, 68 ter y 68 quáter, nuevos, e intercala entre ellos el párrafo “Del Administrador Regional”.


El nuevo artículo 68 bis faculta al intendente para delegar en los jefes de división funciones en el ámbito del gobierno regional, con excepción de la de nombrar o remover funcionarios, velar por el principio de probidad y aplicar medidas disciplinarias.


El artículo 68 ter, precedido del epígrafe “Párrafo 3° Del Administrador Regional”, dispone que este último será un colaborador directo del intendente. Le corresponderá la gestión administrativa del gobierno regional y la coordinación con sus divisiones. Además, podrá ser delegado del intendente en materias afines a la naturaleza de su cargo, pero no podrá, en virtud de esa delegación, nombrar o remover funcionarios, velar por la probidad administrativa ni aplicar medidas disciplinarias.


El artículo 68 quáter declara que el administrador regional será de confianza exclusiva del intendente, pero también se le aplicarán las causales de cesación de funciones que afectan al personal administrativo.


El N° 35 incorpora como componente del patrimonio del gobierno regional los ingresos provenientes de patentes mineras y acuícolas y los que generen los casinos de juego en la proporción que establezca la ley.


El N° 36 modifica el artículo 71 para señalar que el anteproyecto regional de inversiones elaborado por el intendente, antes de ser enviado a los ministerios para su incorporación a los proyectos de presupuestos, debe ser aprobado por el consejo regional.


El N° 37 modifica el artículo 73 (considera los programas que se deben incluir en el presupuesto del gobierno regional), en dos aspectos:


Por una parte, señala que el Fondo de Inversión Metropolitana a que se refiere la letra b) de ese artículo -programas de inversión regional- podrá considerar recursos provenientes del Fondo Nacional de Desarrollo Regional y otros que tengan por objeto el desarrollo de la región, incluidos los relativos a la atención de problemas de las áreas metropolitanas.


En segundo lugar, suprime en el inciso segundo la frase “sin perjuicio del ulterior ejercicio por el consejo regional de la atribución a que se refiere la letra e) del artículo 36”. (El referido literal faculta al consejo para resolver la distribución del Fondo Nacional de Desarrollo Regional y los recursos de los programas de inversión sectorial de asignación regional y de los recursos provenientes de tributos de identificación regional o local).


(El inciso segundo -donde se inserta la frase transcrita que el proyecto sugiere suprimir- dispone que el proyecto de presupuesto regional propuesto por el intendente y aprobado por el consejo se enviará al Ministerio de Hacienda, conforme a los plazos y procedimientos de la Ley de Administración Financiera, sin perjuicio del ulterior ejercicio por el consejo regional de la atribución a que se refiere la letra e) del artículo 26.).

El N° 38 reemplaza el artículo 78 con otro que atribuye al intendente potestad para resolver la inversión de los recursos que se asignen a la región provenientes del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, de acuerdo con el presupuesto aprobado por el consejo.


El N° 39 reemplaza en el inciso primero del artículo 80 el guarismo “104” por “115”. (El precepto referido dispone que la ley de presupuestos incluirá uno o más ítem de gastos correspondientes a la inversión sectorial de asignación regional a que se refiere el inciso tercero del artículo 104 de la Constitución Política).


El número 40) propone tres enmiendas al artículo 81, precepto que en su inciso primero describe los convenios de programación como actos formales entre uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios, que definen las acciones relacionadas con los proyectos de inversión que concuerden realizar.


En su inciso segundo autoriza la incorporación de otras entidades públicas o privadas nacionales, regionales o locales a estos convenios, cuyo concurso se estime necesario para mayor eficiencia en su ejecución.


La primera enmienda propuesta por este número consiste en remplazar el guarismo “104” por “115” y la frase “uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios” por “gobiernos regionales, entre éstos y uno o más ministerios, o entre gobiernos regionales y municipalidades”. (Los guarismos “104” y “115” identifican los preceptos de la Constitución que tratan de estas materias).


La segunda enmienda sugiere remplazar por la conjunción “o” la coma (,) que sigue a la palabra “nacionales” y suprimir las expresiones “o locales”.


La tercera enmienda incorpora dos nuevos incisos tercero y cuarto a este artículo.


El primero declara obligatorio para todos los intervinientes el cumplimiento de estos convenios. En caso de que éstos tengan carácter plurianual, cada uno considerará en sus respectivos presupuestos las estimaciones que correspondan al año pertinente.


El segundo exime a los ministerios, en lo que correspondiere, del cumplimiento de un convenio plurianual en el caso de que el Parlamento reduzca el gasto respectivo en el proyecto de ley de presupuestos.


El número 41) agrega a continuación un artículo 81 bis, nuevo, que faculta a los gobiernos regionales para suscribir convenios de programación territorial con una o más municipalidades o servicios públicos, de carácter plurianual, cuyo propósito sea formalizar los acuerdos de ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal. Estos convenios se sancionarán por resolución del gobierno regional.


Finalmente, el N° 42) del artículo 1° del proyecto deroga el artículo 107 de la ley orgánica de gobiernos regionales, disposición que prevé que cuando la transferencia de competencias se efectúe a través de un convenio, éste se celebrará entre el gobierno regional y el respectivo ministerio, debiendo suscribirlo, además, el Ministerio del Interior.


El artículo 2° del proyecto, en los seis numerales que lo conforman, propone otras tantas enmiendas al D.F.L. N° 458, de 1975, que aprueba la ley general de urbanismo y construcción.


El primer numeral (1), suprime el inciso cuarto del artículo 3° de ese cuerpo legal, que atribuye competencia al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo para aprobar los planos regionales de desarrollo urbano y los planos reguladores intercomunales.


El numeral 2) reemplaza la palabra “cuatro” las dos veces que aparece por “tres” y suprime el vocablo “regional” y la coma (,) que le sigue, todo en el artículo 28, que prescribe que la planificación urbana se efectuará en cuatro niveles de acción, que corresponden a cuatro tipos de áreas: nacional, regional, intercomunal y comunal.


El tercer numeral propone la derogación del párrafo 2° del Capítulo II del Título II, que se refiere a la planificación urbana regional.


El cuarto numeral propone enmiendas al artículo 37, que dispone que los planes reguladores intercomunales serán aprobados por decreto del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dictado por orden del Presidente de la República, previa autorización del intendente respectivo, y sus disposiciones serán obligatorias en la elaboración de los planes reguladores comunales.


La modificación consiste en remplazar la frase subrayada por “Los planos reguladores intercomunales o metropolitano, serán aprobados por el consejo regional y promulgados por resolución del intendente”.


El numeral 5) sugiere reemplazar en la letra a) del artículo 47 las expresiones “Urbana-Regional o Urbana-Intercomunal” por “urbana intercomunal”.


(La norma mencionada dispone que esas áreas de las comunas deben contar con un plan regulador comunal).


El numeral 6) sustituye, finalmente, la expresión “urbana regional” por “urbana intercomunal” en el inciso segundo del artículo 55, que impone a la secretaría regional de vivienda y urbanismo cautelar que las subdivisiones y construcciones en terrenos rurales, con fines ajenos a la agricultura, no originen nuevos núcleos urbanos al margen de la planificación urbana regional.


El artículo 3° del proyecto se refiere al secretario ejecutivo del consejo regional. Preceptúa que este funcionario se seleccionará mediante concurso público y nombrado por el intendente con acuerdo del consejo, de entre una nómina propuesta por el Sistema de Alta Dirección Pública.


El proceso de selección corresponderá al Consejo de Alta Dirección Pública, constituyéndose una comisión calificadora integrada por el intendente o su representante, el presidente del consejo regional y un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública o un representante de éste.


Finalmente, este precepto declara que en la planta de cada servicio del gobierno regional el cargo de secretario ejecutivo tendrá el grado equivalente al de jefe de división.


El artículo 4° dispone que los jefes de división de los servicios administrativos del gobierno regional serán nombrados por concurso público.


Propone enseguida un mecanismo que guarda similitud con el que se ha descrito en el artículo precedente para el nombramiento de estos funcionarios: los nombra el intendente de entre una nómina propuesta por el Sistema de Alta Dirección Pública mediante el mecanismo previsto para el de los altos directivos de segundo nivel jerárquico. En lo demás, el proceso se ciñe a la ritualidad del nombramiento del secretario ejecutivo del consejo regional: intervención del Consejo de Alta Dirección Pública, comisión calificadora integrada por el intendente o su representante y un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública o su representante.


El artículo 5° del proyecto prohíbe designar a los funcionarios de los servicios regionales en comisión de servicios u otros servicios públicos o municipalidades.


El artículo 6° incluye en el párrafo segundo del Título IV del Libro Cuarto del Código Procesal Penal y en el artículo 423 de ese Código al presidente del consejo regional entre los funcionarios susceptibles de desafuero, junto a los intendentes y gobernadores.


El numeral 1) del artículo 7° del proyecto agrega dos artículos 8° bis y 8° ter, nuevos, a la ley orgánica de municipalidades.


El nuevo artículo 8° bis permite a los gobiernos regionales celebrar convenios formales anuales o plurianuales de programación de inversión pública con los municipios mediante regulaciones que han de tener rango de ley orgánica constitucional.


Los referidos convenios deberán definir las acciones que se llevarán a cabo y especificar el contenido de éstos, con mención de las obligaciones y responsabilidades comprometidas, metas por cumplir, procedimientos de evaluación y normas sobre revocabilidad, incluyendo, también, la posibilidad de reasignar recursos entre proyectos.


A estos convenios, agrega el inciso cuarto, podrán incorporarse entidades públicas y privadas y su cumplimiento será obligatorio para todos. Si tienen carácter plurianual, se considerará en el respectivo presupuesto la estimación de los recursos que corresponden al año pertinente.


Finalmente, este precepto dispone que los convenios mencionados se sancionarán por decreto bajo la fórmula consignada en el artículo 70 del D.L. N° 1.263, de 1975, señalando también que los proyectos incluidos en los convenios deberán ajustarse al artículo 19 bis de ese decreto ley.


(El artículo 70 del D.L. N° 1.263, de 1975 (Ley orgánica sobre administración financiera del Estado) autoriza la firma delegada “por orden del Presidente de la República” en los decretos que se refieren a materias que ese decreto ley señala que pueden sancionarse bajo esa modalidad, y el artículo 19 bis consigna las formas y procedimientos que han de observarse en la celebración de contratos de estudios para inversiones, de ejecución de obras y de adquisición de materiales y maquinarias).


Por su parte, el artículo 8° ter faculta a los gobiernos regionales para celebrar convenios de programación territorial plurianuales con una o más municipalidades y para formalizar acuerdos de ejecución de proyectos de impacto comunal e intercomunal, convenios que se sancionarán mediante resolución del gobierno regional.


El numeral 2) del artículo 7° del proyecto modifica el artículo 25 de la ley municipal que en su letra i) exige el acuerdo del concejo para que el alcalde celebre convenios y contratos que involucren montos iguales o superiores a 500 unidades tributarias mensuales.


La modificación propuesta consiste en reemplazar la forma verbal “Celebrar” con que se inicia ese literal por la frase “Suscribir los convenios de programación a que se refieran los artículos 8° bis y 8° ter y celebrar”.

Artículos transitorios


El proyecto en informe contiene cinco artículos transitorios.


El primero previene que mientras no se aprueben los planes regionales de ordenamiento territorial, los planes regionales de desarrollo urbano vigentes serán orientadores en materia de ordenamiento territorial.


El artículo segundo preceptúa que los funcionarios que a la fecha de publicación de esta ley se desempeñen como jefes de división conservarán sus cargos, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ellos por cualquier causa. Esta norma se extenderá a los jefes de la División de Análisis y Control de Gestión, quienes continuarán como jefes de División de Presupuesto e Inversión Regional.


El artículo tercero adopta similar criterio respecto de los funcionarios que a la fecha de publicación de esta ley se desempeñen en el cargo de secretario ejecutivo del gobierno regional; y tal cargo se proveerá por concurso en caso de que su actual titular cese en él por cualquier causa.


El artículo cuarto autoriza al Presidente de la República para dictar uno o más decretos con fuerza de ley que modifiquen las plantas de los servicios administrativos de los gobiernos regionales en el siguiente aspecto:


a) Crear el cargo de administrador regional como Directivo -cargo de exclusiva confianza, grado 3-.


b) Declarar que para los cargos de exclusiva confianza se requerirá acreditar experiencia profesional no inferior a 5 años.


Finalmente, el artículo quinto dispone que el mayor gasto que signifique la aplicación de esta ley durante el presente año (2011) no podrá exceder de $ 463.362 miles, y se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

VI. DISCUSIÓN GENERAL

Al iniciarse el debate de este proyecto de ley, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores, acogiendo la prevención precedente de precisar e incluir nuevas normas que atendieran a los requerimientos formulados durante la discusión general, presentó diversas indicaciones que se refundieron en definitiva en dos mensajes, de 6 de septiembre de 1012 y 29 de julio de 2013, respectivamente.


Señaló el señor Subsecretario que el sentido de las indicaciones del Ejecutivo es fomentar la transferencia de competencias, nuevas funciones y atribuciones de los consejos regionales y modernizar la estructura de los gobiernos regionales. Señaló que lo anterior implica un cambio de paradigma, pues por primera vez las regiones podrán ser protagonistas de la descentralización y las iniciativas de inversión dejarán de estar de manera exclusiva en manos del Gobierno Central, en tanto que los gobiernos regionales tendrán un rol más activo. 

Además, se reconoce la heterogeneidad de las regiones, que podrán solicitar competencias de acuerdo con sus prioridades que no necesariamente coinciden con las de otras regiones. Se facilita un proceso gradual de descentralización, donde los gobiernos regionales pueden solicitar nuevas transferencias de nuevas competencias, o bien aumentar la complejidad de las ya transferidas, en la medida que las necesidades de los territorios subnacionales así lo soliciten.

El señor Subsecretario señaló que el consejo regional podrá realizar estudios para solicitar las mencionadas transferencias, pudiendo solicitar al ejecutivo regional (el intendente) por los dos tercios de sus miembros en ejercicio la realización de proyectos para analizar futuras peticiones de transferencia de funciones y atribuciones (artículo 21 bis). Se fija, además, un plazo de respuesta de 180 días. El Presidente de la República, por su parte, resolverá con informes técnicos de los Ministerios del Interior y de Hacienda. Para el caso de rechazar la solicitud, el gobierno regional podrá presentarla nuevamente dentro de los 30 días siguientes de la notificación del mencionado rechazo. Una comisión (creada por el Presidente e integrada por representantes del Ministerio del Interior, de Hacienda, del Ministerio sectorial de que se trate, el presidente del respectivo consejo regional e intendentes respectivos, con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativa como Secretaría Ejecutiva) resolverá dentro del plazo de noventa días por medio de un informe para una nueva decisión del Jefe del Estado. 

Sobre las nuevas atribuciones de los consejeros regionales, expresó que estas se traducen en lo siguiente:

I.- De carácter general. 

· Estudios, análisis y proposiciones relativas al desarrollo regional. 

· Orientar el desarrollo territorial de la región en consideración con los servicios públicos. 

· Administrar fondos y programas de aplicación regional. 

· Diseñar, elaborar, aprobar e implementar políticas, planes y  programas territoriales.

· Exigibilidad de los convenios de programación. 

II.- Ordenamiento territorial. 

· Elaborar el Plan Regional de Ordenamiento Territorial. 

III.- Fomento productivo. 

· Formular políticas de fomento de las actividades productivas, emprendimiento, capacitación, innovación y desarrollo de la ciencia y tecnología aplicada, mejoras en la gestión y competitividad de la base productiva regional. 

IV.- Desarrollo social y productivo. 

· Proponer, en consideración con las autoridades competentes, programas y proyectos de impacto en grupos vulnerables o en riesgo social, así como su financiamiento.

Dentro del contenido del primero grupo de indicaciones, el señor Subsecretario dijo que el consejo regional podrá aprobar el anteproyecto regional de inversiones y el plan regional de ordenamiento territorial; también podrá aprobar, modificar o sustituir la delimitación de territorios objeto de planificación regional, el plan regional de desarrollo turístico, la declaración de zonas rezagadas en materia social y el plan de desarrollo respectivo. Destacó que cualquier nueva atribución que se transfiera al gobierno regional, deberá identificar la fuente de financiamiento respectivo. 

A propósito de la nueva estructura de los gobiernos regionales, se formaliza la existencia de tres divisiones: Planificación y Desarrollo Regional; Presupuesto e Inversión Regional, y Administración y Finanzas. Los cargos de jefes de división y de secretario ejecutivo serán nombrados por el Servicio de Alta Dirección Pública. Se define una estructura flexible que permita crear nuevas divisiones (hasta cinco) en caso de que las transferencias de competencias así lo exijan. Se crea, además el cargo de administrador regional, que será de exclusiva confianza del ejecutivo del gobierno regional. Se incorpora al presidente del consejo y a los parlamentarios con derecho a voz en el consejo. 

Especial importancia puso en el contenido de las enmiendas que se introducen en el funcionamiento interno del consejo regional. De esta forma, afirmó que el consejo decidirá el número de sesiones a realizar y no el intendente. Cada gobierno regional deberá entregar al consejo los medios de apoyo necesarios para desarrollar debidamente sus funciones y atribuciones. Con el objeto del pago de la dieta y de la asignación adicional que reciben los consejeros regionales, no se considerarán las inasistencias que obedezcan a situaciones médicas debidamente acreditadas. También se consideran como causales de excusa el fallecimiento de un hijo, de un cónyuge o de uno de sus padres, siempre que el deceso hubiere tenido lugar dentro de los siete días anteriores a la sesión respectiva. No se considerarán tampoco las inasistencias motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio consejo. 

Los consejeros regionales podrán afiliarse al sistema de pensiones, de vejez, de invalidez y de sobrevivencia de acuerdo a los establecido en el decreto ley Nº 3.500. Asimismo, por la actividad que realicen en tal condición, quedarán sujetos al seguro contra el riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la ley Nº 16.744. 

La nueva figura del presidente del consejo – continuó el señor Subsecretario – deberá dar cuenta anual de su gestión ante éste. Además de suscribir las actas, las comunicaciones oficiales y otros documentos que requieran su firma, oficializará la adopción de acuerdos sobre diversos instrumentos y sus modificaciones, instrumentos tales como la Estrategia de Desarrollo Regional; el Plan Regional de Ordenamiento Territorial; el Plan Regulador Comunal e Intercomunal; los Convenios de Programación; los Convenios Territoriales; el Plan de Desarrollo Turístico; los Reglamentos Regionales, y el Anteproyecto Regional de Inversiones. Se le entrega fuero en materia penal (al igual que intendentes y gobernadores). 

Como es una nueva institución, se regula también la relación que tendrá con el intendente. La tabla de la sesión la determinará el presidente del consejo, sin embargo el intendente regional dispondrá de un mecanismo de urgencias para que materias de su interés sean añadidas obligatoriamente. A lo menos una vez al año, el intendente dará cuenta al consejo y a los alcaldes de la región de su gestión. 

En cuanto a la discusión presupuestaria, señaló que se incorpora un proceso de evaluación con el nivel central. 

Los convenios de programación serán obligatorios. Si son de carácter plurianual, cada una de las partes deberá considerar en sus respectivos proyectos la estimación correspondiente al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de su suscripción. No será exigible para un ministerio el cumplimiento de un convenio de programación plurianual en caso de que el Congreso Nacional reduzca el gasto de inversión correspondiente en el proyecto de ley de presupuesto. 

En sesión de 10 de junio de 2013, expuso el ex Senador, señor Ricardo Núñez, quién señaló que la iniciativa en debate contiene tres ámbitos centrales de regulación:

a) Transferencia de competencias. 

b) Nuevas funciones y atribuciones del consejo regional y de su presidente. 

c) Aspectos administrativos institucionales. 

A su juicio el proyecto, si bien aborda materias centrales para profundizar la regionalización en el país, pierde una oportunidad de avanzar más allá y aprovechar de mejor forma el esfuerzo que se hizo durante el debate de la última reforma constitucional sobre esta materia. A este respecto, expresó que el modelo sugerido debe siempre considerar la separación de funciones de gobierno y administración regionales. 

Propuso la redistribución de roles al interior de los gobiernos regionales, en que el intendente tenga la supervigilancia y control, basados en el principio de tutela de las funciones del gobierno regional. En el modelo propuesto – continuó – el intendente deberá cumplir con las funciones de dirigir las tareas del gobierno interior de conformidad con las instrucciones del Presidente de la República; velar por el orden público; aplicar las normas de extranjería; coordinar y fiscalizar los servicios públicos; proponer el nombramiento de los SEREMIS, y adoptar las medidas necesarias para prevenir y enfrentar emergencias y catástrofes. 

En cuanto al presidente del consejo regional, manifestó que debe tener un rol fundamental en la presentación del presupuesto regional y en el manejo del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, así como en los convenios de programación. Expresó que esta nueva figura regional debe ser electa por cuatro años y a cargo de las funciones enunciadas, garantizando así la continuidad de las políticas de desarrollo de cada región, a diferencia de lo que existe hoy, en donde dicha actividad está a cargo del intendente, figura que está en permanente inestabilidad política, dado que depende de la exclusiva confianza del Presidente de la República y que, necesariamente, responde a los intereses del Gobierno Central. 

Sólo el consejo regional, concluyó, elegido por la ciudadanía con potestades normativas, fiscalizadoras y resolutivas, disminuirá la distancia entre las decisiones subnacionales y el Poder Central, aumentando su capacidad de definición de estrategias políticas de desarrollo de la región propendiendo a la aprobación de marcos presupuestarios que permitan el necesario financiamiento de proyectos locales. 

En seguida, el Profesor de Derecho Constitucional de la Universidad de Chile, señor Francisco Zúñiga, se refirió a las contiendas de competencia que pueden surgir entre los gobiernos regionales y el Gobierno Central en caso de negar una solicitud de transferencia. A este respecto, precisó que pueden existir dos niveles de conflicto: en primer lugar, un conflicto potencial respecto de aquellas materias que pueden ser transferidas, y, en segundo término, la posibilidad de contiendas de competencias actuales sobre atribuciones transferidas entre los ministerios o servicios públicos y los gobiernos regionales. 

Sobre el mismo punto, explicó que en la ley se establece el principio jerárquico como forma de resolver las contiendas de competencia. Sin embargo, esta fórmula solamente puede aplicarse para la Administración del Estado y no para organismos que gozan de autonomía constitucional, por lo que resulta necesario, según dijo, generar mecanismos y condiciones que solucionen las que puedan surgir con motivo de este proyecto de ley, ya que la Constitución no establece fórmulas generales, sino casos de contiendas específicas, denominándolas, impropiamente a su juicio, “contiendas de competencia”.

Respecto del tema, concluyó que el artículo 114 de la Constitución no es una norma que otorgue una atribución discrecional al Presidente de la República respecto de la transferencia de competencias, sino que es de reenvío al legislador. Así, un mecanismo de composición judicial o racionalizado de tipo potencia resulta inconveniente, puesto que desplaza del ámbito de decisión político institucional el asunto, quebrantando innecesariamente la separación de poderes. Luego, las contiendas de competencia que se susciten en este punto, al no poder ser solucionado por vía jerárquica, debe radicar su solución en el Senado, el Tribunal Constitucional o los tribunales de justicia. 

A su vez, el profesor de Derecho Administrativo de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Eduardo Cordero, expresó que el gobierno regional debe ser entendido en el marco de un Estado unitario, pues se trata de un órgano descentralizado administrativa y territorialmente. Dicha autonomía es determinada por factores jurídicos, políticos y financieros. 

De acuerdo con lo anterior, en su opinión, el gobierno regional no es autónomo, constituyéndose en una entidad administrativa descentralizada territorialmente. Sobre este punto, un tema central de los órganos autónomos es el financiero, y los gobiernos regionales no tienen ingresos propios, puesto que no existen las rentas regionales (derechos, permisos y tasas por servicios), aunque sí la autonomía en la asignación de fondos. 

De esta manera, es necesario pensar en que la transferencia de competencias implica la prestación de servicios y financiamiento para ello, lo que debe ser determinado autónomamente por el gobierno regional.

El Presidente de la Asociación Nacional de Consejeros Regionales (ANCORE), señor Juan Antonio Vejar, señaló que luego de una serie de jornadas de discusión, los consejeros regionales llegaron a la convicción de que el proyecto de ley en debate apunta en dirección contraria a la efectiva descentralización, puesto que, en su opinión, fortalece las atribuciones de los intendentes, de los SEREMIS y de los órganos desconcentrados del Poder Central en desmedro de los consejos regionales. Esto es, a su juicio, aumentar el centralismo del Estado.  El proyecto ley cercena una serie de atribuciones de las regiones, principalmente aquellas que tienen los consejeros de distribuir las inversiones, conforme a sus planes y estrategias regionales, entregándolas a los intendentes, que son los representantes inmediatos del Presidente de la República, restando la decisión de inversiones para entregarlas al Poder Central, lo que constituye desconcentración y no descentralización. 

La autonomía solo se logrará, a su juicio, separando las líneas entre el Poder Central y los sectores subnacionales. En ese marco, la opinión de los consejeros regionales radica en que reducir la reforma sólo a la elección directa no soluciona los problemas democráticos. Los consejos regionales deben tener atribuciones concretas con un Ejecutivo democratizado y con recursos autónomos. 

Afirmó que los gobiernos regionales deben ser fortalecidos contando con funciones y atribuciones para gestionar las competencias de impacto regional y, en lo financiero, disponer de patrimonio y presupuesto propio respaldado por una ley de rentas regionales. Solo de esa manera, agregó, podrá asegurarse una democracia regional que acerque el poder a los ciudadanos. 

La Asociación de Funcionarios de los Gobiernos Regionales (ANFGORE), representadas por su presidente, señor Jorge Bravo, señaló que el propósito del proyecto en debate es acrecentar las potestades de las regiones en pro de su crecimiento, para lo que requiere de funcionarios altamente capacitados, para abordar de mejor forma las complejas tareas de gobierno y de administración de las regiones. Para ello, es necesario capacitarlos para enfrentar la diversidad y complejidad de los asuntos que deben afrontar, como, asimismo, sumar garantías laborales básicas como son remuneraciones justas y respeto por la carrera funcionaria.

Sobre el último punto, afirmó que parte importante de los contingentes de funcionarios de los gobiernos regionales presta servicios a honorarios o bajo la modalidad de la contrata, consideración que les resta seguridad en la estabilidad de su empleo. Por esta razón, un número significativo de los funcionarios adscritos a las plantas de los servicios regionales ejerce sus funciones en cargos dispersos, no bien definidos, lo que trae o puede traer consecuencias arbitrarias en la asignación de los mismos y en la determinación de sus remuneraciones. 
VII. IDEA DE LEGISLAR

Concluidas las audiencias a que se refieren los párrafos precedentes, la Comisión se abocó a debatir acerca de la idea de legislar respecto de este proyecto de ley.


Especial atención mereció a la Comisión, consideradas las exposiciones y sugerencias a que dio lugar el examen del articulado, el mecanismo de transferencia de competencias que el proyecto regula en virtud del mandato dispuesto en el artículo 114 de la Constitución Política, no solamente en relación con el contenido de las funciones públicas transferibles, sino, también, en lo que respecta a la solución de las controversias que pudieren surgir entre el Ejecutivo y el gobierno o consejo regional. Igualmente, puso atención en la entidad de las nuevas funciones con que se va a dotar a los gobiernos regionales y en el rol que esta nueva institucionalidad propone en el sentido de que el presidente del consejo constituye un equilibrio político que afianza la autonomía que se pretende para la región.


Para lo anterior, la Comisión acordó solicitar que se la habilitara, en la etapa de discusión general, para incluir en el articulado normas relativas a estas materias, petición que fue acogida por la Sala de la Corporación con fecha 7 de marzo de 2012, autorizándola para discutir en general y en particular el proyecto.

- - -


Con la prevención anotada, la Comisión, con la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Víctor Pérez, Hosaín Sabag y Andrés Zaldívar, acordó aprobar en general la idea de legislar respecto de esta iniciativa.

- - -

VIII. DISCUSIÓN PARTICULAR

Con posterioridad, y cual se ha dicho en el párrafo anterior, con fecha 29 de julio de 2013, el Ejecutivo complementó las indicaciones a que se ha referido precedentemente con otro grupo. Respecto de éstas y aquellas, refundidas, da cuenta este informe en este acápite.


Hacemos presente, tal como se anunciara en la cuestión previa, que las referidas indicaciones, más otra formulada por los Honorables Senadores señores Bianchi; Orpis; Rossi y Sabag, fueron aprobadas por la unanimidad de los mencionados señores Senadores, prevención que formulamos para no repetir las votaciones en cada uno de los numerales en que dichas indicaciones recayeron.


Consignamos a continuación, en el orden de los artículos y numerales del proyecto, el contenido de dichas indicaciones.

Artículo 1°

N° 2

En esta primera proposición, la indicación del Ejecutivo recae en el inciso segundo del artículo 13 que el proyecto incorpora en el numeral 2), precepto que reconoce personalidad jurídica de derecho público a los gobiernos regionales (y patrimonio propio), los que, directamente o con colaboración con otro órganos del Estado, podrán desarrollar las competencias, funciones y atribuciones que esta ley les confiere.


La indicación agrega dos disposiciones finales a este artículo, a continuación de la palabra “confiere”. La primera declara que los gobiernos regionales dispondrán de autonomía para la administración de sus finanzas conforme a la Ley sobre Administración Financiera del Estado, en tanto que la segunda establece que cualquier función o atribución que se le asigne o transfiera a estas entidades deberá identificar su fuente de financiamiento.

- - -


A continuación, los Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Rossi y Sabag, sugieren modificar la letra d) del artículo 17 del texto en vigor, que entrega al gobierno regional, en materia de ordenamiento territorial, la función de fomentar y velar por el buen funcionamiento de la prestación de los servicios de transporte intercomunal, interprovincial e internacional fronterizo en la región, aplicando para ello las políticas nacionales en la materia, reemplazando esta última frase por la oración: “aplicando en la que sea pertinente las políticas nacionales en la materia”.

- - -

N° 9

En seguida, la indicación del Ejecutivo sugiere enmiendas a este numeral del artículo 1° del proyecto que, en un nuevo párrafo 2° del capítulo II del Título I de la ley regional , introduce los artículos 21 bis, 21 ter y 21 quáter, nuevos. (De la transferencia de competencias).


El nuevo artículo 21 bis (inciso primero) faculta al Presidente de la República para transferir a uno o más gobiernos regionales, temporal o definitivamente, una o más competencias de los ministerios y servicios públicos, en materia de ordenamiento territorial, fomento productivo y desarrollo social y cultural. Agrega, en su inciso segundo, que la solicitud de transferencia de funciones será siempre resuelta por el consejo sobre la base de una propuesta del intendente.


La indicación consigna respecto de este precepto las siguientes modificaciones:


a) Agrega a continuación de las voces “Presidente de la República” la oración “previo informe de los Ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda,”.


b) Incorpora a este artículo los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:


El primero, que no obstante el inciso precedente, los dos tercios de los miembros del consejo pueden solicitar al ejecutivo del gobierno regional la realización de estudios sobre atribuciones y funciones cuya transferencia puede ser solicitada por éste. El intendente remitirá al consejo los estudios una vez que éstos hayan sido aprobados.


El segundo, que si una solicitud de transferencia de competencias es rechazada, el Presidente responderá por intermedio del Ministerio del Interior dentro de los 180 días siguientes contados desde que la solicitud fue recibida.


En seguida, la indicación reemplaza en la letra a) del inciso primero del artículo 21 quáter la expresión “sus recursos” por “su patrimonio” y la palabra “bis” por “ter”. (La referida letra a) del artículo 21 quáter previene que el gobierno regional podrá desarrollar con sus recursos, total o parcialmente, las competencias señaladas en el artículo 21 bis, previo convenio con el ministerio y servicio concernidos).


Finalmente, la indicación agrega al proyecto un artículo 21 quinquies que declara que verificado el rechazo y dentro de los treinta días de ser modificado, el gobierno regional puede pedir reconsideración al Ejecutivo por intermedio del Ministerio del Interior.


En su inciso segundo establece el procedimiento para tramitar la reconsideración.


En una letra a) dispone que dentro de los treinta días siguientes a la recepción de la solicitud de reconsideración, por decreto de Interior se conformará una comisión integrada por un representante del Ministerio del Interior, uno del Ministerio de Hacienda y otro representante del ministro y del director del servicio involucrados, en su caso. También serán miembros de la comisión el presidente del consejo regional y el intendente.


Además, podrán integrar la comisión funcionarios de la Administración y expertos en materias relacionadas con las competencias solicitadas.


b) Este literal agrega que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo será la secretaría ejecutiva de la comisión.


c) Previene esta letra que la comisión evacuará un informe en un plazo de noventa días contados desde la notificación del rechazo al gobierno regional. El informe podrá insistir en el rechazo o adecuar la solicitud de transferencia.


d) Por último, esta letra dispone que el Presidente de la República resolverá sobre la base del nuevo informe de la comisión. Si la solicitud es nuevamente rechazada no podrá ser solicitada durante el resto de ese período presidencial.

N° 12

A continuación la indicación de S.E. el Presidente de la República sustituye la letra d) del numeral 12 del proyecto en informe, que propone enmiendas al artículo 24 de la ley regional, precepto que a su vez establece las funciones del intendente en su condición de ejecutivo del gobierno regional.


La indicación sugiere reemplazar la letra d) de este numeral 12) por otra que reemplaza la letra e) del artículo 24. La nueva disposición atribuye autoridad al intendente para proponer al consejo regional la distribución del Fondo Nacional de Desarrollo Regional de acuerdo con los ítem o marcos presupuestarios que correspondan, así como las inversiones sectoriales de asignación regional y los recursos propios del gobierno provenientes de impuestos de identificación regional. La propuesta se fundamentará en variables e indicadores objetivos de distribución intrarregional. Cada ítem dispondrá de la respectiva glosa.


La indicación agrega en la letra m) del artículo 24 una norma que obliga al intendente a comunicar tanto al consejo como al ministro o servicio que corresponda, los incumplimientos de los convenios mandatos a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter.


(La letra m) faculta al intendente para coordinar, supervisar o fiscalizar a los servicios que operen en la región).


Finalmente, la indicación del Ejecutivo sustituye en el literal f) de este numeral 12 (intercala en el texto de este numeral del proyecto nuevas letras q) hasta la x)) las nuevas letras s) y t), por las siguientes:


La nueva letra s) habilita al intendente para asistir a las sesiones del consejo regional cuando lo estime conveniente y tomar parte en el debate con preferencia para el uso de la palabra. Durante la votación podrá rectificar a los consejeros en su fundamento de voto, con derecho a réplica de éste.


La nueva letra t), por su parte, lo apodera para proponer al presidente del consejo la inclusión de uno o más asuntos a la tabla mediante comunicación al secretario ejecutivo. También podrá el intendente hacer presente la urgencia para el tratamiento de una materia específica, la que habrá de incorporarse a la tabla de la sesión siguiente. Con acuerdo del consejo el presidente podrá desechar la urgencia, salvo que un plazo legal o reglamentario obligue a abocarse al conocimiento del asunto.

N° 14

La indicación de autoría de S.E. el Presidente de la República reemplaza el numeral 14) del proyecto por otro que propone intercalar en el artículo 26 de la ley sobre regionalización, a continuación de la voz “consejo” las expresiones “y a los alcaldes de la región” y reemplaza las palabras “la página web” por la frase “en el sitio electrónico institucional”.


(El artículo 26 vigente dispone que el intendente dará cuenta de su gestión al consejo una vez al año, como ejecutivo del gobierno regional. Acompañará a la cuenta el balance de la ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera, todo lo cual se publicará en la página web del gobierno regional o de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.).

N° 16


La indicación del Ejecutivo introduce las enmiendas que en seguida se expresan al numeral 16) del proyecto.


El referido numeral incorpora a la ley regional dos artículos 30 bis y 30 ter, nuevos, mediante los cuales:


El primero, en lo pertinente, declara que el consejo en su sesión constitutiva elegirá un presidente de entre sus miembros (mayoría absoluta de miembros en ejercicio). El presidente durará cuatro años en su cargo.


Enseguida, agrega normas de procedimiento para la elección del presidente y las causales para removerlo. En su inciso sexto dispone que si la remoción fuere rechazada, no podrá renovarse por las mismas razones o causales sino hasta después de tres meses.


El segundo. (Nuevo artículo 30 ter) Enuncia las atribuciones del presidente del consejo. En su letra a) preceptúa que éste está facultado para “Disponer la citación del consejo, cuando proceda;”. 


Además, el artículo 30 ter contenido en el numeral 16) del proyecto, en su letra h), apodera al presidente del consejo para suscribir las actas de sesiones las comunicaciones oficiales del consejo y otros documentos afines.


Este numeral 16) en los literales i) y j) del artículo 30 ter que propone, le reconoce al presidente del consejo facultad para actuar en su representación en los actos de protocolo y la obligación de cuidar la observancia del reglamento de funcionamiento del consejo.


La indicación sugiere las siguientes enmiendas al contenido del numeral 16) precedente:


a) Intercala en el inciso sexto del artículo 30 bis, a continuación de la palabra “meses”, precedida de una coma (,), la oración “salvo que se fundare en el incumplimiento de alguna de las observaciones establecidas en el artículo siguiente”.


b) Agrega a la letra a) del artículo 30 ter, a continuación de la palabra “proceda” la frase “y elaborar la tabla de al sesión, dando cumplimiento a lo dispuesto en la letra t) del artículo 24”, precedida de una coma (,).


c) Reemplaza la letra h) del artículo 30 ter por otro que agrega a la facultad ya descrita de autorizar al presidente del consejo para concurrir a la suscripción de determinados documentos (actas de sesiones, comunicaciones oficiales del consejo) una norma que lo autoriza para suscribir los siguientes instrumentos del gobierno regional: plan de desarrollo de la región; plan regional de ordenamiento territorial; planes reguladores comunales e intercomunales; convenios de programación y convenios territoriales; plan regional de desarrollo turístico; reglamentos regionales y el anteproyecto regional de inversiones.


Finalmente, la indicación incorpora dos nuevas letras i) y j) al artículo 30 ter, pasando las letras i, j) y k), propuestas, a ser letras k), l) y m), respectivamente.


La nueva letra i) apodera al presidente del consejo para suscribir, para el solo efecto de ratificar el acuerdo del consejo, los actos administrativos que aprueben los documentos a que se refiere la letra h), con excepción de los convenios de programación.


La nueva letra j) lo obliga a dar cuenta, en diciembre de cada año, al consejo y a los alcaldes de la región, acerca de las normas, resoluciones y acciones de fiscalización aprobadas o adoptadas por el consejo.


En lo que dice relación con este numeral 16, la indicación del Ejecutivo agrega a la ley regional un artículo 30 quáter, nuevo, que declara que el presidente (del consejo) debe dar cuenta a éste, anualmente, acerca de su gestión, incluyendo el número de sesiones realizadas, materias tratadas, acuerdos adoptados y demás hechos relevantes que el consejo ha de conocer.

19)


A continuación, la indicación del Ejecutivo propone modificar el numeral 19) del proyecto, que introduce diversas enmiendas al artículo 36, precepto que, a su vez, enuncia las atribuciones y facultades del consejo regional.


La primera enmienda consiste en sustituir la nueva letra g) del artículo 36 consignado en este numeral del proyecto por otra que atribuye al consejo la potestad de fiscalizar, además del desempeño del intendente como órgano ejecutivo del gobierno regional y el de las unidades que de él dependen, a los secretarios regionales ministeriales y directores regionales de servicios públicos, en lo relativo a la ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo regional, así como de los que sean propios de la competencia del gobierno regional.


La segunda y la tercera enmiendas son de carácter formal y tienen por propósito incorporar un nuevo literal signado con la letra r), que apodera al consejo para informar a la Contraloría General de la República el incumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter.

- - -


Seguidamente, la indicación del Ejecutivo modifica el artículo 36 bis propuesto en el numeral 20) en la forma que pasa a expresarse:


(El referido artículo 36 bis dispone las atribuciones que tendrá el consejo para los efectos de la letra g) del artículo precedente; esto es, la que lo faculta para fiscalizar al intendente, a las unidades que de él dependen y a los secretarios regionales ministeriales.).


La primera enmienda intercala en el inciso primero de este artículo, entre la preposición “en” y el artículo “la” las expresiones “el inciso primero de”, lo cual significa que el consejo tendrá las atribuciones que más adelante el precepto desarrolla, en función de la fiscalización que debe practicar al intendente y a las unidades que de él dependen.


La segunda enmienda (de la indicación) incorpora al artículo 36 bis un inciso segundo que dispone que para los efectos del inciso segundo del literal g) del artículo anterior (o sea, la facultad que tiene el consejo para fiscalizar el desempeño de los secretarios regionales ministeriales), el consejo podrá requerir de dichas secretarías y de las direcciones regionales de los servicios la información necesaria para hacer la fiscalización, y solicitar antecedentes sobre la ejecución de iniciativas financiadas con recursos a los que se refieren el literal b) del inciso primero del artículo 73 y el artículo 80, (programa de inversión regional que incluyan recursos del FNDR y otros que tengan por objeto el desarrollo de la región, y los destinados a la ejecución de la inversión sectorial de asignación regional). Si el consejo constata atrasos injustificados, previo acuerdo de los dos tercios de sus miembros, comunicará los pertinentes antecedentes a la Contraloría General de la República.

- - -


A continuación, la indicación de S.E. el Presidente de la República propone la incorporación de un nuevo número 22) al artículo 1° del proyecto, alterándose, en consecuencia, la numeración de los siguientes.


El nuevo numeral sustituye el artículo 39 del texto vigente de la ley regional por otro que trata de las mismas materias que el texto que se reemplaza, pero que difiere de éste en los aspectos que pasamos a explicar, considerando como referente el precepto contenido en la indicación:


El inciso primero reconoce a los consejeros regionales el derecho a percibir una dieta mensual de diez unidades tributarias mensuales, por su asistencia a la totalidad de las sesiones celebradas en el mes, disminuyéndose esa cantidad proporcionalmente en función de las inasistencias. (Este texto reproduce el precepto vigente).


El inciso segundo prescribe que el consejo acordará el número de sesiones ordinarias al mes, debiendo celebrarse al menos dos. (Igual a la ley vigente con la enmienda de que el texto actual entrega esta atribución al intendente en conjunto con el consejo).


El inciso tercero otorga a los consejeros el derecho a percibir dos unidades tributarias mensuales, con un máximo de seis en el mes, por su asistencia a las sesiones de comisión.

(Texto idéntico al del precepto vigente).


El inciso cuarto autoriza a cada consejero una dieta anual adicional, a pagarse en el mes de enero, equivalente a cinco unidades tributarias mensuales, siempre que en el año calendario anterior haya asistido, a lo menos, al 75% de las sesiones celebradas en el período. (Texto incorporado por la indicación que no tiene similar en la ley vigente).


El inciso quinto del nuevo precepto de la indicación prescribe que para percibir la dieta y la asignación adicional no se considerarán las inasistencias por razones médicas o de salud debidamente certificadas ante el consejo. Igual exención se podrá invocar en razón del fallecimiento de hijos, cónyuge o padres del consejero cuando el deceso haya tenido lugar dentro de los siete días anteriores a la sesión. (Este precepto, al igual que el precedente, no está reproducido en el texto vigente).


El inciso sexto del nuevo texto también exime para esos efectos las inasistencias que se deban al cumplimiento de cometidos autorizados por el consejo. (Nuevo inciso no considerado en la ley actual).


El inciso siguiente propuesto en la indicación -el séptimo- reconoce a los consejeros el derecho a pasajes y rembolsos por alimentación y alojamiento para asistir a las sesiones del consejo y comisiones, en el caso de que ambas se celebren fuera de su residencia habitual. El reembolso tiene de límite el valor del viático que corresponde al intendente en las mismas condiciones. (Ideas desarrolladas en el inciso cuarto del texto vigente).


El nuevo inciso octavo – propuesto en definitiva en una segunda indicación del Ejecutivo – acuerda al consejero que cumpla un cometido del gobierno regional, el derecho a percibir fondos para sus gastos de alimentación y alojamiento, los que estarán exentos de rendición de cuentas y serán equivalentes al viático que corresponda al intendente por iguales motivos.


El inciso noveno del texto propuesto en la indicación limita los cometidos en el extranjero al 30% del total considerado para viáticos (segunda indicación), lo cual deberá certificarse por el jefe de administración y finanzas del gobierno regional. El cometido se dispone formalmente por el intendente. (Esta regla no está incluida en el precepto vigente).


Finalmente, los dos últimos incisos propuestos en la indicación para el artículo 39, regulan el estatuto previsional de los consejeros que tampoco está considerado en la ley actual.


El primero -inciso décimo- permite a los consejeros afiliarse a los sistemas de pensiones, vejez, invalidez y sobrevivencia por el solo hecho de asumir sus funciones, para lo cual se asimilarán al régimen de trabajadores por cuenta ajena. Sus empleadores serán los gobiernos regionales y sus cotizaciones se calcularán sobre la base de sus asignaciones mensuales percibidas conforme a los incisos primero y tercero precedentes.


El inciso undécimo -y final- declara a los consejeros sujetos al seguro contra riesgo de accidente del trabajo y enfermedades profesionales. El costo de los beneficios de este seguro será de cargo del gobierno regional.

- - -


A continuación, la indicación del Ejecutivo propone un nuevo numeral 26) al artículo 1° del proyecto, con el fin de agregar un nuevo articulo 43 bis a la ley regional.


El nuevo precepto condiciona a su disponibilidad financiera la obligación de los gobiernos regionales de dotar al consejo de los medios de apoyo para el cumplimiento de sus funciones, atendiendo el número de consejeros de la región.


Agrega -inciso segundo- que en la sesión de instalación a que se refiere el artículo 30 bis, el intendente someterá al consejo la aprobación de los medios para ser usados en el respectivo período.

- - -


En seguida, el Ejecutivo propone incorporar un nuevo número 32) al proyecto mediante el cual agrega al artículo 63 del texto vigente – obliga a los seremi a ajustarse a las instrucciones técnicas impartidas por los ministerios – un inciso segundo que prescribe que los ministerios y servicios deberán considerar las proposiciones de los gobiernos regionales en materia de recursos destinados a ordenamiento territorial, fomento de actividades productivas y desarrollo social y cultural, pudiendo comprender estas proposiciones criterios de elegibilidad, localización u otros.

- - -

N° 30

Pasa a ser numeral 33).


Este numeral introduce modificaciones al artículo 64 del texto vigente, que enumera las funciones de las secretarías regionales ministeriales.


La indicación, a su vez, introduce otras dos enmiendas a dicho numeral. Por la primera, incorpora al literal f) de ese precepto una norma que establece que en el ámbito de esta atribución (la consignada en dicho literal f) que enseguida se explicará), los seremis velarán, especialmente, por el cumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter. (El literal f) consigna como función de los seremi realizar tareas de coordinación y supervigilancia sobre todos los órganos de la Administración de su sector.).


Además, la indicación suprime la norma del proyecto que agrega a este artículo (64) un inciso final, que habilita a los seremi para asistir a las sesiones del consejo regional y participar en sus debates con derecho preferente al uso de la palabra.

- - -

N° 34

Pasa a ser número 37)


En la indicación de S.E. el Presidente de la República, se sugiere agregar al artículo 68 ter que propone el proyecto en este número, un nuevo inciso tercero que declara que el cargo de administrador regional no constituye nivel jerárquico en la planta del gobierno regional.

N° 36

Pasa a ser número 39).


La indicación del Ejecutivo reemplaza este numeral por otro que propone tres enmiendas al artículo 71 de la ley regional.


El precepto vigente regula la forma cómo se elabora el anteproyecto regional de inversiones.


El inciso primero dispone que en el segundo trimestre de cada año, y teniendo en consideración los objetivos estratégicos del gobierno regional, las autoridades regionales que indica elaborarán un anteproyecto de inversiones para el año siguiente. Con tal propósito, continúa, en abril de cada año los ministerios proporcionarán a determinadas autoridades regionales las orientaciones e información necesarias acerca de la inversión y actividades que se ejecutarán en el año siguiente; y los gobiernos regionales entregarán a los ministerios y sus unidades de información correspondiente.


El inciso tercero del texto vigente del artículo 36 preceptúa que una vez elaborado el anteproyecto señalado, su texto se enviará a los ministerios para su consideración en los proyectos de presupuesto.


El numeral del proyecto intercala, a continuación de la palabra “señalado” consignada en el inciso tercero, la oración “y previa aprobación por parte del consejo según lo dispuesto en la letra o) del artículo 36.”.


A su turno, la indicación reemplaza el numeral, que ya se ha dicho pasa a ser numeral 39, por otro que incluye tres enmiendas al artículo 71:


a) La primera intercala en su inciso primero, a continuación de la palabra “regional”, ya subrayada, la frase “los planes de desarrollo comunales vigente”, precedida de una coma (,).


b) La segunda agrega también en el inciso primero, a continuación de la palabra “correspondiente” la oración “Asimismo, durante el mes de mayo de cada año, los gobiernos regionales remitirán a las municipalidades de la región respectiva una propuesta inicial de anteproyecto regional de inversiones, con el fin de que éstas puedan, dentro de los quince días posteriores a su recepción, formular observaciones.”.


c) La tercera reitera en el inciso tercero, a continuación de la voz “señalado” la oración “y previa aprobación por parte del consejo según lo dispuesto en la letra o) del artículo 36),” consignada en el numeral del proyecto.

N° 37

Ha pasado a ser número 40).


El numeral 37) del proyecto, que ha pasado a ser 40), en los dos literales que lo conforman, propone enmiendas al artículo 73 del texto vigente de la ley orgánica sobre regionalización.


El referido precepto declara que el presupuesto del gobierno regional constituye, anualmente, la expresión financiera de los planes y programas de la región ajustados a la política nacional de desarrollo y al presupuesto de la Nación; y se regirá por las normas de la ley de administración financiera del Estado.


En su inciso tercero previene que el calendario de formulación del presupuesto a que se refiere el D.L. N° 1.263, de 1975, (ley de administración financiera del Estado) considerará una etapa de evaluación y discusión entre el nivel central y las regiones respecto del proyecto de presupuesto, para cuyo efecto cada año los consejeros regionales designarán a uno de sus integrantes para que conjuntamente con el intendente los represente en ella.


La indicación del Ejecutivo propone agregar un nuevo literal a este numeral -la letra c)- que reemplaza la frase subrayada en el inciso tercero por “el presidente del consejo y el intendente representarán al gobierno regional en dicha etapa.”.


También en el inciso cuarto de este artículo 73, que obliga a los ministerios, a través de los seremi, a informar a los gobiernos regionales y a los parlamentarios de la respectiva región la inversión y programas de gasto desglosada por iniciativa, unidad territorial, el monto de los recursos comprometidos y los beneficios y resultados esperados, la indicación propone:

1.- Intercalar, a continuación de la palabra “ministerios” y la coma que le sigue (,), la frase “y servicios públicos”.


2.- Agregar la siguiente frase final: “Asimismo, deberán individualizar lo correspondiente a los convenios de programación o mandato contemplados en los artículos 81 y 81 ter, respectivamente.”.

N° 38


Pasa a ser N° 41).


La indicación del Ejecutivo propone, en esta parte, reemplazar el número 38) del proyecto, que pasa a ser número 41) por otro que reemplaza en su integridad el artículo 78, que en su texto actual atribuye al consejo regional la facultad de resolver la inversión de recursos originados en la región, sobre la base de una propuesta del intendente.


El nuevo texto de la indicación, conformado con cuatro incisos, prescribe -inciso primero- que es facultad del intendente resolver la inversión de esos recursos, de acuerdo con el presupuesto aprobado por el consejo regional.


El inciso segundo, nuevo, dispone que dicha inversión se ajustará a criterios técnicos de priorización que se incorporarán en el presupuesto regional de acuerdo con el mismo procedimiento de aprobación de éste.


Enseguida, inciso tercero, le ordena al intendente someter al consejo, para su aprobación, la propuesta de presupuesto regional el primer día hábil del mes de diciembre anterior al año en que debe regir.


Finalmente, el inciso cuarto, nuevo, remite a un reglamento del Ministerio del Interior, suscrito además por el Ministro de Hacienda, el establecimiento de los procedimientos para cumplir las normas de este artículo y su congruencia con las normas presupuestarias nacionales.

N° 40

Pasa a ser número 43.


En seguida, la indicación del Ejecutivo sustituye la letra c) de este numeral, que introduce tres enmiendas al artículo 81 del texto vigente, precepto que define los convenios de programación a que se refiere el artículo 104 de la Constitución Política.


La tercera enmienda propuesta en el numeral consignada en la letra c) agrega al artículo 81 dos nuevos incisos, tercero y cuarto, que se refieren a la exigibilidad de los convenios de programación.


A su turno, la indicación del Ejecutivo reemplaza dicho literal c) por otro que introduce un solo nuevo inciso tercero, que declara que el cumplimiento de los programas de programación será obligatorio para todos los celebrantes (uno o más gobiernos regionales y ministerios, pudiendo incorporarse otras entidades públicas o privadas, nacionales, regionales o locales, cuyo concurso se estime necesario). Si el convenio es plurianual, cada una de ellas (los celebrantes) considerará en la formulación de su presupuesto la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción.

- - -


A continuación, la indicación agrega a la ley de gobiernos regionales un artículo 81 ter, también nuevo, que en su inciso primero faculta a los gobiernos regionales para suscribir convenios mandato con ministerios, servicios públicos, otros órganos de la Administración y asociaciones municipales, de acuerdo con la ley que establece normas de incidencia presupuestaria y de administración financiera (artículo 16 ley N° 18.091).


Agrega – inciso segundo – que tales convenios serán obligatorios para todos los contratantes, y si tienen carácter plurianual consignarán en sus presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente. El nivel de cumplimiento queda supeditado a los recursos consignados en el respectivo ítem de la Ley de Presupuestos de cada año.


Consigna, finalmente, un inciso tercero que prevé que los gobiernos regionales, los servicios públicos y las asociaciones municipales, priorizarán la ejecución de proyectos amparados por este artículo.

- - -


Cual ha quedado dicho en acápites precedentes, el proyecto que nos ocupa está estructurado en cinco artículos permanentes siendo el primero el que propone enmiendas a la ley orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional, en la forma en que hemos dado cuenta precedentemente en este informe.

Artículo 3°

El artículo 3° del proyecto, a su turno, complementa el artículo 43 de la misma ley regional, que regula el funcionamiento de una secretaría destinada a prestar asesoría al consejo regional. El nuevo precepto se refiere a la forma de selección y nombramiento del secretario ejecutivo del consejo.


La indicación de S.E. el Presidente de la República, reemplaza el referido precepto con otro que dispone que el secretario ejecutivo del consejo a que se refiere el artículo 43 de la ley sobre regionalización será seleccionado mediante concurso público.


Agrega -inciso segundo- que el mencionado funcionario será nombrado por el intendente con acuerdo del consejo de entre las personas que integren la nómina propuesta por el Sistema de Alta Dirección Pública, mediante el procedimiento que el mismo precepto establece: análogo al del nombramiento de altos directivos públicos de segundo nivel jerárquico y con arreglo al párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882 (regula la política de personal de los funcionarios públicos. En los artículos 48 y siguientes, establece la forma cómo se proveen las vacantes de los cargos de alta dirección). Concluye este inciso señalando que corresponde al consejo regional definir el perfil profesional con las competencias y aptitudes de los aspirantes al cargo.


El nuevo inciso tercero propuesto en la indicación prevé que la administración del proceso de selección corresponde al Consejo de Alta Dirección Pública, pero su financiamiento es responsabilidad del gobierno regional respectivo.


El inciso siguiente -inciso cuarto- encarga al Consejo de Alta Dirección Pública confeccionar la nómina de candidatos para que el intendente proceda al nombramiento con acuerdo del consejo regional.


Finalmente, el inciso quinto dispone que en cada planta de los gobiernos regionales, el secretario ejecutivo tendrá el grado equivalente al de los jefes de división.

Artículo 4°

A continuación, la indicación del Ejecutivo reemplaza el artículo 4° del proyecto, que se refiere a la forma cómo se nombran los jefes de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales.


El nuevo texto sugerido en la indicación trata de la misma materia disponiendo que dichos funcionarios serán nombrados por el intendente mediante concurso público de entre los que integren una nómina propuesta por el Sistema de Alta Dirección Pública, en un procedimiento análogo al previsto para el nombramiento de altos directivos públicos, debiendo el intendente definir el perfil profesional del funcionario con sus competencias y aptitudes (incisos primero y segundo).


Agrega, al igual que el artículo precedente, que la administración del proceso será de su responsabilidad del Consejo de Alta Dirección Pública, pero su financiamiento será de cargo del gobierno regional (inciso tercero), y concluye disponiendo que el Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos a estos cargos, que servirá al intendente para la designación.

Artículo 7°

En seguida, la indicación de S.E. el Presidente de la República enmienda el artículo 7° del proyecto, cuyo numeral 1) incorpora dos nuevos artículos 8° bis y 8° ter, nuevos a la Ley Orgánica Constitucional sobre Municipalidades.


El nuevo artículo 8° bis faculta a los municipios y gobiernos regionales para suscribir convenios formales anuales o plurianuales de programación de inversión pública, agregando, en su inciso segundo, que la ley orgánica constitucional respectiva establecerá las normas para su suscripción, ejecución y exigibilidad.


La indicación propone reemplazar la expresión “respectiva” en el inciso segundo por la oración “sobre gobierno y administración regional”.

- - -


Finalmente, el Ejecutivo propone en su indicación agregar un artículo 8°, nuevo, al proyecto, que intercala en el inciso cuarto del artículo 18 de la ley N° 15.840, orgánica del Ministerio de Obras Públicas, entre la palabra “municipalidades” y la coma (,) que le sigue, las expresiones “o Gobiernos Regionales”.


(La norma mencionada previene que a la Dirección de Vialidad le corresponda aprobar y fiscalizar los estudios, proyección y construcción de puentes urbanos encomendados por las municipalidades, conviniendo con éstas su financiamiento.).
- - -


Con el mérito de la relación y acuerdos precedentemente descritos, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general del siguiente:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Introdúcense, las siguientes modificaciones a la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior:

1) Suprímese, en el artículo 7º, la expresión “miembro del consejo económico y social provincial” y la coma (,) que la antecede.

2) Reemplázase, el inciso segundo del artículo 13, por el siguiente:

“Los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y podrán desarrollar, directamente o con la colaboración de otros órganos de la administración del Estado, las competencias, funciones y atribuciones que esta ley les confiere. Dispondrán de autonomía para la administración de sus finanzas, en concordancia con lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado. Cualquier nueva función o atribución que se le asigne o transfiera a los gobiernos regionales deberá identificar la fuente de financiamiento respectivo.”.
3) Incorpórase en el Capítulo II del Título Segundo, a continuación de la expresión “Funciones y Atribuciones del Gobierno Regional”, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 1º

De las Competencias”.

4) Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma: 

a) Reemplázase su letra a) por la siguiente:

“a) Diseñar, elaborar, aprobar e implementar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región, así como su proyecto de presupuesto, los que deberá ajustar a la política nacional de desarrollo y al presupuesto de la Nación;”.

b) Intercálanse las siguientes letras b), c), d) y e) nuevas, pasando las actuales letras b) y siguientes, a ser letras f) y siguientes, respectivamente:

“b) Efectuar los estudios, análisis y proposiciones relativos al desarrollo regional;

c) Orientar el desarrollo territorial de la región en coordinación con los servicios públicos;

d) Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto, el que deberá ajustarse al presupuesto de la Nación;

e) Administrar fondos y programas de aplicación regional;”.

c) Reemplázase, en la actual letra h), que pasa a ser letra l), la expresión “artículo 67” por la frase “Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo”; y, reemplázase el punto y coma (;) que sigue a la palabra “ley” por una coma (,) seguida de la conjunción “y”.

d) Reemplázanse, en la actual letra i), que pasa a ser letra m), la coma (,) y la conjunción “y” que siguen a la palabra “funciones” por un punto final (.).

e) Trasládase la actual letra j), como nueva letra i) del artículo 17.

5) Modifícase el artículo 17 de la siguiente forma:

a) Incorpórase la siguiente letra a), nueva, pasando las actuales letras a) y siguientes, a ser letras b) y siguientes, respectivamente:

“a) Elaborar y aprobar, en concordancia con la estrategia regional de desarrollo y previa consulta a las municipalidades de la región, el plan regional de ordenamiento territorial, instrumento orientador que deberá consignar las características, potencialidades, vocaciones y recomendaciones para la planificación y las decisiones que impacten en los territorios urbanos y rurales, borde costero y sistema de cuencas hidrográficas. Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito por los Ministros de Defensa Nacional, Obras Públicas, Agricultura y Vivienda y Urbanismo, se regulará lo concerniente a los procedimientos para la elaboración y contenidos mínimos que deberá contemplar el plan;”.

b) Sustitúyese en la actual letra d), que pasa a ser e), la oración “aplicando para ello las políticas nacionales en la materia,” por “aplicando en lo que sea pertinente las políticas nacionales en la materia,”.

c) Reemplázase en la actual letra e), que pasa a ser letra f), la expresión “procurando” por “en coordinación con”. Asimismo, sustitúyese la coma (,) que sigue a la palabra “social” por un punto y coma (;), y elimínase la conjunción “y”. 

d)  Reemplázase en la actual letra f), que pasa a ser letra g), el punto final (.) por un punto y coma (;). 

e)  Agrégase la siguiente letra h), nueva:

“h) Financiar estudios y proponer las condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los sistemas de tratamientos más adecuados para cada uno de ellos, en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y Medio Ambiente respectivas y las municipalidades de la región, de conformidad a las normas que rigen la materia; e”.

f)  Incorpórase, como nueva letra i), la letra j) trasladada desde el artículo 16.

6) Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente:

“Artículo 18.- En materia de fomento de las actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:

a) Formular políticas regionales de fomento de las actividades productivas, en particular el apoyo al emprendimiento, a la innovación, a la capacitación, al desarrollo de la ciencia y tecnología aplicada, al mejoramiento de la gestión y a la competitividad de la base productiva regional, adecuándolas a las políticas nacionales existentes en la materia;

b) Integrar y aplicar en su gestión las políticas nacionales considerando las prioridades estratégicas regionales;

c) Establecer las prioridades estratégicas regionales en materia de fomento de las actividades productivas y de mejoramiento de la innovación para la competitividad, generando las condiciones institucionales favorables al desarrollo empresarial, a la inversión productiva y a la capacidad emprendedora, velando por un desarrollo sustentable y concertando acciones con el sector privado en las áreas que corresponda;

d) Fomentar el turismo en los niveles regional y provincial, con arreglo a las políticas nacionales

e) Promover y diseñar, en coordinación con las autoridades nacionales y comunales competentes, programas, proyectos y acciones en materia de fomento de las actividades productivas establecidas como prioridades regionales, como asimismo financiarlos;

f) Promover la implementa-ción de oficinas comunales de fomento productivo e innovación para la competitividad, coordinando su acción a nivel regional, y

g) Promover la investiga-ción científica y tecnológica, y fomentar el desarrollo de la educación superior y técnica en la región, en concordancia con la política regional de fomento de las actividades productivas.”.

7) Modifícase el artículo 19 de la siguiente forma:

a) Agrégase, en su encabezado, a continuación de la palabra regional, y precedida de una coma (,), la expresión “, preferentemente”.

b) Reemplázase la letra c) por la siguiente: 

“c) Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos de impacto en grupos vulnerables o en riesgo social, así como su financiamiento;”.

c) Reemplázanse en la letra e), la coma (,) y la conjunción “y” que siguen a la palabra “región” por un punto y coma (;).

d) Reemplázase en la letra f), el punto final (.) por un punto y coma (;).

e) Agréganse, a continuación de la letra f), las siguientes letras g), h) e i), nuevas:

“g) Financiar y difundir actividades y programas de carácter cultural. En el ejercicio de esta función le corresponderá promover el fortalecimiento de la identidad regional;

h) Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos que fomenten la práctica del deporte, así como su financiamiento, y 

i) Mantener información actualizada sobre la situación socio económica regional, identificando las áreas y sectores de extrema pobreza y proponiendo programas destinados a superarla.”.

8)
Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 20:

a) Intercálase, en el literal c), a continuación de la palabra “ministerios”, y precedidas de una coma (,) la expresión “las municipalidades u otros gobiernos regionales”. 

b) Sustitúyese, en el literal d), la palabra “obras” por la expresión “iniciativas”.

c) Reemplázase en la letra f) la expresión “planes regionales de desarrollo urbano” por “planes regionales de ordenamiento territorial” y elimínase la expresión “los párrafos segundo y tercero de”. 

d) Reemplázase, en el literal h), la coma (,) y la conjunción “e” que siguen a la palabra “correspondiente” por un punto y coma (;).

e) Sustitúyese, en el literal i), el punto final (.) que sigue a la expresión “desarrollo regional”, por un punto y coma (;).

f) Agréganse las siguientes letras j) y k) nuevas: 

“j)
Diseñar, elaborar, aprobar e implementar políticas, planes, programas dentro de su territorio, y 

k)
Ejercer las demás atribuciones necesarias para el ejercicio de las funciones que la ley le encomiende”.

9) Introdúcese, a continuación del artículo 21, el siguiente Párrafo 2º nuevo:

“Párrafo 2°

De la Transferencia de Competencias

Artículo 21 Bis.- El Presidente de la República, previo informe de los Ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda, podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los Ministerios y de los  servicios públicos a que se refiere el artículo 28 de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado; en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural.

Para solicitar la transferencia de funciones al gobierno regional según el procedimiento del artículo 21 Quáter, el consejo regional siempre resolverá sobre la base de la propuesta del intendente.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, el consejo, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá solicitar al ejecutivo del gobierno regional que realice estudios referidos a funciones y atribuciones que podrán ser solicitadas por éste. El intendente deberá remitir al consejo dichos estudios una vez que estos hayan sido recepcionados y aprobados. 

En caso que una solicitud de transferencia de competencias sea rechazada, el Presidente de la República deberá dar una respuesta a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde que aquélla haya sido recibida.
Artículo 21 Ter.- Serán ámbitos de competencias en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas, desarrollo social y cultural del gobierno regional, para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, las siguientes:

a) Ordenamiento territorial, planificación urbana y asentamientos humanos;

b)  Medioambiente;

c) Obras de infraestructura y equipamiento regional;

d) Transporte;

e) Desarrollo rural y de localidades aisladas;

f) Fomento de las actividades productivas;

g) Turismo;

h) Programas sociales y culturales;

i) Educación y salud;

j) Deporte; 

k) Ciencia y tecnología, y

l) Conservación del patrimonio.

Artículo 21 Quáter.- La transferencia de competencias se realizará, en el marco de los ámbitos descritos en el artículo precedente, según el siguiente procedimiento:

a) El gobierno regional con su patrimonio podrá desarrollar, total o parcialmente, las competencias indicadas en el artículo 21 ter, previo convenio con el ministerio y servicio público que ejerce la función administrativa, el cual será aprobado por decreto supremo.

b) La transferencia de competencias podrá implementarse también mediante programas. Para ello el gobierno regional podrá administrar y ejecutar programas nacionales de claro impacto regional, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo, el cual deberá ser aprobado por decreto supremo. Los recursos de ejecución y agenciamiento deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente a dicho ministerio o servicio en la ley de presupuestos.

c) La transferencia de competencias podrá implementarse, asimismo, mediante la creación de servicios públicos regionales, según lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

d) Para efectos de lo dispuesto en los literales a) y b) precedentes, un decreto supremo podrá aprobar la transferencia de una o más competencias. Los convenios que tengan por objeto la ejecución de las competencias transferidas serán aprobados por decreto expedido “por orden del Presidente de la República”, o por resolución del jefe de servicio correspondiente, según corresponda.

e) La transferencia de competencias podrá ser revocada fundadamente. Para dichos efectos, el decreto supremo señalado en los literales a) y b) precedentes, o la ley contemplada en el literal c), según corresponda; deberán identificar la forma en que se producirá la revocación anticipada de la transferencia de competencias, en los casos en que ésta se haya dispuesto temporalmente, o la simple revocación, en aquellos en que la función o atribución se haya transferido en forma definitiva, así como lo referido al personal y bienes involucrados.

El acto que disponga la revocación competencial será siempre fundado, pudiendo considerarse al efecto, entre otros motivos, la deficiente prestación de servicios a la comunidad, ineficiencias e ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos y la duplicación o interferencia de funciones y atribuciones con otros órganos de la Administración del Estado.

f) Un gobierno regional podrá solicitar la creación de hasta tres nuevas divisiones, para el ejercicio eficiente de las competencias transferidas en las letras a) y b) y la coordinación de los servicios creados en el literal c), todos del presente artículo.”.

“Artículo 21 Quinquies.- Verificado lo dispuesto en el inciso final del artículo 21 bis, el gobierno regional, dentro de los treinta días siguientes de ser notificado, podrá solicitar al Presidente de la República, a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, la reconsideración total o parcial de dicho rechazo.

Dicho proceso se someterá a las siguientes disposiciones:

 a) Mediante decreto supremo, dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de la reconsideración, se dispondrá la conformación de una comisión integrada por un representante del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante del ministerio y del director de servicio, en su caso, cuyas competencias hayan sido solicitadas; el presidente del consejo regional y el intendente de la respectiva región.

Podrán integrar, además, esta comisión funcionarios de órganos de la administración del Estado y expertos en materias relacionadas con las competencias solicitadas.

b) La Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo actuará como secretaría ejecutiva, emitiendo los informes que le sean requeridos.

c) La comisión dispondrá de noventa días, contados desde la notificación al Gobierno Regional del decreto supremo indicado en el literal a), para evacuar un informe. Éste podrá proponer el rechazo de la solicitud o una adecuación de la solicitud original de transferencia presentada conforme a lo estatuido en el artículo 21 bis.

d) El Presidente de la República resolverá, siguiendo el mismo procedimiento dispuesto en el artículo anterior, tomando en consideración el informe dispuesto en el literal precedente. La solicitud de transferencia de competencias que sea nuevamente rechazada en esta instancia no podrá ser solicitada durante el mismo periodo presidencial.”.

10) Agrégase, en el artículo 22, el siguiente nuevo inciso segundo: 

“Salvo disposición expresa en contrario, cuando la ley requiera la opinión o acuerdo del gobierno regional, el intendente en su calidad de órgano ejecutivo de aquel, deberá someterlo previamente al acuerdo del consejo regional.”.

11)Elimínase, en el inciso primero del artículo 23, la oración “y presidirá el consejo regional”.

12) Modifícase el artículo 24 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese la letra b) por la siguiente:

“b) Someter al consejo regional las políticas, estrategias y proyectos de planes regionales de desarrollo y sus modificaciones, así como proveer a su ejecución;”.

b) Derógase la letra c).

c)  Reemplázase la letra d) por la siguiente:

“d) Someter al consejo regional el proyecto de presupuesto de la respectiva región considerando, para tal efecto, los recursos asignados a ésta por la Ley de Presupuestos de la Nación, sus recursos propios y los que provengan de los convenios de programación a que se refiere el artículo 81. El proyecto de presupuesto deberá ajustarse a las orientaciones y límites que establezca la política nacional de desarrollo y demás normas legales sobre administración financiera del Estado”.

d) Reemplázase la letra e) por la siguiente: 

“e) Proponer al consejo regional la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que correspondan a la región, conforme a ítemes o marcos presupuestarios, así como de las inversiones sectoriales de asignación regional, y de los recursos propios que el gobierno regional obtenga en aplicación de lo dispuesto por el artículo 19, N° 20°, de la Constitución Política de la República. Esta propuesta del intendente al consejo regional deberá basarse en variables e indicadores objetivos de distribución intrarregional. Cada ítem o marco presupuestario deberá contar con la respectiva glosa.”.
e) Agrégase, en la letra m), a continuación de la expresión “gobierno regional”, y precedida de un punto (.), la siguiente oración:

“En el uso de estas facultades, el intendente deberá comunicar, tanto al consejo como al ministro o director de servicio correspondiente; los incumplimientos de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter“.

f)  Sustitúyese la letra p) por la siguiente:

“p) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, los planes regionales de ordenamiento territorial;”.

g) Intercálanse las siguientes letras q), r), s), t), u), v), w) y x) nuevas, pasando las actuales letras q) y r), a ser nuevas letras y) e z), respectivamente:

“q) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, los planes reguladores metropolitanos e intercomunales y, en los territorios que no cuenten con aquéllos, los planes reguladores comunales y seccionales, conforme a las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones;

r) Solicitar al Presidente de la República la transferencia de una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, según las normas establecidas en el Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo de la presente ley;

s) Asistir a cualquier sesión del consejo regional cuando lo estimare conveniente, pudiendo tomar parte en sus debates con preferencia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho a voto. Durante la votación podrá, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier consejero regional al fundamentar su voto, derecho que deberá ser ejercido inmediatamente después de terminada la intervención del consejero cuyos conceptos desea rectificar. Este, a su vez, tendrá derecho a réplica inmediata;

t) Proponer al presidente del consejo, antes del inicio de la sesión respectiva, la inclusión de una o más materias en aquélla. La comunicación se realizará en forma escrita al secretario ejecutivo. Sin perjuicio de ello, el intendente podrá hacer presente la urgencia para el despacho de una materia o iniciativa específica, mediante oficio que dirigirá al presidente del consejo. Dichos asuntos deberán ser incorporados en la tabla de la sesión inmediatamente siguiente. El presidente del consejo, con el acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá desechar la petición de urgencia. Con todo, si existiese un plazo legal o reglamentario que obligare a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá ejercer la facultad señalada;”.

u) Delimitar, previa aprobación del consejo regional, territorios objeto de planificación regional no comprendidos en la ley general de urbanismo y construcciones y coordinarse con los servicios públicos regionales en los espacios definidos.

v) Someter al consejo regional el plan regional de desarrollo turístico;

w) Declarar, previa aprobación del consejo regional, determinados territorios como zonas rezagadas en materia social, proponiendo al consejo, a la vez, el plan de desarrollo respectivo;

x) Proponer al consejo regional el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71;”.

13) Sustitúyese en el artículo 25, inciso primero, la expresión “y e)”, por una coma “(,)”, e intercalase entre la letra d) y la palabra “del” que le sigue, la expresión “t), u), v) y w), precedida de una coma (,)”.

14) Intercálase, en el artículo 26, a continuación de la palabra “consejo" la expresión “y a los alcaldes de la región” y reemplázase la expresión “la página web” por la frase “el sitio electrónico institucional”.

15) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 27: 

16) Introdúcense los siguientes artículos 30 bis, 30 ter y 30 quáter, nuevos:

“Artículo 30 bis.- En su sesión constitutiva, el consejo regional elegirá entre sus miembros, por mayoría absoluta de sus integrantes en ejercicio, un presidente, que permanecerá en su cargo durante un período de cuatro años. Dicha sesión será presidida por el presidente del consejo, siempre que haya de continuar como consejero para el correspondiente período; a falta de éste, por aquel de los presentes que haya desempeñado más recientemente el cargo de presidente y, en último término, por el consejero en ejercicio de más edad. 

La designación del nuevo presidente será comunicada al Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y a las Cortes de Apelaciones con asiento en la región respectiva.

El presidente del consejo cesará en su cargo si incurriere en alguna de las causales descritas en el artículo 40 de la presente ley; por remoción fundada acordada por los dos tercios de los consejeros en ejercicio; o por renuncia aprobada por la mayoría de los consejeros en ejercicio.

La moción de remoción podrá ser presentada por no menos de cuatro ni más de ocho consejeros en ejercicio, no tendrá discusión y será votada en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente, la cual será presidida por aquel de los presentes que haya desempeñado más recientemente el cargo de presidente y, en último término, por el consejero en ejercicio de más edad. 

En caso de adoptarse el acuerdo de remoción, el que siempre deberá ser fundado, corresponderá, en la misma sesión ordinaria, elegir al nuevo presidente del consejo, el cual durará en el cargo hasta completar el período que restaba a quien suceda.

Si la moción de remoción fuere rechazada, no podrá renovarse por las mismas razones o causales sino después de tres meses, salvo que se fundare en el incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el artículo siguiente.

La renuncia deberá ser depositada por el presidente en la secretaría a que se refiere el artículo 43, la que se pondrá en votación sin discusión en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente a la fecha de su presentación.

Artículo 30 ter.- Corresponderá al presidente del consejo regional:

a) Disponer la citación del consejo a sesiones, cuando proceda, y elaborar la  tabla de la sesión, dando cumplimiento a lo dispuesto en la letra t) del artículo 24;

b) Abrir, suspender y levantar las sesiones en conformidad al reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36;

c) Presidir las sesiones y dirigir los debates;

d) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden y proclamar las decisiones del consejo;

e) Ejercer el derecho de voto dirimente en los casos en se produzca un empate en el resultado de las votaciones; 

f) Mantener el orden en el recinto, pudiendo solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública; 

g) Mantener la correspondencia del consejo con el intendente, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el Tribunal Electoral Regional y con la Contraloría Regional respectiva. La correspondencia con cualquier otro cuerpo o persona se llevará por el secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden del presidente

h) Suscribir las actas de las sesiones, las comunicaciones oficiales que se dirijan a nombre del consejo o de algún consejero y los otros documentos que requieran su firma. Dentro de éstos oficializará la comunicación acerca de la adopción de acuerdos del consejo sobre los siguientes instrumentos del gobierno regional, así como sus respectivas modificaciones:

i) Plan de Desarrollo de la Región;

ii) Plan Regional de Ordenamiento Territorial;

iii) Planes Reguladores Comunales;

iv) Planes Reguladores Intercomunales;

v) Convenios de Programación;

vi) Convenios Territoriales;

vii) Plan Regional de Desarrollo Turístico;

viii) Reglamentos Regionales, y

ix) Anteproyecto Regional de Inversiones.
i) Suscribir, sólo para efectos de ratificar el acuerdo correspondiente del consejo regional, los actos administrativos que formalicen la aprobación de todos los instrumentos contemplados en el literal precedente, con excepción de los Convenios de Programación;

j) Dar cuenta, en el mes de diciembre de cada año, tanto al consejo como a los alcaldes de la región, de las normas aprobadas, resoluciones adoptadas y acciones de fiscalización ejecutadas por el consejo”.

k) Actuar en representación del consejo, en los actos de protocolo que correspondan;

l) Cuidar de la observancia del reglamento a que se refiere el literal a) del artículo 36; y

m) Las demás que disponga el reglamento a que se refiere el literal a) del artículo 36.

Para el ejercicio de sus competencias el presidente del consejo dispondrá de gastos de representación y de los recursos necesarios en el presupuesto del gobierno regional.

Artículo 30 Quáter.- El presidente, a lo menos una vez al año, dará al cuenta al consejo de su gestión, la cual considerará antecedentes sobre sesiones ordinarias y extraordinarias realizadas, tipos de materias tratadas en ellas, acuerdos adoptados y todo otro hecho relevante que deba ser puesto en conocimiento del consejo.”.

17) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 32:

a) Incorpórase en el literal b), a continuación de la coma (,) que sucede a la palabra “gobernadores”, la expresión “las autoridades que ejerzan la función de gobierno en los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago de Juan Fernández,”.

b) Elimínase en el literal e), la expresión “ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más,”.

c) Suprímese en el inciso segundo la frase “ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más,”.

18) Reemplázase, en el artículo 33, la expresión “económicos y sociales provinciales y comunales” por “comunales de organizaciones de la sociedad civil”.

19) Modifícase el artículo 36 de la siguiente forma:

a) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra c):

i.
Agrégase el siguiente primer párrafo nuevo, pasando los actuales párrafos primero, segundo, tercero y cuarto a ser párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente:

“c) Aprobar el plan regional de ordenamiento territorial, el cual requerirá, para su aprobación, tener informes previos favorables de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, cuando corresponda; y de las Secretarías Regionales Ministeriales de Agricultura, Vivienda y Urbanismo y Obras Públicas.”.

ii.
Elimínase en el actual párrafo primero, que pasa ser párrafo segundo, la expresión “los planes regionales de desarrollo urbano,”.

iii.
Sustitúyese en el actual párrafo cuarto, que pasa a ser párrafo quinto, la expresión “desarrollo urbano” por la frase “ordenamiento territorial”.

b)
Intercálase, en el literal e), a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra intendente, la expresión “conforme a ítemes o marcos presupuestarios,” seguida de una coma (,).

c)
Intercálase, en la parte final de la letra f), a continuación de la palabra “celebre”, y precedida de una coma (,), la expresión “sin perjuicio de la facultad de recomendar a aquél, por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, la suscripción de convenios de programación específicos;”.

d)
Sustitúyese la letra g) por la siguiente: 

“g) Fiscalizar el desempeño del intendente en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional, como también el de las unidades que de él dependan, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.

Asimismo, y sin perjuicio de lo dispuesto en el literal m) del artículo 24, fiscalizará el desempeño de secretarios regionales ministeriales y directores regionales de servicios públicos en lo referido a la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo regional; así como de los que sean propios de la competencia del gobierno regional.”.

e) Introdúcense las siguientes nuevas letras h) e i), nuevas, pasando las actuales letras h), i) y j) a ser nuevas letras j), k) y l), respectivamente: 

“h) Citar, previo acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, a autoridades regionales o provinciales para informar acerca del accionar de sus respectivas instituciones, debiendo éstas comparecer obligatoriamente; 

i) Recomendar al intendente la implementación de acciones de interés regional;”.

f) Introdúcense las siguientes letras m), n), ñ), o), p), q) y r), nuevas:

“m) Aprobar, modificar o sustituir la delimitación de territorios objeto de planificación regional;

n) Aprobar, modificar o sustituir el plan regional de desarrollo turístico;

ñ) Aprobar, modificar o sustituir la declaración de territorios como zonas rezagadas en materia social y el plan de desarrollo respectivo;

o) Aprobar el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71; 

p) Conocer el programa público de inversiones en la región según lo dispuesto en el inciso final del artículo 73;

q) Aprobar las transferencias de competencias conforme a lo dispuesto en el Párrafo 2º del Capítulo II, y

r) Informar a la Contraloría General de la República el incumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter.

g) Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:

“Las atribuciones a que se refieren los literales c), m), n), ñ), o) y q) precedentes serán ejercidas por el consejo regional sobre la base de la respectiva proposición que efectúe el intendente.

En las materias que no tengan un plazo especial, el consejo regional deberá pronunciarse sobre las materias que sean sometidas a su consideración o decisión dentro de los treinta días siguientes a la presentación realizada por el intendente. 
Si el consejo regional no se pronunciare dentro de los plazos establecidos, regirá lo propuesto por el intendente.”.

20) Incorpórase el siguiente artículo 36 bis, nuevo:

“Artículo 36 bis.- Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero de la letra g) del artículo anterior, el consejo regional podrá:

a) Requerir del intendente la información necesaria al efecto, el que deberá responder en el plazo de 20 días.

b) Disponer, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la contratación de una auditoría externa que evalúe la ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera del gobierno regional, facultad que sólo podrá ejercerse una vez al año. 

c) Solicitar al intendente, previo acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, que represente a los jefes superiores o directivos de los órganos de la Administración del Estado o empresas en las que el Estado tenga participación, nacionales y regionales, su disconformidad cuando la región ha sido afectada y perjudicada negativamente por acciones u omisiones de aquéllos.

En el ejercicio de lo dispuesto en el inciso segundo del literal g) del artículo precedente, el consejo podrá:

i.- Requerir de las secretarías regionales ministeriales y de las direcciones regionales de los servicios públicos la información necesaria al efecto, debiendo darse respuesta a ello dentro del plazo de 20 días.

ii.- Solicitar antecedentes sobre la ejecución de iniciativas financiadas con recursos provenientes de lo dispuesto en el literal b) del inciso primero del artículo 73 o de lo estatuido en el artículo 80. En caso que el consejo constatare atrasos injustificados, previo acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, comunicará dichos antecedentes a la Contraloría General de la República.”.

21) Introdúcese el siguiente artículo 38 bis nuevo: 

“Artículo 38 bis.- Los senadores y diputados que representen a las circunscripciones y distritos de la región podrán, cuando lo estimaren conveniente, asistir a las sesiones del consejo regional. Tomarán parte en sus debates con preferencia para hacer uso de la palabra, sin derecho a voto. Durante las votaciones podrán, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier consejero regional al fundamentar su voto, derecho que deberá ser ejercido inmediatamente después de terminada la intervención del consejero cuyos conceptos desea rectificar. Este, a su vez, tendrá derecho a réplica inmediata.”.

22) Sustitúyese el artículo 39 por el siguiente:

“Artículo 39.- Los consejeros regionales tendrán derecho a una dieta mensual de diez unidades tributarias mensuales, la que se percibirá por la asistencia a la totalidad de las sesiones del consejo celebradas en el mes respectivo, disminuyéndose proporcionalmente según el número de inasistencias del consejero. Para los efectos anteriores, se considerarán tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias.

El consejo acordará el número de sesiones ordinarias a realizar en el mes, debiendo efectuarse a lo menos dos.

Asimismo, cada consejero regional tendrá derecho a percibir una dieta de dos unidades tributarias mensuales, con un máximo de seis en el mes, por la asistencia a cada sesión de comisión de las referidas en el artículo 37.

Sin perjuicio de lo señalado, cada consejero tendrá derecho anualmente a una dieta adicional, a pagarse en el mes de enero, correspondiente a cinco unidades tributarias mensuales, siempre que durante el año calendario anterior el consejero haya asistido formalmente, a lo menos, al setenta y cinco por ciento de las sesiones celebradas por el consejo en dicho período.

Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional establecidas en los incisos precedentes, no serán consideradas como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de salud, que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por médico habilitado para ejercer la profesión, presentado ante el consejo a través del secretario ejecutivo. Igualmente, para los efectos señalados, y previo acuerdo del consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres, siempre que el deceso hubiese tenido lugar dentro de los siete días corridos anteriores a la sesión respectiva.

Asimismo, no se considerarán las inasistencias de consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio consejo.

Tendrán también derecho a pasajes y reembolso de gastos por concepto de alimentación y alojamiento para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual. El reembolso de gastos no podrá superar, en ningún caso, el valor del viático que le corresponda al intendente en las mismas condiciones.

Cuando un consejero regional se encuentre en el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, tendrá derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de alimentación y de alojamiento. Tales fondos no estarán sujetos a rendición y serán equivalentes al monto del viático que corresponda al intendente respectivo por iguales conceptos.

Con todo, los cometidos al extranjero que acuerde el consejo regional durante el año, no podrán significar una disposición de recursos que supere el 30% del total contemplado en el presupuesto para el pago de viáticos a los consejeros regionales. Lo anterior, deberá ser certificado previamente por la jefatura a cargo de la administración y finanzas del gobierno regional y, en todo caso, el cometido será dispuesto formalmente por el intendente regional respectivo.

Los consejeros regionales podrán afiliarse al Sistema de Pensiones, de Vejez, de Invalidez y de Sobrevivencia de acuerdo a lo establecido en el Decreto Ley Nº 3.500, por el solo hecho de asumir tales funciones. Para estos efectos, los consejeros se asimilarán al régimen de los trabajadores por cuenta ajena. Las obligaciones que para estos efectos se imponen a los empleadores, se radicarán en los respectivos gobiernos regionales. Las cotizaciones previsionales se calcularán sobre la base de las asignaciones mensuales que a los consejeros corresponda percibir en virtud de los incisos primero y tercero del presente artículo.

Los consejeros regionales, por la actividad que realicen en tal condición, quedarán sujetos al seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la Ley Nº 16.744, gozando de los beneficios que correspondan a la naturaleza de su cargo. El costo de este beneficio será de cargo del gobierno regional.”.”.

23) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:

“Artículo 39 bis.- Los empleadores de las personas que ejerzan un cargo de consejero regional, deberán conceder a éstas los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales, con el objeto de asistir a las sesiones del consejo, así como también a las de las comisiones a que se refiere el artículo 37,hasta por 12 horas semanales, no acumulables. 

Del mismo modo, se deberán conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello presentar la correspondiente certificación del secretario ejecutivo del consejo.”.

24) Agrégase al artículo 41, el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“Quien cesare en el cargo de consejero regional por las causales señaladas en los literales c) y f) del artículo precedente, por contravención grave al principio de probidad administrativa o por haber incurrido en alguna de las situaciones descritas en la letra e) del artículo 32; no podrá desempeñar ninguna función o empleo público, sea o no de elección popular, por el término de cinco años.”.

25) Reemplázase el inciso segundo del artículo 43 por el siguiente inciso segundo nuevo:

“El consejo dispondrá de un secretario ejecutivo, el que se desempañará como su ministro de fe.”.

26) Agrégase el siguiente nuevo artículo 43 Bis:

“Artículo 43 Bis.- Cada gobierno regional, en concordancia con la disponibilidad financiera, deberá dotar al consejo de los medios físicos de apoyo suficientes para desarrollar debida y oportunamente las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de consejeros existente en la región.

Para ello, durante la sesión de instalación a que se refiere el artículo 30 bis, el intendente someterá a la aprobación del consejo los medios a usar durante el período respectivo.”.”.

27) Suprímese, en el inciso primero del artículo 44, la expresión “y presidirá el consejo económico y social provincial”, con la coma (,) que la precede.

28) Derógase el artículo 47.

29) Derógase el Párrafo 4º del Capítulo III del Título Segundo, y los artículos 48 a 60, que lo integran.

30) Reemplázase la denominación del Capítulo IV de Título II por la siguiente: 

“De Otros órganos de la Administración del Estado en las Regiones y de la Estructura Administrativa del Gobierno Regional”.

31) Intercálase, entre la denominación del Capítulo IV y el artículo 61, el siguiente epígrafe: 

“Párrafo 1º De los Otros Órganos de la Administración del Estado en las Regiones”.

32) Agrégase, en el artículo 63), el siguiente inciso segundo nuevo:

“Para la aplicación de recursos destinados a ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural, en conformidad a los ámbitos descritos en los artículos 17, 18 y 19; los ministerios y servicios públicos tendrán en consideración las proposiciones que formulen al efecto los gobiernos regionales, pudiendo comprender éstas criterios de elegibilidad, localización u otros. Estas proposiciones deberán ser remitidas por los gobiernos regionales, a través de las secretarías regionales ministeriales, a más tardar el 31 de diciembre de cada año.”.

33) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 64:

a) Sustitúyense sus letras a), b) y c), por las siguientes letras a), b) y  c), nuevas, respectivamente:

“a) Presentar al Ministerio respectivo las prioridades regionales, para efectos de la formulación de las políticas nacionales;

b) Velar porque las políticas, programas y proyectos regionales se enmarquen dentro de las políticas nacionales;

c) Supervisar la debida aplicación de las políticas nacionales en la región;”.

b) Reemplázase su letra f) por la siguiente: 

“f) Realizar tareas de coordinación, supervigilancia o fiscalización sobre todos los organismos de la Administración del Estado que integren su respectivo sector. En este ámbito deberá velar de forma especial por el cumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter;”.

34) Derógase el artículo 67.

35) Intercálase, entre el nuevo artículo 67 derogado y el artículo 68, el siguiente epígrafe: 

“Párrafo 2º De las Divisiones del Gobierno Regional”.

36) Sustitúyese el artículo 68 por el siguiente:

“Artículo 68.- El Intendente, para el cumplimiento de las funciones que la presente ley le asigna como ejecutivo del gobierno regional, contará con la siguiente estructura organizacional:

a) Una División de Planificación y Desarrollo Regional, encargada de elaborar y proponer estrategias, políticas, planes, programas y proyectos para el desarrollo armónico del territorio, sobre la base de procesos técnicos y participativos, conforme a las prioridades definidas por el gobierno regional. Asimismo, le corresponderá apoyar al intendente en la evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, programas, proyectos y presupuestos de carácter regional, y prestar asistencia técnica a las municipalidades y demás organismos de la administración, que lo requieran;

b) Una División de Presupuesto e Inversión Regional, encargada de elaborar el proyecto de presupuesto de inversiones del gobierno regional, así como de ejecutar y controlar dicho presupuesto de inversiones y los programas que administre el gobierno regional, asesorando al intendente en la determinación de los proyectos de inversión a desarrollar o financiar según los lineamientos y prioridades de los instrumentos de planificación regional, y 

c) Una División de Administración y Finanzas, encargada de la gestión administrativa interna y de la provisión de los servicios generales del gobierno regional.”.

37) Agréganse, continuación del artículo 68, el siguiente artículo 68 bis nuevo, el epígrafe que indica y los artículos 68 ter y 68 quáter nuevos:

“Artículo 68 Bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el Intendente podrá delegar en alguno de los jefes de división la realización de otras funciones en el ámbito de acción del gobierno regional, con excepción de la facultad de nombrar o remover funcionarios, el deber de velar por la observancia del principio de probidad administrativa dentro del gobierno regional y la atribución de aplicar medidas disciplinarias al personal de su dependencia.

Párrafo 3º

Del Administrador Regional

Artículo 68 Ter.- El gobierno regional contará con un administrador regional, el que será colaborador directo del intendente, correspondiéndole la gestión administrativa del gobierno regional y la coordinación del accionar de los jefes de cada una de las divisiones a que se refieren tanto el artículo 68 como la letra e) del artículo 21 ter. 

Asimismo, el administrador regional ejercerá las facultades que el intendente le delegue, siendo aplicable para estos efectos lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, siempre que estén vinculadas con la naturaleza de su cargo. Con todo, no podrá delegarse la facultad de nombrar y remover a los funcionarios de su dependencia, el deber de velar por la observancia del principio de probidad administrativa dentro del gobierno regional ni la atribución de aplicar medidas disciplinarias al personal de su dependencia.

El cargo de administrador no constituirá un nivel jerárquico dentro de la planta del personal del servicio administrativo del gobierno regional.

Artículo 68 Quáter.- El administrador regional será de exclusiva confianza del intendente; sin perjuicio que rijan además a su respecto las causales de cesación de funciones aplicables al personal del servicio administrativo del gobierno regional.”.

38) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 69:

a) Sustitúyese, en el literal h) el guarismo “104”,  por “115”, y reemplázasela coma (,) y la conjunción “y” que siguen a la palabra “República”, por un punto y coma (;).

b)  Introdúcese la nueva letra i), pasando la actual letra i) a ser nuevo literal j): 

“i Los ingresos provenientes de patentes mineras, patentes acuícolas y de casinos en la proporción que la ley respectiva establezca, y”.

39) Modifícase el artículo 71 de la siguiente forma:

a) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la palabra “regional” la primera vez que aparece, la expresión “, los planes de desarrollo comunales vigentes”, precedida de una coma (,).

b) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del punto aparte que sigue a la palabra “correspondiente.”, el cual pasa ser punto seguido (.); la siguiente oración: “Asimismo, durante el mes de mayo de cada año, los gobiernos regionales remitirán a las municipalidades de la región respectiva una propuesta inicial de anteproyecto regional de inversiones, con el fin que éstas puedan, dentro de los quince días posteriores a su recepción, formular observaciones.”

c) Intercálase, en el inciso tercero, entre la coma (,) que sigue a la palabra “señalado”, y la expresión “éste”, la oración “y previa aprobación por parte del consejo según lo dispuesto en la letra o) del artículo 36),”.

40) Modifícase el artículo 73 de la siguiente forma:

a) Agrégase en la letra b) del inciso primero, a continuación de la palabra “Metropolitana” y precedida de una coma (,), la siguiente oración: “, el cual podrá incluir recursos provenientes de las distintas fuentes consideradas en el presente literal”.

b) Elimínase en su inciso segundo la frase “sin perjuicio del ulterior ejercicio por el consejo regional de la atribución a que se refiere la letra e) del artículo 36”, y la coma (,) que la precede.

c) Reemplázase en su inciso tercero la oración “los consejos regionales designarán a uno de sus integrantes para que conjuntamente con el intendente los represente en ella.” por “el presidente del consejo y el intendente representarán al gobierno regional en dicha etapa.”.

d) Intercálase, en su inciso cuarto, entre la palabra “ministerios” y la coma (,) que le sigue, la frase “y servicios públicos”; y agrégase la siguiente oración final nueva: “Asimismo, deberán individualizar lo correspondiente a los convenios de programación o mandato contemplados en los artículos 81 y 81 ter, respectivamente.

41) Reemplázase el artículo 78 por el siguiente: 

“Artículo 78.- Corresponderá al intendente resolver la inversión de los recursos que se asignen a la región, según lo dispuesto en los artículos 76 y 77 de esta Ley, de acuerdo al presupuesto aprobado por el consejo regional.

La inversión de dichos recursos deberá ajustarse a los criterios de priorización que, para tal efecto, se incorporarán en el presupuesto regional siguiendo el mismo procedimiento de aprobación de éste.

El intendente someterá a la aprobación del consejo regional la propuesta de presupuesto regional el primer día hábil de diciembre del año anterior a aquél en que deba regir.

Un reglamento dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos y requerimientos de información necesarios para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y su congruencia con las normas presupuestarias nacionales.”.”.

42) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 80, el guarismo “104” por “115”.

43) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 81:

a) Reemplázase, en el inciso primero, el guarismo “104” por “115” y la frase “uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios” por la expresión “gobiernos regionales, entre éstos y uno o más ministerios, o entre gobiernos regionales y municipalidades”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, el signo de puntuación coma (,) que sigue a la palabra “nacionales” por la conjunción “o” y suprímese, en el inciso segundo la expresión “o locales”.

c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser nuevo inciso cuarto: 

El cumplimiento de los convenios de programación será íntegramente obligatorio para todas las partes celebrantes. En caso de tener carácter plurianual, cada una de ellas deberá contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación de todos los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción.

44) Incorpóranse, a continuación del artículo 81, los siguientes artículo 81 bis y 81 ter, nuevos:
“Artículo 81 bis.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades o uno o más servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, de carácter plurianual; destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo.

Artículo 81 ter.- Los gobiernos regionales podrán, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley Nº 18.091, que Establece Normas Complementarias de Incidencia Presupuestaria y de Administración Financiera; suscribir convenios mandato con ministerios y servicios públicos y otros órganos de la administración del Estado, así como también con asociaciones de municipalidades.

Dichos convenios serán obligatorios para las partes contratantes. En caso de tener carácter plurianual, aquellas deberán contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción del convenio. El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público consulte para el respectivo ítem de gasto.

Con todo, gobiernos regionales, ministerios, servicios públicos y asociaciones de municipalidades deberán dar prioridad, dentro de su cartera de proyectos, a la ejecución de iniciativas suscritas en virtud de lo dispuesto en el presente artículo, en consideración a la fecha de suscripción de los actos respectivos.”.

45) Derógase el artículo 107.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley N° 458, de 1975, que Aprueba Nueva Ley General de Urbanismo y Construcciones:

1) Suprímese el inciso cuarto del artículo 3º, pasando los actuales incisos quinto y sexto, a ser cuarto y quinto, respectivamente. 

2) Modifícase su artículo 28 de la siguiente forma:

a) Reemplázase el guarismo “cuatro”, las dos veces que aparece, por la palabra “tres”.

b) Elimínase la palabra “regional,” y la coma (,) que le sigue.

3) Derógase el Párrafo 2° del Capítulo II del Título II.

4) Reemplázase, en el artículo 37, la expresión “Los Planes Reguladores Intercomunales serán aprobados por decreto supremo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dictado por orden del Presidente de la República, previa autorización del intendente respectivo”; por la oración “Los Planes Reguladores Intercomunales o Metropolitanos, serán aprobados por el consejo regional y promulgados por resolución del intendente”. 

5) Reemplázase, en el literal a) del artículo 47, la expresión “Urbana – Regional o Urbana – Intercomunal”, por “urbana intercomunal”.

6) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 55, a la expresión “urbana-regional”, por “urbana intercomunal”. 

Artículo 3º.- El secretario ejecutivo a que hace referencia el artículo 43 de la Ley Nº 19.175, será seleccionado mediante concurso público.

Será nombrado por el intendente, con acuerdo del consejo regional, entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta por el Sistema de Alta Dirección Pública mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la Ley Nº 19.882. El consejo regional deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.

La administración de este proceso le corresponderá al Consejo de Alta Dirección Pública. Con todo, el financiamiento del mismo será de cargo del gobierno regional respectivo.

El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar la función señalada en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento con acuerdo del consejo regional.
En cada una de las plantas de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, el cargo de secretario ejecutivo tendrá asignado un grado equivalente al de los jefes de división de aquéllos.

Artículo 4º.- Los jefes de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales serán nombrados mediante un concurso público.

Dichos funcionarios serán nombrados por el intendente respectivo entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta por el Sistema de Alta Dirección Pública mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la Ley Nº 19.882. El intendente deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.

La administración de este proceso le corresponderá al Consejo de Alta Dirección Pública. Con todo, el financiamiento del mismo será de cargo del gobierno regional respectivo.

El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar la función señalada en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento.

Artículo 5º.- Los funcionarios de los servicios administrativos de los gobiernos regionales no podrán ser designados en comisión de servicio, a las que se refiere el artículo 75 de la ley Nº 18.834; a ministerios, servicios públicos o municipalidades.

Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:

1) Sustitúyese, en el encabezado del Párrafo 2º del Título IV del Libro Cuarto, la expresión “y Gobernadores”, por la frase “, Gobernadores y Presidentes de Consejos Regionales”, precedida de una coma (,).

2)  Reemplázase en el artículo 423 la conjunción “o” por una coma (,) e intercálase entre la palabra “gobernador” y la coma “(,)” que le sigue la siguiente frase “o de un presidente de consejo regional”. 

Artículo 7º.-  Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades:

1) Agréganse los siguientes artículos 8º bis y 8º ter nuevos: 

“Artículo 8º bis.- A iniciativa de los gobiernos regionales podrán celebrarse convenios formales anuales o plurianuales de programación de inversión pública entre gobiernos regionales y municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio.

La ley orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional establecerá las normas generales que regularán la suscripción, ejecución y exigibilidad de los referidos convenios. 

Dichos convenios de programación definirán las acciones relacionadas con los proyectos de inversión que disponen realizar dentro de un plazo determinado. Deberán especificar el o los proyectos sobre los cuales se aplicarán, las responsabilidades y obligaciones de las partes, las metas por cumplir, los procedimientos de evaluación y las normas de revocabilidad. Asimismo, deberán incluir, cuando corresponda, cláusulas que permitan reasignar recursos entre proyectos. 

A los convenios de programación se podrán incorporar otras entidades públicas o privadas, nacionales o regionales, cuyo concurso o aporte se estime necesario para la mayor eficiencia en su ejecución.

El cumplimiento de los convenios de programación será obligatorio para todas las partes celebrantes. En caso de tener carácter plurianual, cada una de aquellas deberá contemplar en sus respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción.

Los convenios a que se refiere este artículo deberán ser sancionados mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula establecida en el artículo 70 del decreto Ley Nº 1.263, de 1975. Los proyectos que se incluyan en dichos convenios deberán cumplir con lo establecido en el artículo 19 bis del decreto ley Nº 1.263, de 1975.

Artículo 8º ter.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades, de carácter plurianual; destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo.”.

2) Reemplázase, en la parte inicial del literal i) del artículo 65, el verbo “Celebrar” por la oración “Suscribir los convenios de programación a que se refieren los artículos 8º bis y 8º ter y celebrar”.”.

Artículo 8º.- Intercálase, en el inciso cuarto del artículo 18 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 850, de 1998, que Fija el Nuevo Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la Ley Nº 15.840, de 1964, Orgánica del Ministerio de Obras Públicas y del Decreto con Fuerza de Ley, del mismo Ministerio Nº 206, de 1960, sobre Construcción y Conservación de Caminos; entre la palabra “Municipalidades” y la coma (,) que le sigue, la expresión “o Gobiernos Regionales.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero.- Mientras no se aprueben los planes regionales de ordenamiento territorial a que se refiere la presente ley, los planes regionales de desarrollo urbano que se encuentren vigentes serán instrumentos orientadores en materia de ordenamiento territorial.

Artículo Segundo.- Los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando los cargos de jefe de división, mantendrán su nombramiento y seguirán afectos a las normas aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ellos por cualquier causa.

Para estos efectos, quienes a dicha fecha se desempeñen como Jefes de División de Análisis y Control de Gestión, continuarán realizando sus labores funcionarias como Jefes de División de Presupuesto e Inversión Regional.

Artículo Tercero.- Las personas que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentran desempeñando la función de secretario ejecutivo del consejo regional, proseguirán desempeñándola en similares condiciones, debiendo llamarse a concurso cuando cese en ella por cualquier causa. 

Artículo Cuarto.- Concédese al Presidente de la República, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, la facultad de dictar uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los cuales podrán modificar las plantas de personal de cada uno de los servicios administrativos de los gobiernos regionales en el siguiente sentido:

a) Crear el cargo de administrador regional, el cual se insertará dentro del acápite “Directivo – Cargo de Exclusiva Confianza”, asignándosele grado 3.

b) Establecer que para desempeñar los cargos de exclusiva confianza, se requerirá acreditar una experiencia profesional no inferior a 5 años.

Artículo Quinto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley durante el presente año, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 463.362 miles y se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.


Acordado en sesiones celebradas los días 29 de noviembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Hosain Sabag Castillo y Andrés Zaldívar Larraín; 20 de diciembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Hosain Sabag Castillo y Andrés Zaldívar Larraín; 6 de marzo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Fulvio Rossi Ciocca, Hosain Sabag Castillo y Andrés Zaldívar Larraín; 13 de marzo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Hosain Sabag Castillo y Andrés Zaldívar Larraín; 20 de marzo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Jaime Orpis Bouchon, Hosain Sabag Castillo y Andrés Zaldívar Larraín; 9 de abril de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Jaime Orpis Bouchon y Hosain Sabag Castillo; 17 de abril de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Jaime Orpis Bouchon y Hosain Sabag Castillo; 8 de mayo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Jaime Orpis Bouchon, Hosain Sabag Castillo y Andrés Zaldívar Larraín; 14 de mayo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Jaime Orpis Bouchon, Hosain Sabag Castillo y Andrés Zaldívar Larraín; 22 de mayo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Jaime Orpis Bouchon, Hosain Sabag Castillo y Andrés Zaldívar Larraín; 5 de junio de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Jaime Orpis Bouchon, Hosain Sabag Castillo y Andrés Zaldívar Larraín; 22 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech (Presidente accidental), Jaime Orpis Bouchon, Hosain Sabag Castillo y Andrés Zaldívar Larraín; 15 de mayo de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Jaime Orpis Bouchon y Fulvio Rossi Ciocca; 3 de junio de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Jaime Orpis Bouchon y Hosaín Sabag Castillo; 4 de junio de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Jaime Orpis Bouchon, Fulvio Rossi Ciocca y Hosaín Sabag Castillo; 10 de junio de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Jaime Orpis Bouchon, Fulvio Rossi Ciocca y Hosaín Sabag Castillo; 3 de septiembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Jaime Orpis Bouchon, Fulvio Rossi Ciocca y Hosaín Sabag Castillo, y 11 de septiembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech (Presidente), Jaime Orpis Bouchon, Fulvio Rossi Ciocca y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 30 de septiembre de 2013.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO DE JARDINES INFANTILES 
(8859-04)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36, del Reglamento del Senado.

A las sesiones que la Comisión destinó al estudio de este proyecto, concurrieron:

Del Ministerio de Educación: la Ministra, señora Carolina Schmidt; el Jefe de Gabinete, señor Alejandro Fernández; el Jefe de Asesores, señor Raúl Figueroa y la Asesora, señora Francisca Vial.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista, señor Luis Castro.
De la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN: la  Asesora, señora Macarena Lobos.
De Libertad y Desarrollo: la Asesora, señora Constanza Hube.
Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia: el Asesor, señor Marcelo Núñez.
De la Fundación Jaime Guzmán: la Asesora Legislativa, señorita Javiera Alzola.
De la oficina del Honorable Senador Quintana: los Periodistas, señorita Nicole Morandé y señor Cristian Beltrán y el Asesor Legislativo, señor Nicolás Fernández.

Asimismo, cabe hacer presente que, con el objeto de formarse una más acabada opinión de esta iniciativa, la Comisión recibió en audiencia a los representantes de los organismos y entidades relacionadas con enseñanza en el nivel parvulario, quienes efectuaron diversos planteamientos, los que se consignan más adelante en este informe, como el debate que ellos originaron en el seno de la misma.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley exige a todos los centros educacionales que entreguen educación integral a niños desde su nacimiento hasta el ingreso a la educación básica, una autorización (que combina requisitos que garantizan estándares de calidad) para poder funcionar, la cual será otorgada por el Ministerio de Educación.

Además, otorga a la Superintendencia de Educación la potestad de fiscalizar el cumplimiento en el tiempo de los requisitos establecidos para la mantención de la autorización de funcionamiento, en todos los establecimientos que imparten educación parvularia y la facultad para sancionarlos en caso de incumplimiento de los mismos.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I. ANTECEDENTES JURÍDICOS



1.- El número 10 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que asegura a todas las personas el derecho a la educación, dispone en su inciso cuarto que para “el Estado es obligatorio promover la educación parvularia y garantizar el acceso gratuito y el financiamiento fiscal al segundo nivel de transición, sin que éste constituya requisito para el ingreso a la educación básica”.


2.- Ley N° 17.301, de 1970, que Crea una Corporación denominada Junta Nacional de Jardines Infantiles.

3.- Código del Trabajo.

4.-Código Procesal Penal.

II. ANTECEDENTES DE HECHO


Mensaje Presidencial.


I.ANTECEDENTES.

El Mensaje de la iniciativa de ley en estudio señala que existe consenso a todo nivel respecto de la importancia de los primeros años de los niños para su desarrollo futuro. La primera infancia constituye la base de las capacidades cognitivas, emocionales y sociales de las personas, en la que influyen de forma importante las experiencias durante la infancia temprana, las que serían fundamentales en las oportunidades futuras de aprendizaje y de salud física y mental. Es por ello que la estimulación, cuidado y educación que pueda otorgarse en esta etapa debe ser de alta calidad. 
Dentro de este contexto, destaca que si bien son los padres los primeros educadores de sus hijos, muchos de ellos se apoyan en los servicios otorgados por instituciones externas al hogar. En este sentido, la educación parvularia, que atiende a niños desde su nacimiento hasta el ingreso a la educación básica, juega un rol esencial no sólo en el desarrollo futuro de los niños, sino que también en la construcción de una sociedad sana, próspera y equitativa. Hace presente, que la evidencia indica que asistir a un centro de educación parvularia de calidad tiene efectos positivos, tanto en el desarrollo cognitivo como socioemocional de los niños, especialmente para aquellos que provienen de familias de mayor vulnerabilidad social. Por el contrario, la evidencia también nos advierte que la asistencia a centros de educación parvularia de baja calidad puede tener un efecto negativo en los menores, que es difícil de revertir. 
En consecuencia, añade, es fundamental que el Estado, como colaborador de los padres en la misión de educar a sus hijos, resguarde el bienestar de los niños, asegurando estándares de calidad que les sean exigibles a todos los establecimientos que impartan educación parvularia. Sin embargo, destaca que la legislación actual no protege de forma adecuada a los niños que asisten a dichos centros.
Por lo anterior, continua, actualmente las salas cunas y jardines infantiles no requieren cumplir con requisitos mínimos para poder funcionar, sino que más bien existen diversas entidades que otorgan distintos tipos de certificaciones, con exigencias y propósitos diferentes. Por una parte, los municipios establecen ciertas exigencias referidas a infraestructura y sanidad, que difieren según sea el permiso requerido (patente comercial, autorización, etc.). Por otra parte, la Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI) exige algunos requisitos comunes con los municipios, pero además, otros relacionados con el personal, material didáctico y mobiliario, para otorgar un empadronamiento a aquellas salas cunas que atienden a hijos de madres trabajadoras, según lo establece la legislación laboral en el artículo 203 del Código del Trabajo, y a todos los centros que voluntariamente quieran empadronarse. 
Finalmente, el Ministerio de Educación otorga el reconocimiento oficial a aquellos establecimientos que ofrecen el servicio de educación parvularia y que, voluntariamente, quieran contar con este sello, en cuyo caso las exigencias, además de las anteriores, tienen que ver con requisitos que deben cumplir los sostenedores referidos a normas sobre capital mínimo y bases curriculares, entre otras. De lo anterior, cabe colegir, expresa el Mensaje, que no existe una política nacional que asegure un estándar igual para todos los jardines infantiles y salas cuna.
Siguiendo la línea planteada, sostiene que la necesidad de contar con una autorización que establezca requisitos mínimos para todos los centros de educación parvularia no es nueva, por cuanto en el año 1999 se presentó un proyecto de ley (Boletín N° 2.004-04), que establecía normas para la educación parvularia y regularizaba la instalación de jardines infantiles. Actualmente, existen tres proyectos de ley en el Congreso que apuntan en esta misma dirección (Boletines números 6.762-04, 8.428-04 y 8.393-04). Resalta que cada uno fue analizado y contribuyeron de forma importante a esta propuesta, que pretende dar una solución estable en el tiempo, conciliando, por una parte, exigencias que resguarden el bienestar de los niños y, por otra, la necesaria flexibilidad para dar cabida a distintos tipos de proyectos educativos, propios de una sociedad plural, tolerante y democrática.

Establecidas las ideas anteriores, el Ejecutivo subraya que ninguna entidad independiente a los centros educativos, como el Ministerio de Educación o la Superintendencia de Educación, tiene la facultad de fiscalizar y sancionar a los establecimientos que imparten educación parvularia que no estén reconocidos oficialmente por el Estado, con la consiguiente ausencia de atribuciones para velar por la seguridad de los niños. Ahondando esta idea, indica que actualmente la legislación otorga a la JUNJI la facultad de supervigilar a los establecimientos de educación parvularia, sin embargo, dicha entidad no tiene atribuciones para sancionar a los centros educativos, poniendo en riesgo la seguridad de los niños. Con todo, la JUNJI ha realizado una tarea importante en esta materia, aumentando en el último año considerablemente su capacidad fiscalizadora, cumpliendo la meta de visitar todos los centros de educación parvularia que no cuentan con el reconocimiento oficial del Estado y reportando a las autoridades respectivas los casos donde la seguridad de los niños corra peligro, a fin de que se tomen las medidas correspondientes. 

Dado lo anterior, precisa que existe consenso de los distintos actores de la sociedad en la necesidad de subsanar esta falencia, otorgando atribuciones a las instituciones del Estado, independientes de las que proveen el servicio educativo, para fiscalizar el buen funcionamiento de los centros de educación parvularia y para sancionar a aquellos que no estén cumpliendo con los estándares mínimos.

El análisis anterior, dispone el Mensaje, deja de manifiesto que la Junta Nacional de Jardines Infantiles concentra las facultades de proveer educación parvularia, empadronar centros educativos y fiscalizar a todos los establecimientos que otorguen educación parvularia del país, facultades establecidas en la normativa que la rige hace más de cuarenta años y que, probablemente, respondía de manera adecuada a las necesidades de ese momento. Sin embargo, en la actualidad existe consenso respecto de los inconvenientes que presenta que una misma institución que provee educación parvularia sea la encargada de empadronar y fiscalizar todos los jardines infantiles del país, pues existen evidentes conflictos de intereses al ser juez y parte. Así lo han recomendado diversos informes nacionales (Ministerio de Hacienda, 2008) como internacionales (Banco Mundial, 2009).
Por ello, prosigue el Mensaje, la ley N° 20.529, que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, responde precisamente a este mismo conflicto en la educación escolar y separa la fiscalización y la evaluación de la calidad de las funciones del Ministerio de Educación, creando dos instituciones independientes que tendrán por tarea dichas funciones. En esta misma dirección se pretende avanzar con el nivel de educación parvularia, concentrándose la JUNJI en su rol de proveedor, mientras que  las funciones de fiscalización y autorización serán asumidas por la Superintendencia y el Ministerio de Educación, respectivamente.
II.CONTENIDO DEL PROYECTO

Subraya el Mensaje que este proyecto de ley exige a todos los centros educacionales que entreguen educación integral a niños desde su nacimiento hasta el ingreso a la educación básica una autorización para poder funcionar, que será otorgada por el Ministerio de Educación.

Destaca que dicha autorización combina requisitos, que garantizan estándares de calidad para todos los centros de educación parvularia del país, velando así por el bienestar de los niños, con la flexibilidad necesaria para que distintos establecimientos puedan crear proyectos educativos diversos que reflejen las necesidades y los intereses de sus niños y comunidades, respetando el derecho constitucional y universal de los padres como principales educadores de sus hijos.
Detalla Su Excelencia el Presidente de la República que junto con ello, esta iniciativa otorga a la Superintendencia de Educación la potestad de fiscalizar el cumplimiento en el tiempo de los requisitos establecidos para la mantención de la autorización de funcionamiento, otorgada por el Ministerio de Educación, en todos los establecimientos que imparten educación parvularia y la facultad para sancionarlos en caso de incumplimiento de los mismos, sanción que puede consistir en una simple amonestación hasta la clausura del establecimiento o la inhabilitación del sostenedor.
Por último, señala que con el objeto de dar un mayor resguardo a la integridad y seguridad de los niños, se propone modificar el artículo 177 del Código Procesal Penal, aumentándose las multas aplicables en caso de no cumplirse con la obligación de denunciar aquellos delitos que afectaren a los párvulos y que hubieren tenido lugar en jardines infantiles. 

Así, la institucionalidad de la educación parvularia se moderniza, en línea con las modificaciones realizadas a nivel escolar y el Ministerio de Educación fortalece su rol rector y articulador en educación, elaborando las políticas públicas del área y otorgando la autorización de funcionamiento a los establecimientos que imparten educación parvularia. La Superintendencia de Educación será la encargada de la fiscalización del cumplimiento de la normativa y la Junta Nacional de Jardines Infantiles se focaliza en sus funciones de provisión de educación parvularia.
- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL



I.- PRESENTACIÓN DEL PROYECTO POR LA SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y ANÁLISIS PRELIMINAR DE LA COMISIÓN
Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, la señora Ministra de Educación se refirió al marco regulatorio que se pretende implementar y en términos generales indicó que el impacto de la educación parvularia en el desarrollo de las niñas y niños, es mayor que en cualquier otro nivel educativo, por cuanto más del 80 % de las capacidades cognitivas, emocionales y sociales se adquieren en los primeros años. 
Así, subrayó que la rentabilidad social que implica  invertir en los primeros años es superior que en cualquier otro nivel educativo, especialmente para los niños más vulnerables. 

No obstante lo anterior, sostuvo que hoy en Chile  es más fácil abrir un jardín infantil que un establecimiento comercial, por cuanto no existe una normativa que permita garantizar la seguridad de los niños, particularmente en estos recintos. En este sentido, dijo que para abrir una sala cuna o jardín infantil sólo se requiere sacar patente o autorización municipal lo que es un mero cumplimiento de exigencias de ordenanza de urbanismo y construcción.
En la misma línea, hizo presente que existen certificaciones para estos establecimientos, pero que son de carácter voluntario y tienen fines específicos, a saber:

- Reconocimiento Oficial (RO) del Estado: que es voluntario y sólo lo necesitan establecimientos que reciben subvención. Además obliga a seguir el curriculum oficial, en perjuicio de otros sistemas educativos de excelentes resultados.

- Empadronamiento que entrega la JUNJI: también es voluntario,  y sólo para establecimientos que reciben niños según el artículo 203 del Código del Trabajo. 

Refiriéndose al tema de la fiscalización, la personera de Estado dijo que se trata de un aspecto que no se encuentra bien resuelto, toda vez que  actualmente JUNJI actúa como juez y parte, es decir, como proveedor  y como ente certificador; tiene facultades para fiscalizar pero con escasas atribuciones para sancionar. En relación con lo dicho, agregó que la Superintendencia de Educación tiene atribuciones únicamente respecto de aquellos establecimientos con reconocimiento oficial del Estado, quedando el resto fuera de su campo de acción.

En consecuencia, agregó, el problema actual es que no existe un  instrumento legal obligatorio que permita asegurar que todos los jardines infantiles y salas cuna cumplan con las exigencias fundamentales que les permita resguardar en forma adecuada el bienestar de los niños y que garantice la autonomía de su proyecto educativo.
Con este diagnóstico a la vista, indicó que los objetivos del proyecto consisten fundamentalmente en:

1. Crear una autorización obligatoria para todos los jardines infantiles y salas cuna, que establezca los requisitos  fundamentales para poder operar. Ésta será entregada por el Ministerio de Educación.
2. Avanzar hacia el nuevo marco institucional para la educación parvularia, separando las funciones de autorización, provisión del servicio y fiscalización, y elevando las exigencias para resguardar de forma adecuada el bienestar de los niños.
3. Separar el rol de la JUNJI, evitando que sea juez y parte y potenciándola como una institución proveedora de educación parvularia.
4. Entregar a la Superintendencia de Educación Escolar las atribuciones y herramientas necesarias para:
a)  fiscalizar el cumplimiento de los requisitos para recibir la autorización y;
b)  establecer infracciones y sanciones, que irán desde amonestaciones hasta clausura del establecimiento.
Así, en términos generales actualmente los requisitos  para obtener la autorización son esencialmente los siguientes: 

-Cumplir con normas fundamentales de planta física, mobiliario y equipamiento para impartir educación parvularia según las especificaciones contenidas en un reglamento dictado por el Ministerio de Educación.

-Contar y aplicar un proyecto educativo y un reglamento interno que regule las relaciones entre el jardín infantil o sala cuna y los distintos actores de la comunidad educativa. Dicho reglamento deberá incorporar políticas de prevención, medidas pedagógicas y protocolos de actuación ante conductas que constituyan falta a la seguridad de los niños y a la buena convivencia, tales como abusos sexuales y maltrato infantil.

-Contar con el personal idóneo y suficiente para el trabajo con los niños.

-El propietario del jardín infantil o sala cuna y su administrador no podrán haber sido condenados por crimen, delitos, tráfico ilícito de estupefacientes ni delitos de pedofilia.
Sobre este punto en particular, explicó que la idea de la autorización contenida en la iniciativa legal es que sea el Ministerio de Educación quien otorgue la autorización de funcionamiento de jardines infantiles. En este sentido,  llevará un Registro Público de Sostenedores y un Registro Público de Establecimientos Educacionales que cuenten con autorización, los que se encontrarán disponibles en la página Web del Ministerio de Educación u otros medios electrónicos.

De esta manera, la personera subrayó que los establecimientos educacionales que obtengan la autorización para funcionar como jardín infantil deberán enviar mensualmente al Ministerio de Educación información relativa a la matrícula y la asistencia de los niños que atiendan.
Agregó que el proyecto de ley incorporar los siguientes requisitos para el funcionamiento de estos establecimientos:

-Respecto del propietario:

i) No haber sido sancionado con las inhabilidades para ser sostenedor a que se refiere el artículo 8°de la presente ley.

ii) No haber sido condenado por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el Título VII (violación, delitos sexuales, abandono de niños, etc.) y los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal (homicidio, infanticidio), o la ley 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes.

iii) No haber sido condenado con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesionales ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal.
-Sobre el personal idóneo y suficiente, determinado en un reglamento:

i) No haber sido condenado por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el Título VII (violación, delitos sexuales, abandono de niños, etc.) y los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal (homicidio, infanticidio), o la ley 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes.

ii) Que hayan sido condenadas a inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere  el artículo 39 bis del Código Penal.

Establecido lo anterior, la señora Ministra sostuvo que el tema de la fiscalización estará entregado a la Superintendencia de Educación que será el organismo encargado de velar por la mantención de los requisitos que dieron origen a la autorización de funcionamiento de los jardines infantiles, y que en caso de incumplimientos podrá aplicar las siguientes sanciones:

-Amonestación por escrito, en cuyo caso deberá señalarse el origen de la infracción administrativa, como asimismo el plazo dentro del cual deberá ser subsanada.

-Multa a beneficio fiscal de 1 UTM a 250 UTM. 

-Cancelación de la autorización para funcionar como jardín infantil.

-Inhabilidad temporal o perpetua del sostenedor para mantener o participar de cualquier forma en la administración de establecimientos educacionales que atiendan a niños. En el caso que el sostenedor sea persona jurídica, esta inhabilidad se entenderá aplicada a sus representantes legales y administradores.
En esa perspectiva, se ha contemplado un período de transición dentro del cual, las salas cuna y jardines infantiles que se creen después de aprobada la ley deberán contar inmediatamente con la autorización del Ministerio para poder funcionar.

Por su parte, aquéllas y aquéllos existentes tendrán tres años contados a partir de aprobada la ley para obtener la autorización de funcionamiento del Ministerio y  durante ese mismo periodo las autorizaciones otorgadas por la JUNJI mantendrán su validez. 

En directa relación con lo expuesto, hizo presente que el traspaso de funcionarios de la JUNJI al Ministerio de Educación y Superintendencia de Educación se realizará mediante concurso interno y de no alcanzarse la dotación suficiente podrá completarse mediante el traspaso directo del personal que cumpla las funciones en la JUNJI. Asimismo, precisó que los traspasos de personal no podrán tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causales de término de servicios, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado, como tampoco podrán significar modificación de los derechos previsionales.

Asimismo, precisó que al personal traspasado no le será aplicable lo dispuesto en el artículo 107 de la ley N° 20.529, es decir no estarán sujetas a la causal de despido por “necesidades de la superintendencia”. En la misma línea explicó que los funcionarios traspasados, encasillados o contratados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento. No obstante, el traspaso será sin solución de continuidad, manteniéndose la calidad jurídica que cada funcionario tenía a la fecha de publicación de la presente ley.
Por último, enfatizó que la seguridad de los niños debe ser una prioridad, y por tanto, establecer una normativa obligatoria para la creación y fiscalización de salas cuna y jardines infantiles es una necesidad urgente, ante la inseguridad que se ha conocido últimamente. 

Insistió en que el marco regulatorio actual, no le da a los padres garantías de que su hijos estén en las condiciones necesarias ni tampoco le permite al Estado garantizar que aquéllos establecimientos, cumplen con los requisitos necesarios para atender a los menores.

Se deja constancia que la señora Ministra acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Concluida esta exposición, hizo uso de la palabra la Honorable Senadora señora Von Baer que destacó la especial preocupación de la personera de Estado por la educación prescolar, toda vez que en años anteriores el énfasis estuvo puesto en la Educación Superior.

Así, planteó que en esta área de la educación si bien se han invertido recursos, no se ha mirado la institucionalidad ni el marco regulatorio que se tiene respecto de ella, con las dolorosas consecuencias que se han conocido en el último tiempo respecto de jardines infantiles que no contaban con supervigilancia alguna por parte del Estado.

Ello ha significado que la JUNJI ha asumido un rol poco definido en el sentido de ser juez y parte, de manera que resulta evidente la necesidad de cambiar la institucionalidad respecto a la fiscalización a la educación prescolar. En el mismo sentido, planteó que la necesidad de contar con un registro y con un instrumento que permita velar porque los jardines cumplan las exigencias necesarias es esencial, por lo que a su juicio la tramitación de esta iniciativa legal debe ser expedita.

Enfatizó que tanto el rol fiscalizador como el ejecutor deben siempre estar separados, pues de otra forma, no se podrá cumplir bien con ambos roles, de modo que le pareció adecuado el traspaso de la fiscalización a la Superintendencia.

Agregó demás, que en esta etapa en la vida de los niños es clave la diversidad, para lo que a su juicio, debe existir la institucionalidad capaz de dar seguridad a los padres respecto de los distintos proyectos educativos y destacó la regulación destinada a establecer que la fiscalización se efectúe en forma permanente.

Seguidamente tomó la palabra el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio quien valoró el proyecto en discusión, destacando el énfasis que han puesto los últimos Gobiernos en la educación prescolar, por lo que estimó necesario avanzar hacia una sistema de financiamiento uniforme, que termine con las diferenciaciones injustificadas como las que existen entre los establecimientos amparados en la red JUNJI, aquellos que están en INTEGRA y los que administran los municipios bajo la modalidad de transferencia de fondos (VTF).

En lo esencial, compartió la necesidad que contempla el proyecto de ley en discusión en torno a  la obligación de que los centros educacionales a este nivel cuenten con una autorización para funcionar y que se termine con el ro, fiscalizador que ha asumido JUNJI para radicarlo en la Superintendencia respectiva.

No obstante, manifestó sus dudas en lo que dice relación con la fórmula que se propone, en el sentido de generar una exigencia homogénea de los establecimientos educacionales, creando incluso a su juicio, una nueva categoría (autorizados para funcionar) que se distinguen de aquéllos que ya cuentan con el reconocimiento oficial del Estado.

En este sentido dijo que se requiere mayor claridad para que se logre el objetivo que se persigue, porque estimó que existe una suerte de contradicción entre el objetivo del proyecto y lo que propone, porque en la práctica cree que se está desconociendo lo que se ha avanzado en los otros niveles.

En relación con lo anterior, hizo presente su conformidad si se considera que las exigencias de reconocimiento oficial deben ser revisadas y adecuadas a las exigencias del nivel prescolar, pero no estuvo de acuerdo en crear una categoría que funcione en forma paralela a los que ya cuentan con dicho reconocimiento.

Sobre este punto en particular, el señor Senador explicó que aquellos con “autorización para funcionar”, tienen menos requisitos que los que poseen el reconocimiento oficial, por lo que a su parecer, ello no se condice con la necesidad de contar con un solo gran sistema que vele por el aseguramiento de la calidad de la educación, entre otros muchos aspectos.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, el señor Senador Walker, don Ignacio, precisó que el financiamiento público para estos establecimientos está ligado al reconocimiento oficial, por lo que planteó la duda con respecto a las dos categorías que previamente distinguió, respecto de los requisitos.  Agregó que aún no se ha ingresado el proyecto de financiamiento asociado al reconocimiento constitucional de establecer el Kínder como obligatorio, lo que es indispensable conocer, para entender cómo funcionaría en conjunto con ésta iniciativa.

Destacó la separación de funciones en la JUNJI, no obstante que planteó la necesidad de consensuar primero el tipo de fiscalización que se quiere tener y luego definir cuál es la mejor fórmula institucional para ello. 

En sentido diverso, dijo no compartir la posibilidad que se contempla para el Ministerio de encomendar a entes privados esta autorización, sino que reafirmó la necesidad que lo haga un ente público. 
Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana sostuvo que sin duda este es un tema que es necesario de abordar dada la expansión de la matrícula en la educación prescolar.

En este contexto, destacó que en los últimos años, aún sin ley, existen una serie de protocolos que se han ido incorporando en relación con la seguridad de los niños, por lo que agregó que se debe tener absoluta claridad con respecto al objetivo que se persigue con esta iniciativa.

A pesar de lo dicho, planteó que le parece necesario contar con una mayor precisión con respecto a los requisitos para obtener la autorización para el funcionamiento de los establecimientos pre escolares. En ese sentido, expresó su preocupación respecto de los establecimientos que ya cuentan con reconocimiento oficial y el requisito del proyecto educativo, en el sentido que el proyecto en análisis no sea un simple remplazo del aquel por una autorización de funcionamiento.

En lo que dice relación con la JUNJI, manifestó su preocupación con respecto a cómo se traspasa su experiencia en la materia a la Superintendencia, que a su juicio, requiere competencias especiales porque es distinto a los otros ámbitos de la educación escolar.

Recogiendo las dudas e inquietudes planteadas al seno de la Comisión, la señora Ministra de Educación enfatizó que la autorización de que se habla no es un remplazo al reconocimiento oficial, pero sí lo es respecto de la certificación que actualmente entrega la institución citada precedentemente.

En la misma línea de argumentación, señaló la iniciativa de ley respeta el ámbito de especialización de esta institución pero ordena la actual institucionalidad al traspasar a la Superintendencia el rol fiscalizador, con los funcionarios que hoy lo realizan en la JUNJI, fortaleciendo dicho rol. A mayor abundamiento, explicó que actualmente existe esta certificación por ese organismo, pero que sólo va a los establecimientos que lo solicitan de manera voluntaria, quedando una gran parte al margen de ello.

En el tema de los requisitos, la representante de Gobierno hizo presente que son muy similares a los que establece la certificación JUNJI, pero el cambio radical es que dicha autorización será obligatoria para el funcionamiento de este tipo de establecimiento educacional.

Dicho esto, insistió en que la autorización que se discute, ordena el sistema actual manteniéndose el reconocimiento oficial que por su naturaleza es voluntario, pero que permite asignar los recursos del Estado a establecimientos que siguen un currículum oficial y obligatorio. Si se remplazara el reconocimiento oficial por la autorización, dijo que en la práctica se impediría el funcionamiento de cualquier establecimiento de educación parvularia que tenga un currículum distinto al oficial.

En otro ámbito, destacó que el proyecto sólo le confiere a entes del Estado la entrega de la autorización en estudio, y sólo en el caso que ello no sea posible, se podrá realizar por un ente privado, que en este caso dijo, es INTEGRA. En esta línea, dijo que se contempló esta medida  ante la posibilidad que se requiera con una mayor capacidad que la que existe en el ministerio.

Clarificando el tema del Kínder obligatorio, hizo presente que se trata de una reforma constitucional cuyo financiamiento está establecido mediante la subvención escolar actual, de modo que destacó que si bien la asistencia y cobertura en kínder es mayoritariamente superior al 94%, ello ocurre en los establecimientos escolares y no en los jardines infantiles, por lo que fue enfática en señalar que esta situación es completamente distinta a lo que propone el presente proyecto. 

Por otra parte, arguyó que el proyecto en discusión establece un marco regulatorio que permite esencialmente que no exista jardín infantil o sala cuna que no cumpla con los requisitos, además tener un registro de esos establecimientos con los datos de matrícula y poder realizar una fiscalización permanente de ellos, que sin un registro, difícilmente hoy en día pueden realizarse.

Respecto de la publicidad (artículo 7° del  proyecto de ley), la personera de Estado aclaró que se refiere al hecho de que existen guarderías en distintos establecimientos de asistencia masiva de público (mall, supermercados u otros), y que en lagunas ocasiones se publicitan como jardines infantiles sin serlo.

Dentro de este contexto, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio insistió en que subsisten los dos sistemas a que hizo referencia en su intervención anterior.

En consecuencia, sugirió que a propósito de este proyecto, se pudiera revisar con mayor profundidad el reconocimiento oficial, con miras a tener un sistema más homogéneo y flexible, que quizás no sea sinónimo de curriculum único y oficial. En el mismo sentido, propuso mantener altos niveles de exigencia para no retroceder en aquello que la iniciativa permite avanzar (calidad-seguridad), y así  tratar de tener un sistema nacional de educación prescolar, con toda la flexibilidad que requiera y que recoja toda la diversidad existente.

En razón de lo expuesto, estimó necesario trabajar esta iniciativa con una mirada de largo plazo, para que sea capaz de satisfacer los altos niveles de ambición que debiera existir en este nivel educacional.
El Honorable Senador señor Quintana señaló que le parece relevante la experiencia de las personas que están en el aula para determinar en qué se va a traducir esta iniciativa concretamente. En este sentido, compartió lo planteado por el Senador señor Walker, don Ignacio, de aprovechar la oportunidad para hacer todos los cambios necesarios para lograr mayores niveles de calidad en este nivel educacional.

Respecto de la posibilidad de entregar la autorización por un tercero, sugirió que no se hable de un privado sino que derechamente se nombre a INTEGRA que si bien es una institución privada, realiza una labor complementaria a la de la JUNJI y así debiera estar establecido por ley.

Por último, manifestó su preocupación en orden a que fruto de este proyecto se flexibilicen los estándares y que ello termine favoreciendo la creación de nuevos jardines privados, aunque hizo presente que a su juicio, no es esa la intención del Gobierno.

- - -

II.- EXPOSICIONES DE INVITADOS A LA COMISIÓN

Como se indicó al inicio de este informe, y con el objeto de tener un más acabado conocimiento de los alcances de las regulaciones que plantea el proyecto de ley en discusión, la Comisión recibió en audiencia a diferentes actores de la educación pre escolar y parvularia del país. Sus planteamientos y comentarios, como el debate que ellos originaron en su seno, se transcriben a continuación: 

1) La Directora de la División Nacional de la Fundación INTEGRA, señora María Paz Oyarzún, destacó que la institución que representa tiene más de 20 años y atiende gratuitamente a 71.476 niños entre 0 y 5 años de edad; cuenta con 1.040 jardines infantiles y salas cuna (que equivalen a un 91% de las comunas de Chile). De ellos, hizo presente que 978 son de administración directa y que casi el 95,8% de las familias que atienden  pertenecen al 40% de los hogares más vulnerables en Chile. 
Así, sostuvo que son una fundación grande que imparte educación de calidad, por lo que se manifestó muy de acuerdo con el proyecto de ley en discusión, especialmente con aquélla parte que establece que se debe asegurar estándares mínimos de calidad, educación y libertad para que existan distintos proyectos educativos.

Con este propósito en vista, la personera hizo hincapié en una indicación formulada al proyecto por la Honorable Cámara de Diputados, que precisamente definió que “todo establecimiento que preste un servicio de esta naturaleza, ya sea educación formal o regular, independiente de su naturaleza jurídica y tipo de financiamiento, debe cumplir  con ciertos requisitos mínimos para funcionar y consecuentemente con ello, obtener previamente una autorización para funcionar y quedar sujeto a la fiscalización de la Superintendencia de Educación.”
Por otra parte, planteó que a su parecer existen ciertos ámbitos que aborda el proyecto que debieran igualarse a las exigencias del reconocimiento oficial, especialmente lo que dice relación con la planta física (Art. 3° letra b), mobiliario y equipamiento (letra c) y personal idóneo y suficiente (letra f). En cuanto al requisito de contar con un Reglamento Interno (letra e), propuso complementar la redacción, de modo que impida la aplicación de medidas que contravengan las normas legales y en especial la Convención de los Derechos del Niño.
En esta misma línea, destacó que el proyecto en el artículo 6 transitorio establece un plazo de tres años desde la publicación de esta ley para que los establecimientos de educación parvularia no reconocidos oficialmente, obtengan  la autorización de funcionamiento por parte del Ministerio de Educación, pero no obstante hizo presente que la Fundación Integra está haciendo grandes esfuerzos para cumplir con los requisitos del reconocimiento oficial al año 2019 (Ley 20.529) entre ellos la contratación de educadoras de párvulo (Programa CRECER+), idóneas y suficientes; constatando en ello la dificultad del país para proveer la oferta necesaria. 

Luego, de acuerdo a lo expuesto, propuso establecer sólo para el requisito de contar con personal idóneo y suficiente (letra f) una gradualidad de su entrada en vigencia de tres a seis años desde la publicación de la ley. 
Con respecto a las funciones y facultades de la Superintendencia de Educación, comentó que el Artículo 9 consagra la facultad de la Superintendencia de Educación 
para fiscalizar la mantención de los requisitos de autorización de funcionamiento. En este sentido, estimó que se debiera ampliar dicha disposición de manera que la Superintendencia pueda fiscalizar el cumplimiento de todas las disposiciones de esta ley, y por tanto, realzar sus facultades respecto de establecimientos que ya estén operando sin autorización previa o reconocimiento oficial del Estado.
Además, dijo que  en la medida que se acoja la universalidad de la autorización de funcionamiento, carece de relevancia la prohibición de publicitarse como jardines infantiles a aquellos que no estén autorizados o reconocidos 
oficialmente, establecida en el artículo 7.

Para terminar, la personera enfatizó el trabajo que realiza la Fundación en Jardines Comunitarios y Programas Alternativos o No Convencionales, por lo que solicitó incorporar en este proyecto una adecuada regulación de los jardines comunitarios y de otros programas alternativos de cuidado y educación parvularia, tales como: Jardín sobre ruedas que tiene un matrícula de 1.161 niños; Proyecto hospital con 143 menores y Sala cuna en recinto carcelario con 44 matrículas.

En virtud de lo anterior, hizo presente que tanto los Jardines comunitarios como los otros programas alternativos, también deberían cumplir con ciertos requisitos mínimos de infraestructura, cuando la atención sea presencial y en todos los casos, contar con un proyecto educativo y reglamento interno, que al menos contemple medidas pedagógicas y protocolos de actuación en caso de vulneración de derechos. Dichos requisitos serán, según dijo, los que regule el reglamento que se dicte al efecto. 

2) La Asociación Chilena de Municipalidades, representada por el Alcalde señor Gonzalo Navarrete, precisó que el rol de los municipios en la estructura regulatoria de la educación parvularia se encuentra asociado, por una parte, a la entrega de una patente comercial y por otra, a la administración de los jardines que se tienen en convenio con  JUNJI (VTF).

Desde el punto de vista de la patente municipal, hizo presente que es efectivo que no se exige ningún requisito respecto de un establecimiento que vaya a funcionar como jardín infantil, de manera que entiende que existe la necesidad de regular de mejor forma esta materia. En este contexto, comentó que en la perspectiva de un administrador de un servicio educacional de párvulo, que debe contar con un proyecto educativo, cumplir con ciertos estándares, tener un apoyo, un financiamiento, entre otros aspectos, el proyecto se mezcla con ellos, se involucra directamente, por lo que el reglamento en este caso será clave para dilucidar los requisitos de la autorización.
En consecuencia, estimó que no queda suficientemente claro en la iniciativa si la autorización de funcionamiento lo será para un estándar mínimo que permite cierta racionalidad, o bien, es parte del proceso educativo, lo que a su juicio, evidentemente debe ser clarificado. En otras palabras, señaló que se requiere determinar el ámbito de aplicación de esta normativa.

Desarrollando estas ideas, se manifestó de acuerdo con que exista una autorización de funcionamiento respecto de los establecimientos que las municipalidades deben autorizar, ello porque teniendo patente municipal, se percibe que la responsabilidad es de la Municipalidad, en circunstancias que ella no tienen facultades de fiscalización, ni tampoco el Ministerio tiene facultad de quitarles autorización. Puntualizó que actualmente esto no tiene regulación y requiere un proyecto de ley que se haga cargo del tema.

3) La Federación de Instituciones de Educación Particular (FIDE) a través del asesor jurídico abogado señor Rodrigo Díaz, hizo presente que si bien la institución ha estado presente en la educación por más de 62 años, hoy en día se ha abierto a la realidad de los jardines infantiles y en la actualidad cuentan con 150 jardines infantiles, cifra que va en aumento.

En lo que dice relación con el proyecto de ley en informe, planteó, en primer orden, que se debe tener en cuenta lo señalado por la Constitución y específicamente también lo indicado en la Ley General de Educación. En efecto, recalcó que los números 10 y 11 del artículo 19 de la Carta Fundamental deben ser adecuadamente ponderados al analizar la constitucionalidad del proyecto, al menos desde la óptica de los derechos fundamentales reconocidos por nuestro ordenamiento.

Haciendo mención especial al inciso final del referido número 11, que dispone que “…una  ley orgánica constitucional establecerá los requisitos mínimos que deberán exigirse en cada uno de los niveles de la enseñanza básica y media y señalará las normas objetivas, de general aplicación, que permitan al Estado velar por su cumplimiento. Dicha ley, del mismo modo, establecerá los requisitos  para el reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales de todo nivel”, precisó que la iniciativa, formalmente, debía ser una modificación a la Ley General de Educación, por tratarse de una ley de rango orgánico constitucional que se refiere justamente a la parte final del artículo 19 número 11, en el sentido de que se regularía el reconocimiento oficial de un nivel de educación formal, sin que esto aparezca dentro de la Ley General de Educación, sino correspondiente a una ley ordinaria o bien en un proyecto que no aparece como modificación a "la" ley que debiera regular esta materia. Por lo tanto, puntualizó que el proyecto de ley debiera, para mantener cierto nivel de constitucionalidad, integrarse como modificación de la Ley General de Educación, y desde el punto de vista del fondo, hablar de reconocimiento oficial y no de autorización, calidad que en ningún caso es mencionada por la constitución.

Sin perjuicio de lo anterior, comentó que el proyecto contiene una serie de aspectos que es necesario perfeccionar, y son los siguientes:

a) Que un mismo establecimiento tenga autorización para funcionar como jardín infantil y a la vez reconocimiento oficial para educación básica, donde a su juicio, queda de manifiesto la distorsión que existe entre el proyecto de ley que debiera contener una modificación a la Ley General de Educación y una ley nueva.

b) El artículo 2° habla de Educación Integral, sin que ella esté definida, de tal manera que sugirió referirse al artículo 2° de la ley ya señalada, que define lo que debe entenderse por educación.

c) El mismo artículo anterior, da la posibilidad de que existan distintas categorías de este tipo establecimientos, es decir, jardines infantiles autorizados, reconocidos y los eximidos conforme el texto del proyecto. En este sentido, dijo que es poco claro ya que debiera aplicarse la misma norma a todos sin distinción.

d) El artículo 3° del proyecto, introduce un elemento nuevo al permitir una excepción al artículo 46 de la Ley General de Educación, en cuanto a los requisitos de un sostenedor.

Se detuvo sobre este punto para hacer presente que normalmente la realidad es que los jardines infantiles y salas cunas funcionan a nivel de casas habilitadas para ello, de modo que aplicar requisitos tan exigentes como los establecidos en la normativa mencionada (que no pueda ser persona natural), le pareció distorsionado porque además enfrenta un principio básico como lo es la libertad de enseñanza.

En consecuencia, estimó prudente que esta autorización aparezca dentro de la ley mencionada pero con un apartado distinto, para evitar una situación como la descrita.

e) Debido a la población atendida, que, en general, es altamente sensible a los buenos o malos tratos que reciban, el personero estimó necesario incorporar en el artículo 3°, referido a la autorización de funcionamiento que otorga el Ministerio de Educación, que una persona natural no pueda ser sostenedora si es que ha sido sancionada de conformidad a la ley de violencia intrafamiliar. 
f) Desde el punto de vista técnico, acotó que se establece la existencia de reglamentos distintos a los contenidos en los decretos supremos 548 y 315, este último del año 2010, ambos del Ministerio de Educación, que ya regulan actualmente las exigencias de planta física y de mobiliario así como también los elemento que es necesario acompañar para estos efectos a la solicitud de reconocimiento oficial.
g) Con respecto al Reglamento Interno de Convivencia, no se considera incorporar la agresión entre menores de edad que son situaciones que ya se han producido.

h) En los artículos 4 ° y siguientes de la iniciativa, se replica la normativa existente, de manera que a su juicio, es preferible incorporar una modificación en el art. 46 vigente de la Ley General de Educación o un literal.

i) En el artículo 8 se hace referencia a la  obligación de informar por medio de una página web u otro medio. En este sentido, desde el punto de vista práctico, dijo que han conocido reclamos de muchos sostenedores que hacen alusión específicamente  a la ausencia de seguridad del soporte computacional, por lo que estimó necesario un mayor respaldo.

j) Desde el punto de vista de la técnica legislativa, enfatizó que se debe tener presente que los procesos señalados en el artículo 9 del proyecto, también debe plantearse como una modificación de la Ley General de Educación, con el propósito de evitar la duplicidad de disposiciones legales sobre procesos de control de cumplimiento de requisitos.

Sin perjuicio de lo anterior, el señor Díaz destacó la relevancia de la materia para que se promueva tanto una Ley  como una Política de Estado. En el mismo sentido, valoró la exigencia real de un proyecto educativo, para que efectivamente los apoderados puedan elegir y los jardines pasen de ser simples guarderías a convertirse en instancias de aprendizaje. 
Asimismo, dijo que se entiende que la existencia de un Registro de Propietarios y de Jardines facilitará  los aspectos laborales incluidos en el proyecto de ley y que la modificación del Código de Procedimiento Penal, en cuanto a la obligación de denuncia, es un avance muy necesario, no obstante las implicancias de ello.

Se deja constancia que el señor Díaz acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
4) La Asociación Pro Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles (APROJUNJI) a través de su Presidente Nacional, señor Christian San Martín, destacó que el proyecto de ley debilita y minimiza el rol del Estado en la Educación Parvularia a través de la JUNJI. Así, la iniciativa legal en discusión le quita a dicha institución las facultades de “supervigilancia”, que se trasladan a la Superintendencia de Educación, organismo que aunque tenga la calidad de servicio público, se encuentra facultado para “tercerizar” y/o “externalizar”, entregando a entidades del sector privado la realización de acciones específicas y la prestación de servicios que permitan cumplir sus funciones (artículo 29 letra p) ley N° 20.529). En concordancia con lo expuesto precedentemente, dijo que el artículo 9º transitorio del proyecto de ley permite que la certificación de los Jardines  Infantiles sea encomendada a entidades privadas. 

Agregó que el proyecto de ley, asimismo, le resta a la JUNJI la certificación de los Jardines Infantiles, entregando esta facultad al Ministerio de Educación, a través de la figura de la “autorización” para el funcionamiento de los mismos. Luego, estimó que no existe garantía alguna de que todas aquellas facultades que se entregan al Ministerio de Educación, sean traspasadas a la Superintendencia de Educación y posteriormente a privados.
En la misma línea de argumentación, señaló que la JUNJI ha desempeñado un rol esencial como organismo rector de la Educación Parvularia, el que sin embargo con este proyecto de ley, queda reducido a una mera administradora de los Jardines Infantiles que posee, como paso previo, según dijo, a su desaparición institucional. 

En virtud de lo dicho, el personero manifestó su  rechazo categórico a la iniciativa legal en discusión, por cuanto ésta no contó con la participación de organismos especializados, ni con un debate ciudadano en el que las organizaciones de trabajadores tuvieran la oportunidad de participar. 
En consecuencia, estimó que existe una falta de legitimidad en el mismo y agregó que les asiste la convicción de que un sistema democrático no sólo se mide en su profundidad y extensión por la posibilidad de emitir un voto periódicamente, sino esencialmente en el derecho a participar en el debate de todos los proyectos y propuestas que apunten a la construcción de un país más justo y democrático, como es el caso de lo que dice relación con la educación parvularia. 

Por otra parte, el personero señaló que con respecto a los funcionarios de planta o contrata  de la JUNJI que se pretende traspasar en una segunda etapa, ello se hará en forma obligatoria, asimilando los estamentos de profesionales a los de fiscalizadores, situación que en la práctica no es así,  (Nº 2) artículo 1º transitorio). Asimismo, hizo presente que el proyecto en tramitación, no se refiere al derecho al bono de retiro acordado entre la ANEF y el Ejecutivo.

Respecto del tema de las remuneraciones, indicó que el artículo 3º, transitorio, inciso tercero, señala que si derivado del traspaso se genera una diferencia de remuneraciones,  esta  será pagada por la vía de una planilla suplementaria, imponible, pero que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que corresponda a los funcionarios. Sobre este punto, enfatizó que esta situación implica un estancamiento de remuneraciones, en razón de que los reajustes futuros se imputarán a esta planilla sin que tengan un efecto real en las remuneraciones del funcionario, grave problema que enfrentan los funcionarios traspasados desde el Ministerio de Educación a la Superintendencia de Educación y que a la fecha no ha sido resuelto.

Siguiendo con su análisis el señor San Martín sostuvo que las letras b) y c) del artículo 2º transitorio, denotan una falta de prolijidad en materia de técnica legislativa, ya que se refieren al “contrato de trabajo” del funcionario, en la letra b), y en la letra c) se hace mención a que el funcionario mantendrá la propiedad del cargo y se mantendrá vigente mientras este “contratado” en la Superintendencia de Educación. Clarificando sus dichos, dijo no entender las razones por las que se hace referencia a contratos de trabajo regidos por el Código del Trabajo, en circunstancias de que la ley se refiere a funcionarios públicos regidos por el Estatuto Administrativo y por ende a decretos de nombramiento en plantas y contratas, y en caso alguno, contratos de trabajo.
Por otra parte, indicó que la institución que representa comparte y hace suyo el contenido del proyecto de Reforma Constitucional impulsado por el Honorable Senador señor Navarro, que busca modificar el artículo 64 de la Constitución Política, en el sentido que la normativa sobre derechos funcionarios no pueda ser materia de un decreto con fuerza de ley  ni de normas reglamentarias, sino que sólo de ley.

Estrechamente relacionado con lo anterior, planteó que el problema radica en que la fijación de las plantas, de las remuneraciones, fijación de grados y encasillamientos, no debe quedar entregado solo a la potestad  del Presidente de la República, ya que ha quedo demostrado que la delegación de facultades del Congreso Nacional al Ejecutivo, ha dado, particularmente en esas materias, un amplio margen a arbitrariedades, abusos y discrecionalidad. En razón de lo expuesto, solicitó el retiro de este proyecto de ley o en su defecto, el cambio de su urgencia.
Por último, dijo que no existe oposición a la modernización del rol del Estado en la Educación Parvularia, ni menos a la del servicio que prestan, sino que sólo pretenden que la modernización se haga con la participación de los trabajadores, oyendo a todos los involucrados en ella y a los especialistas de todos los sectores, de modo que el ordenamiento legal sea legítimo y perdurable en el tiempo.
Se deja constancia que el señor San Martín acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
5) La Asociación de Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles (AJUNJI) a través de su Presidenta, señora Julia Requena, recordó que tal como ya se había expuesto en ocasiones anteriores ante ésta Comisión, la institución que representa es la organización de funcionaros que, por más de 23 años, ha sido la porta voz de las y los trabajadores de los Jardines Infantiles de la JUNJI, alcanzando actualmente a más de 9 mil funcionarios, de un universo de 11 mil, con lo que afirmó que constituyen la asociación más representativa y de mayor trayectoria en el sector de los jardines infantiles. Asimismo, señaló que en el contexto de la ley N° 19.296, corresponde que en las materias propias que afectan a los trabajadores y al giro principal del servicio, se escuche y atienda a la visión y posición de la organización más representativa de un servicio público, que en este caso es precisamente la AJUNJI.

En este contexto, sostuvo que su organización de manera consistente en el tiempo, ha expresado su opinión, que constituye la opinión de las y los funcionarios  respecto del rol de fiscalización que tiene la JUNJI tanto respecto de los jardines infantiles propios, como de los que constituyen la oferta privada de la educación parvularia.

En tal sentido, la señora Requena enfatizó que siempre se ha sostenido que la ley N° 17.301, que creó la JUNJI, si bien establece ciertos mecanismos de supervigilancia respecto de la oferta privada de jardines infantiles, son, en su perspectiva, bastantes limitados al no establecerse criterios de obligatoriedad y fiscalización de la JUNJI respecto de dicha oferta, limitando el rol solo a una mera certificación (artículo 1, inciso 2°, Ley N° 17.301).
Consecuentemente con lo dicho, y en relación con el proyecto de ley, dijo no estar plenamente de acuerdo con el enfoque que el Ejecutivo pretende dar a la “autorización de funcionamiento de jardines infantiles”, por cuanto estimó que no se debe erradicar de manera absoluta el rol de supervigilancia que históricamente ha desempeñado la JUNJI respecto de la oferta privada de educación parvularia, sino que, por el contrario, ésta se debe mantener, agregándole las facultades fiscalizadoras que se pretenden radicar con este proyecto en la Superintendencia de Educación.
Fundamentando esta posición, planteó que en la larga experiencia que la JUNJI ha aquilatado en sus años de existencia respecto de la supervigilancia y fiscalización de los jardines infantiles institucionales, ha logrado desarrollar un “saber hacer” que va muy ligado al desempeño propio del giro institucional.

En virtud de lo expuesto, arguyó que  precisamente el hecho de tener unidades operativas y el desarrollo y prestación de oferta pública parvularia, es lo que ha permitido desarrollar una capacidad fiscalizadora que de radicarse en un ente como la Superintendencia, perdería su principal riqueza que es el saber cómo se debe implementar la prestación de educación parvularia.

En ese sentido, propuso que no se elimine la facultad de supervigilar que tiene la JUNJI y que se radique en ésta institución la fiscalización, tanto de la oferta pública, como privada, y no en la Superintendencia de Educación. En consecuencia, la JUNJI, junto con las atribuciones para autorizar el funcionamiento de jardines infantiles, debiera mantener su papel fiscalizador.
En este mismo orden de ideas, precisó que la Junta Nacional de Jardines Infantiles, dentro de su presupuesto, nunca ha tenido asignado un monto específico para pagar fiscalizadores y, las actividades propias de fiscalización y supervigilancia se han desarrollado de manera permanente respecto de la oferta propia de la institución pero dentro del giro de la supervisión, de modo que restar estos recursos podría deteriorar de manera manifiesta y grave los actuales estándares de  la oferta JUNJI.
Fue enfática en señalar que no compartía el hecho de que la dotación funcionaria se viera mermada producto de traslados de funcionarios a la dotación de la Superintendencia de Educación, toda vez que la fiscalización propia no se va a eliminar y se va a mudar a la supervisión propia y permanente que requieren los jardines infantiles. Sobre este punto, explicó que han sido las supervisoras de JUNJI quienes han asumido tareas de fiscalización y por lo tanto, planteó que no puede ni debe reducirse la dotación institucional existente, máxime cuando la comunidad exige de todos los servicios públicos ligados a la educación de niños y niñas, mayores niveles de supervisión y control. 
En consecuencia, planteó una serie de cambios a la normativa en discusión, que se encuentran en la presentación en que acompañó su exposición y objetó tajantemente los artículos transitorios desde el primero al quinto, ambos incluidos, por estar en contra de todo tipo de traspaso del personal desde JUNJI a la Superintendencia.

Se deja constancia que la señora Requena acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión. 

6) El Colegio de Educadores de Párvulos de Chile, a través de su asesor, señor Felipe Larenas, se refirió, en primer término, al tema de la institucionalidad. Sobre el particular expresó que, al igual que con los proyectos de ley sobre Agencia Nacional de Acreditación, y de financiamiento, este proyecto responde a una lógica de regulación ex – post, es decir, sigue la lógica de la certificación de requisitos formales, pero finalmente es el mercado el que va a entrar a regular.

En este sentido, opinó que la supervigilancia que actualmente ejerce la JUNJI desaparecerá para radicarse en la Superintendencia de Educación que sólo fiscaliza la normativa y su cumplimiento. Asimismo, estimó que el proyecto es muy pobre en lo que dice relación con la calidad de la educación, la que debe entenderse como parte del proceso educativo, el que tampoco se enmienda con esta normativa.

Asimismo, planteó que en su gremio existe una gran preocupación respecto al hecho de que en los proyectos de ley mencionados, como también en éste, no hay mayor énfasis en el tema de la docencia. En ese orden de ideas, mencionó que respecto al coeficiente técnico de atención, el decreto con fuerza de ley 115 que modificó el 315 sobre coeficientes técnicos necesarios en la educación de párvulos, trae algunas consecuencias poco deseables para mejorar la calidad en la entrega del servicio y que esta iniciativa no considera. 
En este sentido, dijo que lo más destacable es que ni las manipuladoras de alimentos ni los auxiliares de aseo se consideran parte del equipo de trabajo que debe existir en el establecimiento, no obstante que ellos cumplen roles de suma importancia para que las educadoras de párvulos puedan cumplir correctamente sus objetivos profesionales. Asimismo, indicó que el coeficiente establecido en la nueva normativa no responde totalmente a la realidad para ejercer su labor.  

En este mismo tema, destacó que el prestigio de la labor docente es algo que se ha ido perdiendo en el tiempo y que se ha manifestado tanto en su reputación como en la baja remuneración que recibe por sus labores, razón por la cual apuntó al tema del salario y de la formación profesional.

Con respecto al primero, enfatizó que está muy desregulado en el sector, se discrimina negativamente por la baja importancia que se le otorga a esta labor. En la misma línea, dijo que el aumento debe ser permanente y no a través de bonos  por desempeño pues tal tipo de medidas reproduce lógicas de competencia e incentivos a preocuparse más de resultados formales que del proceso educativo que debe liderar la profesional a cargo. En cuanto a los jardines particulares, sugirió la misma idea, por cuanto las profesionales del sector privado deben ganar un sueldo digno que vaya a la par de lo que se exige para las del sector público.
Sobre la formación profesional, el personero destacó que, en el entendido que se debe revalorizar la profesión, la formación inicial de los educadores de párvulos es primordial. Por ello, sostuvo que es necesario que se cumpla con determinados requisitos, a saber:

-Debe existir una malla curricular mínima en las instituciones que imparten la carrera de educación de párvulos.
-Debe existir acreditación obligatoria tanto para la institución como para la carrera. Sin embargo, planteó que el actual sistema debe perfeccionarse pues no da garantía de asegurar la calidad en el actual funcionamiento del sistema de acreditación.  
-Sobre el acceso a la institución superior de enseñanza, más allá de la prueba general que deba rendirse, dijo que tiene que existir una prueba de cualidades que determine un perfil para la profesión (pautas de comportamiento mínimas que debiese -y que no debiesen- existir  para trabajar con niños). 
-Crear un perfil profesional que apunte a una Habilitación Docente de Educación de Párvulos, para lo que el Ministerio de Educación debiese generar un perfil profesional con el cual los sostenedores puedan tener claridad a la hora de contratar personal docente para la educación de párvulos. Más allá de la prueba Inicia (actual prueba para egresados de la carrera), en su opinión, debe existir una habilitación o prueba especial que pueda asegurar la existencia de determinado perfil para la profesión y así evitar consecuencias negativas durante el ejercicio de ésta.  
Con lo anterior en vista, señaló que a su parecer, existen ciertos puntos críticos que de no ser resueltos o derechamente eliminados del proyecto de ley, éste último no debiera ser aprobado. Clarificando sus dichos, dijo que el tema de la sanción económica por no denunciar contemplada en el proyecto para los profesionales del sector va creando un incentivo perverso en las prácticas habituales. Algo como esto, sostuvo, no puede establecerse para mejorar la labor profesional, sino por el contrario, afecta a la convivencia diaria de quienes trabajan en el sector (se pueden dar dinámicas de venganza, amenazas o cuoteo, entre otras.)

En esta misma línea, representó que el proyecto de ley da a entender que el Estado entregará a terceras personas la certificación de los jardines infantiles, siguiendo la misma lógica que existe en la Educación Superior en la actualidad. Por lo anterior, sostuvo que el sistema de educación superior ya ha vivido los nefastos efectos que tiene la tercerización del sistema de evaluación de calidad estandarizada y no existen en este proyecto elementos que den garantía de que organismos privados no sean controlados por los mismos dueños de jardines.
En la misma lógica, es dable mencionar que el personero destacó que en el tema de los Reglamentos, ya hay varios existentes pero que sin embargo no son considerados por este proyecto, en circunstancias que establecen requisitos vigentes actualmente. Por lo anterior, dijo que la ley debe contemplar en sus artículos transitorios que el contenido de los reglamentos se definirá desde el Ministerio de Educación con la participación de los actores educativos del sector, a saber, colegios gremiales, federación de profesionales y funcionarios administrativos, entre otros.

Por último, respecto del traspaso del personal, comentó que la regulación que se contempla no da las garantías necesarias a los trabajadores para tener igual condiciones de trabajo, por cuanto el  personal de fiscalización se retira de la JUNJI hacia la Superintendencia de Educación con una disminución de sueldo en los primeros años de ingres. Además, el pago por planilla y correspondiente aumento gradual del salario, es un ítem no zanjado en la relación Superintendencia/trabajadores que los perjudica económicamente en sus primeros años de trabajo, poniéndolos en una posición desmejorada en comparación con la que tenían.
7) La Vicepresidenta Ejecutiva de JUNJI, señora María Francisca Correa, se refirió, especialmente, al origen del proyecto.

En ese orden de ideas, señaló que la iniciativa en discusión no tiene como objetivo resolver el conjunto de problemas asociados a la educación parvularia, tales como la calidad y su certificación, la docencia o las remuneraciones del personal, que son temas que, efectivamente, deben ser abordados. En efecto, precisó, este proyecto de ley sólo apunta a resolver la situación actual consistente en la inexistencia de requisitos mínimos para la apertura de un jardín infantil.
Establecido lo anterior, hizo presente que efectivamente la JUNJI vela por la calidad y supervigila la educación parvularia, pero que en la actualidad se encuentra enfrentada a una realidad distinta como lo son los jardines infantiles privados que constituyen el 50% de la oferta del país. 

En la misma línea, subrayó que las leyes vigentes no exigen esta “autorización previa” a la obtención de la patente comercial a que hizo referencia el presidente de la Asociación de Municipalidades, ni tampoco empadronamiento ni reconocimiento oficial.

Por lo tanto, prosiguió, muchos jardines obtienen el empadronamiento sólo para efectos comerciales y no porque exista un proyecto educativo, y actualmente hay mil jardines que cuentan con dicho empadronamiento voluntario. Asimismo, hizo presente que el reconocimiento oficial no se creó para permitir el funcionamiento de un establecimiento, sino que para reconocer los niveles. 
La realidad que existe en la actualidad es urgente, según dijo, por lo que no es posible postergar la discusión de este proyecto de ley dada la situación de funcionamiento de los distintos establecimientos y la circunstancia que muchos apoderados creen que el Estado ha garantizado las condiciones necesarias. 

En el tema de la fiscalización, puntualizó que la institución ha hecho un esfuerzo adicional a nivel nacional, por cuanto  históricamente sólo fiscalizaba los jardines empadronados en virtud del Código del Trabajo, pero desde el año 2012 se fiscalizó a todos los establecimientos particulares, no obstante que no cuenta con dichas facultades y no puede sancionarlos, es decir, llega a fiscalizar cuando ya se encuentra funcionando.

Solicitó no perder de vista la idea central del proyecto que en definitiva busca resolver la situación actual, en el sentido de que antes que cualquier persona pueda instalar un jardín infantil o sala cuna, ya sea público o privado, cumpla con una serie de requisitos educativos mínimos para comenzar a operar, los cuales han sido latamente explicados durante la discusión de esta iniciativa.

Por lo anterior, estimó que el plazo de tres años para que los establecimientos que están funcionando cumplan con dichos requisitos es adecuado. Subrayó que en virtud de lo expuesto ha quedado a materia de reglamento las exigencias que se van a imponer, porque se debe considerar tanto a aquéllos que ya tienen reconocimiento como también a aquéllos que recién van a  empezar a funcionar. Respecto de los recursos, subrayó que JUNJI ha hecho un esfuerzo y se ha mantenido funcionando con los mismos recursos, sin solicitar recursos adicionales para duplicar la fiscalización de 3.000 a 8.000 establecimientos.

En síntesis, hizo presente que este proyecto viene a corregir lo siguiente:

- Validar la institucionalidad vigente, que a su juicio, es muy necesario. (Superintendencia- Agencia Calidad- Ministerio de Educación)

- Por primera vez se reconoce la educación parvularia como parte del sistema educativo completo.

- Debe ser el Ministerio de Educación quien entregue la autorización respectiva, además de velar por los planes y programas aprobados por el Consejo Nacional de Educación.

A continuación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la idea planteada por la señora Vicepresidenta de la JUNJI en cuanto a que el origen del proyecto responde a la necesidad de regular la situación actual en un espectro que aparece absolutamente desregulado. No obstante ello, añadió que a propósito de este proyecto se debiera aprovechar la oportunidad de subir los estándares y legislar de una manera más ambiciosa, regulando de mejor forma otros aspectos asociados a la educación parvularia que en la actualidad no lo están. Relacionado con lo anterior, y entendiendo la urgencia que tiene la iniciativa, destacó que por lo mismo, es necesario trabajar en forma minuciosa.

Asimismo, expresó su coincidencia con lo expuesto por la Fundación Integra en orden a subir los estándares de autorización a los del reconocimiento oficial, porque efectivamente los requisitos son menores en relación con dicho reconocimiento. Compartió asimismo, que el reconocimiento oficial deba perfeccionarse para todo el sistema de educación parvularia.

Por otra parte, subrayó lo dicho por el Presidente de la Asociación de Municipalidades respecto a que el sistema de educación parvularia debe ser visto desde el punto de vista del proceso educativo, de manera tal, que no sólo se trata de autorizar o fiscalizar, sino que ello se debe insertar en el sistema de aseguramiento de la calidad de la educación. Insistió en que se existe consenso en esta materia y por ello se debe aprovechar la instancia.

Respecto de lo que expuso la FIDE, el señor Senador compartió la necesidad de mejorar el estatuto de reconocimiento  oficial, en el sentido de introducir este proyecto en la Ley General de Educación, como asimismo, estuvo de acuerdo en la posibilidad de crear  un título especial.

Insistió en que no está de acuerdo con que se permita la certificación por parte de privados, sino que por el contrario, compartió con algunos expositores la necesidad de que dicha responsabilidad sea depositada en un ente público. 
Sobre los planteamientos de la APROJUNJI, compartió que debe valorarse la experiencia acumulada en éste ámbito por la JUNJI, y así ver la forma de incorporar dicha experiencia en esta nueva regulación. En relación con lo anterior, estimó que el traspaso de personal  hacia la Superintendencia de Educación, es una muestra de ello.

Ante los planteamientos realizados por el Colegio de Educadoras de Párvulos, se mostró de acuerdo con que se ponga el énfasis en la docencia mirada dentro de un proceso educativo, de modo que planteó que el proyecto podría perfectamente incluir éste ámbito. 
Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana destacó el rol de la JUNJI en materia de fiscalización, que es una capacidad que no tiene la Superintendencia de Educación. 

Asimismo, hizo presente que a la luz de las distintas intervenciones, es necesario aclarar si se debilita o no a la Institución señalada y también si existe o no presupuesto para dicha fiscalización. 

Agregó que desde su punto de vista, los grandes problemas se encuentran en el área privada y no en los jardines públicos que funcionan bastante bien gracias, precisamente, a la labor de JUNJI, de tal manera que antes de continuar la tramitación de la iniciativa, estos temas deben quedar absolutamente claros.

8) La Presidenta de la Organización Mundial de la Educación Preescolar (OMEP) señora Selma Simonstein, comentó que esta institución es la organización profesional global más antigua y más grande comprometida con la educación de los niños entre el nacimiento y los 8 años de edad, cuyo origen se remonta a Europa en el año 1948.

Asimismo, hizo presente que cada vez existe mayor consenso mundial respecto de la importancia de los primeros años de vida de niños y niñas para el buen desarrollo de éstos. En el mismo sentido, indicó que Chile que tiene larga trayectoria en la educación parvularia y que este saber se ha ido relevando por lo que entiende a esta iniciativa legal como parte de ese proceso.

En lo que respecta al proyecto propiamente tal, enfatizó que la autorización para que los jardines puedan funcionar, otorgada por el Ministerio de Educación, combina requisitos que garantizan estándares de calidad para todos los centros  de educación parvularia del país, velando así por el bienestar de los niños, con la flexibilidad necesaria para que los distintos establecimientos puedan crear proyectos educativos diversos, respetando el derecho constitucional y universal de los padres como principales educadores de sus hijos.

Asimismo, destacó la atribución que se otorga a la Superintendencia de Educación para fiscalizar el cumplimiento en el tiempo de los requisitos establecidos para la mantención de la autorización de funcionamiento en todos los establecimientos que imparten educación parvularia y al mismo tiempo, la facultad para sancionarlos en caso de incumplimiento, sanción que puede consistir desde una simple amonestación hasta la clausura del establecimiento o la inhabilitación del sostenedor.

Así, para dar mayor resguardo a la integridad y seguridad de los niños, subrayó que se propone modificar el Código Procesal Penal, aumentándose las multas aplicables en caso de no cumplirse con la obligación de denunciar aquellos delitos que afectaren a los párvulos y que hubieren tenido lugar en jardines infantiles.

De acuerdo a lo dicho, la personera destacó que la iniciativa, redefine el rol de la JUNJI separando las funciones de proveedor de servicios y de fiscalizador ya que esta última función queda en manos de la Superintendencia de Educación y de la misma forma, aclara la función de la Dirección del Trabajo en el sentido que ésta solo tendrá que ver con la cuestión laboral de los establecimientos.
Por último, dijo que contempla además, medidas transitorias que establecen un plazo de tres años para que los establecimientos que actualmente funcionan cuenten con la autorización y, que los que se creen luego de la promulgación de la ley deban solicitarla inmediatamente conforme lo dicta este cuerpo legal, una vez aprobado.
Establecido lo anterior, destacó que existe un amplio consenso acerca de la necesidad de regular esta materia y que los establecimientos educacionales del caso deben cumplir con criterios de calidad.

Respecto del articulado del proyecto, comentó sería conveniente hacer una definición más extendida de lo que se considera salas cuna y los jardines infantiles propiamente tales, esto con el fin de no permitir ambigüedades al momento de surgir algún problema.
 En todo caso, agregó, para OMEP, Jardín infantil es la  institución que atiende niños desde el nacimiento hasta la edad de Ingreso a la EGB 
y en consecuencia, la sala cuna es un nivel en el Jardín Infantil.
Siguiendo esta línea explicativa, señaló que a su juicio, el texto del artículo 2° no es claro en cuanto a la universalidad de la autorización de funcionamiento, que es lo que claramente indica el mensaje que precede la ley. Sostuvo que debiera utilizarse un texto que exprese claramente que todos los jardines infantiles deben contar con una autorización de funcionamiento otorgada por el Ministerio de Educación, así reciban o no aportes del Estado o cuenten o deban contar o  no con la autorización para funcionar a que se refiere el artículo 26 del decreto N° 2,385, de 1996, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.

Subrayó que se deben incluir aquí de manera expresa las salas cunas aledañas a las empresas u otras organizaciones, lo mismo los jardines infantiles asociados a instituciones como las nombradas.

Dentro de este mismo punto, previno que el artículo en comento establece que estarán exentos de la autorización a la que se refiere el proyecto de ley, aquellos establecimientos educacionales que se encuentren reconocidos oficialmente por el Estado o los jardines infantiles comunitarios a que se refiere el inciso segundo del artículo 3° de la ley 17.301.

Se detuvo en este punto para enfatizar que a su parecer, solo el hecho de introducir este proyecto de ley, genera la posibilidad de resolver universalmente el asunto de las autorizaciones que hoy, en diversas oportunidades, ha causado inquietud en la opinión pública, toda vez que  existen situaciones en que se detectan falencias en jardines infantiles que cuentan con reconocimiento del Estado.
En esa perspectiva, le pareció que todos los establecimientos que entreguen educación parvularia deben someterse al proceso de autorización, de manera de que todos cumplan con la misma regla, evitando así la existencia de dudas o la generación de hecho, de distintos estándares para instituciones que tienen un mismo fin.

En el caso de los jardines comunitarios, la personera estimó que ellos especialmente debieran someterse a la autorización pues atienden a los niños con mayor riesgo social, ya que ello garantizará que esos niños tengan una atención de calidad garantizada también. Refuerza lo anterior, el hecho que se está considerando el nivel de transición (kínder) dentro de la obligatoriedad del sistema educativo.
En otro orden de materias, señaló que el texto del artículo 3° se refiere a los requisitos que debe cumplir un establecimiento educacional para obtener la autorización de funcionamiento, para lo cual es necesario tener en cuenta una serie de antecedentes, que no se dejen a plena libertad de un reglamento, ya que consideró que hay materias que   pueden ser de suma importancia para el cumplimiento cabal del objetivo que plantea este proyecto de ley, cual es asegurar el bienestar  y educación de los niños desde su nacimiento hasta el ingreso a la educación básica.

Precisando lo anterior, hizo presente que las letras b), c), d), e), y f) del mencionado artículo, requieren tener en cuenta, los antecedentes mundiales atingentes con el fin de equilibrar aquellas cuestiones que son de infraestructura y equipamiento, respecto de aquellas que tienen que ver con los profesionales y técnicos involucrados en los procesos educativos y por cierto la calidad de los programas curriculares mismos. 
 Subrayó que desde su punto de vista, los énfasis no están puestos adecuadamente desde un comienzo, de modo que en el futuro se pueden producir situaciones indeseables, como por ejemplo, contar con todos los elementos materiales necesarios en el establecimiento, pero con un equipo educador que no cumple con lo necesario para generar educación de calidad o viceversa.

Por lo expuesto, dijo que debe tenerse presente que los efectos positivos de una educación parvularia se dan sólo en el marco de ciertas condiciones. Para contextualizar lo anterior, señaló que la investigación internacional hoy muestra que el bienestar y la educación de niños y niñas dependen de las cualidades que tenga la educación infantil que se le ofrece. 
En consecuencia, insistió en que si ésta tiene dichas cualidades los niños estarán felices, aprenderán y se desarrollarán adecuadamente, pero en caso contrario, los niños no tendrán bienestar, no aprenderán todo aquello que sus potencialidades le permiten y, seguramente no serán felices aprendiendo. En este sentido, dijo que para referenciar estas cualidades, es necesario referirse al último libro de la OCDE (2006) sobre la materia y a los hallazgos de una segunda ronda de evaluaciones de sus países miembros.
Desarrollando este punto en particular, comentó que entre los factores de calidad requeridos está el tema del ratio adulto niño, que la OMEP Chile en su momento, a propósito del decreto 115, de 18 de Mayo de 2012, ha declarado y que contempla lo siguiente:
•
Se debe reducir el tamaño de los grupos.
•
Se recomienda que se trabaje con una ratio de 25 niños por adulto en el nivel 2° de transición, con el correspondiente apoyo de un técnico en educación parvularia y en los grupos de más pequeños, esta ratio sea mejorada.
En la misma línea, destacó que OMEP ha señalado que: 
•
Se mantenga la exigencia de licencia de educación media y certificado vigente de salud compatible para el cargo respecto de la manipuladora de alimentos.
•
Se mantenga la exigencia del auxiliar de menores. 

Luego, hizo presente que las experiencias de alta calidad incluyendo el juego durante la primera infancia, constituyen la base para todo el aprendizaje a futuro, ya que una educación parvularia de alta calidad no solo promueve una buena preparación para el colegio, sino también éxito durante los estudios primarios, secundarios y después de éstos.

Explicó que la preparación a través de procesos educativos formales y no formales basados en la estimulación, el juego, el arte, el desarrollo de la creatividad en los primeros años de vida de las personas, incide de manera crucial en el éxito o fracaso escolar posterior, por lo que instó porque se cuente con programas de calidad conducidos por educadores profesionales del nivel, con enfoque centrado en el niño, con participación de las familias y comunidad en los aprendizajes de los niños, usando material culturalmente pertinente y que ofrezcan oportunidades de jugar y explorar.
En este mismo orden de consideraciones, la señora Simonstein subrayó que es relevante precisar estos elementos en la iniciativa legal, ya que al dejar en manos de un reglamento aspectos tan importantes como los mencionados, puede ocasionar una aplicación deficiente o incompleta, lo que puede provocar que esta ley, una vez promulgada, experimente un importante fracaso.

Asimismo, y en virtud de las consideraciones anteriores, dijo que era partidaria de fijar algunos elementos sustantivos en la propia ley, como uno que no se menciona explícitamente y que tiene que ver con una educación sustentable. 
A mayor abundamiento, sostuvo que está demostrado que es en la educación preescolar donde se debe comenzar a tratar el asunto de la sustentabilidad, ya que investigaciones mundiales de OMEP han demostrado que los niños son altamente capaces de captar el sentido de la sustentabilidad y dar opiniones al respecto. Además, dijo que se debe considerar que las salas y edificios deben ser construidos usando tecnologías ambientales apropiadas.

En lo que dice relación con el artículo 6° transitorio del proyecto de ley, estimó que el plazo de tres años que se otorgaría a los establecimientos educacionales que se encuentren funcionando con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta iniciativa, debiese ir acompañado de algún sistema de incentivos que promoviera las solicitudes de autorización de manera lo más cercana posible.

Así, la mayoría de los establecimientos optaría por una autorización temprana ya que en caso contrario, es posible que el mayor número de solicitudes de autorización se lleve a efecto en el último minuto disponible, no facilitando el mejoramiento adecuado del sistema.
Dentro de este contexto, comentó que el artículo 9° transitorio de la iniciativa, no le pareció prudente, ya que posibilita que durante los 3 años mencionados en el artículo 6 transitorio, el Ministerio de Educación pueda libremente encargar a otros organismos, tanto públicos como privados, la certificación del cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 3° de este proyecto de ley.
Sobre este punto en particular, afirmó que de ser necesario debiera estar explícito en el proyecto cuáles son los organismos a los que se refiere, tanto si fueran públicos como si fueran privados. A modo de ejemplo, hizo presente que no parece adecuado que la JUNJI fuera uno de estos organismos en el ámbito público, pues estaría nuevamente tomando un rol supervisor, pero tampoco le pareció adecuado que una  agencia privada que sólo tenga expertise en certificación fuera asignada a tal tarea. Enfatizó que en cualquiera de los dos casos, el organismo al que fuese otorgada esa misión debiera contar con las competencias suficientes como para dar garantía de imparcialidad y conocimiento profundo de la situación y además debe contar con la suficiente credibilidad en la opinión pública. 

Se deja constancia que la señora Simonstein acompañó su presentación en un documento en formato word, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
9) La Investigadora de la Fundación Jaime Guzmán, señorita Javiera Alzola, aseveró que la educación inicial es clave, por cuanto se ha demostrado que el desarrollo en la primera infancia influye directamente en la economía, la salud y los resultados sociales para los individuos y la sociedad. En este sentido, agregó que también está demostrado que la Educación Inicial reduce el gasto social a futuro, de tal manera que por cada 1 dólar ($515) invertido hay un retorno social de 7 dólares ($3.605).
Así, enfatizó que dado que el desarrollo de una parte importante de las habilidades se produce durante los primeros años de vida, y que los conocimientos posteriores se construyen sobre los ya adquiridos, es crítico para asegurar la igualdad de oportunidades atacar las brechas lo antes posible.
Sin embargo, señaló que no se trata solamente de la cobertura en educación inicial, ya que enviar niños en estadios temprano de desarrollo a servicios de cuidado de baja calidad puede tener efectos extremadamente dañinos y por lo mismo este proyecto cobra especial importancia, ya que tiene por objetivo asegurar un estándar mínimo bajo el cual deberán funcionar los jardines infantiles.
A continuación,  destacó lo que a su parecer, constituyen los aspectos más positivos de la iniciativa en discusión, a saber:

1. Establecer como requisitos de funcionamiento la autorización del Ministerio de Educación para todos los jardines infantiles.

2.  La obligación de incorporar en el reglamento interno “políticas de prevención, medidas pedagógicas y protocolos de actuación ante conductas que constituyan falta a la  seguridad de los niños y a la buena convivencia, tales como abusos sexuales y maltrato infantil”.

3. Separar las funciones de autorización, provisión del servicio y fiscalización y que estas se distribuyan en el Ministerio de Educación, JUNJI y Superintendencia de Educación respectivamente.

4. Que se establezcan infracciones y sanciones para aquellos jardines infantiles que no cumplan con la normativa vigente para su funcionamiento.

5. Que se cree un registro de jardines infantiles y uno de propietarios, ambos públicos.
Desarrollando los aspectos señalados, indicó que en lo que dice relación con el concepto de jardín infantil, la iniciativa no diferencia entre salas cunas y jardines infantiles, en circunstancias que el decreto 315 establece la sala cuna como un nivel específico dentro de la educación parvularia. Por lo anterior, estimó necesario incluirla en el artículo, con el fin de establecer con claridad que se le aplicarán las mismas reglas a todo tipo de establecimiento que imparta educación parvularia.

Por otra parte, agregó que el concepto de jardín infantil ya se encuentra definido en la ley 17.301 que crea la JUNJI, por lo que de aprobarse este proyecto en los términos propuestos existirían dos conceptos legales respecto al mismo término que son similares pero no iguales.

En lo que dice relación con la autorización para el funcionamiento de estos establecimientos, el proyecto establece que no la requerirán aquellos reconocidos oficialmente por el Estado y los Jardines Infantiles Comunitarios, 
por lo que la especialista estimó que debiera explicitarse en la ley si la obligación de ser fiscalizados por la Superintendencia incluye o no a estos establecimientos.

Siguiendo su análisis, también se refirió a los requisitos de autorización que son la planta física, mobiliario y equipamiento físico. Al respecto, señaló que en este tipo de requisitos se debe tratar de tener un criterio constante, por la alta inversión que implica, de modo que lo anterior, sugiere armonizar el reglamento de la ley a dictar, con las normas ya existentes referente a este objeto, o que la ley se remita directamente a ellas. 

Hizo presente además, que este tema se encuentra actualmente regulado en los decretos supremos números 289, 594 y 977 del Ministerio de Salud y 548 del Ministerio de Educación y en la resolución exenta N°1.753 de JUNJI.

En otro orden de materias, señaló que la acreditación de existencia de un contrato sobre el inmueble no inferior a 3 años, le pareció muy exigente para una autorización habilitante, de manera que propuso que fuera por 1 o 2 como máximo.
En cuanto al proyecto educativo institucional, dijo que no se ven las implicancias prácticas que pueda tener este requisito, no obstante, de mantenerse debe dejarse establecido que el contenido de dicho proyecto no debe ser autorizado por el Ministerio de Educación, ya que de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la Libertad de Enseñanza. 

Es dable mencionar que en lo concerniente al reglamento interno, propuso que además de contener temas de prevención, medidas pedagógicas, seguridad y buena convivencia, incluya temas de salud, a modo de ejemplo, citó el programa “Elige vivir Sano”.
Refiriéndose al personal idóneo y suficiente, comentó que se dispone que esta materia quede establecida por el reglamento de esta ley, sin embargo puso de relieve que el decreto número 315 en sus artículos 10 y 11 dispone expresamente que se entiende por personal idóneo y suficiente y si bien dicho decreto debe ser revisado, sostuvo que lo ideal es que ambas normas se encontraran en concordancia.
Concluyendo su exposición, se detuvo en el tema de la fiscalización. Sobre el particular, señaló que en caso de sancionarse a un jardín infantil con la medida de cancelación de la autorización para funcionar como tal, debiera establecerse una medida que resguarde a los niños que tengan que dejar el establecimiento, a fin de que no se queden sin la cobertura necesaria.
Sin perjuicio de los comentarios efectuados, la especialista subrayó que el proyecto es positivo y sumamente necesario, pero que se debe ser cuidadoso en el sentido de no entrabar demasiado las formas, para no rigidizar en exceso este tipo de establecimientos al punto de dificultar su creación y funcionamiento.
Se deja constancia que la señorita Alzola acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
10) La encargada del Área de Desarrollo Infantil Temprano de la Unicef, señora Francisca Morales, en primer término, destacó lo que consideró como avances contenidos en el proyecto de  ley en tramitación, que serían los siguientes:

-Establecer requisitos únicos de funcionamiento para establecimientos públicos y privados bajo la autoridad del Ministerio de Educación, sin duda es un importante avance para la educación parvularia, tanto del punto de vista de la ampliación de la cobertura como también, considerar al Ministerio como organismo rector  de este nivel educacional.

-Separar roles de provisión de servicio y fiscalización de JUNJI entregando autoridad en esto último a Superintendencia de Educación. Dijo que el hecho que sea ésta última la que asuma el rol de fiscalización, es bueno para el estatus que tiene actualmente la educación parvularia en Chile.

-Establecer un marco de acción que permita prevenir y/o abordar posibles casos de vulneración de derechos y existencia de reglamentos internos para regular  la relación entre actores.
No obstante lo anterior, previno que tenía una serie de observaciones de carácter general, las cuales explicó brevemente.

Desarrollando este punto, se refirió en primer término al enfoque de derechos que considera el proyecto, sobre lo cual dijo que el Estado debe ser garante del cumplimiento de los derechos de niños y niñas sin discriminación de ningún tipo desde 1990 ,específicamente algunos que atañen a la primera infancia como el  derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo; derecho a la educación y que la educación deberá estar encaminada a desarrollar al personalidad, las aptitudes, y la capacidad física y mental del niños hasta el máximo de sus posibilidades, entre otros.

Respecto de la educación en particular, se detuvo para explicar que éste derecho no sólo se garantiza por el acceso, sino que también por la permanencia de los niños y sus aprendizajes, así como también, el cuidado y buen trato que ellos reciban al interior de los establecimientos.

En segundo término, hizo presente  que existe  en nuestro sistema, una complejidad de la institucionalidad de primera infancia, en que se distingue de la siguiente forma:

-Sala Cuna: Menor, 3 meses a 1 año, y Mayor, 1 año a 2 años.

-Jardín Infantil: Medio Menor, 2 a 3 años, y Medio Mayor, 3 a 4 años.

- Escuela: Pre-K o Transición Menor, 4 a 5 años, y  Transición Mayor, 5 a 6 años.

Con lo anterior a la vista, hizo referencia a ciertos aspectos comunes que existen entre ellos, ya que atienden niños y niñas en primera infancia, ellos asisten de manera regular y por un período de tiempo definido y entregan educación y cuidado.

Pasando al tema de la calidad en la educación inicial, la personera indicó que la iniciativa en comento, representa una oportunidad para avanzar en la definición de estándares de calidad para la educación inicial, revisar lo establecido en empadronamiento y evaluación interna de calidad de JUNJI (2003), de tal modo que surja la interrogante de lo que se quiere para nuestros niños y niñas, dada nuestra actual condición de país de ingresos medio-altos.

En consecuencia, subrayó la importancia de contar con una regulación efectiva, que permita otorgar la autorización en discusión, en base a criterios relacionados con la naturaleza y el objetivo del servicio a prestar, con altos estándares de calidad, con permisos que sean renovables, un sistema de aseguramiento de la calidad y con información a (y desde) las familias.
Por último, en cuanto a la regulación reglamentaria, la especialista sugirió considerar la inclusión de aspectos claves a la ley especificando los aspectos relacionados con personal idóneo, condiciones laborales del personal, coeficiente técnico, proyecto educativo, espacio físico (seguridad e higiene), entre otros.

Antes de terminar, estimó necesario que el reglamento se realice con asesoría de expertos en la materia y que sea una oportunidad para redefinir estándares de calidad, definiendo un plazo para su desarrollo y aprobación.

Se deja constancia que la señora Morales acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
11) La directora de la carrera de Educación Parvularia de la Universidad Alberto Hurtado, señora María Isabel Díaz, indicó que a su juicio, existe consenso acerca de la necesidad de fortalecer el nivel de educación parvularia en materias de regulación, expansión, fiscalización, financiamiento y calidad y que por tanto es muy valioso y positivo proyectar cambios y mejoramientos en el ámbito legislativo.
Sin embargo, hizo presente que uno de los problemas claves que se busca resolver es la regulación, es decir, cómo lograr que todos los jardines infantiles cumplan estándares básicos de funcionamiento (públicos y privados) y cómo regular los vacíos institucionales y delimitar ámbitos efectivos de acción para brindar confianza y seguridad en la atención de la primera infancia.

En respuesta a lo anterior, hizo presente que la educación parvularia ingresó a la estructura actual y se encuentra dentro de los marcos jurídicos. Agregó que en esta materia existe una tremenda deuda en cobertura y calidad, considerando que el 90% de los establecimientos son públicos. 

Dentro de este contexto, subrayó que existen actualmente, ciertos requisitos mínimos comunales obligatorios para obtener la patente comercial con giro jardín Infantil que básicamente comprende: resolución sanitaria, certificado de la Dirección de Obras e inicio de actividades ante el Servicio de Impuestos Internos. En este sentido, dijo que hay otros requisitos obligatorios que han incorporado algunas Municipalidades y que corresponden fundamentalmente al Informe favorable de JUNJI.

De esta forma, la personera insistió en que el proyecto de ley establece una diferenciación entre aquéllos establecimientos que tienen reconocimiento oficial obligatorio por recibir recursos públicos o bien un reconocimiento voluntario; y aquellos que van a tener autorización una vez aprobado el proyecto, que a su juicio, debieran ser todos, tanto públicos como privados.

Pasando a otro punto en su análisis, dijo que no existe una política nacional de estándares, de modo que en concordancia con ello, se  afirma en el proyecto que no existe una política nacional que asegure un estándar igual para todos los Jardines Infantiles y Salas Cunas. (Municipio, JUNJI, Ministerio de Educación).

Asimismo, señaló que actualmente hay estándares unificados y se encuentran en la Ley General de Educación, donde se fijan los requisitos mínimos para el reconocimiento oficial de todos los niveles educativos, los que claramente pueden perfeccionarse y por cierto adaptarse a los establecimientos de primera infancia.
En otro orden de materias, expresó que las bases curriculares de la educación parvularia constituyen un marco referencial amplio y flexible, que admite diversas formas de realización, que dan libertad para realizar distintas modalidades educativas, de modo que discrepó con el argumento que se da para fundamentar la iniciativa que dice que las bases limitan proyectos educativos innovadores, ya que hizo presente que los jardines infantiles no se certifican porque dichas bases no permiten desarrollar proyectos educativos diversos.

Dentro de este contexto, afirmó que también se sostiene como fundamento del proyecto que muchos sostenedores no pueden cumplir competencias de formación y se afirma que las exigencias para los sostenedores de jardines infantiles (como poseer título profesional o licenciatura de al menos 8 semestres) no serían correspondientes de aplicar en estos casos, porque no habría posibilidades de cumplirlas, en circunstancias que dichos requisitos quedaron consignados en la Ley General de Educación para dar más seguridad. Además, aseguró que en un rápido barrido, la gran mayoría de las sostenedoras de jardines infantiles particulares son educadoras de párvulos.
En conclusión, ante todo lo expuesto y otros temas que se plantean en cuadros explicativos en que la personera apoyó su exposición, dijo que la iniciativa genera una política pública que da señales de inequidad en el sistema educativo. En el mismo sentido sostuvo que abre incertidumbres sobre las exigencias de calidad de los jardines públicos.
Enfatizó que van a coexistir dos sistemas en la Superintendencia y que se llevarán a cabo dos tipos de fiscalizaciones con diferentes estándares, diferentes instrumentos de medición con lo que se legitima el Decreto Nº 315 (vía reglamento) que describe las exigencias de coeficiente técnico (relación de adultos/niños en la sala).

Por lo anterior, instó a diseñar la propuesta desde la mirada pública, ya que la dificultad es que se está pensado desde la lógica de los jardines privados. Asimismo, se requiere realizar adecuaciones y especificaciones propias del nivel parvulario al marco jurídico actual (leyes y decretos) y no una ley adicional.

Dijo que también se pueden estudiar otros dispositivos de regulación y control obligatorio como por ejemplo, ampliar requisitos de los Municipios, siempre en aras de la modernización de la institucionalidad de la educación parvularia.
Finalmente, hizo presente que los desafíos por ordenar las instituciones, regular y controlar la expansión y funcionamiento de jardines infantiles no debe realizarse desde la lógica de precarizar la educación parvularia, sino que muy por el contrario, debe realizarse desde la lógica de consolidar los avances, mejorando los estándares y las condiciones.
A continuación, intervino la Ministra de Educación para destacar que existe consenso entre todos los expositores respecto de la necesidad que existe de legislar en esta materia, para entregar a la educación prescolar un estatus que verdaderamente dé cuenta de la relevancia que ella tiene en la vida de las personas.

Adicionalmente, hizo presente que es necesario incorporarla en la institucionalidad de la educación del país, dándole a las distintas instituciones, un rol directo en este nivel educativo.

Reiteró que el marco regulatorio actual es absolutamente precario, por cuanto las herramientas que existen son voluntarias y hay absoluta ausencia de mecanismos que permitan sancionar o fiscalizar a este tipo de instituciones, de donde, es claro que se necesita una reforma.

Manifestó su disponibilidad para mejorar el proyecto en todo lo que sea necesario para poder asegurar a todos los apoderados que sus hijos están asistiendo a establecimientos que les imparten educación de calidad y que no sean simplemente unas guarderías.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer destacó la preocupación que existe por la primera infancia como, asimismo, por la transversalidad que existe para impulsar el proyecto de ley en comento, dada la ausencia de una adecuada regulación en esta materia.

Asimismo, arguyó que existe una  tensión que se produce, a su juicio, cada vez que se trata de establecer estándares lo que no debe ser obstáculo para votar la iniciativa en general, independientemente que después se pueda perfeccionar durante su tramitación. 

El Honorable Senador Walker, don Ignacio, valoró esta iniciativa como un avance, dentro del marco de la educación, de tal manera que a su juicio, se necesita pasar del tema de la cobertura, derechamente al de la calidad también en este nivel, además de la formación continua de profesionales en este ámbito.

Por otra parte, señaló que si bien se tienden a compartir estándares mínimos de funcionamiento, la fórmula que se propone en el proyecto no le parece la más correcta. Sobre este punto en particular, estableció que a su juicio, se debe avanzar en el camino de homogeneizar a todos dentro de los estándares, de tal manera que exista una sola gran categoría de reconocimiento oficial con todos los niveles de exigencia establecidos.

Volvió a insistir en que le ve más complicaciones que beneficios en las distinciones que se hacen con respecto a los establecimientos (reconocidos- autorizados- comunitarios), por cuanto entre ellos existen grandes diferencias con respecto a los requisitos que deben cumplir.

En ese orden de consideraciones, consultó si en el futuro se pretendía reemplazar el reconocimiento oficial para acceder al financiamiento público por la autorización para funcionar. No obstante, manifestó su voluntad en orden a avanzar derechamente en dar  obligatoriedad para todos (públicos y privados) a la necesidad de obtener reconocimiento oficial.

Adicionalmente, dijo que los estándares deben establecerse en la ley (en el nivel sustantivo) y no en el reglamento, por lo que estimó que se debe poner atención en el hecho que muchas materias que se entregan al reglamento en esta ley son muy sustantivas y a su parecer, éstas se deben incluir en la propia ley, para evitar cualquier tipo de discrecionalidad.  

Respecto de la institucionalidad que se quiere dar a la educación parvularia, fue enfático en señalar que ella debe contemplar la separación entre la función de formulación de políticas, de provisión de servicios y el tema de la fiscalización.

Reiteró que se debe aprovechar la oportunidad que brinda el proyecto, para definir el modelo institucional de la educación parvularia con un nivel de coherencia y sistematicidad, dentro de las instituciones ya existentes.

En el tema de la transición, el señor Senador estimó necesario definirlo con mayor precisión y claridad, de modo que quede en armonía con lo sustantivo del proyecto.

Por último, hizo presente que a su parecer, es necesario incorporar correcciones a la planta de los funcionarios de la Superintendencia de Educación que guarda estrecha relación con este proyecto, pues según sostuvo, existen una serie de deficiencias que se deben corregir.

A su turno, el Honorable Senador señor Navarro estuvo de acuerdo en que el proyecto representa una gran oportunidad, no obstante hizo presente que externalizar las facultades de fiscalización, significa repetir los errores del pasado.

En este sentido, enfatizó que dicha facultad debe quedar en poder del Estado con miras a que éste se fortalezca y pueda dar garantías y se eviten situaciones irregulares que existen actualmente, pero que sin embargo, no tiene sanción alguna por parte de la Superintendencia.

Por otro lado, aunque le pareció correcta la separación de funciones que se plantea respecto de la JUNJI, discrepó de la visión público - privada que el proyecto pretende recoger, donde se flexibiliza la función del Estado. En ese mismo sentido, reiteró que el criterio que se está planteando es un error ya que corresponde al mismo que se aplicó en el pasado.

En cuanto a delimitar las responsabilidades, señaló que concuerda que se debe establecer en la ley quien responde por el cierre de establecimientos y como se garantiza la continuidad de la educación de esos niños.

Sobre la clasificación a que se ha hecho alusión (entre reconocidos y autorizados), le pareció que ello representa otra discriminación y por tanto otro error, de modo que instó por tener una misma categoría para todos, pues en su opinión, seguir generando condiciones diferenciadas van creando distinciones importantes en el tema de la calidad.

Dentro de este contexto, también subrayó que no está de acuerdo con que se pretenda dejar al reglamento el establecimiento de los requisitos de infraestructura, los que sin duda deben estar contenidos en la ley, no obstante que se pueda establecer un calendario para que se vayan logrando los estándares requeridos.

Finalmente, dijo que ve un sesgo en el proyecto, un énfasis excesivo en la libertad de enseñanza considerando que se financia con dineros del Estado, por lo que a su juicio, las limitaciones o regulaciones deben quedar establecidas por ley e insistió en aprovechar la oportunidad que brinda el presente proyecto. 

El Honorable Senador señor Cantero manifestó su acuerdo con el proyecto, no obstante calificarlo de insuficiente y preguntó por el costo de esta iniciativa también desde el punto de vista de las subvenciones. En el mismo sentido, consultó como se vincula la institucionalidad y las distintas instituciones ya existentes.

Dijo que su preocupación obedece al hecho que, según su experiencia, esta discusión ya se ha hecho en otros países pero nunca se ha realizado desde este enfoque, sino que se ha abordado de manera más integral, holística.

Agregó que desde ese enfoque, se establecen metas que son socializadas y compartidas, cosa que es clave en esta materia y que están totalmente ausentes en el proyecto, faltando una política clara, por cuanto el sistema educacional chileno es tremendamente segregador, desde el punto de vista social, económico y cultural.

En virtud de lo expuesto, solicitó información con respecto a las metas y propósitos que se pretenden alcanzar con precisión, qué política se mira desde el punto de vista de los recursos y cuáles son las proyecciones a ese respecto.

Por su parte, la Vicepresidenta Ejecutiva de JUNJI valoró el consenso que existe en la necesidad de legislar en la materia. En su opinión, este consenso está dado porque el proyecto busca regular una autorización desde el inicio de todos los jardines infantiles (públicos y privados). En la misma línea, hizo presente que actualmente el aparataje público es de 4.000 jardines, en tanto que el privado es de 2.000.

Con respecto a los cupos, destacó que los niños entre 0-6 años alcanzan 1.500.000 en el país, menores de 4 años son cerca de 800.000, de modo que Junji en su red completa atiende a 200.000 e Integra 100.000, y los privados otros 100.000, de tal manera que los públicos son mayores a los privados.

Por lo anterior, hizo presente que esta iniciativa no se hace cargo de la cobertura, no es su espíritu, sino que sólo busca regular cómo comienza a operar un jardín infantil particular, toda vez que actualmente no existe regulación alguna al respecto.  
También puso énfasis en que se debe distinguir entre certificación de calidad y autorización, ya que a su juicio, entre ambas existe una gran diferencia. A mayor abundamiento dijo que cuando se habla  de autorización, ello contempla una serie de requisitos que se basan en la fiscalización que ha instalado la JUNJI en distintos aspectos (materias normativas, educacionales, de seguridad).

Así, el proyecto asegura el cumplimiento de requisitos básicos para comenzar a operar, cosa que hoy no existe. En los jardines públicos se puede garantizar que las personas a cargo son efectivamente educadoras de párvulos, pero en un jardín privado, ello no es exigible porque funcionan con patente comercial.

En este mismo orden de consideraciones, la personera planteó que si bien es necesario establecer o definir estándares de calidad, también lo es regular el inicio de estos establecimientos, cualquiera que sea, y en este sentido estimó que el proyecto es equitativo por cuanto se refiere a todos los jardines, salvo aquellos que están reconocidos por el Estado y que según sostuvo, actualmente son una minoría.

Adicionalmente, agregó que los estándares que pretende introducir el proyecto sin duda son de calidad y debieran ser materia de la Agencia de Acreditación de la Calidad y afirmó que no es correcto señalar que el reconocimiento oficial tiene estándares mayores que los contemplados en el proyecto.

Por último insistió en que la distinción no es tal, dado lo expuesto respecto del reconocimiento oficial, y que la iniciativa es totalmente equitativa. Destacó que los estándares de calidad en el sector público son muy altos en educación parvularia, no obstante es necesario regularla en todos sus niveles.
La institucionalidad en esta materia si bien ya existe, se debe completar con facultades fiscalizadoras y sancionatorias tanto para la Superintendencia como para la JUNJI, de tal manera que planteó la necesidad de aprovechar el proyecto y potenciar esta institucionalidad, haciendo la distinción entre certificación de calidad y autorización de funcionamiento. A su juicio, las materias que quedan para el reglamento son aspectos muy precisos, donde también se deberá hacer una distinción entre los jardines que van a comenzar a funcionar y aquellos que ya están funcionando.

12) El presidente de la Asociación de Funcionarios de la Superintendencia de Educación, señor Alejandro Valenzuela, junto con precisar que su asociación agrupa al 85% de los funcionarios de la Superintendencia, efectuó algunas consideraciones al proyecto de ley en informe respecto de los artículos transitorios del mismo que contemplan un traspaso de funcionarios desde la JUNJI hacia ese servicio, lo que va a significar una modificación en al menos un 20% de la dotación actual con que cuenta dicha repartición.

A lo anterior, precisó, se suma el hecho de que la aplicación de ley N° 20.259 significó el traspaso de los funcionarios del Ministerio de Educación a la Superintendencia de Educación Escolar, lo que produjo una serie de consecuencias negativas para estos trabajadores, que afectaron gravemente sus derechos laborales.
En la misma línea de argumentación, señaló que la única forma de corregir la situación que afecta a estos funcionarios, es mediante una reforma a los instrumentos que dieron origen al traspaso, por lo que planteó que el proyecto de ley en discusión, es una justa oportunidad para superar definitivamente dichas consecuencias, en tanto este considera, en sus artículos transitorios, el traspaso de los funcionarios de la JUNJI, que cumplen funciones fiscalizadoras, a la Superintendencia de Educación, por lo que se requerirá necesariamente la modificación del decreto con fuerza de ley N°4 de 2012 que fija su planta, la que por su rigidez no permite solucionar los problemas planteados en su totalidad y, consecuencialmente, la modificación del decreto supremo N° 338 de 2012 para corregir los encasillamientos.
Con este propósito en vista, hizo presente que sus propuestas apuntan a dos ejes fundamentales:

1.- Modificar la planta de funcionarios de la Superintendencia de Educación.

A este respecto, se quiere superar la errónea adscripción de los funcionarios de Planta del Ministerio traspasados a la Superintendencia, por cuanto una de las consecuencias más significativas del traspaso, es la situación en que quedaron los funcionarios de planta del Ministerio de Educación a los que se les aplicó esta medida.

Ahondando en este tema, hizo presente que estos funcionarios, legalmente y en propiedad, estaban en posesión de un grado determinado, pero que por la equivocación descrita, fueron adscritos a la planta de la Superintendencia de Educación en un grado inferior al que debieron hacerlo.

Además de generarles una gran planilla suplementaria, señaló que se les privó de lo que legalmente ya se habían ganado por concursos públicos o procesos de encasillamientos anteriores, con la desventaja que la autoridad no puede por sí y ante sí, aumentar sus grados dentro de la planta, de manera que sólo les dejó la opción de participar nuevamente en concursos públicos para llegar a los grados que debieron haber obtenido en el traspaso.
El señor Valenzuela comentó que también es necesario establecer las bases para avanzar hacia una carrera funcionaria. Sobre este punto en particular, indicó que otra consecuencia del traspaso fue la poca visión que se tuvo al configurar la estructura de la planta de la Superintendencia, por cuanto con gran cantidad de cargos por estamento horizontales y muy pocos lugares en forma vertical, se hace imposible moverse dentro de la misma, desincentivando eventuales concursos de promoción o encasillamiento y las legítimas aspiraciones de los funcionarios.

Así las cosas, enfatizó que se consideran actores de importancia, relevantes e imprescindibles en el nuevo orden fiscalizador y por lo tanto, no sólo tienen una responsabilidad en tanto funcionarios de un importante órgano fiscalizador, sino también como personas que mediante esa función llevan adelante sus vidas, con todas sus aristas y responsabilidades.

En consecuencia, dijo que los funcionarios responsables de posar sobre sus hombros las tareas que emanan de la naturaleza de la Superintendencia de Educación, deberán ser personas con un alto sentido de lo público, de una vocación de servicio asentada en principios de probidad, transparencia y lealtad, capaces de comprender la trascendencia de su cometido, el que no se limita solamente con responder a horarios u otras exigencias formales.

En este escenario, calificó como imprescindible y clave una carrera funcionaria que asegure estos objetivos. Explicando sus afirmaciones, hizo presente que dicho concepto, a su parecer, se vincula con una serie de etapas que le permiten a un trabajador o trabajadora de la Superintendencia lograr posiciones de mayor jerarquía y responsabilidad en el desarrollo de la gestión de los servicios del Estado, con el consecuente mejoramiento de sus ingresos.
2.- Regular la existencia del mecanismo de la Planilla Suplementaria.

A este respecto, el personero estimó esencial que su reajustabilidad sea permanente y definitiva, dado que el traspaso es una situación inevitable y ajena a los trabajadores y lo mismo el establecimiento de este mecanismo para justificar el pago de diferencias en las remuneraciones que no pueden encuadrarse en algún ítem específico.

Dijo entender que la intención de la autoridad es no afectar, en ningún caso, la integridad de las remuneraciones de los trabajadores traspasados, por lo que en este sentido, si bien la reajustabilidad de la planilla ya se superó parcialmente por su inserción en el artículo 31 de la ley N° 20.642 de reajuste del sector público, estimó necesario no discutirlo año a año, sino más bien fijarlo en esta norma con carácter de permanente y definitivo.

En un sentido similar, calificó como necesario que su absorción por futuros incrementos de remuneraciones, se aplique sólo en ciertos casos. Para aclarar lo anterior, agregó que la ley al establecer que dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones, cualquiera sea, implica que aquellos funcionarios que cuenten con una diferencia negativa producto de la asimilación y que para llegar a su remuneración total necesiten de este mecanismo, aunque aumenten uno o varios grados en la escala de remuneraciones, no experimentarán un aumento real hasta eliminar por completo la planilla suplementaria. 

En este sentido, destacó que tratándose de una situación similar a la descrita, no debiera  mantenerse la absorción de la planilla, pues no sólo se está afectando la integridad de las remuneraciones de los trabajadores, sino también se está atentando contra la legítima aspiración de aumentar sus grados por concursos de promoción u otros, en condiciones de igualdad.

Por otra parte, dijo que de no haber ocurrido el traspaso, estos trabajadores al obtener cualquier aumento (grados u otros), hubieran tenido un aumento real en sus remuneraciones, sin tener consecuencias, incluso previsionales.

Así las cosas, de conformidad a lo expuesto, sostuvo que es correcto mantener la absorción para aquellos funcionarios que cuenten con una diferencia positiva producto de la asimilación y que producto de la asimilación superen su remuneración total, necesitando de este mecanismo para justificar dicha diferencia.

Destacó que les resulta decidor, observar que el tratamiento dado a estos trabajadores que se traspasarán en virtud de este proyecto, es muy distinto al que tuvieron aquellos traspasados desde el Ministerio de Educación a la Superintendencia. 
En síntesis, planteó que sus propuestas observan los siguientes criterios: 
-a) Igualdad entre todos los trabajadores traspasados (del Ministerio de Educación y de la JUNJI); 
-b) No aumento presupuestario o de gasto fiscal en la implementación de estas propuestas, y 
c) Procurar que los funcionarios se sientan parte de un servicio de tal importancia, que incentive su permanencia, capacitación y compromiso.
Por último, propuso una serie de indicaciones al proyecto de ley en discusión, las cuales se contienen en la presentación en formato word en que apoyó su exposición, el que fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
13) El director Ejecutivo de Elige Educar señor  Hernán Hochschild, coincidiendo con la totalidad de los invitados que han expuesto en la Comisión, sostuvo que la educación inicial es un tema fundamental, ya que de conformidad a los antecedentes que están a disposición, existe absoluta claridad que para mejorar la educación en general, es esencial dar la mejor calidad en este nivel para desarrollar las capacidades de los estudiantes, lo que va en directa relación con el proyecto de ley en informe.

No obstante lo anterior, identificó ciertos aspectos que a su juicio es necesario mejorar en la forma en que están planteados.

En primer lugar, en relación con el concepto de jardín infantil, el especialista dijo que la definición que recoge el proyecto de ley no representa adecuadamente a todos los establecimientos que se desea regular. De esta manera, hizo presente que la definición resulta ambigua entre jardín infantil y sala cuna, teniendo en consideración su falta de similitud con otros cuerpos legales (decreto número 315 del Ministerio de Educación).

En un sentido similar, planteó que resulta ser un concepto difuso el de “Educación Integral”, por cuanto no se establece si se va a definir en la ley o con posterioridad.

En virtud de lo expuesto, recomendó propender a que el proyecto de ley sea coherente con lo que definen otras leyes e instituciones, que tienen relación con la educación en este nivel, como lo son la Ley General de Educación, y el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la educación de párvulos, básica y media y su fiscalización y que la definición de jardín infantil propuesta por el proyecto se reemplace por la de “establecimientos de educación de párvulos”, que incluye bajo el mismo esquema a salas cuna y jardines infantiles.
Luego, acerca del proceso de autorización, sostuvo que no es claro el alcance de la autorización, dado que tampoco lo es respecto a que la obligación se aplique a todo establecimiento. En sintonía con lo anterior, agregó que no existe definición sobre vinculación entre nueva autorización para funcionar con el actual reconocimiento oficial del Estado.
En este sentido, consideró que el plazo que se pretende establecer es excesivo para obtener autorización oficial para jardines ya en funcionamiento, ya que éste período de educación es muy corto. Asimismo, hizo presente que la metodología de externalización de la certificación de cumplimiento, en especial respecto al rol de la JUNJI, tampoco queda del todo nítida. 






Por lo señalado, este especialista recomendó esclarecer la vinculación entre el actual reconocimiento oficial del Estado y la autorización, considerando un escenario de kínder obligatorio.
Analizando el tópico de la fiscalización, afirmó que a su parecer, existe una falta de resguardo de las salas cunas como espacio educativo, por cuanto no hay claridad respecto a las atribuciones  de la JUNJI, Ministerio de Educación y Dirección del Trabajo en su autorización y fiscalización en relación con salas cunas anexas.
De esta manera, propuso que en el caso de la sala cuna anexa o con convenio con empresa, se debería estipular en el Código del Trabajo que la fiscalización del cumplimiento de los requisitos que dieron origen a la autorización deben realizarse por la Superintendencia de Educación y no solo por el Ministerio del Trabajo y que en caso de cierre y revocación de la autorización, se debiera tener un modelo a seguir para ello.
Por último, en los aspectos más generales de la iniciativa en discusión, el personero dijo que en el tema de la prevención de abusos, por tratarse un tema muy complejo y de una especificidad que no se asocia directamente a una autorización de funcionamiento de jardines infantiles, sería positivo tratarlo en una ley independiente y específica para ello.
Sobre la exclusión de los jardines comunitarios, subrayó que atienden a la población más vulnerable, en sectores rurales o aislados, por lo que, a su juicio, la autorización para funcionar debiera exigirse a todos los jardines infantiles sin excepción, como una forma de resguardar ciertos mínimos, aun cuando exista la posibilidad de contar con modalidades curriculares alternativas. 

Para salvaguardar la existencia de estos jardines, dijo que se podría diferenciar a nivel de reglamento los requisitos de autorización para modalidades convencionales y no convencionales, asegurándose así que los jardines comunitarios puedan avanzar y transitar al cumplimiento de estándares básicos, aun cuando sería necesario entregarles los recursos para ello.
Finalmente, sobre el traspaso de personal, fue enfático en señalar que un ajuste institucional hacia la Superintendencia que se traduzca en el mero traspaso de personal, no asegura necesariamente una mejor y más eficiente fiscalización. Clarificando lo dicho, dijo que ello se infiere de los artículos transitorios del proyecto de ley, donde se establecen como mecanismos para el traspaso de funcionarios los concursos internos o traspasos directos, sin indicar explícitamente la posibilidad de contratación de nuevo personal. 
Con todo, dijo que en el entendido que la Superintendencia comprende una institucionalidad de fiscalización mayor y más robusta en todos los niveles educacionales, espera que pueda cumplir cabalmente con sus funciones como lo indica la ley.
Se deja constancia que el señor Hochschild acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
14) La directora de la carrera de Educación Parvularia de la Universidad Católica de Temuco, señora Malva Reyes, planteó que para realizar éste análisis, parte de la premisa, al igual que el anterior expositor, que es esencial una educación inicial de calidad para superar las brechas que existen actualmente.

En esta lógica, comentó que actualmente la oferta de la educación parvularia respecto de la fiscalización y regulación es confusa, dentro de la cual se pueden reconocer a algunos actores como JUNJI, INTEGRA, las Municipalidades, el Ministerio de Educación y entes empadronados.

Si bien existe un esfuerzo por tratar de organizar todas las instituciones, dijo que lo cierto es que se requiere transitar hacia una educación parvularia de calidad, lo que implica que se considere dentro del sistema educativo, que fue lo que hizo la Ley General de Educación, pero el problema, según planteó, es que no todas las instituciones están con los mismos estándares y por tanto no se puede cautelar la calidad.

Establecido lo anterior, hizo presente que el proyecto de ley en comento permite funcionar con ciertos reglamentos y estándares que van en dirección de asegurar la calidad. A mayor abundamiento, sostuvo que en esta materia, para disminuir las brechas, es necesario tener conciencia que ellas comienzan ya a los 24 meses de vida.

En virtud de lo dicho, enfatizó que la calidad de la educación no puede quedar nuevamente entregada a las condiciones y oportunidades con las que los niños nacen, ya que no es posible mantener la premisa que sólo unos pocos puedan llegar a la educación universitaria como consecuencia de ésto.

Respecto del desarrollo educativo de los países, hizo presente que existe un estudio que incluye a Chile, y que mide las etapas de desarrollo en función de los resultados de los estudiantes (McKinsey, 2010), donde el país estaría recién llegando a la categoría de “aceptable”.

En consecuencia, para ir superando las etapas respectivas, los encargados del estudio proponen un trabajo liderado por autoridad central, que es lo que se está haciendo, a su juicio, en este proyecto. Así, planteó que para superar esta categoría (aceptable), además del esfuerzo legislativo, se requiere:

-Producir datos de desempeño de alta calidad, es decir, no sólo debe ponerse el foco en un estándar inicial, sino que también se debe velar por una suerte de rendición de cuentas que se vea reflejado en el desempeño.
-Asegurar la rendición de cuentas de escuelas  (jardines infantiles) y docentes (Foco en lo pedagógico), respecto de lo que estimó era necesario incorporar específicamente a este proyecto de ley.
-Crear una estructura financiera y organizacional adecuada (clara, organizada), lo que a su parecer, es precisamente el objetivo del proyecto en discusión.
-Modelos pedagógicos consensuados y de probada eficacia para aplicación generalizada. 

En este sentido, dijo que ciertamente ello tiene algunas limitaciones dada la gran variedad de instituciones que existen, pero se vincula con la necesidad de definir los estándares mínimos que se pedirán para la aprobación de las mismas y también para su seguimiento. 

Entrando en la estructura misma del proyecto, y haciendo un paralelo entre los aspectos destacables y aquéllos que estimó necesario mejorar, la profesional efectuó los siguientes planteamientos:

- Esta ley brinda una gran oportunidad para avanzar hacia una educación inicial de calidad, lo que se obtendrá con la obligatoriedad de contar con autorización del Ministerio de Educación. No obstante ello, subrayó que es necesario explicitar la articulación con el sistema de aseguramiento de calidad declarado en la Ley General de Educación para el nivel de Educación Parvularia (poniendo el foco en lo pedagógico).
- Establece la necesidad de contar con un proyecto educativo, se declara una estructura. Sin perjuicio de ello, se deben definir y aclarar los estándares tanto para el funcionamiento de los jardines infantiles, como para su monitoreo (Implementación del proyecto educativo).

- En la misma lógica, respecto de tener personal idóneo y suficiente, comentó que se han hecho avances al señalar algunos estándares. Sin embargo, precisó, se deben revisar los países de OCDE y hacer mayores esfuerzos en esta dirección. Agregó que tal vez se debieran considerar alianzas estratégicas con Universidades (que cumplan con los requerimientos mínimos establecidos por el Ministerio de Educación como Acreditación, puntaje PSU de acceso) para formalizar convenios de prácticas que aporten con educadores en formación.
- Otro aspecto considerado en la iniciativa, es que las instituciones que cuenten con autorización deben “informar de matrícula y asistencia” al Ministerio de Educación. En este sentido, sugirió utilizar esta “plataforma” para informar además de aspectos administrativos, de aspectos pedagógicos como por ejemplo: los logros de aprendizajes alcanzados por los niños (monitoreo y seguimiento) de dichos establecimientos.
-Por último, con respecto a la posibilidad que se entregue la certificación a entidades privadas, propuso establecer el criterio para la selección de esta “entidad privada”, por ejemplo  vía licitación de propuestas, entre instituciones universitarias con “desempeños notables” (convenios de desempeños).
Finalmente, la señora Reyes planteó una serie de dudas que tiene con respecto al proyecto y que espera puedan ser resueltas. En este sentido previno que existen muchas escuelas de lenguaje que trabajan en el nivel parvulario.

Agregó que en el año 2008 había 902 escuelas de lenguaje en Chile, cifra que en el 2011 llegó a 1.251, lo que representa un aumento del 38,6%, con un incremento en matrícula del 21,7%, lo que produce cierta suspicacia en relación con la subvención, por lo que llamó la atención sobre el hecho que cuando se produce este tipo de aumento se debe poner mayor atención para detectar lo que ocurre en el sector.

Por otra parte, también preguntó lo que ocurre en relación con el nivel de educación parvularia en los establecimientos escolares, en el sentido que no queda claro que el equipo técnico que autoriza y fiscaliza los jardines infantiles desde la Superintendencia y el Ministerio de Educación vaya a ser distinto al que lo hace en niveles “Pre-Kinder y Kinder” de las escuelas.

Finalmente, recalcó la importancia que tiene el establecimiento de estándares mínimos a través de este proyecto de ley, no solo para tener un parámetro, sino también para contar con un mecanismo de medición para percibir los avances que se van produciendo.

Se deja constancia que la señora Reyes acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
15) El Académico e Investigador del Centro de Políticas Comparadas de Educación de la Universidad Diego Portales, señor Ernesto Treviño, definió, en primer término,  lo que debe comprender una educación parvularia de calidad, toda vez que afirmó que ella es clave para el desarrollo futuro y contribuye a la equidad.

En este sentido, dijo que conforme a la investigación más avanzada actualmente, para saber si existe educación parvularia de calidad ésta debe abordar los siguientes aspectos:

-Disponibilidad de materiales didácticos desafiantes.

-Infraestructura segura, suficiente y motivante.
-Regulaciones estructurales que afectan a la enseñanza (como el coeficiente técnico, la definición de estándares, etc.)

-Un cuerpo docente y prácticas pedagógicas de calidad, las que deben ser intensas, repetidas en el tiempo y profundas, es decir, desarrollando las capacidades de los niños.

Con lo anterior a la vista, sostuvo que el proyecto de ley, contiene una serie de avances muy trascendentales, especialmente en lo que dice relación con la regulación del sistema. En este sentido, destacó que se contempla la autorización de jardines infantiles nuevos y la regularización de los existentes en un plazo de 3 años. Sobre este punto, previno que éste lapso puede resultar muy corto, dependiendo de las exigencias que se vayan a plantear a aquellos jardines que se deben regularizar.

Dentro de este mismo contexto, subrayó que la iniciativa establece causales de sanción y/o cierre de jardines y supervisión por parte de la Superintendencia de Educación, lo que sin lugar a dudas, en su opinión, constituyen avances incuestionables en esta materia, los que resultan ser muy importantes a la hora de dar mayor seguridad a la familia y a la población con respecto a los servicios educativos que se estén ofreciendo en distintas modalidades.

Ahora bien, a su juicio, existen algunos elementos relevantes que pueden mejorarse, a saber:

-Regulación del sistema, es decir, prohibir que organizaciones no autorizadas por el Ministerio de Educación cuiden niños. Sobre el particular, le pareció insuficiente que sólo se limite la publicidad de estos establecimientos, como lo establece el artículo 7°. Por ello, debe precisarse en el proyecto de ley que quien no cuente con la autorización pueda desempeñar esta labor.

-Asegurar criterios mínimos iguales para toda la oferta de jardines infantiles (dotación de personal, calidad de infraestructura, coeficiente técnico, etc.)

-En calidad, estimó necesario incluir una autorización para modalidades complementarias o alternativas, Por ejemplo, donde exista baja densidad poblacional, demanda intermitente, necesidades familiares u otros, donde no se puede tener un jardín con los requisitos que se han pensado para áreas urbanas.

También propuso como parte de una política educativa, el poder formar a los padres en educación inicial dada la baja asistencia a los jardines infantiles, también para aquellos casos en que los niños viven en zonas cordilleranas, que sus familias son semi-nómades, ello por cuanto nada se dice a este respecto en circunstancias que también debe considerarse como parte de la oferta de educación inicial y debiera tomarse en consideración.

En relación con la Agencia de Calidad de la Educación, el especialista planteó que ella debería también poder enviar recomendaciones de intervención, sanción y/o cierre, es decir, que aparezca como entidad capaz de intervenir en caso necesario.

Adicionalmente, dijo en relación con lo dispuesto en el artículo 10, que se deben considerar salvaguardas para niños y familias en caso de cierre del jardín infantil, ya que no existe claridad respecto a cómo serán atendidos esos niños.

Es dable mencionar que el especialista planteó que la calidad se desarrolla principalmente en los reglamentos. Hizo presente que actualmente se cuenta con el de Infraestructura, decreto N° 548, que establece como estándar nacional de un metro cuadrado por niño, en circunstancias que el estándar internacional es de tres metros.

También, mencionó con respecto al Personal y recursos humanos, regulado por el decreto N° 315 que establece las características mínimas para ser docente en jardín infantil, los requisitos de personal en jardines infantiles y también los  coeficientes técnicos, los que para estándares internacionales son:  
-Sala cuna: 1 educadora por 42 lactantes y una técnico por cada 7.
-Nivel medio menor: 1 educadora por 32 niños y una técnico por 25.
En virtud de lo expuesto, dijo que en materia de calidad no se necesitan nuevos reglamentos, ya que existen, sino que mejorar los actuales y aplicarlos generalmente para toda la oferta de jardines infantiles y salas cuna del país.

Por último, concluyó que la propuesta de autorización obligatoria es indispensable para regular oferta y así generar confianza entre familias y asegurar el bienestar de los niños. En este mismo sentido, agregó que  los criterios de regulación existen en los reglamentos vigentes, de manera que planteó, como lo señalara con antelación, que en esta materia tampoco es necesario crear otro reglamento, sino más bien, actualizar y mejorar los actuales.

Sugirió aplicar los mismos criterios a toda la oferta de jardines públicos y privados urbanos y generar criterios específicos para modalidades complementarias (sectores de baja densidad poblacional, demanda intermitente, adaptación a necesidades familiares, etc.)
Finalmente, antes de cerrar su intervención, volviendo al tema de la calidad de la educación parvularia, subrayó que si bien no se consideran los materiales didácticos para la autorización, a su parecer, ello debería estar entre los elementos revisados por la Agencia de Calidad de la Educación, como también la estipulación de prácticas de calidad.

Se deja constancia que el señor Treviño acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
Seguidamente, hizo uso de la palabra la señora Ministra de Educación, quien destacó que durante la tramitación de la iniciativa se ha escuchado a distintos especialistas relacionados con la educación parvularia del país, cuyos aportes, según dijo, permitieron enriquecer y perfeccionar este proyecto de ley, primero en la Honorable Cámara de Diputados.

Ahora bien, hizo presente que en esta instancia se ha escuchado la abundante evidencia respecto de la importancia de la primera infancia en el desarrollo posterior de las personas, así como también, su efecto tan relevante en términos de equidad.

Debido a la falta de regulación en éste ámbito, insistió en que el proyecto fuera aprobado en general a la brevedad, y dejar su perfeccionamiento para la discusión en particular.

Seguidamente hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Cantero quien destacó que las audiencias han permitido enriquecer el debate respecto de la iniciativa en estudio, como asimismo, conocer la voluntad el Ejecutivo para recoger las sugerencias que se han formulado. El proyecto de ley, añadió, es desde todo punto de vista, necesario, ya que establece la autorización como requisito obligatorio para el funcionamiento de todos los jardines infantiles, sin criterios de selectividad.

En este sentido, dijo que incorporar todos los establecimientos en este nivel educativo es muy necesario, como también que los plazos sean regulados para obtener la autorización y el equiparar autorización y reconocimiento oficial. También consideró que es importante que para efectos de certificación, se pueda habilitar a terceros, pero siempre bajo la tutela u orientación del Ministerio de Educación.

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio quien puso de relieve las coincidencias existentes entre todos los expositores, especialmente en cuanto a valorar el proyecto de ley como un paso en la dirección correcta, pero también llamó la atención sobre las críticas formuladas, que a su juicio, abordan temas muy relevantes.

En este sentido, señaló que una de las más reiteradas dice relación con la falta de concordancia entre la iniciativa legal en informe con las normas contenidas en las leyes General de Educación y de Aseguramiento de la Calidad de la Ecuación, lo cual es de vital importancia, toda vez que se está intentando construir un diseño institucional que debe ser del todo coherente.

En la misma línea, dijo que esta falta de concordancia se produce también en el tema de la autorización legal y el reconocimiento oficial y en otros temas.

Así las cosas, el señor Senador dijo que era necesario hacer el esfuerzo porque la iniciativa no esté desconectada sino que bien articulada, como parte de un todo coherente, para poder elevar los niveles.

Por último, compartió los dichos del dirigente señor Valenzuela, y también estimó que se podía aprovechar la discusión de este proyecto para mejorar lo que no se hizo bien en la fase de implementación de la Ley de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

La Honorable Senadora señora Von Baer destacó que se ha valorado tremendamente el proyecto de ley, especialmente el hecho que se quiera separar las facultades de fiscalización y provisión de servicio que tiene la JUNJI, lo cual no obsta a la necesidad de ir mejorando el proyecto en los distintos aspectos que han planteado los invitados a la Comisión.

A su turno, el Honorable Senador señor Navarro estimó que es claro el problema que debe resolverse y que consiste en que no existe un instrumento legal obligatorio que permita asegurar que todos los jardines infantiles y salas cuna cumplan con las exigencias que permitan resguardar el bienestar de los niños y niñas y que garantice la autonomía de su proyecto educativo. No obstante, hizo presente que el proyecto debe perfeccionarse para lograr los objetivos planteados, pero que ciertas iniciativas son de exclusiva competencia del Ejecutivo.

Así las cosas, preguntó a la Secretaria de Estado si existe voluntad en el Ejecutivo para incorporar las inquietudes planteadas por la Asociación de Funcionarios (ASUME) respecto de los traspasos y la posibilidad de mejorar la carrera funcionaria, o se van a mantener los funcionarios a contrata.

Por otro lado, estimó que las otras mejoras que se pueden realizar apuntan a la esencia del proyecto, cuya velocidad va a depender del Gobierno. Adicionalmente planteó sus dudas con respecto al presupuesto que se ha planteado para financiar este proyecto, por cuanto estimó que claramente éste es insuficiente, de manera que solicitó un informe económico más detallado.

El Honorable Senador señor Quintana, dijo que el proyecto se encuentra acotado fundamentalmente a lo que dice relación con el establecimiento de requisitos para el funcionamiento de los jardines infantiles y el traspaso de funcionarios desde la JUNJI a la Superintendencia de Educación.

Adicionalmente, afirmó que comparte la idea que se trata de una oportunidad para hacer más cambios, por lo que estuvo de acuerdo en abrirse hacia otros tópicos que se han planteado a lo largo de las distintas sesiones, y evaluar si la iniciativa puede hacerse cargo de las inquietudes formuladas, de manera que antes de votar la iniciativa en general, estimó necesario contar con un pronunciamiento por parte del Ejecutivo respecto de los diversos planteamientos que han efectuado los invitados a la Comisión.

La señora Ministra de Educación, en este mismo orden de consideraciones, destacó que todos los expositores han coincidido en lo relevante que es el proyecto en materia de la importancia de la educación prescolar y el impacto que tiene como fuente primordial de equidad en la educación, lo que queda demostrado con las cifras presentadas.

Por otra parte, hizo presente también que todos los invitados han destacado la relevancia que tiene este proyecto, por cuanto un tercio de los jardines infantiles del país no necesita regulación alguna para poder funcionar. A este respecto recordó que más allá que lo que ha hecho la JUNJI en torno a un empadronamiento voluntario (donde ni siquiera existen sanciones para quienes no cumplan los requisitos mínimos), este ámbito de la educación carece de un marco regulatorio adecuado.

En la misma línea, subrayó que durante la discusión se ha ido enriqueciendo este proyecto, por lo que agregó que el Ejecutivo no sólo ha puesto su voluntad en el proyecto sino también su empeño directo en mejorarlo en todos los aspectos que sea necesario.

Por otro lado, enfatizó los puntos en que existe coincidencia entre los distintos actores, especialmente aquél que le da otro nivel a la educación parvularia, incorporándola a todo el sistema de aseguramiento de la calidad, a la tutela de la Superintendencia, dándole el realce que merece dentro de la institucionalidad de la educación del país.

En su opinión, el proyecto incorpora varios de los conceptos contenidos en la Ley General de Educación, y agregó que no obstante ello, se puede avanzar aún más para que queden suficientemente claros los conceptos relativos a la autorización obligatoria y  lo mismos con respecto al concepto de jardines infantiles y salas cuna.

Sobre el traspaso de funcionarios, señaló que efectivamente se debe trabajar en la situación descrita por el dirigente de los funcionarios, aun cuando no necesariamente se haga en este proyecto, pero destacó que ellos consideran que en el caso específico, dicho traspaso está mejor tratado.

Finalmente, y como una forma de demostrar el interés del Ejecutivo en recoger las propuestas efectuadas, propuso formar un grupo de trabajo con los distintos invitados que han asistido a esta discusión, a fin de mejorar aquellos puntos en los que existe consenso.

- - -

MINUTA DEL EJECUTIVO PARA LA DISCUSIÓN EN PARTICULAR, VOTACION EN GENERAL Y FUNDAMENTOS DE VOTO





De conformidad a lo expuesto precedentemente, en la última sesión destinada a la discusión en general de esta iniciativa, la señora Ministra de Educación acompañó una minuta en la cual se destacan los principales aspectos que serán objeto de indicaciones durante la discusión en particular de este proyecto. El texto del referido documento es el siguiente:



“El proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles ingresó a la cámara de diputados en abril de 2013. Durante su tramitación se escucharon a los diversos actores relacionados con la educación parvularia cuyos aportes permitieron enriquecer y perfeccionar el proyecto el que fue aprobado por amplio consenso por la cámara de diputados en julio del presente. Durante las últimas semanas la Comisión de Educación de este Honorable Senado ha discutido este proyecto. Considerando su relevancia, sobre todo por la abundante evidencia respecto de la importancia de la primera infancia en el desarrollo posterior de los niños, así como su efecto en equidad, y la falta de regulación actualmente existente para este nivel educativo es fundamental que sea aprobado En general por la comisión de educación, para poder así avanzar en su perfeccionamiento. Para ello, y luego de escuchar a los diversos actores que han presentado sus comentarios ante la Comisión de Educación de este Senado, este Ministerio manifiesta su disposición a presentar indicaciones que se hagan cargo de perfeccionar los siguientes aspectos: 


1. Incorporar a todos los establecimientos que presten servicios educativos en nivel parvulario: el objetivo del proyecto es que todos aquellos establecimientos de Educación Parvularia que presten servicios educativos de manera regular deban contar con la autorización para funcionar, de manera de no generar distintas “categorías” de establecimientos. 


2. Plazo para obtener la autorización: tomando en cuenta que todos los establecimientos mencionados en el punto anterior deberán contar con dicha autorización, se debe considerar un plazo razonable para que puedan cumplirlo, con el objeto de no interrumpir el servicio educativo, debido a las negativas consecuencias que ello tiene tanto para los menores como para sus padres y apoderados. Así, jardines infantiles como los comunitarios u otro que hoy operan con bajas exigencias no quedarán excluidos de la obligación de contar con la autorización, pero sí se deberá establecer para ellos un mayor plazo para adecuarse a los nuevos requisitos o, en algunos casos, requisitos especiales que reconozcan sus especiales características. 


3. Perfeccionar la integración entre la Autorización y el Reconocimiento Oficial para consolidar un sistema articulado que asegure que todos los jardines infantiles cumplan con ciertas normas que hoy no les son exigibles, sin crear diferentes categorías de establecimientos o permisos, equiparando los requisitos comunes entre el reconocimiento oficial y la autorización para funcionar, reconociendo las evidentes diferencias entre un establecimiento escolar y uno de educación parvularia. 


4. Perfeccionar la delegación excepcional a terceros de la certificación por parte del Ministerio de Educación, asegurando que sean entidades públicas, o en su ausencia, sólo privadas especialistas en la materia como INTEGRA.”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio señaló, como lo expresara con antelación, que las audiencias han enriquecido mucho la comprensión del tema, el debate y la necesidad de perfeccionar la iniciativa en estudio.

Valoró la disposición del Ejecutivo para perfeccionar este proyecto, y en este sentido, teniendo a la vista las propuestas efectuadas por la señora Ministra, dijo que derechamente debiera establecerse que quien no cuente con autorización no puede operar. Respecto del plazo, le pareció razonable que en algunos casos, exista uno mayor para adecuarse a las nuevas exigencias.

Sobre la autorización y el reconocimiento oficial, planteó que debiera explicitarse de mejor forma un compromiso claro con miras a una total integración de este nivel educacional con el sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, de modo que esté totalmente inserto dentro de un sistema.

Luego, planteó que subsiste demasiada discrecionalidad en materia de fijación de estándares, toda vez que ello será materia de reglamento, por lo que sugirió que los criterios generales sean incorporados derechamente en el texto de la ley.

Calificó como muy importante el tema de los funcionarios, que no se han considerado en los planteamientos del Ejecutivo, por lo que consultó si existe la disposición para acoger sus demandas. 

Por último, en lo que dice relación con el perfeccionamiento de la delegación a terceros en materia de certificación, se mostró partidario de eliminarla y dejarla en manos de un órgano público.

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana también se refirió a los puntos planteados por la personera de Estado.

En esta línea, dijo que incorporar a todos los establecimientos que presten servicios educativos formales es completamente necesario, donde no se pueden hacer distinciones. Por lo anterior, consultó si también se tienen consideradas las Escuelas de Lenguaje dentro de aquéllos establecimientos que deben contar con autorización.

Sobre los plazos, le pareció que es importante precisar o distinguir ciertas características como la ruralidad de los jardines infantiles, ello por cuanto no se pueden desconocer las particulares circunstancias de dichos establecimientos.

En el tema de la certificación, se mostró partidario de omitir derechamente, la alusión a los privados, por cuanto estimó que el caso de la fundación Integra es especial en el sentido que es conocido que no obstante ser privada, la fundación cumple con roles y funciones del Estado, que además es responsable por lo que allí ocurra.

Por último, sobre los funcionarios y la Superintendencia, consideró razonable delimitar con precisión esos ámbitos, por lo que preguntó al Ejecutivo cómo abordarán las demandas de ellos. 

Luego, la Honorable Senadora señora Von Baer preguntó a la personera de Estado que facultades de certificación se están manteniendo en la JUNJI o INTEGRA, pues no tenía claridad al respecto.

Recogiendo algunas de las inquietudes surgidas, la señora Ministra de Educación aclaró que la autorización obligatoria la otorga el MINEDUC, luego la Superintendencia supervisa o fiscaliza a las distintas instituciones. En este sentido, agregó que el proyecto incorpora la posibilidad que dicha cartera de Estado pueda dar la autorización a través de distintas entidades que sean expertas en la materia (a nombre del Ministerio).

A raíz de lo anterior, se incorporó al proyecto a INTEGRA (que tiene carácter privado), con el objeto que no sea la propia JUNJI quien de la autorización a sus establecimientos.

En esta línea, enfatizó que el proyecto de ley en comento crea la autorización obligatoria, así se concibió por lo que no hay problemas en enfatizarlo aún más. 

En este punto, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo presente que respecto del efecto de la “no autorización” lo que se contempla en la ley es que “no se podrá publicitar”, por lo que preguntó si hay disposición a que el efecto sea que no pueda operar.

Sobre este punto en particular, la personera de Estado insistió en que ese es precisamente el efecto que se busca con el proyecto y en caso que no esté suficientemente claro, manifestó la total voluntad del Ejecutivo para explicitarlo.

En cuanto a la incorporación de todos los establecimientos educativos, dijo que no hay mayores diferencias y que se deben considerar las distintas categorías que existen, por lo que se deben concordar los plazos para que todos alcancen los niveles exigidos.

Relacionado con lo anterior, señaló que ha quedado claro que algunos establecimientos pueden tener problemas para cumplir en el plazo estipulado, con los requisitos de la autorización, por lo que comentó, que se tendrán que dar plazos mayores para que todos queden dentro del marco regulatorio actual, especialmente los jardines comunitarios.

Explicando la relación entre la autorización y el reconocimiento oficial, subrayó que el carácter de la autorización es obligatorio en tanto que el reconocimiento oficial es voluntario, porque sólo se deben seguir los currículums oficiales, de tal manera que tienen una naturaleza distinta, pero la ley contempla que se necesita autorización obligatoria para poder operar.

Abordando el tema de los estándares, hizo presente que es necesario incorporarlos en los respectivos reglamentos, y compartió con el expositor, que dichos reglamentos pueden ser incorporados en la ley.

Refiriéndose a los trabajadores de la Superintendencia de Educación, dijo que se ha estado permanentemente trabajando con ellos, a través de varias reuniones, con el objeto de corregir aquellas situaciones que han tenido en desmedro, producto del traslado a la Superintendencia desde el Ministerio, y que en este caso, el proyecto corrige para los funcionarios de la JUNJI, que teniendo la experiencia en términos de fiscalización, puedan ser incorporados en la Superintendencia.

No obstante, dijo que no le parecía que ésta fuera la instancia para resolver dichos problemas, sin perjuicio que ello se está solucionando directamente con ellos, por lo que no se hará una indicación en este sentido en el presente proyecto.

Adicionalmente, agregó que con las funcionarias de la JUNJI ha conversado personalmente para darles la tranquilidad necesaria con respecto a las dudas que tenían en relación a su traslado. 

 La Vicepresidenta Ejecutiva de la JUNJI, intervino para señalar que a su juicio queda claramente definido en el artículo 1° del proyecto la necesidad de contar con autorización para operar, no obstante dijo que podría aclararse aún más.

Destacó que la Superintendencia fiscalizará que los requisitos de autorización se mantengan en el tiempo, de tal manera que en caso que ello no ocurra, esa entidad puede determinar la clausura del establecimiento.

Sobre los estándares de autorización y reconocimiento oficial sostuvo que está de manifiesto en las propuestas del Ejecutivo, que debe evaluarse cuáles requisitos del reconocimiento oficial son pertinentes a este proyecto de ley.

Finalmente, para conocimiento de la Comisión, señaló que en las últimas dos semanas la JUNJI ha recibido permanentes consultas orientadas a la apertura de jardines infantiles, de manera que destacó el interés que existe por generar mayor oferta, de donde se deduce la importancia de contar con esta regulación.

- - -

Luego de declarar cerrado el debate, el señor Presidente puso en votación en general la iniciativa de ley.

- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, ésta fue aprobada por la unanimidad integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, al fundamentar su voto, insistió en el tema de los funcionarios en el sentido de velar porque no exista un desmedro para ellos a raíz de los traslados, tema que debería quedar resuelto antes que ésta iniciativa quede totalmente tramitada.

La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, dijo que en este momento muchos apoderados llevan a sus hijos a jardines infantiles en el convencimiento que tienen algún certificado u autorización, en circunstancias que ello no es necesariamente así. Por lo anterior, se manifestó complacida por contar con esta iniciativa para poder regularizar esta situación y al mismo tiempo solicitó al Ejecutivo que se tramite con la urgencia necesaria.

A su turno, el Honorable Senador señor Cantero sostuvo que se trata de un proyecto de ley de la más alta importancia, toda vez que involucra a la población infantil que constituye el futuro del país, por lo que debe tener la más alta urgencia y trascendencia.

Finalmente, el Honorable Senador señor Quintana dijo que este proyecto es necesario, teniendo en consideración que el país ha dado un salto histórico en cobertura y matrícula preescolar. Por lo anterior, le pareció correcto establecer mayores exigencias lo que constituye una clara preocupación del Estado por los niños.

Asimismo, sostuvo que los estándares han ido aumentando, existiendo protocolos vigentes, no obstante que se mostró absolutamente partidario de que éstos requisitos estén establecidos en la ley con la rigurosidad que se necesita.

Por último, señaló que espera que se concreten por parte del Ejecutivo, las indicaciones que se han dado a conocer en esta audiencia, en especial, lo que dice relación con lograr una mayor armonía entre el artículo 2° y el 7° para que no queden lugar a dudas y que no se deje de resolver el tema de los funcionarios que serán trasladados.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que es el siguiente:


PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por jardín infantil todo establecimiento que imparta educación integral a niños y niñas entre su nacimiento y la edad de ingreso a la educación básica, fomentándoles su desarrollo integral y proporcionándoles los aprendizajes, conocimientos, habilidades y aptitudes de acuerdo a sus niveles de desarrollo, y que cuente con la autorización para funcionar del Ministerio de Educación o esté reconocido oficialmente por el Estado.

Artículo 2°.- Deberán contar con una autorización del Ministerio de Educación para funcionar como jardín infantil todos los establecimientos que regularmente impartan educación integral a niños y niñas desde su nacimiento hasta la edad de ingreso a la educación básica.

Estarán exentos de esta autorización aquellos establecimientos educacionales que se encuentren reconocidos oficialmente por el Estado y los jardines infantiles comunitarios a que se refiere el inciso segundo del artículo 3° de la ley N°17.301, que crea la corporación denominada Junta Nacional de Jardines Infantiles.

Artículo 3°.- El Ministerio de Educación otorgará la autorización de funcionamiento de jardines infantiles, la cual se regirá por las normas contenidas en esta ley. 

La autorización señalada en el inciso precedente se otorgará previo cumplimiento de los siguientes requisitos:

1) El propietario del jardín infantil que sea persona natural o el representante legal y el administrador de la entidad propietaria, según sea el caso, deberán: 

a) No haber sido sancionados con las inhabilidades a que se refiere el artículo 9°.

b) No haber sido condenados por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el Título VII y los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal, o la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes.


c) No haber sido condenados con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal.


2) Acreditar que el local en el cual funciona el establecimiento cumple con las normas mínimas de planta física establecidas en el reglamento de esta ley.


En el evento que el propietario del jardín infantil no sea dueño del local donde funciona, deberá acreditar la existencia de un contrato, en calidad de arrendatario, comodatario o titular de otro derecho sobre el inmueble, de duración no inferior a tres años e inscrito en el Conservador de Bienes Raíces respectivo. Esta acreditación deberá renovarse seis meses antes de su término.


3) Disponer de mobiliario y equipamiento mínimo, según las especificaciones contenidas en el reglamento de esta ley.


4) Contar con un proyecto educativo institucional, que incluya los antecedentes de la institución, la definición de las características del establecimiento; la finalidad educativa expresada en la misión, visión y valores sustentados, y el curriculum pedagógico adoptado por el establecimiento.


5) Contar con un reglamento interno que regule las relaciones entre el jardín infantil y los distintos actores de la comunidad educativa, y aplicarlo. Dicho reglamento deberá incorporar políticas de prevención, medidas pedagógicas y protocolos de actuación ante conductas que constituyan falta a la seguridad de los niños y a la buena convivencia, tales como abuso sexual y maltrato infantil.


El Ministerio de Educación deberá tener siempre disponible en su página web distintos modelos de reglamentos internos, los cuales podrán ser utilizados por los jardines infantiles.


6) Tener el personal idóneo y suficiente de acuerdo a lo que señale el reglamento de esta ley. Tratándose del personal docente, se entenderá idóneo el que cuente con el título profesional de la educación o licenciatura del respectivo nivel de al menos ocho semestres de duración, de una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.


No podrán desempeñarse en jardines infantiles aquellas personas que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:


a) Que hayan sido condenadas por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el Título VII y los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal, o la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes.


b) Que hayan sido condenadas a inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal.


El reglamento determinará las especificaciones de los requisitos contenidos en el presente artículo.


Artículo 4°.- El establecimiento educacional que solicite la autorización de funcionamiento deberá presentar, ante el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente, una solicitud acompañada de todos los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos a que se refiere el artículo anterior.


Si dicha solicitud no se resolviera dentro de los noventa días hábiles posteriores a su entrega, se tendrá por aprobada, en los términos contemplado en el artículo 64 de la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.


Si la solicitud fuere rechazada, se podrá reclamar de manera fundada ante el Ministro de Educación, en un plazo de quince días hábiles contado desde la notificación del rechazo, quien resolverá dentro de los quince días hábiles siguientes. 


La autorización se entenderá hecha al propietario del jardín infantil que la solicite y no podrá transferirse ni transmitirse a otra persona. En caso de fallecimiento del propietario, la autorización se mantendrá vigente durante un año contado desde la fecha de su muerte.


Artículo 5°.- La autorización se otorgará mediante resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que corresponda, en la que se indicará, a lo menos, el nombre y dirección del jardín infantil, la identificación del propietario o del representante legal, en su caso, y el certificado de antecedentes de dichas personas.


Artículo 6°.- El Ministerio de Educación llevará un Registro Público de propietarios y un Registro Público de jardines infantiles que cuenten con esta autorización, los que se encontrarán disponibles en la página web del Ministerio de Educación o en otros medios electrónicos.


Artículo 7°.- Sólo podrán publicitarse como jardines infantiles los establecimientos que se encuentren autorizados para funcionar por el Ministerio de Educación o reconocidos oficialmente por el Estado. Quienes no cumplan con dichos requisitos no podrán poner en su local carteles o avisos que contengan, en cualquier idioma, expresiones que indiquen que se trata de un jardín infantil. Asimismo, les estará prohibido efectuar propaganda por la prensa o cualquier otro medio en que se haga uso de tal expresión. 


Las infracciones señaladas precedentemente darán lugar al procedimiento regulado en el artículo 9°.


Artículo 8°.- Los establecimientos educacionales que cuenten con la autorización para funcionar como jardín infantil deberán informar, mensualmente, la matrícula y la asistencia de los niños que atiendan, a través de la página web u otro medio que el Ministerio de Educación dispondrá para esos efectos. 


Artículo 9°.- La Superintendencia de Educación será el organismo encargado de fiscalizar la mantención de los requisitos que dieron origen a la autorización de funcionamiento de los jardines infantiles.


La Dirección Regional de la Superintendencia de Educación sustanciará el procedimiento respectivo en caso de pérdida de alguno de los requisitos para ser autorizado y aplicará las sanciones que procedan, de conformidad con lo establecido en el inciso quinto de este artículo.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Dirección Regional respectiva de la Superintendencia de Educación o a requerimiento del Ministerio de Educación o de otros organismos públicos relacionados con éste o dependientes de él.


La resolución que ordene instruir el proceso deberá notificarse personalmente o por carta certificada al propietario o a su representante legal, quien tendrá diez días hábiles para presentar los descargos, acompañando todos los medios de prueba que estime pertinentes.


El Director Regional de la Superintendencia de Educación correspondiente podrá, mediante resolución fundada, aplicar las siguientes sanciones en atención a la naturaleza, gravedad y reiteración de la infracción:


1) Amonestación por escrito, en cuyo caso deberá señalarse el origen de la infracción administrativa, como asimismo el plazo dentro del cual deberá ser subsanada.


2) Multa a beneficio fiscal de 1 a 250 UTM. 


3) Cancelación de la autorización para funcionar como jardín infantil.


4) Inhabilidad temporal o perpetua del propietario para mantener o participar de cualquiera forma en la administración de establecimientos educacionales que atiendan a niños y niñas desde su nacimiento hasta el ingreso a la educación básica. En el caso que el propietario sea persona jurídica, esta inhabilidad se entenderá aplicada a sus representantes legales y administradores.


Con todo, el Director Regional sólo podrá aplicar las sanciones contempladas en los números 3) y 4) precedentes en caso de incumplimiento de los requisitos establecidos en el número 1) del artículo 3°. Asimismo, podrá aplicar dichas sanciones en caso de infracciones de los requisitos contemplados en los números 2), 3), 5) y 6) del artículo 3°, siempre que éstas pongan en inminente riesgo la integridad física y psicológica de los niños, según lo determine el reglamento.


De la resolución que dicte el Director Regional de la Superintendencia de Educación podrá reclamarse ante el Superintendente de Educación, dentro del plazo de quince días hábiles contado desde la notificación de la resolución que se impugna.


En caso que la Superintendencia de Educación disponga la sanción de cancelación de la autorización, deberá ordenar la clausura inmediata del establecimiento y enviar al Ministerio de Educación los antecedentes que correspondan para que lo excluya de los registros a que se refiere el artículo 6°. 


Artículo 10.- Dará lugar al procedimiento señalado en el artículo 9° la circunstancia de que algún establecimiento de los señalados en el inciso primero del artículo 2° se encuentre operando sin contar con la autorización del Ministerio de Educación ni con el reconocimiento oficial del Estado en los niveles parvularios que imparta.


Artículo 11.- Modifícase la ley N° 17.301, que crea la corporación denominada Junta Nacional de Jardines Infantiles, de la siguiente forma:


1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1º:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “promover, estimular y supervigilar” por “promover y estimular”.


b) Elimínase el inciso segundo.


2) Elimínase el artículo 33.


Artículo 12.- Modifícase el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de la siguiente forma:


1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 203:


a) Elimínase el inciso segundo.


b) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “previo informe favorable de la Junta Nacional de Jardines Infantiles” por “previa autorización del Ministerio de Educación”.


c) Sustitúyese, en el inciso sexto, la locución “de la Junta Nacional de Jardines Infantiles” por “del Ministerio de Educación”.


2) Elimínase en el artículo 207 la frase “a la Junta Nacional de Jardines Infantiles y”.


3) Modifícase el artículo 208 de la siguiente forma:


a) Elimínase el inciso penúltimo.


b) Elimínase, en el inciso final, la locución “y a la Junta Nacional de Jardines Infantiles”.


Artículo 13.- Modifícase el artículo 177 del Código Procesal Penal de la siguiente forma:


1) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 177.- Incumplimiento de la obligación de denunciar. Las personas indicadas en las letras a), b), c) y d) del artículo 175 que omitieren hacer la denuncia que en él se prescribe incurrirán en la pena prevista en el artículo 494 del Código Penal, o en la señalada en disposiciones especiales, en lo que correspondiere.”.


2) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“En el caso que las personas indicadas en la letra e) del mismo artículo no dieran cumplimiento a dicha obligación, serán sancionadas con multa de hasta ciento veinticinco unidades tributarias mensuales.”.


Artículo 14.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para establecer mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Determinar el número máximo de funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que se traspasarán a la Superintendencia de Educación, considerando los estamentos que se requieran en virtud de las funciones transferidas por la presente ley. La individualización, encasillamiento y contratación con asimilación a grado del personal que se traspasará se llevará a cabo mediante decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación.


2) Los traspasos podrán hacerse hasta en dos etapas sucesivas, con las modalidades que se indican para cada caso. La primera de ellas se realizará mediante concurso efectuado conforme a lo prescrito en el artículo siguiente, y la segunda etapa, si se requiere para completar el número máximo de funcionarios a que se refiere el numeral anterior, será determinada por el Presidente de la República, según las normas del artículo tercero transitorio. En esta segunda etapa se contemplará el personal titular de planta o a contrata de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, que cumple las funciones que son traspasadas por la presente ley a la Superintendencia de Educación. Sólo para estos efectos se entenderán equivalentes los estamentos de Profesionales y de Fiscalizadores, siempre que se trate de funcionarios que cuenten con título profesional, y la condición de cumplir dichas funciones será certificada por la Directora de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.


3) Establecer el plazo en que se llevarán a cabo cada una de las etapas anteriores y las fechas desde las cuales será traspasado este personal. Podrá, también, fijar un plazo para que la Junta Nacional de Jardines Infantiles siga cumpliendo las funciones de supervigilancia, en tanto se efectúen los procesos de traspaso de personal. 


4) Traspasar los recursos presupuestarios y bienes que se determinen desde la Junta Nacional de Jardines Infantiles a la Superintendencia de Educación, conforme al traspaso de funciones, atribuciones y personal. 


5) Aumentar la dotación máxima de personal de la Superintendencia de Educación en el número total de funcionarios traspasados y disminuir en el número equivalente la de la Junta Nacional de Jardines Infantiles. 


Se transferirán a la Superintendencia de Educación los recursos presupuestarios que se liberen por el traspaso de personal. 


Las facultades señaladas en este artículo quedarán sujetas a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) El traspaso será sin solución de continuidad y se mantendrá la calidad jurídica que tenía cada funcionario a la fecha de la publicación de la presente ley, en las condiciones que se indican en los artículos segundo y tercero transitorios. 


b) Los traspasos de personal bajo cualesquiera de las modalidades que fija esta ley no podrán tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado, como tampoco podrán significar modificación de los derechos previsionales. El desahucio, que de conformidad al artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, a que tuvieren derecho los funcionarios traspasados desde la Junta Nacional de Jardines Infantiles a la Superintendencia de Educación, se calculará sobre el sueldo base y la asignación de antigüedad correspondiente al grado que tenían a la fecha de traspaso, cuando los nuevos sueldos base, en dicha Superintendencia, sean inferiores. Lo anterior se aplicará en la medida que se mantenga la situación antes descrita.


c) Al personal traspasado no le será aplicable lo dispuesto en el artículo 107 de la ley N° 20.529.


d) Los funcionarios traspasados, encasillados o contratados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


Artículo segundo.- La primera etapa del traspaso de personal se efectuará mediante concursos internos en el número máximo y en las plantas o estamentos determinados por el Presidente de la República, según el número 1) del artículo anterior, que se convocarán por intermedio del Ministerio de Educación en un proceso de postulación abierto al personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, con amplia difusión a través de las páginas web institucionales. 


La Superintendencia de Educación, con la opinión de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, establecerá los requerimientos para el proceso y selección de postulantes, fijando, entre otros, al menos, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas, el grado ofrecido y su nivel referencial de remuneraciones, y la forma en que deberán acreditarse éstos. En todo caso, en esta etapa, adicionalmente, deberán cumplirse los requisitos de ingreso y promoción que contempla la planta de personal de dicha Superintendencia. En los anuncios del llamado se incluirá toda esta información.


Podrán postular en estos concursos todos los funcionarios titulares de planta o a contrata de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que cumplan con los requisitos y requerimientos. En igualdad de condiciones tendrá preferencia el personal que ejerza las funciones que son traspasadas o que haya tenido una experiencia significativa en ellas. 


El proceso de selección será conducido por un comité técnico que designará el Ministro de Educación, que deberá incluir al Superintendente de Educación o a quien éste designe. Verificado el cumplimiento de los requisitos y ejecutada la evaluación de los factores de mérito y de las competencias específicas, el comité entregará los resultados al ministro en el plazo establecido.


Una vez concluido el proceso, los postulantes sólo tendrán derecho a reclamar ante el comité, en un plazo de cinco días hábiles, cuando estimen que no se han considerado todos los antecedentes presentados o estos no han sido adecuadamente ponderados. El comité, dentro de igual plazo, informará sobre su resolución final.


Todos los cargos ofrecidos en esta etapa serán contratos asimilados a grado. En caso que postulare personal de planta, mantendrá el cargo del que era titular en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, en las siguientes condiciones: 


a) El personal titular de planta o aquel que tenga la calidad de la letra d) del artículo 87 del Estatuto Administrativo, que fuere seleccionado, mantendrá la propiedad del cargo del que es titular en la Junta Nacional de Jardines Infantiles. Para estos efectos se constituirá una planta de personal en extinción, que se conformará con los cargos que mantenga en propiedad el personal traspasado a la Superintendencia de Educación.


b) En caso que se ponga término al contrato de trabajo en la Superintendencia de Educación por causa no imputable al funcionario, éste podrá reintegrarse, sin solución de continuidad, a la Junta Nacional de Jardines Infantiles al cargo que mantiene en propiedad y que conformaba hasta esa fecha la planta en extinción. Para tal efecto, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Educación, suscrito también por el Ministro de Hacienda, se efectuarán los ajustes de dotación en los respectivos servicios y se dispondrá la transferencia de recursos correspondiente a la remuneración del cargo al que se reintegra el funcionario en propiedad, sin que estos ajustes puedan producir, en el conjunto, variaciones. El funcionario conservará la asignación de antigüedad que tenía reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


c) El cargo en extinción y la propiedad del mismo se mantendrá mientras el funcionario esté contratado en la Superintendencia y se suprimirá de pleno derecho, una vez que éste renuncie voluntariamente o sea designado como titular en la planta de la Superintendencia o no se reintegrara, de forma inmediata, al habérsele puesto término a su contrato en la Superintendencia, conforme a la letra anterior. En el acto administrativo en el que se dispongan cualesquiera de estas situaciones, se deberá dejar constancia de la supresión de cargo que procede. Por decreto fundado en lo anterior, dictado por intermedio del Ministerio de Educación, cuya copia se remitirá al Ministerio de Hacienda, se suprimirá el cargo en la planta en extinción de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.


Artículo tercero.- De no alcanzarse mediante concurso la dotación definida en el número 1) del artículo primero transitorio, podrá completarse mediante el traspaso del personal que cumpla las funciones en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, hasta alcanzar el número máximo determinado en dicho decreto con fuerza de ley. La condición de no haber sido seleccionado en el proceso del concurso no excluirá al funcionario de la posibilidad de ser traspasado en esta segunda etapa, conforme a las normas propias de ésta.


El grado de encasillamiento o de asimilación, sea un funcionario de planta o a contrata, será aquel cuya remuneración total sea la más cercana a la que percibía, se trate de una diferencia positiva o negativa. Para su determinación se considerará la suma del total de haberes brutos mensualizados que percibe cada funcionario en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, excluidos sólo los pagos por trabajos extraordinarios y la asignación por funciones críticas, comparándolos con el total de haberes brutos mensualizados que le corresponderá en la Superintendencia de Educación al momento del traspaso, exceptuados los componentes remuneratorios recién señalados.


Cualquiera diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, a la que se le aplicará el porcentaje de reajuste que se fije anualmente para las remuneraciones de los funcionarios públicos en la forma dispuesta en el artículo 31 de la ley N° 20.642, y que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que corresponda al funcionario. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


Procederá crear un cargo en la planta de personal de la Superintendencia de Educación, cuando el funcionario traspasado en esta segunda etapa tenga la calidad exclusiva de titular en la planta de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, aplicándosele las normas del inciso segundo del presente artículo para determinar el grado que corresponda.


En tanto, el personal traspasado que tenga la calidad de la letra d) del artículo 87 del Estatuto Administrativo mantendrá el cargo del que es titular en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, en iguales condiciones a lo establecido en el inciso sexto del artículo segundo, en lo que proceda, y será traspasado con una renta equivalente a la que percibía en la calidad de contrata.


El personal a contrata mantendrá su calidad jurídica y su grado será fijado conforme a las normas de este artículo. 


Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para crear en la planta de la Superintendencia de Educación los cargos necesarios para traspasar al personal correspondiente a la segunda etapa del proceso, cuando ejercieren exclusivamente un cargo titular de planta, en el grado que sea el más cercano, conforme con el procedimiento definido en el artículo tercero transitorio. En el mismo decreto con fuerza de ley se suprimirá el cargo del que era titular en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, a contar de la total tramitación del decreto supremo de individualización de traspasos. 


Artículo quinto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, modificará el presupuesto de la Superintendencia de Educación y de la Junta Nacional de Jardines Infantiles para el cumplimiento de la presente ley e integrará a la primera los recursos que correspondan al traspaso de personal y bienes, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes. No obstante lo anterior, para el primer año de vigencia de la presente ley, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiera financiar con las reasignaciones destinadas para ello.


Artículo sexto.- Los establecimientos educacionales a que se refiere el inciso primero del artículo 2°, que se encontraban funcionando con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley sin tener el reconocimiento oficial del Estado en los niveles parvularios que impartan, tendrán un plazo de tres años contado desde dicha fecha para obtener la autorización de funcionamiento otorgada por el Ministerio de Educación. Durante dicho período estos establecimientos podrán seguir funcionando.


Artículo séptimo.- Las modificaciones a que se refieren los artículos 11 y 12 de la presente ley entrarán en vigencia una vez que el personal respectivo de la Junta Nacional de Jardines Infantiles haya sido traspasado al Ministerio de Educación y a la Superintendencia de Educación.


Artículo octavo.- Los informes favorables y las autorizaciones que hayan sido otorgadas por la Junta Nacional de Jardines Infantiles, para efectos de lo señalado en los incisos tercero y sexto, respectivamente, del artículo 203 del Código del Trabajo, mantendrán su validez hasta tres años contados desde la entrada en vigencia de esta ley.


Artículo noveno.- Durante los tres primeros años, contados desde la publicación de esta ley, el Ministerio de Educación podrá encomendar a otros organismos públicos la certificación del cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 3°. Sólo en la medida que el Ministerio de Educación y los demás organismos públicos a los que se hubiere encomendado esta función no tuvieren la capacidad instalada para certificar por sus propios medios el cumplimiento de los requisitos a que se refiere este artículo, podrá el ministerio encomendarla a entidades privadas.”.
- - -

Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 7, 14 y 28 de agosto, 4 y 11 de septiembre de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Quintana Leal (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Carlos Cantero Ojeda, Alejandro Navarro Brain e Ignacio Walker Prieto.
Sala de la Comisión, a 25 de septiembre de 2013.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D., Secretario de la Comisión
4

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL “CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS SOBRE PROTECCIÓN Y RESTITUCIÓN DE BIENES CULTURALES”, SUSCRITO EN CIUDAD DE MÉXICO, EL 8 DE JULIO DE 2011 
(8952-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 24 de abril de 2013.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 31 de julio de 2013, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Ministro subrogante señor Alfonso Silva; el Director de Asuntos Culturales, señor Germán Guerrero, y el Subdirector de Asuntos Jurídicos, señor Álvaro Arévalo.




También concurrieron, de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, la Coordinadora de Asuntos Internacionales, señora Macarena Lira, y del Consejo de Monumentos Nacionales, la profesional de apoyo del Área de Coordinación General, señora Natalia Severino.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:




a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".




b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje señala que el presente instrumento internacional tiene como antecedente directo la reunión de la Mesa Bilateral Chile-México contra el tráfico de bienes culturales, realizada en mayo de 2011, la cual tuvo por objetivo intercambiar experiencias, organización, procesos, fortalezas y debilidades de las instancias de cada país relacionadas con el combate al tráfico ilícito de bienes culturales, para la redacción de un convenio bilateral en esta materia.




Agrega que el Convenio responde a la necesidad de adoptar medidas tendientes a prohibir el tráfico ilícito de bienes culturales, en particular, de bienes del patrimonio paleontológico, arqueológico, artístico e histórico, entre ambos países, y a establecer los mecanismos y procedimientos para su recuperación, en caso de su exportación ilegal.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial en sesión de la Honorable Cámara de Diputados del 16 de mayo de 2013, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.




Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 4 de junio de 2013 y aprobó, por la unidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 30 de julio de 2013, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes (99 votos a favor).





4.- Instrumento Internacional.- El Acuerdo contiene un Preámbulo, 15 artículos y 1 Anexo, que se reseñan a continuación.





En el Preámbulo las Partes reconocen la importancia de proteger y conservar el patrimonio cultural de ambos Estados, consignando que la cooperación mutua, para la recuperación de bienes culturales que hayan sido robados, obtenidos o traficados ilícitamente, constituye un medio eficaz para salvaguardar el legítimo derecho del propietario originario sobre dichos bienes culturales, evidenciando, además, el interés en establecer procedimientos comunes que permitan la recuperación de éstos.





El artículo 1 consigna que el Convenio tiene por propósito prohibir el ingreso a los territorios de las Partes de todo bien cultural paleontológico, arqueológico, artístico e histórico sujeto a protección, proveniente de la otra Parte que haya sido sujeto de robo, obtención o tráfico ilícito, y establecer los procedimientos necesarios para su restitución.




A su vez, el artículo 2 señala que para los efectos de este Convenio se entenderán como bienes culturales los objetos mencionados en el Anexo de este instrumento, el cual forma parte integrante del mismo y cuya enumeración consignada es de carácter enunciativa, no limitativa, en función de la protección que la legislación nacional de cada Parte y las convenciones internacionales aplicables para ambas confieran a los bienes culturales.




El artículo 3 designa las Autoridades Centrales encargadas de dar cumplimiento a las acciones que deriven del Convenio, siendo para Chile, el Ministerio de Relaciones Exteriores, y para los Estados Unidos Mexicanos, la Secretaría de Relaciones Exteriores.




Luego, el artículo 4 prevé que las autoridades competentes de cada Estado, cuando ingrese a su territorio un bien cultural que haya sido robado, obtenido o traficado ilícitamente, deberán resguardarlo para los efectos de su restitución, de conformidad a los procedimientos previstos en sus respectivas legislaciones nacionales, e informar a su respectiva Autoridad Central. Se añade que las Autoridades Centrales deberán notificarse de inmediato sobre el resguardo de cualquier bien cultural sujeto a protección provenientes de la otra Parte y que están facultadas para tomar las medidas necesarias para lograr la restitución de dichos bienes.





El artículo 5 indica que a solicitud expresa de una de las Partes, la otra empleará los medios legales a su alcance, de conformidad con su legislación nacional y las convenciones internacionales vigentes, para restituir los bienes culturales desde su territorio a la Parte requirente. Además, establece que en el caso que sea necesario, la Parte requerida promoverá un procedimiento judicial con el objeto de restituir dichos bienes. Igualmente, según esta disposición, la Autoridad competente de cada una de las Partes podrá asesorar, en la medida que lo permita su legislación nacional, a quien, actuando de buena fe, haya adquirido un bien cultural que haya sido robado, obtenido o traficado ilícitamente del territorio de la otra Parte y promueva un procedimiento judicial para que el vendedor le restituya el precio pagado.




Por su parte, el artículo 6 trata de la solicitud de restitución de los bienes, la cual deberá formalizarse por la vía diplomática, proporcionando, la Parte requirente, la documentación autenticada y las pruebas correspondientes, si es el caso.





El artículo 7 dispone que los gastos incurridos por la recuperación y restitución de un bien cultural serán sufragados por la Parte requirente, además, que no se podrá reclamar indemnización a la Parte que restituye ni a la Parte requirente.




A continuación, el artículo 8 consigna que, de acuerdo a su respectiva legislación, las Partes convienen en otorgar todas las facilidades administrativas, fiscales y aduaneras pertinentes durante el proceso de restitución al país de origen de los bienes culturales robados, obtenidos o traficados ilícitamente.




El artículo 9 señala que las Partes emplearán todos los medios a su alcance, incluida la sensibilización a la población para combatir las excavaciones clandestinas, así como el robo, la obtención y el tráfico ilícito de bienes culturales.





A su vez, el artículo 10 se refiere a las modalidades de cooperación que pueden llevar a cabo las Partes, entregando una enumeración, no taxativa, de cómo se puede llevar a cabo, entre ellas, el intercambio de información, el desarrollo de actividades de capacitación, la elaboración de un registro de bienes culturales, etc.





El artículo 11 expresa que las Partes se comprometen a imponer sanciones, de conformidad con su respectiva legislación, a las personas que adquieran, comercialicen o participen en el tráfico de un bien cultural a sabiendas de que ha sido objeto de un ilícito.





Los artículos 12 al 15, contemplan cláusulas usuales en este tipo de instrumentos internacionales, en particular referidas a la solución de controversias, entrada en vigor, duración y modificación.




El Anexo, que forma parte integrante del Convenio, contiene las listas de los bienes que se entenderán como bienes culturales en la República de Chile y en los Estados Unidos Mexicanos.




Así, el Anexo dispone que se entenderán como bienes culturales:




Para la República de Chile:





a) las colecciones y ejemplares raros de zoología, botánica, mineralogía, anatomía, y los objetos de interés paleontológico;




b) los bienes relacionados con la historia, con inclusión de la historia de las ciencias y de las técnicas, la historia militar y la historia social, así como con la vida de los dirigentes, pensadores, sabios y artistas nacionales y con los acontecimientos de importancia nacional;




c) el producto de las excavaciones (tanto autorizadas como clandestinas) o de los descubrimientos arqueológicos;




d) los elementos procedentes de la desmembración de monumentos artísticos o históricos y de lugares de interés arqueológico;




e) antigüedades que tengan más de 100 años, tales como inscripciones, monedas y sellos grabados;




f) el material etnológico;




g) los bienes de interés artístico tales como:





i. Cuadros, pinturas y dibujos hechos enteramente a mano sobre cualquier  soporte y en cualquier material (con exclusión de los dibujos industriales y de los artículos manufacturados decorados a mano);




ii. Producciones originales de arte estatuario y de escultura en cualquier material;




iii. Grabados, estampas y litografías originales;




iv. Conjuntos y montajes artísticos originales en cualquier material.





h. manuscritos raros e incunables, libros, documentos y publicaciones antiguos de interés especial (histórico, artístico, científico, literario, etc.) sueltos o en colecciones;




i. sellos de correo, sellos fiscales y análogos, sueltos o en colecciones;




j. archivos, incluidos los fonográficos, fotográficos y cinematográficos;




k. objetos de mobiliario que tengan más de 100 años e instrumentos de música antiguos.





Para los Estados Unidos Mexicanos:




a) objetos procedentes de excavaciones o descubrimientos arqueológicos y paleontológicos, autorizados o clandestinos, terrestres o acuáticos, incluyendo material lítico, cerámica, piedras preciosas o semipreciosas, metal, textil y otras evidencias materiales de la actividad humana o fragmentos de ellos;




b) elementos procedentes del desmembramiento de monumentos artísticos o históricos o de sitios arqueológicos;




c) bienes de interés histórico;




d) bienes de interés antropológico y etnológico, incluyendo el material de grupos étnicos en peligro de extinción y el de uso ceremonial o utilitario como tejidos y trajes, máscaras folclóricas y para rituales de cualquier material, arte plumario, adornos cefálicos y corporales, lapidaria y acrílicos, de interés artístico, histórico o social;




e) bienes y objetos de interés artístico o fragmentos de piezas de arte, como pinturas y dibujos hechos enteramente a mano, sobre cualquier soporte y en cualquier material; producción de originales de arte estatuario y de escultura en cualquier material; grabados, estampados y litografías originales; artes menores y conjuntos y montajes artísticos de valor religioso, civil y militar protegidos por la legislación nacional de ambos países;





f) documentos de interés histórico, artístico, científico, literario, musical, etc., como pueden ser: mapas, planos y otros provenientes de los archivos de carácter público, oficial, nacional y eclesiásticos, de conformidad con la legislación nacional de las Partes;




g) manuscritos raros e incunables, libros, documentos y publicaciones antiguas de interés histórico, artístico, científico, literario, musical, entre otros, sueltos o en colecciones;




h) objetos de interés histórico, como monedas, inscripciones y sellos grabados, sueltos o en colecciones;




i) sellos de correos, sellos fiscales y análogos, sueltos o en colecciones;





j) archivos y material fonográfico, pictórico, histórico, social, civil, videográfico, fotográfico y cinematográfico, en poder de entidades públicas, privadas o mixtas;




k) mobiliario, incluidos instrumentos de música de interés histórico y cultural;




l) material y objetos de interés para la historia tecnológica e industrial de ambas o de una de las Partes;




m) bienes específicos, individuales o en conjunto, correspondientes a la producción artesanal y de conocimiento tradicional, que estén protegidos de conformidad con la legislación nacional de ambas Partes;




n) objetos de arte religioso de las épocas, virreinal y republicana de las Partes, o fragmentos de los mismos;




o) objetos que hayan sido sustraídos de museos;




p) objetos de valor científico o que sean importantes para la historia de la  ciencia de las Partes, incluyendo colecciones y ejemplares (enteros o fraccionados) raros de geología, mineralogía, anatomía y objetos de interés paleontológico, clasificados o no clasificados;




q) cualquier otro de naturaleza análoga a los anteriores que, derivado del análisis de sus características generales, particulares y específicas, se concluya pertinente catalogarlo como bien cultural sujeto a protección.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, colocó en discusión el proyecto.





El Ministro de Relaciones Exteriores (s), señor Alfonso Silva, señaló que este Convenio tiene por objeto prohibir el ingreso a los territorios de las Partes de todo bien cultural paleontológico, arqueológico, artístico e histórico sujeto a protección proveniente de la otra Parte que haya sido robado, obtenido o traficado ilícitamente y establecer los procedimientos para su restitución.





Indicó que este instrumento internacional recoge el interés de ambas Partes de proteger y conservar el patrimonio cultural de ambos Estados, para lo cual la cooperación mutua es un medio eficaz de salvaguardar el legítimo derecho del propietario originario. Agregó que este Convenio establece procedimientos comunes que permiten la recuperación de los bienes culturales y su restitución.





El Honorable Senador señor Walker consultó si existen precedentes similares a este Convenio y si han sucedido situaciones de hecho que hayan obligado a adoptar este tipo de medidas internacionales.





El Director de Asuntos Culturales de la Cancillería, señor Germán Guerrero, respondió que existen otros instrumentos que se encuentran en tramitación referidos a esta materia, entre ellos, uno multilateral, la “Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la importación, la exportación y la transferencia de propiedad ilícitas de bienes culturales” de 1970.





Advirtió que el tráfico de bienes culturales alcanza a los US$ 8.000 millones, lo que constituye el tercer comercio ilegal a nivel mundial, tras los de drogas y armas. Añadió que se han detectado cerca de tres mil piezas de este tipo en nuestro país en el último tiempo. Aseguró que con la aprobación de este instrumento internacional Chile se posiciona favorablemente en la escena internacional-cultural, considerando que México es uno de los países que más sufre con este tráfico ilegal.





El Honorable Senador señor Letelier preguntó por qué no se ha avanzado en el Convenio con Perú sobre la misma materia. Asimismo, consultó si existen instrumentos colectivos a nivel latinoamericano.





El señor Guerrero contestó que se suscribió la Convención antes citada de 1970, de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO). Agregó que se han suscrito otros convenios bilaterales que se encuentran en tramitación para su aprobación, como son los celebrados con Ecuador y Colombia. Por último, hizo presente que en el corto plazo se distribuirá un folleto en la frontera para que los funcionarios de Aduana puedan reconocer un bien cultural cuyo tráfico se encuentre prohibido.





El señor Silva informó que respecto de la celebración de un Convenio en esta materia con Perú, sólo existe una diferencia respecto de la cláusula de solución de controversias, lo que ha generado una etapa de negociación, la cual ha tenido un satisfactorio avance.





Por último, la Profesional de Apoyo del Área de Coordinación General del Consejo de Monumentos Nacionales, señora Natalia Severino, informó que el Paso Fronterizo de Chacalluta es uno de los que registra más decomisos de bienes culturales, motivo por el cual el Ministerio de Cultura del Perú agradeció la preocupación adoptada por nuestro país en este ámbito.




Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio).
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre la República de Chile y los Estados Unidos Mexicanos sobre Protección y Restitución de Bienes Culturales”, suscrito en Ciudad de México, el 8 de julio de 2011.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 1 de octubre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández, Juan Pablo Letelier Morel y Eugenio Tuma Zedán.





Sala de la Comisión, a 1 de octubre 2013.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑOR TUMA, SEÑORAS PÉREZ SAN MARTÍN Y RINCÓN Y SEÑORES FREI, GÓMEZ, LARRAÍN FERNÁNDEZ, ORPIS, PIZARRO, PROKURICA, SABAG, WALKER, DON IGNACIO Y ZALDÍVAR, CON EL QUE SE PIDE A S. E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE FORMULE, EN EL PRESENTE TRÁMITE CONSTITUCIONAL DEL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE COOPERATIVAS (BOLETÍN Nº 8.132-26), UNA INDICACIÓN PARA DECLARAR LA EXENCIÓN DEL IMPUESTO A LA RENTA QUE, POR EFECTO DE UNA INTERPRETACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA LEY, DESDE EL AÑO 2011 GRAVA LOS EXCEDENTES GENERADOS A PARTIR DE OPERACIONES DE LAS COOPERATIVAS CON SUS SOCIOS
(S 1609-12)
Honorable Senado:

Hasta el año 2011 el Servicio de Impuestos Internos interpretó administrativamente una disposición de la Ley General de Cooperativas, en' un sentido favorable al contribuyente asociado a una cooperativa, conforme al cual los excedentes derivados de las operaciones realizadas por las cooperativas se encontraban exentos del impuesto a la renta.
Dicha interpretación cambió diametralmente en Junio del año 2011, cuando el Director del Servicio, a la sazón Julio Pereira, a través del Oficio N° 1397, decidió que las referidas operaciones sí quedaban gravadas con el impuesto a la renta, por la vía del Impuesto Global Complementario.

Este cambio de criterio, más allá de las implicancias que ha tenido por los contribuyentes que han debido reliquidar sus impuestos retroactivamente, genera un marco regulatorio totalmente adverso a la finalidad expresada por el Gobierno en el Congreso, en orden a promover el cooperativismo como forma de asociatividad.

Por ello es que vemos, en el marco del tratamiento del proyecto de ley, que modifica la Ley General de Cooperativas (Boletín N° 8.132-26), que entre otras plantea la necesidad de precisar ciertas normas poco claras, un espacio muy propicio para establecer, bajo el principio de seguridad jurídica, con absoluta certeza, cuál será el tratamiento tributario de la remesas que reciban los asociados de las cooperativas, que en nuestra opinión debiera ser la exención.

Si bien es cierto, que desde el punto de vista de las competencias sectoriales el proyecto en actual tramitación corresponde al Ministerio de Economía, no vemos inconveniente en que sea objeto de indicaciones relacionadas con la cartera de Hacienda, si consideramos que hay normas que, de igual forma, deberán ser conocidas por la Comisión de Hacienda.

Por su parte una indicación en el sentido propuesto no se aleja de las ideas matrices, dentro de las cuales se plantea la necesidad de incentivar la eficiencia económica y la sustentabilidad financiera del sistema.

POR TANTO, los senadores que suscriben vienen en someter a la consideración del Senado el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO Por el cual se acuerda:

Que por tratarse de materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, se le solicite el envío de una indicación al proyecto de ley Boletín N° 8.132-26, que perfecciona la ley general de cooperativas, donde se establezca, con claridad, la exención del impuesto a la renta de las operaciones entre las cooperativas y sus asociados”
(Fdo.): Eugenio Tuma Zedán, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
� Ley de Reforma Constitucional N° 20.162, del 16 de febrero de 2007.


� Art. 203 del Código del Trabajo. Las empresas que ocupan veinte o más trabajadoras de cualquier edad o estado civil, deberán tener salas anexas e independientes del local de trabajo, en donde las mujeres puedan dar alimento a sus hijos menores de dos años y dejarlos mientras estén en el trabajo. Igual obligación corresponderá a los centros o complejos comerciales e industriales y de servicios administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica, cuyos establecimientos ocupen entre todos, veinte o más trabajadoras. El mayor gasto que signifique la sala cuna se entenderá común y deberán concurrir a él todos los establecimientos en la misma proporción de los demás gastos de ese carácter.


Las salas cunas deberán reunir las condiciones de higiene y seguridad que determine el reglamento.


Con todo, los establecimientos de las empresas a que se refiere el inciso primero, y que se encuentren en una misma área geográfica, podrán, previo informe favorable de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, construir o habilitar y mantener servicios comunes de salas cunas para la atención de los niños de las trabajadoras de todos ellos.


En los períodos de vacaciones determinados por el Ministerio de Educación, los establecimientos educacionales podrán ser facilitados para ejercer las funciones de salas cunas. Para estos efectos, la Junta Nacional de Jardines Infantiles podrá celebrar convenios con el Servicio Nacional de la Mujer, las municipalidades u otras entidades públicas o privadas.


Se entenderá que el empleador cumple con la obligación señalada en este artículo si paga los gastos de sala cuna directamente al establecimiento al que la mujer trabajadora lleve sus hijos menores de dos años.


El empleador designará la sala cuna a que se refiere el inciso anterior, de entre aquellas que cuenten con la autorización de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.


El empleador pagará el valor de los pasajes por el transporte que deba emplearse para la ida y regreso del menor al respectivo establecimiento.


El trabajador o trabajadora a quienes, por sentencia judicial, se le haya confiado el cuidado personal del menor de dos años, tendrá los derechos establecidos en este artículo si éstos ya fueran exigibles a su empleador.


Lo anterior se aplicará, además, si la madre fallece, salvo que el padre haya sido privado del cuidado personal por sentencia judicial. (http://www.leychile.cl/N?i=207436&f=2012-08-08&p=)


� Artículo 1° del proyecto.


� Educación General Básica.


� Normativa que regula el funcionamiento de la JUNJI.


� El artículo 3º de dicha ley dispone que “son Jardines Infantiles aquellos establecimientos educacionales que atienden niños durante el día, hasta la edad de su ingreso a la Educación General Básica, proporcionándoles una atención integral que asegure una educación oportuna y pertinente.


Son Jardines Infantiles Comunitarios aquellos establecimientos que atienden a un grupo reducido de párvulos, de modo heterogéneo u homogéneo, producto de una iniciativa comunitaria. Estos jardines podrán estar a cargo de un técnico en educación parvularia y, en caso excepcional que calificará el Reglamento, podrán estar a cargo de un agente educativo que no cuente con título profesional, pero que cumpla con las exigencias de idoneidad y supervisión que contemple especialmente dicho Reglamento.”


� Op.cit.


� Cabe hacer presente que los fundamentos de voto expuestos por los integrantes de la Comisión en esta parte de la discusión en general, deben entenderse complementados con los diversos planteamientos que ellos formularon durante el desarrollo de todas las sesiones destinadas al estudio de esta iniciativa, y que se han transcrito en el cuerpo de este informe.
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